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1. Introducción 
 

 
El uso del internet (la red de computadoras más grande el mundo) es el nuevo 

lenguaje de comunicación, gracias a la Red se dispone de más información concreta 
sobre cada producto que desee conocer y, por tanto, de una mayor capacidad de 
decisión, si bien es cierto que su fin primordial fue la obtención de la información a 
todos los usuarios del servicio que van a accesar, con la consecuencia de realizar 
operaciones de diversas índole u otra actividad del conocimiento, traspasando 
fronteras sin necesidad de pasaporte o de cualquier otro requisito de traslado a otro 
país, dejando para muchos las operaciones tradicionales y dando cabida a esta nueva 
forma de hacer negocio, pudiendo adquirir bienes y productos en cualquier parte del 
mundo.  

 
El uso de Internet no es tan solo un canal de información como ya lo 

comentamos, pues se ha transformado en un canal de negocios, donde se puede 
mantener una comunicación constante entre los consumidores y los empresarios, 
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otorgando beneficios mutuos para los contratantes del servicio, la realidad es que el 
internet llegó para quedarse en nuestras vidas, aunado a los esfuerzos que se han 
realizado por la Comisión de Comunidades Europeas en junio 14 de 2000, por 
ejemplo uno de los objetivos en el Plan de Acción Europa 2000 es aumentar el 
número de conexiones a Internet en Europa, abrir el conjunto de las redes de 
comunicación a la competencia y estimular el uso de Internet haciendo hincapié en la 
formación y la protección de los consumidores, además se señalaron que para el 
desarrollo del comercio electrónico depende de tres factores: El establecimiento del 
mercado interior del comercio electrónico, el aumento de la confianza de los 
consumidores y la puesta en línea de una parte sustancial de los contratos públicos. En 
este marco, el plan de acción propone entre otras coas, la de adoptar las propuestas 
legislativas europeas relativas en el sentido de estimular la confianza de los 
consumidores en el comercio electrónico promoviendo nuevos mecanismos de 
solución de diferencias, así como la aprobación de certificados y códigos de buena 
conducta, aplicar todavía más la corregulación y la autorregulación, animar a las 
pequeñas y medianas empresas a pasarse a los sistemas digitales y a mejorar la 
seguridad jurídica de las que ofrecen servicios electrónicos, crear un nombre de 
dominio de primer nivel «.eu».  

 
De lo anterior podemos presumir los siguientes resultados: La reciente 

actualización del “Word Internet Usage Population Statistics”, principal servicio 
informativo en la web de la Internet World Stats, fue realizada el 30 de septiembre de 
20092. La población mundial entonces fue estimada en 6, 767, 805,208 personas, de 
las cuales 1, 733, 993,741 fueron considerados usuarios de Internet. La penetración 
mundial de Internet fue establecida en 25.6 por ciento. En esta misma tesitura, 
también tenemos que se ha publicado nuevas estadísticas para los usuarios mundiales 
del Internet. Al finalizar el año 2009 el número total estimado de usuarios es de 1,802, 
330,457  para una penetración del Internet en el mundo de 26.6%3, de esta forma lo cierto 
es que a veces cuando hablamos de comercio electrónico( y por extensión de Internet) se nos olvida que 
tuvo varias etapas de prueba, desde los años sesenta, pero fue en el año de 1995  cuando se inicia a 
la población abierta, desde entonces se han superado todas las expectativas, en este 
año la www se considera como el primero de los servicios que ofrece la red.  

 
En esta época se produce la aparición de la Internet comercial, las empresas se 

instalan en la red y se ofrece todo tipo de servicio "on line", tanto en la iniciativa 
privada como pública, una gran mayoría, de acuerdo a las estadísticas mencionadas se 
instalan en el ciberespacio.  

 
Con lo anterior viene a colación, que “El comercio electrónico en España alcanzo ǵ en el 

segundo trimestre de 2009, un volumen de negocio de 1,435.1 millones de euros, el 
1.4% más que en el mismo trimestre de 2008; con un total de 18.5 millones de 
operaciones. El montante económico generado en el segundo trimestre se distribuyo ǵ 
principalmente entre las siguientes ramas de actividad: agencias de viaje y operadores 
turísticos (12.2%), el transporte aéreo (10.7%), el marketing directo (8.6%), el 

 
2 www.internetworldstats.com 
3 www.exitoexportador.com 

http://www.exitoexportador.com/stats.htm
http://www.exitoexportador.com/stats.htm
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transporte terrestre de viajeros (7.1%), los juegos de azar y apuestas (6.0%). Para la 
elaboración del presente informe se ha utilizado como fuente de datos el registro de 
operaciones de comercio electrónico. Este registro que la Comisión del Mercado de 
Telecomunicaciones (siglas CMT) mantiene  un censo de las transacciones comerciales 
electrónicas a través de terminales de punto de venta virtuales, cuyo pago ha sido 
realizado a través de tarjetas bancarias de pago adscritas a las entidades de pago 
españolas colaboradoras: Sermepa-Servired, Sistema 4B, Confederación Española de 
Cajas de Ahorro (CECA-Sistema Euro 6000)”4. 

 
 Lo que se concluye que el futuro del comercio electrónico en los próximos años, 

será el medio más adecuado para efectuar operaciones eficaces, rápidas y seguras al 
incrementar la confianza de los consumidores en las transacciones on-line  y una 
herramienta adicional para las empresas como fuente de competitividad. De acuerdo 
con las empresas consultoras Forrester y Júpiter Research, se estima que en los 
próximos 5 años el mercado Europeo de compradores de Internet pasará de los 100 
millones de personas que actualmente compran en Internet a más de 174 millones de 
personas y esta masa de compradores consumirá una media de 1,500 euros anuales (en 
comparación con los 1,000 euros actuales). Y estamos hablando de un volumen total 
de compras que hoy se calcula en 103 billones de Euros y que se elevará a 263 en 
2011, solo en Europa. En ese año se estima que habrá más de un 70% de usuarios 
europeos de Internet que acabará haciendo sus compras en la red y lo que es incluso 
más importante y que apuntábamos antes, al margen del propio tamaño del mercado 
on-line, se estima que internet va a suponer una influencia directa sobre al menos el 50% de 
todas las ventas que se realicen al por menor en un período no superior a 5 años.  

 
Las proyecciones en Estados Unidos son todavía más espectaculares y proyectan 

un crecimiento hasta superar nada menos que el trillón de dólares anuales en el año 
2012 (US eCommerce Forecast: 2008 To 2012 / Júpiter Research)5. 

 

 Por su parte las tendencias del Comercio Electrónico en México de acuerdo con el 
estudio AMIPCI 2009, 10 años 1999-20096 de las cifras de comercio electrónico 
siguen creciendo en México, se contabilizaron 27.6 millones de internautas y el 
importe de ventas de comercio electrónico en 2007 fue de $955 millones de dólares 
americanos, con un crecimiento anual 2006-2007 del 78%. Por lo que respecta a los 
medios de pago, en 2007, el 70% del volumen de ventas se realizó a través de tarjetas 
de crédito, seguido en menor proporción por los pagos en efectivo y los depósitos o 
transferencias en línea.  

 
Luego entonces el Instituto Nacional de Consumo en España, promoviendo la 

educación y estimulo cibernética, realizó en Madrid, el 2 de Julio de 2009 “un 
Seminario sobre los nuevos retos del Comercio electrónico en Europa”7. De esta 

 
4 www.usc.es 
5 www.forrester.com 
6 www.amipci.org.mx 
7 www.consumo-inc.es. Parte del trabajo del Centro Europeo del Consumidor consiste en la 
difusión de información acerca de los derechos de los consumidores en la Unión Europea, así 
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forma y con todas las ventajas que tiene el uso del Internet, existen también algunos 
inconvenientes, pues con motivo del incremento de las operaciones en red, surgen 
disputas e inconformidades entre los consumidores y empresarios, que nos hacen 
pensar sobre los riesgos de la operación y donde acudir en el caso de incumplimiento 
ya sea en la entrega del bien o un servicio,  pues es claro que el inicio de las acciones 
judiciales desalientan a los cibernautas por la complejidad de los tramites, los costos, 
tiempo e incertidumbre y muchas veces las menores montos de las reclamaciones 
contribuyen también a desistir de la acción. Ahora bien y con el objeto de ir acorde a 
los avances tecnológicos surgen instituciones publicas y privadas para dirimir disputas 
del consumo a través del Internet  con el denominado Arbitraje online, pues surgen 
como una necesidad y alternativa real, eficaz, además de su comodidad, pues la “Litis”, 
la puedes desahogar en donde te encuentres ubicado con un requisito sencillo, tener 
en ese momento línea de red.  

 
Luego Entonces dentro de la referida globalización, es sabido que este mecanismo 

de resolución de conflictos no tiene fronteras ni territorios de competencia para 
dirimir su conflicto, ya que partimos de la voluntariedad de las partes para su 
sometimiento y si bien es cierto que esta forma de impartir justicia es la idónea para la 
solución de conflictos, también es cierto que tendrá que recorrer un largo camino para 
que los justiciables tengan la confianza de someter sus diferencias al arbitraje on-line, 
los resultados que se arrojen de esta forma de resolver las contiendas por partes de los 
árbitros es fundamental, tendiendo que considerar la aplicación en todo momento la 
imparcialidad, neutralidad, equidad, confidencialidad y demás características que 
engloban el desarrollo del procedimiento arbitral on-line. Por otra parte, y no menos 
importante es la actuación de las oficinas administradoras arbitrales, pues con la 
calidad, transparencia en que administre los procedimientos arbitrales será importante 
y decisiva para cumplir el objetivo de todo ciudadano a recibir una justicia sin 
complicaciones y desde la comodidad de tu entorno donde te encuentres. El camino 
no es fácil, pero somos optimistas que esta forma de aplicar la justicia pueda variar la 
percepción de la ciudadanía respecto  a la aplicación de justicia.   

 
 

2. El conflicto en las relaciones de consumo. 
 

 
Las relaciones de consumo son sumamente complejas y se encuentran en continua 

interacción y estas relaciones entre el consumidor y el empresario nos llevan al 
conflicto, para fortalecer lo anterior el 28 de abril de 2006  la Revista Consumer 
Eroski8 publicó que “consumidores y comerciantes de la unión europea son protagonistas cada año 
de miles de conflictos que surgen del intercambio de bienes y servicios, así, se estima que uno de cada 
cinco consumidores europeos a tenido un conflicto con un comerciante en algún momento en los últimos 
siete años” ahora bien cuando hablamos del conflicto tenemos que conocer sus causas y 
sus efectos que lo motivaron para posteriormente implementar los mecanismos para 

 
como de los retos a los que se enfrentan debido al avance, entre otras cosas, de las nuevas 
tecnologías.  
8  http://www.consumer.es 
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solucionarlos de la mejor manera, por lo que podemos decir que  “el estudio del conflicto 
es de interés porque todos los seres humanos enfrentamos continuamente conflictos con otros 
individuo”9. El conflicto se puede definir como “una tensión, lucha o pelea entre dos partes, 
sin embargo, estas pueden ser parte de un todo; es decir, se puede hablar de conflictos entre los afectos y 
las cogniciones o razonamientos en la misma persona”10. En este mismo sentido también se 
puede describir  el conflicto como “las contradicciones vivenciadas como consecuencias de 
limitaciones o interferencias en sus procedimientos, juicios y objetivos reconocidos, produciéndose una 
interrelación de los códigos, normas y demás aspectos de relación”11 es decir desde nuestra 
perspectiva el conflicto se produce en la cual una persona se encuentra en oposición a 
otra u otras personas en razón de que tienen o persiguen intereses incompatibles; para 
su existencia se requiere una discrepancia que traiga consigo violencia, es decir, furia, 
engaño, peleas, agresión, insultos, acoso, o gritos.  

 
 Podemos afirmar que los conflictos nos acompañan a lo largo de la vida, sin 

importar su raza, credo, clase social, nacionalidad o ideología. El conflicto es un hecho 
natural en nuestra vida, pues, se derivan entre padres e hijos, parientes directos e 
indirectos, jefes y subalternos, compañeros de trabajo, socios, amigos y obviamente en 
las relaciones de consumo, es un fenómeno propio de los seres vivos, implícito en el 
mismo acto de vivir, que se presenta en todas las épocas y edades, en este sentido los 
individuos no podemos dejar de oponernos con otros. Ahora bien, se convierte en un 
problema, cuando se torna en norma o hábito, cuando caracteriza el conjunto de 
comportamiento, por lo que revierte importancia la habilidad que mostremos para 
evitarlo o enfrentarlo buscando el equilibrio personal que influye en nuestra calidad de 
vida, ya que en la medida en que las personas tenemos historias personales diferentes, 
deseos, opiniones y necesidades diferentes es normal que tengamos divergencias de 
comportamientos y colisión de intereses, por lo que, la fuerza de esos intereses es la 
que determina la intensidad del conflicto , al efecto los conflictos nacen de la siguiente 
manera: 

a. “Por la subjetividad de la precepción. Las personas captamos las situaciones de una forma 
muy diferente. Por mucho que pretendamos ser objetivos, la distorsión es difícilmente 
evitable. 

b. Por una información incompleta. Hay juicios y opiniones que se emiten conociendo solo una 
parte de los hechos. 

c. Por fallos en la comunicación interpersonal. Porque el emisor no emite en condiciones, por 
que el código (palabras, gestos…) no es el adecuado o por que el receptor no sabe, no puede 
o no quiere descifrar el mensaje. Y además, casi siempre las palabras son insuficientes para 
trasmitir los pensamientos. 

d. Por diferencia de caracteres. 
 

 
9 MNOOKIN, Robert H, Resolver conflictos y alcanzar acuerdos. Como plantear una negociación para 
generar beneficios, Ed. Gedisa, Barcelona, 2003, pág. 131. 
10 SUARES Marines, Mediación. Conducción de disputas, comunicación y técnicas. Ed. Paidos, Buenos 
Aires, 2004, pág. 71. 
11 CASTANEDO ABAY, Armando, Mediación. Una alternativa para la solución de conflictos. Ed. 
Colegio Nacional de Ciencias Jurídicas y Sociales, México 2001, pág. 75. 
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Por último el conflicto se origina por la pretensión de las personas de igualar a los 
demás con uno mismo. Esa dificultad que se suele tener de aceptar las personas como 
son, sin juzgarlas. Dificultad simplemente para dejarlo ser”12.  

 
De tal forma que los conflictos pueden desarrollar consecuencias negativas como 

positivas ente las primeras podemos decir que cuando el conflicto no se canaliza 
debidamente con habilidades y herramientas de entre sus protagonistas puede ser 
fuente de violencia y que en la medida que origina frustración produce hostilidad y 
resentimiento contra el otro, además que puede a llegar ser la causa de enfermedades 
como dolores de cabeza, insomnio ansiedad entre otras y respecto a las consecuencias 
positivas el conflicto estimula defensas individuales y aumenta la capacidad para 
afrontar situaciones, ayudando a que se consolide el realismo en las personas 
estableciendo sus propios límites y el respeto a los derechos ajenos. De lo anterior 
podemos decir que los conflictos como lo hemos mencionado es parte de la condición 
humana, que es un estímulo para el desarrollo que favorece el progreso y los cambios 
y que tenemos que aprender a convivir con él, impulsar el diálogo cultivando el 
empatía escuchando y entendiendo al otro, por lo que debemos de fomentar la actitud 
mental de que un conflicto se resuelve mejor, activando el proceso de la 
comunicación, buscando el equilibrio e incluso en el procedimiento arbitral, se tiene la 
oportunidad de acercar a las partes en conflicto en diversas etapas, lo que puede influir 
en lograr transacciones, evitando con ello la emisión del laudo, elevándolo a la 
categoría de cosa juzgada, lo interesante pues, que ambos contendientes participan en 
las propuestas de alternativas para solucionar su conflicto y que ambos se esfuerzan 
para encontrar soluciones que los satisfagan, ya que nos queda claro que los conflictos 
que han sido bien gestionados ayudan a crecer a las personas, a estimular sus 
habilidades de negociación y terminan fortaleciendo la relación interpersonal, aunado a 
la simplicidad, rapidez y en muchas ocasiones no  genera  costo, salvo en aquellos 
asuntos por su complejidad se hace necesaria la intervención de peritos que sean 
solicitados por algunas de las partes, aunado de lo anterior en el arbitraje de consumo, 
una de sus características primordiales es que no se pierda la relación comercial y que 
fluyan las relaciones entre las partes.  

 
 
3. El arbitraje en las relaciones de consumo 

 
 

De esta manera hacer posible que funcione el Arbitraje de Consumo 
satisfactoriamente en la resolución de las disputas entre consumidores, usuarios y 
empresarios, trae como consecuencia ventajas importantes como podría ser el evitar el 
desgaste emocional y económico que conllevan los conflictos,  aunado a remplazar la 
acción jurisdiccional que tiene el ciudadano su derecho de elegir. De esta forma para 
abundar en el tema asumo, que  las relaciones de consumo se producen entre un 
consumidor, usuario y empresario, en sus derechos legalmente reconocidos, “en 
consecuencia  y descendiendo del plano teórico al meramente práctico, estaremos en una relación de 
consumo cuando un particular adquiera, utilice o disfrute bienes muebles o inmuebles, productos, 

 
12 Op.cit. numeral 8 
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servicios, actividades o funciones, como destinatario final, de personas físicas o jurídicas  que hayan de 
estar por imperativo legal dadas de alta en el impuesto de actividades económicas excepto, la 
Administración, obviamente. Creo que éste es el criterio práctico más fácil que se puede seguir para 
distinguir cuándo nos encontramos en una relación jurídica que pueda dar lugar a eventuales 
arbitrajes de consumo. No obstante, sólo habrá de considerarse relación de consumo aquélla en la que 
la contraparte empresario, comerciante o profesional actúe en el ejercicio de su actividad o profesión, de 
tal suerte que si un abogado arrienda a título privado una vivienda de su propiedad a un particular, 
no estaremos entonces en presencia de una relación o acto de consumo, sino en un negocio jurídico entre 
particulares”13. 

 
 Una de las virtudes del arbitraje de consumo, como Método Alterno de Solución 

de Conflictos, consiste en otorgar a los solicitantes del servicio una respuesta jurídica, 
a conflictos que quedaban marginados de cualquier solución institucional. Ahora bien, 
cuando nos referimos al arbitraje en forma general, tenemos que puntualizar su 
definición, por ejemplo, para algunos operadores del derecho es un proceso de 
expropiación de la jurisdicción, pero esta vez no en favor del Estado, sino en favor de 
los propios protagonistas del conflicto, es decir, que en algunas materias como las del 
consumo los árbitros han desplazado a los jueces para cubrir áreas de conflicto que 
hasta ahora carecían de respuesta alguna, por lo que el sistema arbitral de consumo en 
España, ha contribuido a la realización del estado de derecho moderando la rigurosa 
igualdad en las controversias, “El arbitraje de consumo tiene vital importancia pues las juntas 
arbitrales de consumo en todo el país han recibido múltiples solicitudes de arbitraje así como emitido 
laudo que en ningún otra parte de mundo, lo que sin duda constituye un magnifico campo de 
experimentación del arbitraje, que nadie que desea realizar algún estudio sobre el mismo debiera de 
considerar”14.   

 
El arbitraje surge para satisfacer una necesidad social, su florecimiento reciente en 

el área privada y administrativa por parte del Estado ha permitido su empleo como en 
el ahora estudiado arbitraje de consumo. En este sentido para ilustrar al lector se ha 
definido diversas formas a la institución del arbitraje como lo menciona Gorjón 
Gómez y Steele Garza “es un procedimiento heterocompositivo extra procesal fundado en el 
principio de la autonomía de la voluntad de las partes enalteciendo el pacta sun servanda, en el 
cual las partes someten a un particular, árbitro sus diferencias, que actuará según sus protestas bajo la 
tutela del principio erga omnes basado en el  ius mercatorum o lex mercatoria y en la lex 
fori”15, así mismo Gómez Lara lo define como “un procedimiento seguido ante un juez no 
estatal, sino de carácter privado”16,  en esta tesitura el arbitraje también se define como “un 
método o técnica mediante la cual se tratan de resolver diferencias extra judicialmente entre dos o más 
partes mediante la actuación de una o varias personas que derivan sus facultades del acuerdo 

 
13 RUIZ JIMENEZ, J.A, Ámbito objetivo del arbitraje de consumo. En el curso de especialización en 
Arbitraje de Consumo de la Universidad del País Vasco, pág.4 
http://www.sc.ehu.es/dpwlonaa/adr/modulos/19.htm,   
14 ALVAREZ ALARCON, Arturo, El sistema español de arbitraje de consumo. Ed. El Instituto 
Nacional del consumo, Madrid, 1999, pág. 19 
15 GORJON /STEELE, Métodos alternativos de solución de conflictos. Ed. Oxford, México 2008, 
pág. 21 
16 GOMEZ LARA, Cipriano, Teoría general del proceso, Ed. Harla, México, 1996, pág. 23 



 310 

                                                      

consensual de las partes  involucradas en la controversia”17. La institución del arbitraje es un 
conjunto de actividades unidas por la idea común y objetiva de la solución de un 
conflicto e integrada por la concurrencia de tres elementos necesarios y 
fundamentales; es en primer término, el compromiso; el contrato por lo cual dos o 
más personas aceptan la decisión de un tercero neutral, en segundo lugar la recepción 
del arbitraje que es en el momento en que los terceros aceptan su encargo y se 
vinculan así con las partes a revisar su tarea y el tercero es el procedimiento arbitral, en 
que los involucrados, formulan y deciden la controversia que da vida y engendra todo 
el fenómeno a que el arbitraje se refiere; en este contexto el arbitraje es una “institución 
por la cual una jurisdicción privada conoce las controversias surgidas de las relaciones jurídicas 
determinadas entre dos o más personas que se han sometido a ella mediante convenio arbitral, con 
exclusión de los órganos estatales, y cuya decisión, una firme, tiene el carácter de cosa juzgada y es 
ejecutante”. Por otra parte, el acceso de los consumidores a la justicia, lo podemos 
comprender como ”el acceso a todo un conjunto de instancias de muy diversa naturaleza que tiene 
a sus disposición el consumidor o usuario para obtener la realización de los derechos que le concede la 
ley”18, es considerado como uno de los derechos fundamentales de los ciudadanos 
proclamado en el artículo 47 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión 
Europea19, en las que adquieren una especial importancia las relacionadas con el 
consumo, en el respectivo artículo 3820, por la oposición que en ellas tiene la 
población consumidora y que merecen un específico y diferenciado tratamiento 
jurídico. 

 
 La Constitución española de 197821, señala en su artículo 51.1 la obligación del 

Estado de la defensa a los derechos de los consumidores, por lo tanto “esta defensa de 
los consumidores constituye una de las exigencias que derivan de la concepción del Estado como 
Estado social”22, de esta forma tenemos además del anterior marco jurídico para 
resolver las controversias en materia de arbitraje de consumo el Decreto Legislativo 

 
17 SIQUEIROS, José Luis, El arbitraje, marco normativo, tipos de arbitraje, compromiso arbitral y 
cláusula compromisoria. Ed. Pauta, México, 1999, pág. 3. 
18 CARLO QUINTANA, Ignacio, El acceso de los consumidores a la justicia en España, experiencia 
europea. Estudios sobre consumo, Nº 13, 1988 , pág. 100. 
19 Diario Oficial de la Comunidades Europeas, de fecha 18 de diciembre del 2000, en el 
Capítulo VI, que refiere a la Justicia, señala que: Toda persona cuyos derechos y libertades 
garantizados por el Derecho de la Unión hayan sido violados tiene derecho a la tutela judicial 
efectiva respetando las condiciones establecidas en el presente Artículo. Toda persona tiene 
derecho a que su causa sea oída equitativa y públicamente y dentro de un plazo razonable por 
un juez independiente e imparcial, establecido previamente por la ley. Toda persona podrá 
hacerse aconsejar, defender y representar. Se prestará asistencia jurídica gratuita a quienes no 
dispongan de recursos suficientes siempre y cuando dicha asistencia sea necesaria para 
garantizar la efectividad del acceso a la justicia. 
20 Diario Oficial de las Comunidades  Europeas, señala la protección de los consumidores y las 
políticas de la Unión que  garantizarán un alto nivel de protección de los consumidores. 
21 En el capítulo III, de la Constitución Española, refiere a los Principios Rectores de la Política 
Social y Económica y señala en su artículo 51.1 Los poderes públicos garantizarán la defensa 
de los consumidores y usuarios, protegiendo, mediante procedimientos eficaces, la seguridad, la 
salud y los legítimos intereses económicos de los mismos. 
22 MARTIN-RETORTILLO BAQUER, Lorenzo, Una Panorámica de la defensa de los consumidores 
desde el Derecho Administrativo. En Estudios sobre Derecho de Consumo, Bilbao, 1994,pág.109 
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1/2007, de 16 de noviembre23, por lo que se aprueba el Texto Refundido de la Ley 
General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios  en sus artículos 57 y 58, y 
así mismo el flamante Real Decreto 231/2008, de 15 de Febrero24, por lo que se 
regula el Sistema Arbitral de Consumo, además de todo lo anterior es importante la 
presencia de los valores éticos y morales de los operadores de los Métodos Alternos 
de Solución de Controversias, por lo que, la Comisión Europea en fecha 30 de Marzo 
de 1978. Dictaminó y publicó25 la preocupación de las relaciones de consumidores y 
empresarios en sus actividades comerciales, ofreciendo el  ámbito comunitario de que 
sus posibles conflictos serán tratados de un modo equitativo y eficaz, estableciendo 
principios mínimos sobre la creación y funcionamiento de procedimientos 
extrajudiciales de resolución de litigios en materia de consumo, pretendiendo que el 
tercero neutral que intervenga para dirimir las controversias actúe de una manera 
imparcial y respetando los principios de independencia, es decir  que no este sometido 
a presiones que podrían influir en la decisión, en cuanto a la transparencia, el tercero 

 
23 BOE, núm. 287 de 30 de noviembre de 2007. 
Artículo 57. Sistema Arbitral del Consumo. 
1. El Sistema Arbitral del Consumo es el sistema extrajudicial de resolución de resolución de 
conflictos entre los consumidores y usuarios y los empresarios a través del cual, sin 
formalidades especiales y con carácter vinculante y ejecutivo para ambas partes, se resuelven las 
reclamaciones de los consumidores y usuarios, siempre que el conflicto no verse sobre 
intoxicación, lesión o muerte o existan indicios racionales de delito. 
2. La organización, gestión y administración del Sistema Arbitral de Consumo y el 
procedimiento de resolución de los conflictos, se establecerá reglamentariamente por el 
Gobierno. En dicho reglamento podrá preverse la decisión en equidad, salvo que las partes 
opten expresamente por el arbitraje de derecho, el procedimiento a través del cual se 
administrará el arbitraje electrónico, los supuestos en que podrá interponerse una reclamación 
ante la Junta Arbitral Nacional frente a las resoluciones de las Juntas arbitrales territoriales 
sobre admisión o inadmisión de las solicitudes de arbitraje y los casos en que actuará un árbitro 
único en la administración del arbitraje de consumo. 
3. Los órganos arbitrales estarán integrados por representantes de los sectores empresariales 
interesados, de las organizaciones de consumidores y usuarios y de las Administraciones 
públicas. 
4. Los convenios arbitrales con los consumidores distintos del arbitraje de consumo previsto 
en este artículo, sólo podrán pactarse una vez surgido el conflicto material o controversia entre 
las partes del contrato, salvo que se trate de la sumisión a órganos de arbitraje institucionales 
creados por normas legales o reglamentarias para un sector o un supuesto específico. 
Los convenios arbitrales pactados contraviniendo lo dispuesto en el párrafo precedente serán 
nulos. 
Artículo 58. Sumisión al Sistema Arbitral del Consumo. 
1. La sumisión de las partes al Sistema Arbitral del Consumo será voluntaria y deberá constar 
expresamente, por escrito, por medios electrónicos o en cualquier otra forma admitida 
legalmente que permita tener constancia del acuerdo. 
2. Quedarán sin efecto los convenios arbitrales y las ofertas públicas de adhesión al arbitraje de 
consumo formalizados por quienes sean declarados en concurso de acreedores. A tal fin, el 
auto de declaración de concurso será notificado al órgano a través del cual se hubiere 
formalizado el convenio y a la Junta Arbitral Nacional, quedando desde ese momento el 
deudor concursado excluido a todos los efectos del Sistema Arbitral de Consumo. 
24 BOE número 48, de 25 de febrero de 2008. 
25 Diario Oficial de las Comunidades Europeas, de fecha  de 17 de abril de 1998. 
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neutral deberá de asegurar el entorno procesal de la actividad lo mas claro y nítido 
posible para evitar percepciones irreales que afecten el procedimiento arbitral, además 
de conceder a los conflictuantes su derecho de  contradicción, así como la eficacia del 
contenido de los acuerdos o resoluciones, procurando en todo momento la legalidad 
en el procedimiento en que se actúa, de tal forma la eficacia del procedimiento estará 
asegurada por medidas que garanticen el cumplimiento de los derechos de los 
protagonistas de un conflicto, al efecto la Comisión Europea, como lo señalamos ha 
emitido la recomendación 98/257, CE de la Comisión en materia de consumo, que 
deben respetarse tanto por los órganos existentes como de nueva creación que tengan 
como competencia la resolución extrajudicial  de litigios en materia de consumo, y la 
cual procedo a reproducir y analizar.  

 
a. Principio de independencia. 

 
La independencia del órgano responsable de la toma de la decisión estará 

asegurada, de forma que se garantice la imparcialidad de su acción. Cuando la decisión 
se adopte de forma individual, esta independencia estará garantizada por las medidas 
siguientes: 

La persona designada tendrá la capacidad, la experiencia y la competencia, en 
particular en materia jurídica, necesarias para la función, la duración del mandato de la 
persona designada deberá ser suficiente para garantizar la independencia de su acción, 
sin que ésta pueda ser destituida sin motivo justificado, cuando la persona designada 
sea nombrada o remunerada por una asociación profesional o por una empresa, no 
deberá haber trabajado para dicha asociación profesional, ni para uno de sus 
miembros, ni para la empresa en cuestión, durante los tres años anteriores a su entrada 
en funciones. Cuando la decisión se adopte de forma colegial, la independencia del 
órgano responsable de ella puede garantizarse mediante la representación paritaria de 
los consumidores y de los profesionales o por el respeto de los criterios antes 
enunciados. 

 
De esta forma podemos concretar que este principio que alude a la independencia, 

no es otra cosa que la imparcialidad y la objetividad del órgano responsable de la toma 
de decisiones y que sirve para garantizar la protección de los derechos de los 
consumidores y aumentar la confianza de quienes abordan a estos mecanismos 
extrajudiciales, por lo que en el sistema arbitral de consumo a través de los órganos 
arbitrales se puede subsanar alguna decisión arbitral en que se actúe en forma parcial 
por alguno de los árbitros representados puesto que el laudo se puede emitir por 
mayoría, lo complicado resulta ser con el árbitro único o unipersonal  como quedó 
instaurado en el artículo 19 del Real Decreto 230/2008, en el que su decisión sino se 
encuentra debidamente fundada y motivada puede ser susceptible de ser señalado de 
actuar con parcialidad, por lo que el árbitro unipersonal debe de considerar expresarle 
a la partes todas aquellas circunstancias que puedan ser objeto de alguna percepción 
inadecuada.  
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b. Principio de transparencia 
 

Se adoptarán las medidas convenientes para garantizar la transparencia del 
procedimiento.  Entre dichas medidas se incluirán: 

• La comunicación por escrito, o en cualquier otra forma apropiada, a cualquier 
persona que lo solicite, de la información siguiente: 

o Una descripción precisa de los tipos de litigios que pueden someterse al 
órgano, así como los límites que puedan existir en relación con la cobertura 
territorial y el valor del objeto de los litigios; 

o Las normas relativas a la consulta del órgano, incluidas, en su caso, las 
gestiones previas impuestas al consumidor, así como otras normas de 
procedimiento, en particular las relativas al carácter escrito u oral del 
procedimiento, a la comparecencia personal y a las lenguas del 
procedimiento; 

o El posible coste del procedimiento para las partes, incluidas las normas 
relativa al reparto de los costes con posterioridad al procedimiento; 

o El tipo de normas en las que se basan las decisiones del órgano (disposiciones 
legales, equidad, códigos de conducta, etc.); 

o Las modalidades de toma de decisión en el órgano; 
o El valor jurídico de la decisión, precisando claramente si es o no de carácter 

obligatorio, para el profesional o para las dos partes. Si la decisión tuviera 
carácter obligatorio, deberán precisarse las sanciones aplicables en caso de 
incumplimiento de la decisión. Lo mismo se aplica a las vías de recurso que 
puedan existir para la parte que no obtenga satisfacción. 

 
• La publicación, por el órgano competente, de un informe anual relativo a las 

decisiones dictadas, que permita evaluar los resultados obtenidos y determinar 
la naturaleza de los litigios presentados. 

 
Conforme a este principio, lo que trasmite la Comisión es que el gobernado debe 

conocer toda aquella información que se tenga por el órgano encargado de resolver 
controversias, en el caso de que tome la decisión de acudir al procedimiento 
extrajudicial, es decir, que los consumidores y empresarios deben de obtener toda 
aquella información previa al inicio del procedimiento, así como la forma en que 
funciona el órgano ya sea ventajas o desventajas para su ingreso al sistema arbitral de 
consumo en especial. 
 

c. Principio de contradicción 
 

El procedimiento que habrá de seguirse implicará la posibilidad de que todas las 
partes interesadas den a conocer su punto de vista a la institución competente y que 
tengan conocimiento de todas las posturas y de todos los hechos expuestos por la otra 
parte, así como, en su caso, de las declaraciones de los expertos. 

 
En este tenor, podemos esgrimir, a lo que refiere este principio es garantizar a la 

partes contendiente en un conflicto de hacer valer sus pretensiones, presentado sus 
respectivas alegaciones y elementos de convicción para defender sus legítimos 
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derechos en el arbitraje y que se otorgue el equilibrio e igualdad de condiciones a cada 
uno de los contendientes. 

 
d. Principio de eficacia 

 
• El acceso del consumidor al procedimiento, sin estar obligado a utilizar un 

representante legal; 
• La gratuidad del procedimiento o la fijación de costes moderados; 
• La fijación de plazos cortos entre la consulta presentada ante el órgano y la 

toma de la decisión; 
• La atribución de un papel activo al órgano competente, que le permita tener 

en cuenta todo elemento útil para la solución del litigio. 
 

Respecto a este principio, no es muy claro los conceptos que se aluden, pues 
cuando hablamos de eficacia se trata de una garantía de los intereses económicos de 
las partes, activando procedimientos eficaces conforme a las necesidades que demanda 
la sociedad y en el terreno del sistema arbitral de consumo de lo que se trata es de ser 
eficaz en igualdad de circunstancias, aun en el caso de que los sujetos involucrados no 
se encuentren debidamente representados, por lo que en algunos casos no podemos 
decir que se violenta el principio de eficacia instruido por la comisión por el simple 
hecho que el consumidor no tenga un representante legal para su defensa, puesto que 
se representa la igualdad a través del árbitro de los consumidores, además de que en 
ciertos asuntos la complejidad del arbitraje sobre todo en el comercial, se hace 
necesaria la representación legal, por lo que debemos de considerar que se esta 
cumpliendo con el principio de transparencia en el que se tiene todo el acceso de 
información para el consumidor y de acuerdo a las estadísticas del Instituto Nacional 
del Consumo, se ha actuado con igualdad y equidad, conforme a las decisiones de los 
órganos arbitrales. 

 
e. Principio de legalidad 

 
La decisión del órgano no podrá tener como resultado privar al consumidor de la 

protección que le garantizan las disposiciones imperativas de la ley del Estado en el 
que esté establecido el órgano. En caso de litigios transfronterizos, la decisión del 
órgano no podrá tener como resultado privar al consumidor de la protección que le 
garantizan las disposiciones imperativas de la ley del Estado miembro en el cual el 
consumidor tenga su residencia habitual, en los asuntos previstos en el artículo 5 del 
Convenio de Roma de 19 de junio de 1980 sobre la ley aplicable a las obligaciones 
contractuales. 

 
Toda decisión se justificará y comunicará por escrito, o de cualquier otra forma 

apropiada, a las partes interesadas, en el menor plazo posible. 
 
El sistema arbitral de consumo, a través de sus órganos arbitrales están conscientes 

de la responsabilidad en la emisión de sus laudos, pues tratan de fundar y motivar sus 
decisiones cumpliendo en todo momento con la norma vigente, haciéndoles de su 



  315 

                                                      

conocimiento por escrito a las partes de toda la secuela legal del procedimiento en el 
que se exija notificación personal, ya que de lo contrario puedan incurrir en 
responsabilidad civil, penal y disciplinaria. 

 
f. Principio de libertad. 

 
La decisión del órgano sólo podrá ser obligatoria para las partes cuando éstas 

hayan sido previamente informadas y la hayan aceptado expresamente. 
 
La adhesión del consumidor al procedimiento extrajudicial no podrá ser resultado 

de un compromiso anterior al surgimiento de un desacuerdo, cuando dicho 
compromiso tenga por efecto privar al consumidor de su derecho a recurrir a los 
órganos jurisdiccionales competentes para la solución judicial del litigio. 

 
De esta forma el principio de libertad, se cumple cabalmente en el arbitraje de 

consumo ya que como lo hemos comentado su principal característica estriba en la 
voluntariedad de las partes para su sumisión al arbitraje, pero debemos recordar que 
una vez suscrita la cláusula o convenio arbitral, este sometimiento es obligatorio para 
el consumidor, es decir, que se torna obligatorio para el y no podrá renunciar a esta vía 
ni acudir a órganos judiciales, pues su compromiso ha sido plasmado por su libre 
voluntad e iría en contra de la normatividad interna y de convenios internacionales, 
por lo que en el arbitraje, no aplica en su integridad el principio de libertad que ha 
emitido la comisión.   

 
g. Principio de representación. 

 
El procedimiento no podrá privar a las partes del derecho a hacerse representar o 

acompañar por un tercero en todas las etapas del procedimiento. 
 
La presente recomendación se dirige a los órganos responsables de la solución 

extrajudicial de los litigios de consumo, a cualquier persona física o jurídica 
responsable de la creación o el funcionamiento de tales órganos, y a los Estados 
miembros cuando participen en ellos. 

 
Como ya lo hemos comentado en el principio de eficacia, la parte consumidora 

tiene la opción de hacerse representar con alguien de su confianza cuando se 
encuentre inmerso en algún conflicto, además de que es un principio universal que las 
personas sean representadas en alguna controversias en la que se encuentren 
involucradas, en la praxis, los litigantes han hecho valer a través de algún medio de 
impugnación, este principio de la falta de representación de unos de los acciones al 
sometimiento arbitral y la Audiencia Provincial de de Salamanca26, se pronunciado, 
expresando lo siguiente.  Derechos Fundamentales: Tutela Judicial Efectiva. Recurrente que 
acude, como reclamante, al proceso arbitral: falta de asistencia y asesoramiento de abogado: 
Procedimiento sujeto a los principios de audiencia, contradicción e igualdad entre las partes: 
Innecesidad de asistencia de Letrado: Falta de alegación del alcance material de la supuesta 

 
26 Sentencia de la Audiencia provincial de Salamanca, de fecha 24 de marzo de 2001. 
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indefensión: Inexistencia de vulneración del orden público. “Aunque se estructuran los motivos de 
anulación del Laudo Arbitral impugnado en dos, en ambos se sostiene idéntica argumentación, y que 
no es otra que la consideración de que el hecho de no haber estado asistido el recurrente de letrado 
durante la sustanciación del procedimiento arbitral le ha producido indefensión, causa de anulación 
por estar incluida en el artículo 45.5 de la Ley de Arbitraje (RCL 1988\2430 y 
RCL\1989\1783) que permite dicha anulación cuando el laudo fuese contrario al orden público. 
Ciertamente según la doctrina del Tribunal Constitucional, la cláusula de orden público se integra por 
el contenido del artículo 24 de la Constitución [RCL 1978\2836 y ApNDL 2875] (Sentencia 
Tribunal Constitucional 43/1986 [RTC 1986\43), y ATC 116/1992 [RTC 1992\116 
AUTO]), pero ello no implica sin más que el hecho de no haber estado asistido y defendido por 
letrado durante la sustanciación del procedimiento arbitral pueda producir el vicio alegado, puesto que 
no puede olvidarse que el artículo 21.3 de la Ley dispone que las partes podrán actuar por sí mismas 
o valerse de abogado en ejercicio. En el supuesto de autos, resulta de lo que consta en el expediente 
remitido y unido al rollo que el hoy recurrente fue el que, sin estar sujeto a convenio arbitral previo que 
le obligara, acudió, como reclamante, al procedimiento arbitral, iniciándolo. No lo hizo asistido de 
letrado, en uso de su libre opción, al igual que la otra parte que tampoco fue asistida de letrado que lo 
defendiera. No se ha producido, por tanto, vulneración alguna del derecho a un procedimiento sujeto a 
los principios esenciales de audiencia, contradicción e igualdad entre las partes (artículo 21 de la Ley). 
El no haber gozado de asistencia y asesoramiento jurídicos, cuando es la propia parte la que insta el 
procedimiento, no es motivo de anulación del laudo, ya que se acude al procedimiento, en uso de la 
autonomía de la voluntad, precisamente para resolver una cuestión litigiosa surgida en materia de su 
libre disposición, sin que el asesoramiento jurídico sea un requisito necesario e indispensable para ello. 
Y debiendo constatarse que el hecho de que el laudo arbitral tenga el efecto de la cosa juzgada, y sea 
susceptible de ejecución forzosa, implique tampoco una necesaria asistencia jurídica previa, puesto que 
precisamente la ejecución se encomienda al Juez de Primera Instancia del lugar dónde se haya dictado, 
lo que implica un procedimiento con todas las garantías legales. SEGUNDO.- Para llegar al 
resultado desestimatorio del recurso no debemos olvidar tampoco la doctrina constitucional sobre el 
derecho de defensa y asistencia letrada, cuya última finalidad según refiere la Sentencia del Tribunal 
Constitucional de 11-6-1996 (RTC 1996\105) es la de «asegurar la efectiva realización de los 
principios de contradicción y de igualdad de armas que imponen a los órganos judiciales el deber 
positivo de evitar desequilibrios entre la respectiva posición procesal de las partes o limitaciones a la 
defensa que puedan inferir a alguna de ellas un resultado de indefensión prohibido en todo caso en el 
inciso final del artículo 24.1 de la CE (Sentencia Tribunal Constitucional 46/1987 [RTC 
1987\46])». Como ya hemos expuesto en el procedimiento arbitral de autos no hubo limitación 
algún respecto a la defensa del recurrente. Podía haberse asesorado y acudido al arbitraje con Letrado, 
no constando que se le denegara, y es significativo el efecto que la otra parte tampoco fue asistida de 
letrado, por lo que no hubo desequilibrio ni limitación a la defensa alguna. Y en cualquier caso y en 
relación con la alegación de indefensión es también preciso exponer que la indefensión a la que se 
refiere el artículo 24 de la Constitución ha de ser real, efectiva y actual, nunca potencial o abstracta, 
debiendo colocar a su víctima en una situación concreta que le produzca un perjuicio sin que le sea 
equiparable cualquier expectativa de un peligro o riesgo (Sentencias Tribunal Constitucional 
15/1995 [RTC 1995\15], 314/1994 [RTC 1994\314] o 181/1994 [RTC 1994\181]). 
En este sentido la Sentencia del Tribunal Constitucional de 11-6-1996, núm. 105/1996 decía: 
«En todo caso, este Tribunal, en consonancia con la doctrina del Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos, sustentada, entre otras, en las Sentencias del TEDH de 9 de octubre de 1979 (caso 
Alrey) y de 25 de abril de 1983 (caso Pakelli), ha señalado que, desde la perspectiva constitucional, 
la denegación de la asistencia letrada no conlleva sin más una vulneración del artículo 24.2 de la 
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Constitución española. Para que esto suceda es necesario que la falta del letrado de oficio solicitado, en 
atención a las circunstancias concurrentes en el caso, haya producido al solicitante una real y efectiva 
situación de indefensión material, en el sentido de que la autodefensa se haya revelado insuficiente y 
perjudicial para el litigante impidiéndole articular una defensa adecuada de sus derechos e intereses 
legítimos en el proceso, es decir, que se haya producido un menoscabo real y efectivo de su derecho de 
defensa (Sentencias Tribunal Constitucional 161/1985 [RTC 1985\161], 47/1987 [RTC 
1987\47], 178/1991 [RTC 1991\178], 162/1993 [RTC 1993\162], 175/1994 [RTC 
1994\175] y 51/1996 [RTC 1996\51])”. De lo anterior se deduce que en algunos 
supuestos no aplica este principio de representación, recomendado por la comisión, 
pues como lo hemos comentado en el arbitraje se pueden surtir diversos supuestos, 
por la complejidad que pueda existir en su funcionamiento. 

 
En otra orden de ideas pero en el  mismo sentido la Comunidad Europea, ha 

querido fortalecer los valores éticos y morales en aquellos órganos que no están 
contemplados en la Recomendación 98/257, CE de la Comisión, de 30 de Marzo, por 
lo que ha publicado la recomendación de la Comisión 2001/310/CE de fecha 4 de 
abril de 200127, relativa a los principios aplicables a los órganos extrajudiciales de 
resolución consensual de litigios en materia de consumo en el que se fijan los 
principios que han de cumplir los órganos que aplican un procedimiento extrajudicial 
de solución de conflictos, con el objetivo que pretendan acercar a las partes en litigio 
de consumo para convencerlas de busquen una solución de común acuerdo, entre los 
que menciona la recomendación señala  los siguientes principios: 

 
I. “Imparcialidad 

 
Para garantizar la imparcialidad de un procedimiento, las personas responsable del 

mismo: 
• Serán nombradas por un período de tiempo determinado y no podrán ser 

destituidas sin causa justificada; 
• No tendrán ningún conflicto de interés aparente o real con ninguna de las 

partes; 
• Facilitarán a ambas partes información sobre su imparcialidad y competencia 

antes de que comience el procedimiento. 
 

Al efecto a este principio puede ser un problema grave en los casos de arbitraje 
privado cuando el consumidor no tiene conocimiento de la existencia del arbitraje ni 
del laudo hasta que recibe la notificación judicial para la ejecución del laudo, en estos 
casos cuando se designa una institución arbitral que guarda una estrecha y directa 
relación con el empresario y con el tribunal Arbitral , no actúan con la imparcialidad 
menos con la equidad y transparencia que requiere el procedimiento arbitral e incluso 
que se violen garantías constitucionales y de la propia ley de arbitraje al consumidor, lo 
anterior se puede observar en algunas cláusulas que se incluyan en las condiciones 
generales del contrato en la adquisición de un bien o servicio y en donde se impone 
cláusula arbitral, que es violatoria a los derechos del consumidor ( clausula abusiva) y 
que en la práctica no la observamos, pues la dimensión de la letra no lo permite y con 

 
27 Diario Oficial de las Comunidades Europeas de fecha 19 de abril de 2001. 
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la ilusión de obtener el bien o el servicio lo suscribimos, lo complicado resulta al 
momento de la reclamación o insatisfacción pues estamos sometidos a un 
procedimiento arbitral y con total desventaja para el consumidor pues la gran mayoría 
de los consumidores no estamos familiarizados con el arbitraje y posteriormente se 
dictan laudos que afectan nuestros intereses. Pero no obstante lo anterior no debemos 
generalizar, pues existen muchas instituciones arbitrales de gran prestigio y que no se 
prestar a realizar actos indebidos que pongan en riesgo la imagen de la institución y de 
sus  árbitros. 

 
II. Transparencia. 

 

• Se garantizará la transparencia del procedimiento; 
• Las partes deberán tener acceso a información clara y sencilla, que recoja los 

datos de las personas de contacto, así como el funcionamiento y la 
disponibilidad del procedimiento, para que puedan consultarla y recordarla 
antes de plantear una reclamación; 

• En particular, se facilitarán los datos siguientes: 
• Cómo se desarrollará el procedimiento, el tipo de litigios para los que puede 

utilizarse y cualquier restricción a su aplicación; 
• Las normas relativas a cualquier requisito previo que deban cumplir las partes, 

así como otras normas de procedimiento, en particular las relativas al 
desarrollo del procedimiento y las lenguas que se utilizarán; 

• Los posibles costes que deberán asumir las partes; 
• El calendario aplicable al procedimiento, especialmente en función del tipo de 

litigio de que se trate; 
• Cualquier norma importante que pueda aplicarse (disposiciones legales, 

buenas prácticas empresariales, consideraciones de equidad, códigos de 
conducta); 

• El papel del procedimiento en la resolución de un litigio; 
• El valor de la solución acordada para resolver el litigio. 

 
o Cualquier solución de un litigio acordada por las partes deberá registrarse en 

un soporte duradero y se precisarán con claridad los términos y los 
argumentos en que se asienta. Este documento se pondrá disposición de las 
partes; 

o  La información relativa a los resultados del procedimiento deberá ponerse a 
disposición del público, en particular: El número y la naturaleza de las 
reclamaciones recibidas y su resultado;  
¬ El tiempo que ha llevado resolver los litigios 
¬ Cualquier problema sistemático que planteen las reclamaciones; 
¬  El cumplimiento, si se conoce, de las soluciones acordadas. 

 
III. Eficacia 

 

• Deberá garantizarse la eficacia del procedimiento; 
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• Ambas partes deberán tener acceso al procedimiento y poder utilizarlo con 
facilidad, por ejemplo, a través de medios electrónicos, independientemente 
del lugar en que residan; 

• El procedimiento deberá ser gratuito para los consumidores, o los posibles 
costes deberán ser moderados y proporcionales a la cantidad en litigio; 

• Las partes podrán recurrir al procedimiento sin necesidad de un representante 
legal y, no obstante, no serán privadas del derecho de hacerse representar o 
acompañar por un tercero durante todo el procedimiento o parte del mismo; 

• Una vez planteado, el litigio se tramitará en el plazo de tiempo más breve 
posible que permita la naturaleza del mismo. El órgano responsable del 
procedimiento deberá efectuar un control periódico de su evolución para 
cerciorarse de que la tramitación del litigio de las partes se realice de forma 
rápida y adecuada; 

• El órgano responsable del procedimiento incluirá el control del 
comportamiento de las partes para asegurarse de que respetan su compromiso 
de buscar una solución adecuada, justa y oportuna al litigio. Si el 
comportamiento de una de las partes no es satisfactorio, se informará a ambas 
partes para que estudien si conviene seguir buscando una solución al litigio 
por esa vía; 

  
IV. Equidad 

 
• Deberá garantizarse la equidad del procedimiento. En particular: 

o Las partes estarán informadas de su derecho de no aceptar o de abandonar 
el procedimiento en cualquier  momento, y recurrir al sistema judicial a 
cualquier otro mecanismo extrajudicial, si no están satisfechas con el 
resultado o el desarrollo del mismo; 

o Ambas partes podrán presentar libremente y con facilidad argumentos, 
información o pruebas pertinentes a su favor de forma confidencial, a no 
ser que cada parte haya acordado que se transmitan estos datos a la parte 
contraria; si en un momento dado, el órgano presenta una solución posible 
para resolver el litigio, ambas partes podrán exponer sus puntos de vista, 
así como efectuar comentarios ante cualquier argumento, información o 
prueba que presente una de las partes; 

o Se animará a ambas partes a que cooperen con el procedimiento, en 
particular aportando la información necesaria para encontrar una solución 
equitativa al litigio; 

o De antes de que las partes decidan si aceptan la solución que se propone 
para resolver el litigio dispondrán de un período de tiempo razonable para 
estudiarla. 

 
• Antes de que el consumidor decida si acepta la solución que se propone para 

resolver el litigio deberá ser informado de forma clara y en un lenguaje 
comprensible de lo siguiente: 
o Puede aceptar o rechazar la solución propuesta; 
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o La solución propuesta puede ser menos beneficiosa que la que imponga 
un órgano judicial en aplicación de las normas legales; 

o Antes de aceptar o rechazar la solución propuesta tiene derecho a 
consultar a un asesor independiente; 

o La utilización del procedimiento no impide que intente solucionar un 
litigio no resuelto ante otro mecanismo extrajudicial, como los cubiertos 
por la Recomendación 98/257/CE, o que solicite indemnización a través 
de su propio sistema judicial; 

o  El valor de la solución aceptada. 
 

De lo todo lo anterior es claro que se puede percibir que la Comisión de las 
Comunidades Europeas, al emitir las Recomendaciones a los Estados miembros, 
pretende lograr crear un entorno de confianza entre los órganos involucrados en la 
solución de conflictos en materia de consumo con los consumidores y empresarios, de 
tal forma que sus controversias sean canalizadas hacia los Métodos Alternos de 
Solución de Controversias, evitando agotar los organismos  Jurisdiccionales, para que 
sean resueltas en forma rápida, eficaz y no desilusionar a las contendientes con la 
forma de actuar, por lo que es necesario que dichos procedimientos satisfagan 
criterios mínimos que garanticen la imparcialidad del órgano, la eficacia del 
procedimiento, y la publicidad y la transparencia de la actuación, pues de lo que se 
trata que los consumidores y empresarios se les garantice el respeto de los principios 
esenciales que has sido señalado en las respectivas directivas. 

 
 

3.1. Arbitraje de consumo electrónico 
 
 

El Arbitraje Electrónico, también denominado ciberarbitraje, arbitraje telemático, 
multimedia, online o virtual, es un método de solución de conflictos ODR siglas en 
ingles Online Dispute Resolution, que busca solucionar conflictos entre proveedores y 
consumidores a distancia en cualquier parte del mundo sin importar la competencia 
por territorio, pero respetando las normas imperativas en el Estado que tramite el 
procedimiento arbitral virtual, así pues el arbitraje de consumo electrónico, lo 
podemos definir como aquel sometimiento de 2 o más partes en su carácter de 
empresario o proveedor y por la otra el usuario o consumidor que se encuentran 
inmersas en un conflicto, conforme a una operación cibernética y que solicitan la 
intervención de un tercero neutral llamado Árbitro que resolverá sus diferencias 
fundamentalmente en  línea, teniendo los medios telemáticos a su alcance para el 
desahogo del procedimiento arbitral, en esta orden de ideas, existirá un procedimiento 
arbitral virtual cuando los árbitros y las partes en conflicto utilicen los avances 
tecnológicos telemáticos para ventilar sus actuaciones. En esta orden de ideas el Real 
Decreto 231/2008 de fecha 15 de febrero, por lo que se regula el sistema arbitral de 
consumo señala en su artículo 51, que el arbitraje de consumo electrónico es aquel que 
se sustancia íntegramente, desde la solicitud de arbitraje hasta la terminación del 
procedimiento, incluidas las notificaciones, por medios electrónicos, sin perjuicio de 
que alguna actuación arbitral deba practicarse por medios tradicionales. 
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Por su parte la voluntad de las partes de someter sus diferencias al procedimiento 
arbitral se denomina convenio arbitral, así pues conforme al tema que nos ocupa 
profundizaremos con el convenio arbitral digital, como aquel: “Celebrado por vía 
electrónica en el que se hace constar la voluntad de las partes expresada por dispositivos electrónicos, 
informáticos o telemáticos, de someter la solución de todas las cuestiones litigiosas o de alguna de ellas, 
surgidas o que puedan surgir en las relaciones jurídicas, sean o no contractuales, a la decisión de uno o 
más árbitros”28, el convenio arbitral como ha quedado puntualizado, deberá constar por 
escrito, en un documento firmado por las partes o en intercambio de cartas, telegramas, 
télex, fax u otros medios de comunicación electrónica que permitan tener constancia 
del acuerdo, considerándose cumplido este requisito cuando el convenio arbitral conste 
y sea accesible para su ulterior consulta en soporte electrónico, óptico o de otro tipo. 

 
 En consecuencia, todos estos elementos permiten entender que en el marco de 

nuestro ordenamiento es válido el convenio arbitral suscrito en documento digital. Por 
lo que una vez perfeccionado, tendrá, al igual que el resto de las situaciones arbitrales, 
una doble eficacia. El convenio arbitral tiene, una eficacia positiva entendida como la 
obligación y el compromiso que asumen las partes en el acuerdo de arbitraje de cumplir 
todo lo establecido en el laudo arbitral. Este deber no sólo comporta la exigencia de 
someterse, sino también el de cooperar al nombramiento de los árbitros, participar en 
el procedimiento arbitral, y aceptar en el compromiso previo la obligatoriedad de la 
decisión que emita el órgano arbitral, por ellas designado. Junto a este efecto, de forma 
negativa, el convenio de arbitraje supone la renuncia de las partes a entablar sus 
acciones en la jurisdicción ordinaria y el sometimiento a las decisiones de los árbitros. 
En este mismo sentido, habrá que tener en cuenta para acreditar la existencia del pacto 
de arbitraje, la legislación sobre firma electrónica recogida en la ley 59/2003, de 19 de 
diciembre29.  Además, de la regulación básica del Sistema Arbitral de Consumo prevista 

 
28 MERINO MERCHÁN, José F., colaboradores Miguel Ángel Fernández Ordóñez, Javier 
Cremades García, Rafael Illescas Ortiz, “El pacto de arbitraje telemático”, Régimen jurídico de 
internet, la ley, 2002, pág. 533.  
29 BOE núm., 304, de 20 de diciembre de 2003. En el Título I, de las Disposiciones Generales, 
señala en su Artículo 3, la firma electrónica, y documentos firmados electrónicamente: 
1. La firma electrónica es el conjunto de datos en forma electrónica, consignados junto a otros 
o asociados con ellos, que pueden ser utilizados como medio de identificación del firmante. 
2. La firma electrónica avanzada es la firma electrónica que permite identificar al firmante y 
detectar cualquier cambio ulterior de los datos firmados, que está vinculada al firmante de 
manera única y a los datos a que se refiere y que ha sido creada por medios que el firmante 
puede mantener bajo su exclusivo control. 
3. Se considera firma electrónica reconocida la firma electrónica avanzada basada en un 
certificado reconocido y generada mediante un dispositivo seguro de creación de firma. 
4. La firma electrónica reconocida tendrá respecto de los datos consignados en forma 
electrónica el mismo valor que la firma manuscrita en relación con los consignados en papel. 
5. Se considera documento electrónico la información de cualquier naturaleza en forma 
electrónica, archivada en un soporte electrónico según un formato determinado y susceptible 
de identificación y tratamiento diferenciado. 
Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, para que un documento electrónico tenga la 
naturaleza de documento público o de documento administrativo deberá cumplirse, 
respectivamente, con lo dispuesto en las letras a o b del apartado siguiente y, en su caso, en la 
normativa específica aplicable. 

http://dialnet.unirioja.es/servlet/autor?codigo=274384
http://dialnet.unirioja.es/servlet/autor?codigo=55853
http://dialnet.unirioja.es/servlet/autor?codigo=55853
http://dialnet.unirioja.es/servlet/autor?codigo=78757
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por los dispositivos 57 y 58 del Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, 
por lo que se aprueba el texto refundido de la Ley General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, asimismo, resultara de 
aplicación en forma supletoria lo dispuesto en la ley 60/2003, de 23 de diciembre, de 
arbitraje y, para el arbitraje electrónico y los actos realizados por vía electrónica, la ley 
11/2007, de 22 de Junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios 
públicos. 

 
“La firma electrónica pretende ser el instrumento que permita garantizar la 

seguridad en las comunicaciones telemáticas, aportando a los medios de comunicación 
empleados, autenticidad que es fundamental acreditar que las partes son realmente 
quienes dicen ser, integridad que se tendrá que demostrar que la información no ha 
sido alterada desde el momento en el que ha sido transmitida”30, por lo que es 

 
6. El documento electrónico será soporte de: 
a. Documentos públicos, por estar firmados electrónicamente por funcionarios que tengan 

legalmente atribuida la facultad de dar fe pública, judicial, notarial o administrativa, 
siempre que actúen en el ámbito de sus competencias con los requisitos exigidos por la 
ley en cada caso. 

b. Documentos expedidos y firmados electrónicamente por funcionarios o empleados 
públicos en el ejercicio de sus funciones públicas, conforme a su legislación específica. 

c. Documentos privados. 
7. Los documentos a que se refiere el apartado anterior tendrán el valor y la eficacia jurídica 
que corresponda a su respectiva naturaleza, de conformidad con la legislación que les resulte 
aplicable. 
8. El soporte en que se hallen los datos firmados electrónicamente será admisible como prueba 
documental en juicio. Si se impugnare la autenticidad de la firma electrónica reconocida con la 
que se hayan firmado los datos incorporados al documento electrónico se procederá a 
comprobar que se trata de una firma electrónica avanzada basada en un certificado reconocido, 
que cumple todos los requisitos y condiciones establecidos en esta Ley para este tipo de 
certificados, así como que la firma se ha generado mediante un dispositivo seguro de creación 
de firma electrónica. 
La carga de realizar las citadas comprobaciones corresponderá a quien haya presentado el 
documento electrónico firmado con firma electrónica reconocida. Si dichas comprobaciones 
obtienen un resultado positivo, se presumirá la autenticidad de la firma electrónica reconocida 
con la que se haya firmado dicho documento electrónico siendo las costas, gastos y derechos 
que origine la comprobación exclusivamente a cargo de quien hubiese formulado la 
impugnación. Si, a juicio del tribunal, la impugnación hubiese sido temeraria, podrá imponerle, 
además, una multa de 120 a 600 euros. 
Si se impugna la autenticidad de la firma electrónica avanzada, con la que se hayan firmado los 
datos incorporados al documento electrónico, se estará a lo establecido en el apartado 2 del 
artículo 326 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 
9. No se negarán efectos jurídicos a una firma electrónica que no reúna los requisitos de firma 
electrónica reconocida en relación a los datos a los que esté asociada por el mero hecho de 
presentarse en forma electrónica. 
10. A los efectos de lo dispuesto en este artículo, cuando una firma electrónica se utilice 
conforme a las condiciones acordadas por las partes para relacionarse entre sí, se tendrá en 
cuenta lo estipulado entre ellas. 
30 MORENO BLESA L, “Arbitraje online”. Revista de la contratación electrónica numero 97 de 
fecha octubre 2008, p. 39. 

http://noticias.juridicas.com/base_datos/Privado/l1-2000.l2t1.html#a326
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conveniente que el nombre del usuario o password, sea lo suficientemente seguros para 
evitar cualquier complicación, duda o desorden del sistema, además que las 
comunicaciones virtuales deberá de guardarse, señalando quien las envió, el contenido 
del mensaje, la fecha y hora en que fue enviada la información, así como también el 
aviso de recepción,. en este mismo sentido, se a pronunciado el Tribunal Supremo31, ha 
venido a corroborar la validez probatoria del documento firmado electrónicamente, en 
los siguientes términos: “Pero la firma autógrafa no es la única manera de signar, pues hay otros 
mecanismos que, sin ser firma autógrafa, constituyen trazados gráficos, que asimismo conceden autoría 
y obligan. Así, las claves, los códigos, los signos y, en casos, los sellos con firmas en el sentido indicado. 
Y, por otra parte, la firma es un elemento muy importante del documento, pero, a veces, no esencial, en 
cuanto existen documentos sin firma que tienen valor probatorio, como son los asientos, registros, 
papeles domésticos y libros de los comerciantes. En consecuencia, aunque, al igual que en el caso de los 
documentos comunes, puede haber documentos electrónicos sin firma, el documento electrónico y, en 
especial, el documento electrónico con función de giro mercantil es firmable, en el sentido de que el 
requisito de la firma autógrafa o equivalente puede ser sustituido, por el lado de la criptografía, por 
medio de cifras, signos, códigos, barras, claves u otros atributos alfa-numéricos que permitan asegurar la 
procedencia y veracidad de su autoría y la autenticidad de su contenido. Por lo tanto, si se dan todas las 
circunstancias necesarias para acreditar la autenticidad de los ficheros electrónicos o del contenido de los 
discos de los ordenadores o procesadores y se garantiza, con las pruebas periciales en su caso necesarias, 
la veracidad de lo documentado y la autoría de la firma electrónica utilizada, el documento mercantil en 
soporte informático, con función de giro, debe gozar (…) de plena virtualidad jurídica operativa”. Al 
efecto la jurisprudencia del tribunal supremo a determinado en una Sentencia de 
198132, en este sentido lo siguiente: “si bien es cierto que tradicionalmente el concepto de 
documento se ha venido identificando como un <escrito>, o sea, como un objeto o instrumento en el que 
queda plasmado un hecho que se exterioriza mediante signos materiales y permanentes del lenguaje, y 
que la inmensa mayoría de los documentos que se aportan a un proceso son <escritos>, ello no es óbice 
para que existan en la actualidad otros objetos que, sin tener esa condición, puedan hacer prueba 
fidedigna como aquéllos y que, por analogía, puedan equipararse a los mismos”.  

 
Más recientemente, otra Sentencia de 1997,33 se refiere ya de forma expresa a otros 

medios de prueba que contienen mensajes sin utilizar el papel y alude a los mismos de 
esta manera: “Que se acredite mediante el contenido de una prueba incorporada a los autos y que sea 
de naturaleza inequívocamente documental o sea que conste sobre un soporte material, que 
tradicionalmente era un escrito y ahora puede incluir también un vídeo, un film, un diskette u otro 
documento informático, cuya resultancia sea relevante y trascendente para el fallo de la sentencia”. En 
suma se trata de utilizar soluciones técnicas eficaces que permitan vincular a los sujetos 
con las declaraciones de voluntad que generen de tipo telemático de esta forma el Real 
Decreto que regula el arbitraje de consumo electrónico permitirá que todas las 
actuaciones, incluidas las notificaciones, puedan realizarse por medios electrónicos, sin 
perjuicio de que alguna actuación arbitral deba practicarse por medios tradicionales, 

 
31 Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Civil), de 30 de noviembre de 1981 (RG 
1981/4680). Del Tribunal Supremo (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 2) de 3 de 
noviembre de 1997 (RG 1997/8251) 
32 Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Civil), de 30 de noviembre de 1981 (RG 
1981/4680). 
33 Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Penal), de 25 marzo de 1997 (RG 1997/1964) 
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este arbitraje innovador se sustanciara a través de la aplicación informática habilitada 
por el Ministerio de Sanidad y Consumo y se incorporarán a ella las juntas arbítrales 
que se inscriban a este arbitraje, cuya utilización será difundida por las administración 
publicas en esta materia, además de lo anterior la norma contempla que en el arbitraje 
de consumo tradicional podrán utilizarse medios electrónicos en las secuelas legales 
del procedimiento, para concluir Davara Rodríguez, señala las bondades de someter 
los conflictos al arbitraje electrónico, “de esta forma las organizaciones y asociaciones de 
consumidores tienen en la red un medio para proporcionar mayor rapidez a la resolución de 
controversias y poder proporcionar al usuario un instrumento que sea eficaz, al tiempo que cómodo, y 
que no le cuestione los problemas normales que llevan a abandonar una reclamación por las múltiples 
dificultades que, en las organizaciones modernas de convivencia se plantean en el momento de 
interponer la queja solicitar un asesoramiento”34.   

 
De todo lo anterior podemos expresar, que si bien es cierto esta forma de impartir 

justicia, puede resultar difícil y complicada para los justiciables y hasta para los propios 
operadores del derecho, pues ingresar a un sistema cibernético, cuando no se tiene el 
conocimiento y la experiencia, puede resultar complicado y salten a la palestra muchas 
dudas de su funcionamiento e incluso detractores del sistema de justicia electrónico, 
pero siendo objetivos, las bondades y ventajas puede ser más alentadoras y viables 
para su sometimiento, como podría ser los costos, tiempo, flexibilidad, la facilidad del 
almacenaje en los archivos electrónicos sin costo alguno etc., además las parte deciden 
en que momento inician su participación, el ubicarse en el conflicto sin que exista 
presión física de los conflictuantes, de esta forma los involucrados del sistema deben 
de estar convencidos y contagiar ese convencimiento a la población en general, pero 
también lo más importante las partes deben estar conscientes de las consecuencias que 
produce el sometimiento al procedimiento arbitral, pues de lo contrario pudiera existir 
alguna decepción del sistema arbitral, cuando no sea favorable su pretensión, por todo 
lo anterior es viable mencionar por ejemplo los antecedentes de la experiencia 
internacional de los Métodos Alternos, que incluyó al arbitraje electrónico. 

 
 El 22 de mayo de 1996, el Centro Nacional de Información Automatizado de 

Investigación (NCAIR), celebró una conferencia sobre On-Line de Solución de 
Controversias en Washington, DC. Esta conferencia reunió a expertos del Instituto 
Ciberderecho (CLI ) , la Universidad de Georgetown , Asociación Americana de 
Arbitraje (AAA) , Villanova Centro de Información Legislación y la Práctica y MCI. 
Estos expertos debatieron las regulaciones diseñadas para el primer sistema activo de 
ADR en línea en Internet35. Y de ahí empezaron a  dar la pauta para el inicio de 
operaciones de centros e instituciones de arbitraje online36. 

 
34 DAVARA RODRIGUEZ, M.A, Manual de derechos informáticos. Ed., Aranzadi, 7ª edición, 
Pamplona, España, 2005, p. 422. 
35 http://chss.montclair.edu/leclair/LS/papers/cyberadr.html. Solución de Controversias en el 
ciberespacio por: Susan Patlyek 
36 FELDESTEIN DE CARDENAS, MEDINA, RODRIGUEZ y SCOTTI: (2008) 
Contratación electrónica internacional. Una mirada desde el derecho internacional privado, Edición 
electrónica gratuita. Texto completo en www.eumed.net/libros/2008c/435/ señala los 
diversos centros. Existen múltiples centros o instituciones de arbitraje on line, con diversos 
alcances. Entre ellos podemos mencionar: "Online Ombuds Office" creado en 1996 por 
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 Asimismo en este orden de ideas, en la publicación Consumers international, de 

fecha 26 de noviembre de 2001, titulada “Actualización de solución de controversias 
en línea para los consumidores en los litigios transfronterizos” refiere a algunos 
proveedores de servicio online de conflictos fronterizos37, por su parte el Instituto 
Nacional de Consumo en España, incorporo a partir del 9 de febrero de 2004, el 
Sistema Arbitral de Consumo vía Internet, denominado, el Sistema de Información 
sobre tramitación arbitral a través de Internet (Sitar), este programa único en Europa y 
forma parte de la iniciativa PISTA del Ministerio de Ciencia y Tecnología que trata de 
fomentar el uso de las nuevas tecnologías en España38. 

 
Aunado a todo lo anterior la 43ª reunión de la Comisión de las Naciones Unidas 

para el Derecho Mercantil Internacional (CNUDMI) se celebró en Nueva York, del 29 
junio hasta 9 julio 2010. Tras el debate, la Comisión acordó que un Grupo de Trabajo 
se estableció la realización de trabajos en el ámbito de la solución de controversias 
relativas a las transacciones de comercio electrónico transfronterizo, incluidas las 
empresas -a-negocio y las transacciones entre empresas y consumidores. También se 
acordó que la forma de la norma legal a que se prepare debe ser decidida por el Grupo 
de Trabajo después de un nuevo debate sobre el tema, a esta reunión asistieron cerca 

 
iniciativa de la Universidad de Massachussets ; el proyecto del "CyberTribunal “, lanzado en 
1998 por el Centre de Recherche en Droit Public (CRDP) de la Facultad de Derecho de 
l'Université de Montreal, el "Proyecto Magistrado Virtual”, en Pittsburgh, auspiciado por el 
National Center for Automated Information Research, la American Arbitration Asociation y el 
Villanova Center for Information Law and Policy , la Uniform Dispute Resolution Policy 
(UDRP) de la Internet Corporation for Assigned Names and Numbers (ICANN), el National 
Arbitration Forum, E-resolution , CPR Institute for Dispute Resolution, la Society of 
Professionals in Dispute Resolution (SPIDR), Cibertribunal Peruano, Asociación Española de 
Arbitraje Tecnológico (ARBITEC), CyberCMAP (Centre de Médiation et d'arbitrage de Paris), 
Internet Arbitrator; Global Arbitration and Mediation Association (G.A.M.A.); Better Business 
Bureau Online, CyberSettle, iCourthouse, Internet Ombudsman, Mediation Arbitration 
Resolution Services, Résolution Électronique des Disputes Commerciales (ECODIR), 
Resolution Forum, European Advertising Standards Alliance (EASA), SettlementOnline, The 
Claim Room, Webmediate.com, el Centro de Arbitraje en Línea auspiciado por la Cavecom-e 
(Cámara Venezolana de Comercio Electrónico). 
37 www.consumersinternational.org. Entre los que destacan, 1-2-3Settle.com, All Settle, Settle 
Online, Resolution Forum, clickNsettle.com, Web Trader, BBBOnline, Online Resolution, 
Online Ombuds Office, Web Mediate, entre otros..  
38 www.consumo-inc.es El funcionamiento del programa SITAR es sencillo. A través de 
Internet, el consumidor tendrá que rellenar una solicitud de arbitraje, en la que deberá incluir 
sus datos personales, los datos del empresario al que dirige la solicitud de arbitraje y una 
descripción de su controversia, así como su pretensión. Una vez recibida la solicitud, la Junta 
Arbitral comprobará si se trata de una empresa adherida al Sistema Arbitral de Consumo. En 
este caso, la Junta Arbitral intentará una mediación a través de la Red, en caso de persistir el 
desacuerdo entre las partes, la Junta Arbitral designará un Colegio Arbitral, integrado por 
representantes de la Administración, de una asociación de consumidores y una asociación 
empresarial. La audiencia donde cada parte podrá exponer su postura se celebrará a través de 
Internet, al igual que todas las fases del proceso.  
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de 40 instituciones y organizaciones que se encuentran inmersas e interesadas en la 
solución de conflictos en forma electrónica39.   

 
 

4. El arbitraje de consumo en México 
 

 
La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, contempla en el 

articulo 28 como una garantía constitucional, la protección del consumidor frente a 
prácticas de artículos de consumo y de cualquier acción que constituya una ventaja 
exclusiva indebida a favor de varias personas, facultando así mismo a las Autoridades 
para perseguir con eficacia y castigar toda práctica de concentración o 
acaparamientos40, es pertinente aclarar que en esta garantía constitucional no establece 

 
39 Instituto Americano de Estándares Nacionales; El Cairo Centro Regional de Arbitraje 
Comercial Internacional, Egipto; Congreso de Arbitraje de Canadá; Centro de Derecho 
Transnacional (CENTRAL), Universidad de Colonia Alemania; Centro de Educación Jurídica 
Internacional, Universidad de Pittsburgh ; Chartered Institute of Arbitrators (Singapur ) 
Limited ; Comisión de Contratos Internacionales y Derecho Comercial, Sección Internacional 
del Colegio de Abogados de Nueva York; Laboratorio Cyberjustice , Universidad de Montreal 
Corte de Arbitraje Checa; La Sociedad China de Derecho Internacional Privado; Consejo de 
Industria de Construcción de Arbitraje (CIAC), la India; Diferencias División de Resolución, el 
Consejo de Oficinas de un Negocio Mejor, Inc.; Asociación ADR egipcia; Instituto Europeo 
de Estudios Jurídicos de la Universidad de Osnabruck, Alemania; Facultad de Derecho, 
Campus de Potchefstroom, Universidad del Noroeste, Potchefstroom , Sudáfrica; Máster en 
Ginebra sobre Solución de Diferencias Internacionales de la Universidad de la Facultad de 
Derecho de Ginebra y el Instituto Universitario de Altos Estudios Internacionales y el 
Desarrollo; Diálogo Empresarial Mundial sobre e- Sociedad ; Hong Kong Foro de Internet; 
Instituto de Hong Kong de los árbitros ( HKIArb ); Instituto de Derecho Comercial, Penn 
State Dickinson Facultad de Derecho; Instituto de Informática y de las Comunicaciones, 
Centro de Estudios de Derecho Comercial, Queen Mary College, Universidad de Londres; 
Instituto de Derecho y Tecnología, Facultad de Derecho de la Universidad Masaryk, República 
Checa; Instituto de Derecho Internacional , Universidad de Wuhan, República Popular China; 
Asociación Internacional para la Gestión Comercial y Contratos (IACCM); Cámara de 
Comercio Internacional; Instituto Internacional para la Prevención de Conflictos y Resolución 
(CPR); Departamento de Derecho Internacional de Asuntos Exteriores de China de la 
Universidad; Internet Organización de Abogados; Estambul Bilgi Instituto Universitario de las 
TIC y la Ley, Turquía; América Latina El Comercio Electrónico Instituto; Departamento de 
Derecho del Instituto Universitario Europeo ; Mediadores allá de las Fronteras; Instituto 
Nacional para la Solución de Controversias y Tecnología; OCDE - Comisión de Secretaría 
Política del Consumidor; ODR Latinoamérica; Escuela de Arbitraje Internacional, Centro de 
Estudios de Derecho Comercial, Queen Mary College, Universidad de Londres; Facultad de 
Derecho de la Universidad de Hong Kong; Smartsettle. 
40 En consecuencia, la ley castigará, severamente, y las autoridades perseguirán con eficacia, 
toda concentración o acaparamiento en una o pocas manos de artículos de consumo necesario 
que tengan por objeto obtener el alza de los precios; todo acuerdo, procedimiento o 
combinación de los productores, industriales, comerciantes o empresarios de servicios, que de 
cualquier manera hagan, para evitar la libre concurrencia o la competencia entre sí y obligar a 
los consumidores a pagar precios exagerados y, en general, todo lo que constituya una ventaja 
exclusiva indebida a favor de una o varias personas determinadas y con perjuicio del público en 



  327 

                                                                                                                                         

específicamente el arbitraje de consumo, ya que su regulación se encuentra en la Ley 
federal de Protección al Consumidor y en forma supletoria el Código de Comercio y 
Códigos Procesales Locales de las Entidades. 

 
Bajo el fundamento de éste precepto constitucional se constituye en México la 

Procuraduría Federal del Consumidor (PROFECO)41, como un organismo 
descentralizado de servicio social con personalidad jurídica y patrimonio propio, con 
funciones de autoridad administrativa, encargada de promover y proteger los derechos 
e intereses del consumidor y procurar la equidad y seguridad jurídica en las relaciones 
entre proveedores y consumidores.  

 
La  Procuraduría del Consumidor, viene a representar un medio para solucionar los 

conflictos suscitados entre proveedores de bienes y servicios y consumidores, a través 
de la conciliación y el arbitraje de consumo cuyas características se diferencian del 
proceso judicial ordinario por la rapidez, gratuidad e inmediatez es sus 
procedimientos. 

 
Siendo la PROFECO una instancia alterna de solución de conflictos en materia de 

consumo, sus procedimientos, se encuentran regulado además de la Ley especial de 
consumo, con un Reglamento y Estatuto que le otorgan eficacia y certeza jurídica. 

 
Por lo tanto Ley Federal de Protección al Consumidor42, legislación que tiene 

como objetivo promover y proteger los derechos y cultura del consumidor y procurar 
la equidad, certeza y seguridad jurídica en las relaciones entre proveedores y 
consumidores, contempla en su capítulo XIII, Sección Tercera, un apartado 
denominado “Procedimiento Arbitral" (artículos 117 al 122), en éste apartado se estable 
la intervención que tiene la PROFECO para actuar como arbitro sin necesidad de que 
exista reclamación o procedimiento conciliatorio previo, en este caso la competencia 
de la PROFECO, se efectua siempre que el monto de lo reclamado por las partes en 
conflicto no exceda de $381,294.10 (Trescientos ochenta y un mil doscientos noventa 
y cuatro pesos 10/100 M.N.), ésta Ley Federal, establece en el capítulo de referencia 
dos tipos de arbitraje, siendo éstos los siguientes: 

a) Arbitraje en amigable composición en donde el árbitro tiene la facultad de 
resolver el conflicto de consumo, en conciencia y a buena fe guardada, sin 
sujeción a reglas legales, pero observando las formalidades esenciales del 
procedimiento y allegándose de todos los elementos que el árbitro juzgue 
necesarios para resolver las cuestiones planteadas, en este tipo de arbitraje no 
hay términos ni incidentes. 

 
general o de alguna clase social. Las Leyes fijarán bases para que se señalen precios máximos a 
los artículos, materias o productos que se consideren necesarios para la economía nacional o el 
consumo popular, así como para imponer modalidades a la organización de la distribución de 
esos artículos, materias o productos, a fin de evitar que intermediaciones innecesarias o 
excesivas provoquen insuficiencia en el abasto, así como el alza de precios. La ley protegerá a 
los consumidores y propiciará su organización para el mejor cuidado de sus intereses”. 
41 Diario Oficial la Federación,  de fecha 21 de Diciembre de 2004, que se reforma  Ley Federal 
de Protección al Consumidor, de fecha 22 de diciembre de 1975. 
42 Idem. 
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b) Arbitraje en estricto derecho, las partes celebran el compromiso arbitral y fijan 
las reglas del procedimiento, y en caso de no hacerlo así, será el árbitro quien 
señale tales reglas procedimentales, en este tipo de arbitraje se aplicará 
supletoriamente el Código de Comercio y a falta de disposición en dicho 
Código, el ordenamiento procesal civil local aplicable. 

 
La Ley Federal en la presente materia, establece otro supuesto en el que la 

PROFECO actúa como árbitro y ese se presenta al existir una reclamación 
previamente presentada ante dicha dependencia, en la que al no lograrse la 
conciliación del conflicto de consumo planteado, las partes acuerdan designar a la 
PROFECO como árbitro, o bien, ofrece a las partes que sean ellas mismas quienes 
nombren árbitros independientes.  

 
Encontramos, asimismo, que la Ley Federal, establece en su Sección de 

Procedimiento Arbitral, con respecto al laudo, emitido por la Procuraduría o por el 
árbitro designado por las partes, un término de 15 días a partir del día siguiente a la 
fecha de su notificación para cumplimentarse. 

 
Respecto a los recursos que proceden en el arbitraje, la Ley federal establece el 

recurso de Revocación en contra de las resoluciones que se dicten en el procedimiento 
arbitral, recurso que se resolverá en un plazo no mayor de 3 días, por árbitro 
designado para tal efecto, y con respecto al laudo procederá la aclaración, que se 
tramitará dentro de los dos días siguientes a su notificación. 

 
Además del apartado del “Procedimiento Arbitral”, La Ley Federal de Protección al 

Consumidor, contienen diversas disposiciones en materia de arbitraje de consumo, 
mismas que se precisan a continuación:  

 
El artículo 10443, contiene en su fracción III, que la notificación del laudo arbitral 

es personal. 
 
Artículo 106 fracción V44: Las partes podrán realizar la consignación ante la 

Procuraduría, mediante la exhibición de billetes de depósito en cumplimiento del 
laudo. 

 
Artículo 11045: Los laudos emitidos por la Procuraduría tienen efectos y fuerza de 

cosa juzgada y traen aparejada ejecución, misma que se hará efectiva ante los 
tribunales competentes. 

 
Artículo 12446: Facultad de la PROFECO para solicitar pruebas en el 

procedimiento arbitral o al denunciante cuando se aleguen violaciones por 
incumplimiento a la ley de la PROFECO. 

 
43 Idem.   
44 Idem. 
45 Idem. 
46 Idem. 
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Artículo 12847: La sanción que se aplicará en caso de incumplimiento al laudo 

arbitral, es una multa de un mínimo de $571.94 y un máximo de $2,236.925.40, al 
efecto es pertinente realizar alguna critica a este dispositivo legal, pues no es 
congruente que en el arbitraje de consumo mexicano se sancione al empresario o 
proveedor por el incumplimiento del laudo con una sanción económica que como se 
aprecia es bastante de consideración, lo cierto es que conforme a las normas de 
derecho interno e internacionales el juez es el único autorizado para ejecutar el laudo y 
en este sentido en forma de coacción administrativa de la PROFECO trata de 
presionar al proveedor a través de unas sanción para que cumpla el laudo, de ahí la 
consecuencia inmediata e inédita del poco sometimiento al arbitraje en la PROFECO. 

 
La realidad del Arbitraje de Consumo en México es, que no obstante se encuentra 

contemplado en la Ley de Protección al Consumidor desde hace 34 años, su evolución 
y practica ha sido incipiente, pues la cultura de arbitrar las relaciones de consumo no 
se tiene entre los personajes de un conflicto de consumo aunado a que la autoridad 
que administra el arbitraje no se percibe su interés para difundir, aplicar  y reformar 
este procedimiento de acuerdo a los parámetros de corte nacional e internacional y 
obviamente los resultados que se arrojan a esta materia son sumamente 
decepcionantes, pues conforme a los Informes estadísticos de la PROFECO de los 
últimos 3 años podemos reflejar lo siguiente: 

 
Ü 2006. No se tiene información sus actividades en el tema; 
Ü 2007. Se sometieron al Procedimiento Arbitral 96 asuntos en todas las 

oficinas de PROFECO en todo el País; 
Ü 2008. Se sometieron al Procedimiento Arbitral 97 asuntos en todas las 

oficinas de PROFECO en todo el País. 
 
Luego entonces se puede apreciar el mínimo trabajo realizado en esta materia, en 

consecuencia si no se ha impulsado el arbitraje de consumo tradicional, menos se 
impulsara el arbitraje electrónico, por lo que en México tenemos un largo camino para 
poder accesar al arbitraje de consumo en sus distintas modalidades. 

 
Es pertinente mencionar que si bien es cierto, es casi nulo el arbitraje en las 

relaciones de consumo en México, también es cierto que se esta impulsando la 
conciliación de consumo virtual a la que se le denomina Concilianet48, que consiste en 
una forma de resolución de controversias a través de Internet que abarca desde la 
presentación de la queja hasta el fin del procedimiento conciliatorio en el cual el 
Consumidor, Proveedor y PROFECO interactúan en audiencias virtuales de 
conciliación que  permitirán encontrar la mejor solución al conflicto.  Según la 
PROFECO en su informe de actividades en el periodo del 3 de Junio al 31 de 
Diciembre de 2008 el nuevo sistema de concilianet  recibió un total de 169 quejas49. 

 
47 Ídem. 
48 www.profeco.gob.mx 
49  Para iniciar el trámite virtual es necesario acreditar la personalidad, debidamente 
identificados, adjuntando el documento base de la acción en formato electrónico, 
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5. Conclusiones 
 

 
Luego entonces podemos concluir que los esfuerzos y avances de solucionar los 

conflictos a través de la red, cada día que transcurre se percibe un mayor interés por 
parte de organizaciones, instituciones, justiciables e incluso de los operadores del 
derecho sobre todo en España, que conforme a la estadísticas que publica en su 
memoria el Instituto Nacional de Consumo se arrojan que en el año del 2006, se 
sometieron al Arbitraje de Consumo tradicional 56,476 asuntos, para el año 2007 
ingresaron 57,885 Arbitrajes de Consumo y en el 2008   de tal forma que a corto plazo 
y conforme a la culturización se puede clarificar las bondades y ventajas de resolver las 
controversias por medio del nuevo Arbitraje Electrónico, para eso debemos continuar 
impulsando la suscripción de oferta publica de sometimiento al arbitraje, también la 
integración de las Universidades, Colegios de Profesionistas, Cámaras de Comercio, 
Asociaciones, lideres de opinión, etc., para el mejor conocimiento de las bondades y 
ventajas de este Método Alterno de Justicia de Consumo, además que el rol principal 
de impulso al sistema arbitral lo constituye las empresas, de mucho depende su 
disponibilidad del sometimiento para la creación de  confianza para sus consumidores, 
pues un empresario que ostente el logo arbitral que otorga el instituto de Sanidad y 
Consumo en España, equivale a la percepción de sus clientes como la seguridad, 
garantía, seriedad y calidad, aunado a lo anterior como beneficio al empresario evitaría 
el acudir a los tribunales judiciales a realizar una defensa de alguna inconformidad, 
generando tiempo, costos y demás situaciones que encierra el laberinto judicial, 
también evitaría sanciones administrativas por inconformidades de los consumidores, 
pero lo más importante que le podría ocasionar en su contra al empresario es el 
desprestigio de su negocio, debemos recordar que la peor publicidad que tenemos son 
los comentarios de entre las personas que hacen un efecto increíble en la sociedad y 
por el contrario el sometimiento al sistema arbitral trae como consecuencia el 
restablecimiento del proceso de comunicación y obviamente la satisfacción de los 
justiciables o clientes. 

 
Por su parte la situación en México, respecto al Arbitraje de Consumo, se requiere 

un mayor interés de la oficina que administra la Procuraduría Federal del Consumidor, 
pues conforme a sus estadísticas a nivel nacional el impulso al sometimiento es muy 
bajo, considerando el número de quejas que reciben a modo de ejemplo tenemos, que 
en el  informe de actividades de la PROFECO en el año 2006, se recibieron un total 

 
posteriormente se analiza la procedencia de la queja, cuando la PROFECO haya determinado 
que es competente para conocer de tu queja, señalará día y hora para la celebración de una 
audiencia de conciliación, a la que deberás comparecer a través de Concilianet, en esa audiencia 
de conciliación estarán presentes en la sala de audiencias virtual de Concilianet, consumidor, 
proveedor y conciliador, para encontrar la mejor y más pronta solución al conflicto. De 
acuerdo con la PROFECO concilianet es un sitio seguro que brinda certeza a las partes sobre 
sus actuaciones, por tal motivo, debes obtener un nombre de usuario (tu correo electrónico) y 
una contraseña válidos para ingresar, pues el nombre de usuario y contraseña son la firma 
electrónica.  
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de 110,896 de inconformidades en contra de proveedores de bienes y servicios, pero 
lo destacable del informe en el tema a estudio es que no se informó de las actividades 
realizadas en el Arbitraje de consumo, lo que se pude interpretar es la nula actividad 
del Arbitraje en la PROFECO, por su parte en el  año 2007 se recibieron un total 
114,278  quejas, de las cuales únicamente se formalizaron 96 arbitrajes de consumo, 
según informan se logaron resolver en transacción el 97% , pero no se informa sobre 
los laudos emitidos, laudos cumplidos e incumplidos etc. Asimismo en el año de  2008 
se recibieron 117,675 quejas en contra de proveedores de bienes y servicios, mientras 
que en el área de Arbitraje de Consumo se formalizaron 97 sometimientos y lograron 
realizar 89 transacciones, pero no se menciona el numero de Laudos concluidos, 
cumplidos e incumplidos, lo que resulta que la información proporcionada por la 
Dependencia Federal es demasiada ambigua, ligera e inexacta, para el conocimiento de 
la población en esta materia. Por lo anterior se concluye que en México si tenemos un 
largo pero largo camino para el arbitraje de consumo tradicional, más no podemos 
aspirar a corto plazo al sometimiento del Arbitraje de Consumo online,  pues 
primeramente se tiene que avanzar en mucho en el sistema arbitral de consumo 
tradicional,  de ahí que la responsabilidad de la PROFECO de difundir el arbitraje de 
consumo como una política pública para procurar el derecho de consumo en una 
forma ágil, eficiente y gratuita, al igual que se sugiere en España, en las empresas, 
cámaras, universidades, colegios de profesionistas, etc., aunada a la capacitación del 
personal encargado de esta materia, pues imaginemos que se logra la difusión y 
posteriormente el sometimiento y sin la capacitación adecuado el resultado es nefasto 
y ocurriría la total desconfianza de los protagonistas del conflicto al sometimiento 
arbitral Mexicano. 

 
Es loable expresar y con satisfacción que la Facultad de Derecho y Criminología de 

la Universidad Autónoma de Nuevo león, tiene en su plan de estudios de licenciatura 
la materia del derecho de Consumo y a nivel de Maestría, El Arbitraje de Consumo, 
por lo anterior se concluye que desde esta trinchera universitaria en Monterrey, Nuevo 
León México se hace lo propio para difundir y enseñar a los alumnos de sus derechos 
y obligaciones como consumidores y proveedores, además de las ventajas y bondades 
de someterse al Arbitraje de Consumo.  
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	EPICTETO
	No hay camino para la paz; la paz es el camino. 
	MAHATMA GHANDI
	I.- La satisfacción que tengo al prologar la presente obra, parabién al que he tenido acceso gracias a la gentileza de sus editores, la Prof. Marta Gonzalo Quiroga y el Prof.  Francisco Javier Gorjón, proviene, al menos, de una triple consideración. Primero, y antes que nada, por ser un trabajo en sí mismo dignificante y gratificante para cualquiera que acometa la tarea de prologarlo, por su calidad y por la excelencia de su aporte científico y divulgatorio; inmediatamente después por la variedad y actualidad de los temas que contiene, en un momento álgido de la evolución en las relaciones del justiciable con las formas de administración de la justicia, lo que implica la gran utilidad de los trabajos que a este aspecto se refieren, máxime en el contexto ya inesquivable de la globalización y de la uniformización de los tratamientos jurídicos, como escenario de una fase nueva en la perenne dialéctica entre Estado y Sociedad; por último, y ello queda implícito, porque es una obra que versa sobre los métodos alternativos de solución de conflictos, los MASC o ADR, a uno de los cuales, el arbitraje, de una u otra manera, en la docencia, la investigación o la praxis, me he venido dedicando a lo largo de toda mi vida.
	II.- El objeto, alcance y contenido, y me atrevería a decir que su intencionalidad última, aparecen ya reflejados en el sugestivo título de la obra que me honro en presentar: métodos alternos de solución de conflictos como herramientas de paz y de modernización de la justicia.
	Los editores, la profesora Marta Gonzalo Quiroga, de la Universidad Rey Juan Carlos y el profesor Gorjón, de la Universidad Autónoma de Nuevo León, son dos conocidos especialistas en los métodos alternativos de solución de conflictos y se adentran y profundizan ahora en una visión sistémica de los mismos, destacando el impacto social que producen en unas sociedades como las contemporáneas, complejas y difíciles en muchos aspectos, y en las que cobra pleno sentido la concientización en el conocimiento y aplicación de estos métodos de justicia alternativa como instrumento al servicio de la paz y del logro de una mayor y eficaz justicia en las relaciones jurídicas, sociales y políticas.
	III.- Bien es cierto, y así lo destacan los editores y se confirma por cada uno de los excelentes trabajos que componen el presente libro, que mucho se ha logrado en relación a los MASC o ADR, y que estos componen ya, en amplios y extensivos ámbitos, el paisaje habitual de la solución de las controversias. Como no lo es menos que los métodos alternos proliferan y son utilizados con desenvoltura y plena conciencia para resolver esos conflictos que surgen inevitablemente de las relaciones humanas, en un mundo de por sí complejo.
	IV.- Porque, cabe destacar desde ahora dos ideas que lleva implícito el enunciado a que hacemos referencia: por un lado, la alternatividad de estos métodos respecto de las formas tradicionales judiciales de solución de controversias. Y por otro, la metodología que conlleva analizarlos en el contexto de su institucionalidad, es decir en relación al campo en que se aplican y a la finalidad o los objetivos pretendidos por la institución. En suma, incorporando un método o análisis sistémico, en el que cada institución ha de contemplarse, estudiarse, analizarse, en su proyección en el contexto sobre el que opera, en una visión prospectiva de su interactividad con el entorno social.
	V.- Reflexionemos un momento sobre esos dos elementos de la investigación proyectada. En primer lugar sobre el aspecto, crucial, de la alternatividad a los instrumentos habituales de solución de justicia, integrados en la justicia estatal o en el hacer estatal, en suma.
	VI.- No cabe duda, en este orden de ideas, que la justificación de arranque de los MASC radica en la necesidad de encontrar eficaces remedios alternativos a la justicia estatal. Idea primigeniamente válida que sería necesario matizar o complementar para un mejor entendimiento de los MASC y de su funcionalidad hoy en día.
	VII.- Porque, las causas del desarrollo de los MASC, dentro del marco ya insoslayable de la globalización, bien hay que buscarlas en un doble plano o en  una perspectiva asimismo doble.
	Por un lado, pensar que siempre se trata de una justicia alternativa, al margen o supliendo la justicia y los métodos de solución de conflictos impuestos por el Estado, como atributo fundamental hasta el presente de su soberanía y de su legitimación.
	Por otro, tratar de entender estas razones no tanto en la alternatividad de los mecanismos, sino en la necesidad rectamente enderezada a lograr otra forma de encarar el tema de la justicia o de la eliminación o solución del conflicto creado o por crear. 
	Y así pasan a contemplase: la mediación entendida como eficaz prolongación de la voluntad –asistida- de las partes; la negociación, con mayores rasgos de institucionalización que ayude a las partes a resolver por sí mismas los problemas encontrados, ya sea negociación automática o espontánea o negociación estructurada; el arbitraje, no ya como mero sustituto de la jurisdicción estatal, sino como aquella otra forma de administrar justicia, que dijera René DAVID, atenta a la restauración de la armonía sobre un espacio de libertad ( Alexis MOURRE).
	VIII.- Los MASC tienen, en efecto, el denominador común de incidir, sustituyendo, o mejorando, la función estatal de administración, protección y salvaguardia de la justicia, introduciendo mecanismos alternativos, ajenos a sus procedimientos y estructuras. Los MASC no serían sino una manifestación más del  embate de la sociedad civil frente a las estructuras del estado, para hacerse cargo de funciones y prestaciones a éste en principio debidas.
	IX.- Pero no sería justo, o al menos no conveniente ni legítimo, el valorar estos métodos en términos de exclusiva comparación respecto de la justicia estatal,  como alternativa o remedio al deterioro de la justicia estatal. En este sentido se abre paso cada vez más una valoración asentada sobre los propios méritos de los métodos alternativos, en sus características y utilidades, como valor en uso y no como valor de sustitución.
	Y esto hay que tenerlo muy presente en los momentos actuales. No se trata de utilizar estos métodos- mediación, arbitraje, negociación, etc.- sólo como remedio ante el quebranto de la justicia estatal, sino en virtud de sus propias cualidades o virtudes.
	X.- Como asimismo no sería legítimo, ni útil, el silenciar que los MASC no sólo son medios alternativos a la justicia estatal, sino que, cada vez más, se presentan  como alternativas a otros MASC. Y así acontece con la mediación y en general los medios autocompositivos que se utilizan como etapa previa a los medios heterocompositivos o contenciosos, como el arbitraje. Son comunes las fórmulas que incluyen la necesidad de agotamiento de los métodos negóciales, en amplio sentido, antes de abordar, con todas sus consecuencias, el arbitraje. 
	En efecto, ciertos MASC son ya la alternativa de otros métodos de solución de controversias. Así acontece con la mediación y la negociación, y en general con los  modos autocompositivos, que son preferidos ya en muchas ocasiones a los procedimientos contenciosos como el arbitraje, que se presentan demasiado formalistas o complicados, como consecuencia de una “judicialización" excesiva, que se hace presente en determinados ámbitos, como puede ser el del arbitraje internacional y que es contradictorio, con el espíritu flexible, armónico y restaurador que se atribuía al arbitraje en otros tiempos.
	XI.- Pero reflexionemos asimismo sobre la segunda idea que está latente en la obra que presento, esto es la de estudiar los MASC en relación a su finalidad y a su utilidad en el entorno en el que se proyectan y practican.
	Es esta una idea o una metodología a la que me adscribo plenamente, siendo consciente de su utilidad. Consiste en analizar las instituciones, las técnicas jurídicas, los sistemas jurídicos en definitiva, en el contexto en que se producen y al que van destinados. Se trataría de un  análisis o metodología sistémica.
	Este análisis sistémico de las instituciones exigiría que cada una de ellas deba contemplarse en relación a sus fines, razones, medios, funciones pretendidas y técnicas asociadas, no dejando de lado la eventual disfuncionalidad y las causas que pueden provocar su desajuste en momentos determinados, y por consiguiente la necesidad de su adaptación o transformación por las nuevas circunstancias. O su eliminación por la falta de su utilidad  en un entorno concreto y determinado.  
	Recordemos que las instituciones amalgaman una serie de principios, valores, fines, técnicas, y que se ordenan, coherente y organizadamente, dentro de un sistema amplio, que es el sistema u ordenamiento  jurídico. Esas técnicas, mecanismos legales, instituciones en suma, surgen, se aplican, se utilizan, se desarrollan, se trasforman, se hacen obsoletos o se extinguen, en un contexto determinado de circunstancias y de situaciones que los van modelando, explicando, justificando, legitimando o adaptando. Se me antoja, que en esta circunstancia, las normas y los sistemas hay que estudiarlos en su contexto, partiendo de entornos determinados y con la vista puesta en las transformaciones de ese mismo entorno, para calibrar y valorar en definitiva su utilidad o su legitimidad. Los sistemas jurídicos son sistemas vivos que se explican en función de estas circunstancias y se justifican por la utilidad que deparan: no olvidemos que el Derecho es en definitiva, una  ciencia utilitarista al servicio- siempre- del hombre.
	Concluyendo: estamos ya en presencia de un plan preciso para estas palabras de presentación. Todo análisis institucional sistémico y sistemático comporta identificar primero los elementos que configuran la institución, explicar las razones de su implantación o utilización, exponer sus mecanismos operativos, averiguar sus funciones y presentar sus posibles disfunciones con el objetivo de su adaptación o cambio, en pro de su utilidad.
	XII.- Y es en esta perspectiva, que vale por igual respecto de cualquier ámbito o parte del ordenamiento, y por supuesto respecto del arbitraje y demás formas alternativas de solución de conflictos, en donde conviene resituar el leitmotiv del presente libro: los MASC y su impacto social y utilitario como instrumento de paz y de modernización de la justicia.
	Y ello constituye sin duda un gran acierto en el enfoque  de la presente obra, que cada uno de los autores en sus respectivas ponencias matizan y enriquecen. Sólo en la medida de su utilidad, de su capacidad para ser, efectivamente, un instrumento o herramienta de paz, un modo de solución efectiva de conflictos, en los diversos campos y ámbitos en que se aplican, los MASC- cualquier  institución- se definen y justifican.
	XIII.- El análisis de los MASC se presenta hoy desde variadas perspectivas. Interesa identificarlos, examinar las razones de su uso, averiguar sus posibles disfunciones y la problemática habida en su implantación o ejecución, en la perspectiva señalada. Como también procediendo por elevación e insistiendo en las consecuencias  de una visión sociológica, política, o incluso filosófica.
	Tal acontece ya en una buena medida con el tema de la mediación, en si misma considerada y que constituye uno de los más logrados avances de los MASC. O en el caso del arbitraje, en su mero aspecto interno, como en el internacional, propicio ya a una introspección filosófica, que autores como Emmanuel GAILLARD  y otros muchos tales como los  H. MOTULSKY, R. DAVID, OPPETIT, S. LAZAREFF, THOMAS WALDE, ALEXIS MOURRE, etc. han abordado con perspicacia en el pasado.
	Filosofía en el entendimiento del esfuerzo intelectual por resituar las instituciones, y el arbitraje como institución, en el contexto de idearios, conjuntos de ideas o sistemas de pensamiento más amplios, con el objeto de explicar -o simplemente justificar- las actitudes, las posiciones o las decisiones adoptadas en determinados ámbitos y que correspondan a actitudes unversalizadoras.
	XIV.- En este sentido no cabria negar la trascendencia de rechazar virtualidad a las formulaciones estatales, o del derecho estatal o positivo, en pro de un renaciente derecho natural emergente. Y que es fruto una vez mas del embate consecuente de la sociedad civil, como resultado de la puesta en marcha de sistemas normativos no derivados de la producción estatal, como la lex mercatoria, las manifestaciones del derecho corporativo o el derecho consuetudinario internacional o de los principios generales del Derecho, cada vez más presentes en los temas y las posiciones de la teoría y la práctica arbitral internacional.
	Por poner un ejemplo, y al margen de las formulaciones del derecho positivo o de las lecciones de la práctica arbitral más consecuente, no es lo mismo juzgar sobre una u otra base, sobre una u otra perspectiva o concepción, acerca de la corrección e idoneidad de una solución dada al problema, muy actual, del reconocimiento y ejecución en un país, de sentencias arbítrales anuladas en otro, y que pusieron en marcha las Cortes francesas y americanas, en un pasado reciente (asunto  PUTRABALI).
	Como también lo es la aplicación de un derecho universal sobre la interdicción del fraude o del blanqueo de dinero, etc. Y que encuentra en este núcleo de principios generales de justicia universal el asidero más firme y legitimo para hacer del arbitraje, y más concretamente del arbitraje internacional, el justo referente para la plena consagración de una justicia realmente eficaz.
	La sustentación de un orden jurídico arbitral trasnacional autónomo ayudaría en la configuración de estos planteamientos en una perspectiva bien distinta a la habitual. 
	XV.- Pero también, desde aquí y ahora, quizá sea legitimo proclamar que, en efecto, los MASC, desde los más simples a los más complejos o sofisticados, desde la simple negociación al arbitraje, pasando por la mediación, obedecen en su conjunto a dos ideas clave, que, acaso una vez más haya que establecer, al menos como puntual recordatorio: eficaz instrumento de justicia alternativa a la justicia estatal y necesidad de fortalecimiento de la autonomía de la voluntad. Instrumento de paz y espacio de libertad.
	XVI.- Aludiendo más de cerca al contenido del libro que me honro en presentar, los diversos temas son tratados de forma tan útil como convincente. 
	Un primer capítulo, de carácter general, da cuenta de los MASC en su impacto social, en tanto que instrumentos de paz y de modernización de la justicia, partiendo de la ya insoslayable tarea de asegurar una justicia, deteriorada universalmente en el marco estatal tradicional, y de la necesidad, en consecuencia, de garantizar la segundad jurídica y el principio  fundamental del derecho a la tutela judicial efectiva. Y también desde una perspectiva más concreta, el capítulo da cuenta de los nuevos métodos de solución de conflictos en el campo, realmente novedoso, e incluso sorprendente, de la justicia  penal, a propósito de la reforma procesal mexicana del 2008.
	Un segundo capítulo se abre a un método tradicional en la solución de conflictos, acaso no demasiado explicitado, como es el de la negociación entre las partes por sí mismas, marcando las pautas y los valores y métodos a tener en cuenta. Y particularmente en aquellos aspectos o elementos no contemplados en el contrato, bien por propia determinación de las partes, bien por no existir constancia de ellos, ni poderla haber en ese momento, bien por la concurrencia de circunstancias sobrevenidas y en las que se hace patente la utilidad de las cláusulas hardship.
	Bien es cierto que en estos casos más que de un conflicto o de una controversia, estaríamos en presencia de un mecanismo para determinar elementos indefinidos o indeterminados de un contrato. El procedimiento se presta especialmente como repuesta eficiente en los complejos contratos de larga duración, extenso contenido y escalonada ejecución, en las que cabe contar con una buena dosis de aleatoriedad o de indeterminación a priori, en los términos contenidos o en la evolución del contrato por la incidencia de circunstancias sobrevenidas.
	La complejidad de la contratación, su extensión, participación de partes diversas y de actos o contratos concatenados en grandes operaciones jurídicas, aconsejan utilizar estos métodos para completar las relaciones, o determinar aspectos indefinidos, indeterminados o sobrevenidos, con garantías de imparcialidad y de idoneidad. Incluso haciendo participar, como se hace en la práctica, a negociadores oficiales, que no llegarían a alcanzar en estricto sentido el carácter de mediadores.
	Un tercer apartado se abre para la mediación y la conciliación en el cual son abordados los diversos campos en que estos métodos se aplican hoy en día, sin pasar por alto las vicisitudes habidas  en su desarrollo e implementación, así como la necesidad de reformular muchos de sus  planteamientos y de proceder a una más efectiva y general institucionalización, por la utilización o reforma de leyes modelo.
	El último apartado se consagra al arbitraje, en cuanto método de solución de conflictos, contencioso y heterocompositivo. Destacando tres aspectos fundamentales del mismo: las incidencias del arbitraje telemático o electrónico en materia de consumo, destacando la idea clave de garantizar la protección de una parte débil, el consumidor, y la necesidad de aplicar en todo caso las disposiciones  imperativas, que una connatural deslocalización propia del medio sería propicia a inaplicar; la trascendencia de los APPRIs o Tratados bilaterales de protección  de inversiones, y su consecuencia práctica y dogmática en la conceptualización y en el desarrollo actuales del arbitraje internacional de inversiones; y por último la identificación y correlativo tratamiento de los principios esenciales de la institución arbitral, aspecto éste tanto más necesario cuanto que la proliferación de métodos alternos de solución de conflictos, como la misma versatilidad de los ámbitos en que prospera y se practica el arbitraje, reclama una vez más y de forma insistente la necesidad de volver a delimitar cuáles son sus principios esenciales, sus mimbres básicas, sin las cuales no existiría el arbitraje como tal.
	XVII.- Tan prolífica y enjundiosa lectura no deja de suscitar reflexiones sobre los MASC en general, y su articulación con otros MSC, especialmente con el arbitraje; sobre el grado y contenido de su institucionalización; sobre su fundamento o justificación; sobre sus ventajas o sobre sus inconvenientes; sobre la forma de generarlos o de ponerlos en práctica y que constituyen el entramado básico de las consultas profesionales  en estas materias.
	XVIII.- Pasando a su fundamento último, en tanto que alternativa pretendida o real a la justicia estatal y salvo por el detalle de que el arbitraje ha dejado de ser prácticamente, en su acepción internacional, una alternativa a los métodos de solución de conflictos incorporados en el ámbito de la justicia estatal, siendo así que se configura, ello es bien sabido, como  método normal o común de resolver las controversias en ese ámbito, los MASC o ADR, de portentosa proyección actual en los más variados ámbitos de las relaciones sociales y jurídicas, constituyen el trasunto fiel de una cierta percepción en la transformación de las funciones del Estado y su papel en el seno de las sociedades contemporáneas, basada en la posibilidad de alcanzar la justicia, de lograr resolver un conflicto, por métodos que no son ya los brindados por el aparato tradicional estatal.
	XIX - Los MASC encuentran de forma general su justificación en esta perspectiva, como se pone de relieve en la presente obra y a lo que ya hemos aludido.  Frente al clamor universal, y fundado, del deterioro de la justicia estatal, y a la necesidad también universal de proceder a satisfacer de la manera que sea el principio fundamental de la tutela judicial efectiva, los MASC constituyen una respuesta, sucesivamente ampliada y mejorada, para modernizar la justicia y procurar la paz.
	Hoy en día es común en todas las latitudes, en los más amplios confines de las sociedades contemporáneas y de los estados que las enmarcan, el deterioro de la justicia estatal. Y el sentimiento abonado por un descontento universal hacia la impartición de una justicia por el estado, que resulta lenta, fatigosa, cara, inoperante y de escasa calidad en muchos casos. Lo cual contrasta con el universal reconocimiento del principio de acceso a la justicia como un derecho fundamental claramente diseñado, reconocido y aceptado a nivel normativo y cultural en todas partes.
	Ese desfase agrava la angustia existencial de unas sociedades abiertas, dinámicas, progresistas, y al mismo tiempo sometidas a erosiones que las hacen extremadamente vulnerables.  Establecer instrumentos de restauración de la paz o de satisfacción de la justicia se revela como absolutamente indispensable en la deriva existencial de estas sociedades nuestras sacudidas por  crisis económicas, medioambientales, políticas, y por los cambios provocados por las sucesivas transformaciones de los entornos tecnológicos, jurídicos, ideológicos, políticos y sociales.
	XX.- Fruto de la necesidad de lograr soluciones justas y eficaces, prontas y no entorpecedoras para la actividad de las partes, y de la presencia de una imaginación creadora al servicio de la preservación de ámbitos de paz para el desempeño de las relaciones jurídicas y no jurídicas, los MASC han prosperado y han proliferado  en un mundo globalizado y afín. A la par que se inventan nuevos procedimientos, que amplían la capacidad negociadora de las partes, o de que se simulan procedimientos casi arbítrales o casi judiciales, la práctica presenta cada día el perfil de combinaciones  entre ellos, (ARB MED, MED ARB) para alcanzar la solución beneficiosa, restauradora de la relación trabada en un principio.
	XXI - Pero no acabaría aquí su funcionalidad, como meros métodos alternos o sustitutivos de la justicia estatal, por cuanto los MASC suponen una proyección utilitaria, ampliada y profundizada del principio de la autonomía de la voluntad. Y ello, tanto respecto de los métodos autocompositivos, en los que las partes en la controversia son los protagonistas bajo una u otra connotación, como en los heterocompositivos, que implican una decisión de un tercero destinada a hacerse valer por sí misma, como en el arbitraje, que es en última instancia -o así debe serlo- una instancia o espacio de libertad. Libertad para la elección de los juzgadores. Libertad para deslocalizar la controversia y su solución fuera de los límites estatales, perceptiblemente de manifiesto de manera progresiva en el arbitraje internacional, aunque también sea predicable del interno. Libertad para desarrollar un proceso y aplicar un derecho idóneo y querido así por las partes.  Porque se trata, y nunca resulta ocioso el recordarlo, que el arbitraje no es ya una estricta alternativa a la justicia estatal -puesto que se advera como el método normal y común de resolver controversias en determinados ámbitos, tales como el internacional, tanto comercial como de inversiones, o en las relaciones de consumo, excluidas por inoperantes  o inefectivas tanto la justicia estatal como la llevada a cabo a través de las instancias u organismos reguladores- sino otra forma, como expresara René DAVID, de administrar justicia.
	Y lo cual cabe decir, mutátis mutandis,  de los demás métodos alternativos de solución de conflictos, en los que no cabe ya contemplar únicamente su valor de sustitución, sino su valor en uso, como hemos quedado dicho, su valor pro sí mismos en cuanto que incorporan una manera diferente de alcanzar la justicia o de lograr  el acuerdo  de las partes en una controversia.
	Me parece que este punto de vista es esencial en la panorámica actual del desarrollo de los MASC, máxime en la perspectiva justa y necesaria, en que la sitúa la presente obra que tengo el honor de presentar: la de su valor como herramienta de paz y de modernización de la justicia.
	Sin ánimo de desvirtuar o de soslayar su valor como medios alternativos y solución a los males de la Administración de la Justicia estatal, en todas las latitudes hoy en día, importa poner de relieve, no ya meramente su valor de sustitutivo o de remedio, sino su intrínseco valor como otra forma de justicia, otra forma de solucionar los conflictos, destacando así, más que los males de la justicia, los bienes y parabienes de los ADR.
	Porque en definitiva, el reto no es meramente sustituir, o no solo sustituir vías para la solución de los conflictos. Sino el aporte de una forma nueva de alcanzar esa justicia o esa solución. De presentar en suma al mediador como un facilitador del diálogo y restaurador de la empatía, invitando a las partes en el conflicto al saludable ejercicio de ponerse en el lugar del otro, y eliminar las causas de la discrepancia. O poniendo en práctica una nueva forma de administrar  justicia (DAVID) o de fare giustizia conservando l´amizicia (Eugenio MINOLI); o propiciando una justicia desvinculada del marco y de las injerencias estatales nacionales (cada vez más en el arbitraje internacional, que tiende a ser trasnacional).
	XXII.- A su vez, no resulta desdeñable la idea de que la alternatividad se opera ya no sólo respecto de la justicia estatal, para suplirla o mejorarla, sino entre los mismos MASC entre sí. No cabe duda de que determinados métodos, como el arbitraje, sobre todo en su faceta internacional, acusan ya demasiado el lastre de una pesada judicialización, entendida como alargamiento o proliferación de trámites, como consecuencia de una exacerbación de la  litigiosidad de las partes, y que en atención a ésta y otras disfunciones presentes, sea aconsejable en ocasiones, y siempre que sea posible, el acudir a otros métodos de solución de conflictos, tales como la mediación  o la negociación, o algunos de los procedimientos que se inventan y aplican todos los días en el contexto de las relaciones económicas internacionales.
	Otras técnicas alternativas de conflictos, y singularmente entre ellas la mediación, van adquiriendo el perfil no solo de complementos sino de sustitutivos de las otras técnicas de mayor arraigo o desarrollo, como es el caso del arbitraje. Cualquier consejero jurídico de partes afectadas en una controversia, tratará de analizar las posibilidades de estas técnicas alternativas para solucionarla y constituir verdaderamente un instrumento o herramienta de paz y de aquietamiento entre las partes, y que fundamentalmente vuelva éstas al protagonismo en el logro de la solución.
	XXIII. Y lo cual -justo es consignarlo desde ahora- arroja un problema suplementario consistente en la articulación entre los métodos para solucionar conflictos, singularmente entre los autocompositivos -negociación, mediación, arbitramento-, y los heterocompositivos (arbitraje), evitando la disfuncionalidad de la concurrencia de decisiones, la pendencia de procesos o el impasse provocado por la existencia de distintas vías abiertas a la solución de la controversia.
	La articulación entre MASC, y especialmente entre los métodos autocompositivos y los heterocompositivos, como entre éstos entre sí -piénsese en la articulación de las vías internas contenciosas previas al arbitraje en el arbitraje de inversiones que ha dado ya una rica problemática y unas líneas de conducta que van enmarcando el derecho procesal arbitral en este terreno- debe ser clara y precisamente establecida.
	XXIV.- La articulación de vías y medios alternativos de solución de conflictos es tanto más necesaria cuanto que la posibilidad de decisiones contradictorias o incidentes  puede ser frecuente. Pero sin duda el tema más grave acontece hoy en día en el arbitraje internacional en que son posibles decisiones, parciales y definitivas, que pueden entrar en colisión. Las situaciones de litispendencia o de desarrollos paralelos son posibles e incluso frecuentes. Bien sea por la puesta en marcha de instrumentos originadores del arbitraje de distinta índole (contract claims y treaty claims en el  arbitraje de inversiones, arbitrajes generados en base a los Tratados o en base a los convenios arbítrales) bien sea por la actuación descontrolada de las instancias judiciales en una novedosa, desmesurada y atípica fase de las relaciones entre Tribunales judiciales y arbitrales,(los antisuit injunctions), o simplemente, en el eterno escenario de ejecuciones posibles múltiples, en diversos países, de una misma sentencia. O desde la no necesaria correlación entre una sentencia anulada en un país y ejecutada y reconocida en otro, que presenta perfiles tan contundentes como controvertidos en la actualidad, favoreciendo con ello la inseguridad en el tratamiento unificado de las sentencias arbitrales según sea el tribunal que conoce en anulación o en reconocimiento y ejecución.
	XXV. Ciertamente que los MASC son en la actualidad numerosos y diversos en su planeamiento, operatividad y eficacia. Desde la negociación, pura y simple, pasando por la negociación dirigida o asistida, la negociación automática y la negociación estructurada, los buenos oficios, la expertise, la mediación, la conciliación, los slim, win win, el proceso simulado y acortado o minitrial, los métodos que incorporan elementos de organicidad preestablecida o no, como los DISPUTE BOARDS en el marco de la ejecución de  los contratos de ingeniería civil y de construcción en el seno de la CCI,  o el Ingeniero decisor en el marco del FIDIC, para finalizar con el arbitraje en sus ya variadas formas y manifestaciones, los métodos  alternativos de solución de conflictos  proliferan hoy en día para encontrar las vías de arreglo de  cualquier controversia surgida en el plano de las más diversas relaciones, y no solo las de carácter económico- jurídico o contractual. Si a ello se le añade las posibles combinaciones entre ellos y su uso escalonado, podremos valorar suficientemente la variedad y la utilidad  de los MASC en la hora presente.
	XXVI. -Porque, en efecto, los MASC o ADR, en las diversas versiones y acepciones que  se conocen hoy en día se aplican y desarrollan en los más variados dominios, que alcanzan reductos, inéditos hasta hace poco tiempo a la intervención de estas técnicas de solución de controversias. Y así, es cotidiano que los conflictos familiares, educacionales, laborales, organizacionales, políticos, de gobernanza, y otros tantos, se diriman por medio de estos métodos alternativos, los cuales adquieren perfiles y fisonomías propios del medio sobre el que actúan y  desarrollan. A este panorama no escapa hoy por hoy ningún ámbito, sorprendiendo incluso algunos como el de la extinción de penas sobre una base autocompositiva inicial, en el caso de la reforma penal constitucional mexicana, haciendo mella en el cuasi sacrosanto recinto del jus puniendi del Estado, y que es glosado con rigor y equilibrio  en el presente trabajo.
	XXVII.- Este panorama de diversidad de métodos debe ser reconducido a la coherencia a través de operaciones sucesivas de identificación, análisis, orientación, institucionalización y uniformización, de modo que no les reste eficacia en un marco necesariamente masificado y globalizado.
	Diversos instrumentos tienden a logar estos objetivos impulsando la uniformización  a través de leyes modelos o de Libros Verdes, previos a la acción propiamente normativa, como es el caso del Libro Verde sobre las modalidades alternativas de solución de conflictos en el ámbito del derecho civil y mercantil (COM/2002) 196-C50284/2002), o la ley Modelo UNCITRAL sobre aspectos de la mediación en los asuntos civiles y mercantiles. Como también la Directiva 2008/ 52/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 21 Diciembre 2008 sobre ciertos aspectos de la mediación en asuntos civiles y mercantiles.
	XXVIII.- A este respecto, justo es recordarlo, y así lo ponen de manifiesto diversas ponencias de la obra presente, la mediación, es técnica que se aplica ya con indudable éxito en variados confines. Y no sólo en las relaciones civiles y mercantiles, en los que acusa ya un avanzado estado de institucionalización, sino en otros ámbitos, tales como la educación, la familia, el consumo, etc. en los que la intervención de un tercero, con potestades de orientación pero no de decidir, en suma, puede dar con la solución deseable, en poco tiempo y con las garantías y el aliciente que implica la asunción de ésta por las partes, en términos todavía de colaboración y no de confrontación.
	Como también hay que insistir sobre la idea clave de que así como existe una cultura del arbitraje, necesaria para que éste se institucionalice y afiance y desarrolle como técnica de solución de conflictos, también existe, o al menos ha de existir, una cultura de la mediación, que haga condensar el pensamiento de que la iniciativa de las partes y la intervención cualificada de un tercero no decisor es no sólo conveniente sino necesaria al desempeño del negocio o la relación habida entre las partes, con preferencia a cualquier solución de tipo jurisdiccional. 
	Pero -ello es obvio-, no basta solamente con que exista esta cultura o predisposición en un entorno social determinado para que la mediación prospere, sino que es necesario al mismo tiempo una regulación, una institucionalización desde el punto de vista legal, que marque los mecanismos por los que la mediación como tal se integre en el ordenamiento jurídico tanto interno como internacional, dando eficacia y valor a las decisiones tomadas, preservando el procedimiento, estableciendo un estatuto garantizador del mediador y favoreciendo la conexión con otras formas alternativas de solución de controversias (como el arbitraje) y con la jurisdicción estatal.
	XXIX.- Los MASC son objeto de análisis que introducen diversos criterios de clasificación, para mejor identificarlos y mostrar su operatividad y funcionalidad en aplicaciones concretas. Pero sin duda que la gran clasificación, la realmente operativa y significativa, sigue siendo la que formulara hace ya algunos años el profesor Jaime GUASP -aunque su noticia primera remonte hasta CARNELUTTI, según pusiera de relieve Niceto ALCALÁ ZAMORA- y que distinguía entre las formas autocompositivas y las formas heterocompositivas, bajo el criterio claro y contundente, inequívoco, de la naturaleza o carácter del mecanismo puesto en marcha en cada uno de esas clasificaciones: un tercero que impone su decisión con caracteres de cosa juzgada a las partes, en los procedimientos heterocompositivos, tal el arbitraje, y la decisión o poder de las propias partes, negociando per se o con ayuda estructural o programada, simulando un proceso, o asistidos de la intervención de un tercero no decisor, en la mediación y en la conciliación. En éstos persiste la idea motriz de que son las propias partes las que avienen a solucionar el conflicto. Mientras que en aquéllos, el tercero dirime y zanja la cuestión de manera semejante a la solución judicial (según la teoría, convincente y asimilada ya en la cultura arbitral, elaborada por el TC español, del equivalente jurisdiccional).
	XXX.- Pero este marco de los MASC, en toda su extensión y comprensión, sin duda evoluciona, y es ya perceptible, en mayor o menor medida, con mejor o peor técnica,  y respecto de todos ellos, un alto grado de institucionalización que aproxima en sus efectos a los procedimientos autocompositivos y los heterocompositivos. La mediación, paradigma de esta evolución hacia modelos más coercitivos e instrumentados, es ya objeto de una intensa regulación, de carácter global y uniforme, aspecto éste al que se dedica especial atención en esta obra, no solo dando cuenta de los nuevos instrumentos regulatorios de la misma, sino de los méritos para una revisión de los modelos de la UNCITRAl, presentando mecanismos que aseguren la eficacia jurídica, en el diseño de sus efectos, en la validez y eficacia del convenio de mediación, en la eficacia del acuerdo o solución alcanzados a través de la mediación, en el régimen de la confidencialidad y de la responsabilidad en que incurren los mediadores y en definitiva dando carta de naturaleza a un estatuto general de mediadores y conciliadores.
	XXXI.- No hemos de insistir acerca de las razones que han postulado a favor del uso masivo de los MASC en la resolución de conflictos, y en particular de aquellas que hacen de la alternancia a los métodos tradicionales, enmarcados dentro del marco de la justicia estatal, el fundamento principal para su utilización con aprovechamiento.
	Es así que es previsible que en cualquier obra sobre presentación, divulgación y concientización sobre el uso de los MASC en general, o de algunos de ellos en particular, como la mediación o el arbitraje, se presenten las ventajas de éstos sobre la justicia estatal, trazando el inventario reiterado de sus alicientes, reales o figurados.
	XXXII.- También es frecuente que estas razones se potencien, anulen o debiliten en el contexto de concretas realidades, o de que sufran en sí mismas un debilitamiento a medida que cambia el contexto de las relaciones sobre las que se practican. Y que de ello se extraiga la necesidad de aplicar un coeficiente reductor a la euforia provocada por una exhibición muchas veces apresurada de sus exaltadas ventajas y sus menguados inconvenientes. No con ello quisiera llevar al ánimo del lector una conclusión pesimista -y sustancial y genéricamente equivocada- sobre las  razones de la aplicación y la utilización de las MASC en el contexto de las relaciones económicas y jurídicas de nuestro mundo y en el entorno social de nuestro más inmediato presente. Pero ello es perfectamente compatible con la presentación de dos factores o circunstancias que es preciso tener siempre presentes en cualquier valoración de las instituciones de Derecho: por un lado, la contextualización de las razones, mayormente en un mundo esencialmente cambiante en sus proyecciones y en sus resultados; por otro, la necesidad de toda institución jurídica de producir su adaptación al entorno, provocando su cambio o transformación en aras de su utilidad o de su idoneidad a los fines pretendidos, y  que evite su obsolescencia en definitiva.
	XXXIII.- Es especialmente digno de recordar a este respecto que toda técnica jurídica, toda técnica social, toda praxis, en suma toda institución, sufre el deterioro inmanente a su desgaste cuanto menos por inadaptación a nuevas circunstancias o nuevas necesidades. Incluso es perceptible en un plano más general o filosófico que toda forma, toda institución, lleva en sí mismo enquistado el germen de su degeneración.
	Toda forma política, toda institución en suma, decía ARISTÓTELES, y proseguía y desarrolla ampliamente POLIBIO, lleva en sí misma el germen de su degeneración, o de su desaparición como valor. La aristocracia, decía el Estagirita, degenera en oligarquía; la democracia en demagogia; la monarquía o gobierno de uno en tiranía. Desde una perspectiva más general y generalizadora, aplicable a toda institución, es posible concluir que lo que fue bueno en unas condiciones determinadas, por el paso del tiempo, por el cambio de referentes o de circunstancias, por el abuso, o desgaste u obsolescencia, puede resultar a la postre nocivo o inconveniente. Y ser necesaria, o bien su transformación y su adaptación a la realidad presente en cada momento, o su abandono y extinción.
	XXXIV.- Y en este sentido también es predicable de los MASC en general, o de alguno de ellos en particular, como el arbitraje, que las reconocidas ventajas, en inesquivable claroscuro, acaso acaben incorporando disfunciones y deban ser o bien adaptados o bien preteridos por otras técnicas resolutivas.
	Tal sucede ya, en efecto, con el arbitraje, en el que habría que valorar desde una perspectiva, en algunos casos cuando menos sorprendente, si realmente es hoy en día, sobre todo en el campo internacional, un procedimiento realmente de justicia, flexible, de corta duración, poco costoso, sometido a la entera y eficaz autonomía de la voluntad de las partes, cómodo, previsible, seguro, racional y satisfactorio, como emanación de un espacio de libertad y de desestatalización de la justicia, confidencial, privado, arbitrio de los buenos varones y dispensador o restaurador de armonía, alcanzado como está, en muchos aspectos, por una judicialización galopante e hiriente, que sitúa a los justiciables, no ya en la incómoda o inoperativa condición de vencedores y vencidos, sino en la de vencedores y arrasados, como ha quedado dicho por algún autor eminente en alguna ocasión.
	XXXV.- La “judicializacion” por un lado; la imprevisibilidad muchas veces de las soluciones, la inseguridad acerca del derecho aplicable; la ausencia de una real y auténtica jurisprudencia arbitral en el campo del arbitraje internacional y muy particularmente en el de inversiones, con los caracteres de organicidad, coherencia, unificación, que le son propios en sentido estricto; la  dificultad en delimitar y precisar,  en consecuencia, de manera general y uniforme los conceptos jurídicos indeterminados en qué consisten los estándares de aplicación como referente legal; la eventual confrontación entre procesos paralelos y entre decisiones contrarias o cuanto menos incidentes; las situaciones de litispendencia; el trato desigual otorgado a las sentencias arbitrales o el orden público según las diversas concepciones del foro judicial interviniente en control; la fluctuante concepción de la internacionalidad de los laudos, a caballo de representaciones distintas e incluso contrapuestas, como ha hecho notar agudamente Emmanuel GAILLARD; la inquietante presencia de nuevos parámetros en la relación de fuerzas entre las Administraciones de justicia y los tribunales arbitrales, cuyo paradigma último, no ciertamente reconfortante es el de las antisuit injuntions, etc., son otros tantos aspectos del arbitraje internacional que constituyen realmente hoy en día un punto de invitación a la reflexión, cuando no abiertamente un motivo de seria preocupación sobre el futuro del arbitraje como institución.
	XXXVI.- Empero, y aun reconociendo la presencia de inquietantes zonas oscuras en el arbitraje internacional, resaltada por el hecho de su portentoso desarrollo en el estadio actual de las relaciones económicas internacionales, no hay que dejar de consignar el gran avance del arbitraje como técnica de solución de conflictos en  todos los ámbitos y particularmente en el internacional tanto comercial como de inversiones  y en otros aspectos específicos (propiedad intelectual, derecho de la competencia y de la regulación económica etc.).
	Fruto de un proceso de un avanzado estado de institucionalización, y de práctica constante y constructiva, contando con la presencia de una acción normativa  igualmente consecuente, el derecho arbitral internacional representa ya destacados grados de singularización respecto del arbitraje interno o doméstico; como también acontece en el arbitraje de inversiones respecto del arbitraje comercial internacional.
	XXXVII.- Y justamente en esta tesitura es en donde hay que volver a situar el siempre vivo debate entre la concepción monista (el arbitraje es siempre uno y vale una regulación unitaria, con escasas normas especiales referidas al arbitraje internacional)  y la concepción dualista, (existen dos cuerpos normativos progresivamente diferenciados en el arbitraje interno y en el internacional, y dentro de éste en los diversos campos abiertos, con normas, principios, técnicas y espíritu diferentes).
	En este sentido, es perfectamente asumible que el desarrollo actual del arbitraje internacional, de sus fuentes, de sus contenidos, de los principios que lo vertebran y alimentan y que se reconocen ampliamente por los legisladores y operadores jurídicos  y por la práctica arbitral más extensa, posibilita una visión dual del arbitraje;  a la par que se acentúan los rasgos para un reconocimiento del arbitraje internacional, como un arbitraje transnacional, cada vez mas situado extramuros de los ámbitos estatales. El cual se va asentando sobre la consideración de la decisión de justicia arbitral como decisión de justicia internacional al máximo deslocalizada. (Como las sentencias PUTRABALI Y THALES, de la Corte de Casación francesa, entre otras, ponen de manifiesto).
	XXXVIII.- La singularización del arbitraje internacional, su conceptualización como un jus singolare, es ciertamente la consecuencia de una determinada evolución en el carácter y naturaleza de las transacciones económicas internacionales en el mundo presente, en el que se van produciendo reglas diferentes para ser aplicadas a situaciones y entornos asimismo diferentes. Un derecho singular se va desgajando del tronco común para hacer frente a necesidades diferentes de los operadores.
	Se agranda en consecuencia la percepción dual del arbitraje que postula un desarrollo suficiente para que el arbitraje internacional sea considerado cada vez más en un ámbito propio y específico, con singularidad expansiva y creciente de sus reglas y poniendo de relieve una justicia transnacional, hecha para satisfacer los intereses de los operadores del comercio internacional sin interferencias, o con las mínimas posibles, de los marcos estatales nacionales.
	Y es así que todo un conjunto de leyes recientes, como las de Austria, Italia, Dinamarca, Polonia, Turquía, Suiza, entre otras, han venido a marcar este dualismo en la confrontación entre el arbitraje interno y el internacional, que la práctica arbitral y judicial,  por otra parte, consagran ya suficientemente.
	XXXIX.- El arbitraje como técnica de solución de conflictos va ganando terreno. Y ello tanto en el arbitraje interno como en el internacional. Se ha ampliado considerablemente la arbitrabilidad, sobre todo en materia de trabajo, de competencia, de consumo, de propiedad intelectual e industrial, en derecho de familia, aunque ello quizás obligue a un replanteamiento en la concepción de la aplicabilidad de las normas imperativas y una consecuente ampliación del control sobre la sobre el fondo de la sentencia a través de  una nueva extensión o valoración del concepto de orden publico económico.
	XL- Pero, sobre todo, se va considerando como absolutamente normal la presencia habitual de los Estados y de sus personificaciones (o de sus “emanaciones” como se acostumbra a decir en el lenguaje del arbitraje internacional), como partes en las relaciones económicas y sujetos de la controversia objeto del arbitraje. Y ello tanto en el arbitraje internacional, comercial y de inversiones, como -cada vez más- en el arbitraje interno.
	A este respecto es oportuno recordar como una de las causas de la separación y despegue de la singularidad del arbitraje internacional fue precisamente la necesidad de considerar la capacidad del Estado para comprometer y someterse a arbitraje, con efectos derogatorios sobre el arbitraje interno. Y que pasó de la jurisprudencia, (fundamentalmente de la Corte de Casación francesa, GALAKIS, IMPEX, entre otras), a las fuentes internacionales (convenio de Ginebra de 1961) y finalmente a las leyes nacionales, incorporando una regla de tipo material, (como la ley española del 2003).
	XLI.- Pero el arbitraje  administrativo, tanto el que se ejerce sobre las relaciones o controversias jurídicas surgidas entre las Administraciones y los administrados, como el que se proyecta sobre las relaciones habidas entre las personas jurídico públicas y los particulares, en el plano interno, sigue encontrando en ocasiones, resistencias, muchas veces numantinas.
	Es sintomático de manera general que las legislaciones aborden con timidez el tema siempre latente, al modo de asignatura pendiente, del arbitraje administrativo propiamente dicho; las jurisdicciones lo descartan y anatematizan: (esa “lucha donquijotesca” de las jurisdicciones administrativas francesas en contra o disfavor del arbitraje administrativo que hacia decir a S. LAZAREFF. Les cahiers de l´arbitrage. Volume IV, pág. 2, o la desolada contemplación del arbitraje administrativo como la “tierra de la desesperanza” por YVES GAUDEMET, en 1997).
	XLII.- La presencia de los Estados en el arbitraje de inversiones es connatural puesto que la controversia que se juzga lo es siempre entre un inversionista privado y un  Estado, aquel que acoge la inversión que es objeto de la relación controvertida.
	Son importantes las cuestiones que se plantean respecto al arbitraje de inversiones, de indudable trascendencia práctica y dogmática, y de esta importancia se da cuenta explícita y rigurosa en la presente obra, en el capítulo relativo al arbitraje.
	XLIII.- Pero la que sin duda ocupa un lugar relevante es la de que trata sobre la consideración del arbitraje como un instrumento del control de la legalidad internacional en materia de inversiones -control que no implicaría sino el resarcimiento en su caso de los daños causados por la acción de los Estados considerados responsables- como consecuencia de la generación del arbitraje, de manera preponderante,  por medio del un tratado internacional, o de una ley nacional,  en el cual los Estados ofrecen, en garantía de los inversores la solución de las controversias habidas en relación a una inversión, a través del arbitraje, bien el determinado por el Tratado de Washington de 1965 que creó el CIADI, bien a través de las reglas UNCITAL, en arbitrajes ad hoc o administrados por diversas instituciones o administraciones internacionales de arbitraje, como la CCI, la AAA o la London Court o la Corte de Estocolmo.
	Pero lo realmente novedoso y singular es que este tipo de arbitraje se pone en marcha por el ejercicio de la acción de los particulares inversionistas, que acuden a la oferta unilateral de los Estados, consignada en aquellos instrumentos normativos, completando así el consentimiento, que se estima disociado o formulado en dos tiempos, y que completa el pacto generador  propio de todo arbitraje.
	XLIV.- Con independencia de esta forma de producirse el consentimiento, que es propia de las relaciones jurídicas que se establecen entre una persona oferente y una multiplicidad de destinatarios potenciales, lo realmente significativo es que el arbitraje se produce sin relación o convenio previo (without privity). Y qué tal forma de proceder a través de la acción del justiciable que presta su consentimiento es muy similar, cuanto menos, al funcionamiento de una jurisdicción establecida, en el marco de los poderes y funciones del Estado. La competencia se establece mediante reglas objetivas contenidas en los Tratados, con independencia, o por mejor decir, con primacía, sobre el convenio arbitral, en el supuesto de que este existiese.
	XLV.-Las consecuencias tanto dogmáticas como prácticas de esta forma de llevar a cabo un arbitraje, constituyen el punto de partida para una concepción realmente singular del arbitraje como instrumento de control de la legalidad internacional en materia de inversiones. Y que va a versar sobre las actuaciones de los Estados, o de sus emanaciones, que puedan causar inferencia sobre la inversión realizada. El sentido protector y garantizador de la inversión es indudable y de ello han de extraerse consecuencias claras en orden a la aplicación de los Tratados en este sentido, como en la puesta de relieve del "efecto útil", todo con la mira puesta en garantizar  una eficaz protección de la inversión en el plano internacional.
	A este tenor, todos los actos o medidas del Estado que sean susceptibles de producir  el efecto de la inferencia señalada, son objeto de este control (emanadas del Poder Legislativo, de la Administración o de los Tribunales de Justicia), constituyendo la referencia legal tanto el derecho interno como el internacional, fundamentalmente establecido en el Propio Tratado de Inversiones.
	La falta de control sobre el laudo, a cargo de los tribunales estatales, -en acción de nulidad o en reconocimiento y ejecución- es también característica de este tipo de arbitraje, cuando se aplica el Tratado de Washington de 1965, y completa su singular fisonomía al pretender ser deslocalizado al máximo.
	XLVI.-Una tarea se impone pues en esta perspectiva del arbitraje de inversiones. Y es la de estudiar o analizar de manera sistemática esta suerte de jurisdicción establecida que, sin dejar de ser arbitraje, como es obvio, se aleja de los cánones pautados para un arbitraje como solución de diferencias habidas entre particulares o entre Estados y particulares en el marco de relaciones contractuales.
	Prueba pues, una vez más, de la singularidad del arbitraje internacional, y de su flexibilidad para adecuarse a las necesidades de las relaciones económicas surgidas.
	La igualdad entre las partes, la eliminación de los privilegios o de las prerrogativas del Estado que dimanan de una concepción de la Administración como  potentior personae es el pasaje obligado para el ejercicio legítimo y eficaz de un auténtico control de la legalidad internacional en materia de inversiones.
	Como también una muestra del imprescindible equilibrio, que como expresara Henry MOTULSKI, es consustancial al arbitraje: “el arbitraje supone un equilibrio de fuerzas. Allá donde este equilibrio se rompe, el arbitraje se asfixia”.
	Y siendo así que el equilibrio es la condición necesaria, en todas las relaciones, para la instrumentación  de  la paz y el soporte inequívoco y a priori  de la justicia.
	En las Rozas de Madrid, Mayo de 2011.
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	1. Introducción
	La evolución constante de los sistemas judiciales en el mundo es evidente, obligando a los países a incorporar figuras jurídicas novedosas en sus esquemas de impartición de justicia, como es el caso de los juicios orales, los métodos alternos de solución de controversias y la justicia restaurativa, dando paso a elementos aun más novedosos como es la “PAZ”; si antes el fin último de las leyes era la paz social, ahora es considerada no solo un fin sino un elemento sine qua non de todo sistema judicial que quiera considerarse moderno.
	La paz es esencial para la evolución y desarrollo del hombre, no podemos visualizar un movimiento de paz sin la participación activa de la sociedad, no podemos considerar una acción de paz que no busque la justicia y la equidad, no podemos considerar una propuesta de paz que no prevea salvaguardar los interés de las partes en conflicto, no podemos considerar a un programa pacifista como tal si su esencia no está basada en los sentidos humanos, que significa esto último: Sensibilidad, pasión, percepción, conciencia, paciencia, bondad. El límite de la paz, es la paz misma de nuestro prójimo, y así lo establece la máxima “entre los individuos como entre las naciones el respeto al derecho ajeno es la paz”.
	Estos componentes se encuentran presentes en los métodos alternos de solución de controversias (MASC), son parte esencial de ellos y de la justicia restaurativa, identificando a la voluntad como el hilo conductor de la instrumentación de estos métodos; el uso de sus técnicas le permiten a la sociedad participar directamente en la solución de sus controversias, evitando con ello la escalada social de los conflictos, inhibiendo acciones violentas y previendo consecuencias costosas para las partes en lo particular o en lo colectivo. Identificándose entonces en los métodos alternos un triple propósito, la solución, la prevención y la ciudadanización de la justicia. La trascendencia de todo esto, es que no es algo nuevo, estamos redescubriendo las bondades de la negociación, de la mediación y del arbitraje, en realidad son una panacea vs el conflicto de la impetración de la justicia.
	2.  Marco de Referencia
	La sociedad evoluciona en torno a un escenario internacional, ampliamente influenciada por diversas corrientes de pensamiento en un ámbito multicultural. Surgiendo con ello una pluralidad de formas de vida en razón de necesidades particulares, que afectan el modus vivendi de núcleos poblacionales de la misma localidad, región o nación; traduciéndose en desacuerdos, en conflictos sociales por la diversidad de intereses que confluyen en un mismo espacio.
	Acentuándose por la carencia de programas que generen una cultura de PAZ, una cultura de participación ciudadana en la solución de conflictos y por las limitaciones en los esquemas de impartición de justicia, debido a que los programas gubernamentales no responden a las necesidades reales de una sociedad conflictuada y moderna, potenciándose por el conflicto de la impetración de la justicia, entendiendo que el sistema judicial es el garante de la resolución de los conflictos en la sociedad, sin embargo, su falta de cobertura y las excesivas cargas de trabajo a las cuales se encuentra sometido no le permiten cumplir con plenitud los postulados en los que se sustenta, afectando a la sociedad y los individuos como receptores últimos del sistema; parafraseando a Neuman, los individuos “…. pasan a ser uno más  para el recuento y esa codificación hace perder la posibilidad de goce de derechos humanos que le son inherentes como persona y por su virtualidad de ser…”.
	Ante este panorama, la sociedad requiere de opciones, de formulas de entendimiento para vivir en armonía, que generen el respeto a la vida, la disminución de conductas violentas y antisociales, y la promoción y la práctica de la no violencia por medio de la educación, el diálogo y la cooperación. La sociedad debe de tomar conciencia que existen otros métodos distintos a la vía judicial para resolver sus conflictos, lo que requiere desde luego un profundo cambio de conciencia social. Es precisamente en este cambio de conciencia donde situamos a la paz y a los MASC considerando que su implementación y puesta en marcha son un cambio disruptivo en la impartición de justicia y en la construcción de una cultura que se basa en creencias, valores y prácticas traducida en las mejores prácticas en pro de una nueva realidad social “una nueva cultura”.
	Para lograrlo deberán generarse políticas públicas de alto impacto que favorezcan la evolución de los sistemas de bienestar social, de procuración e impartición de justicia en todo el orbe, siendo un requisito sine qua non de los gobiernos apoyar este cambio, considerando siempre las necesidades de la sociedad en vía de una mejor calidad de vida, en el que se incluye la paz social,  como es el caso de México con su reciente reforma constitucional penal en la que incorporó en su artículo 17 la implementación de métodos alternos como mecanismo para la reparación del daño a través del perdón que busca recomponer el orden social quebrantado por medio de la restitución y no de la pena de cárcel.
	Es necesario reorientar la justicia retributiva que predomina a nivel mundial al uso de los MASC, el crecimiento exponencial de los conflictos sociales provoca que sea inoperante, requiere del apoyo de la ciudadanía ya que es esta su principal receptora. La justicia alternativa es en esencia la válvula de escape de este problema, teniendo como principal elemento la ciudadanización de la justicia, tutelada por las mismas leyes, ya que el límite de estos métodos es el orden público, privando para el sistema judicial materias especificas, sin embargo, la necesaria tutela a instituciones jurídicas explicitas no reducen el margen de acción de los MASC, visualicemos solo como ejemplo la mediación penal o la mediación familiar, áreas de gran influencia y alcance social en donde se ha demostrado con gran éxito su valía.
	El uso de estos métodos a generando al unisonó la plataforma para la promoción y desarrollo de la justicia restaurativa que se encuentra aun en ciernes, pretende la reparación del daño de víctima y victimario, su reinserción social, pero principalmente la paz en un estadio universal enmarcado en normativas internacionales de las Naciones Unidas y la Unión Europea; propiciando la participación colaboradora de la comunidad como sus principal eje rector, coincidente con los ejes rectores de la paz.
	La negociación, la mediación y el arbitraje sustentados en los principios de entendimiento y cooperación mutua logran el arreglo pacífico de los conflictos, manteniendo unidas las relaciones interpersonales  en todos los niveles de la sociedad en un ambiente de paz y no violencia. Los MASC  son una forma diferente de entender las relaciones humanas, tiene los elementos suficientes para poder ser catalizadores que transformen el conocimiento y las costumbres de nuestras sociedades, ampliamente ligados a la cultura de la paz, ya que ambas formulas expresan sentimientos de cohesión de todos los individuos.
	3. Ámbito de Desarrollo
	Los MASC como herramientas de paz son un medio para el desarrollo pleno de una cultura de la no violencia y la solución de conflictos, esto derivado del constante devenir en que nos encontramos inmersos en lo individual y en lo colectivo. Al respecto Fisas señala “Que el proyecto de construir una cultura de paz en buena medida no es otra cosa que el reto planetario de abordar los conflictos desde otra mirada, con otros utensilios y con otros propósitos…”, asegura que “…la alternativa a la violencia ha de sustentarse en la negociación, el dialogo, la mediación, el empoderamiento, la empatía y la capacidad de manejar nuestros propios conflictos…”, considerando en todo momento las características mensurables de la sociedad, para generar estrategias de desarrollo más asertiva de la cuales partir para la implementación de los MASC.
	La cultura la podemos entender como aquello que han ido construyendo los seres humanos a lo largo de su historia, “es todo lo que se aprende y se transmite socialmente” y su principal característica es que esta se aprende a través de procesos de socialización, a través de la relación de cada individuo con el medio social y natural en el que se desenvuelve y da sentido y significado a la realidad.
	Esta definición de cultura nos permite prever de lege ferenda que la universalidad de los principios en que se sustentan los MASC y el reconocimiento de la necesidad de paz en el mundo, darán paso a su instrumentación e implementación como una realidad latente e inexorable.
	Los MASC tienen su fundamento en el principio de autonomía de la voluntad de las partes reconocido internacionalmente, es un derecho universal presente en la mayoría de la sociedades y un sustento legal reconocido a nivel mundial que les otorga una seguridad jurídica a sus resultados (acuerdos, convenios, laudos) los hace vinculantes a las partes, en un esquema multidisciplinario, interdisciplinario y multidimensional. Es por ello que son los principales aliados de la paz considerando que su desarrollo necesita de un marco legal porque la oposición a la violencia requiere de una adecuada comprensión de los límites en los que puede moverse lícitamente las distintas actividades humanas.
	Existen básicamente dos conceptos de paz, el de la paz positiva y la paz negativa, el primero se caracteriza por la ausencia de guerra y violencia directa, junto con la presencia de la justicia social y el segundo por la simple ausencia de guerra y violencia directa. Ambos conceptos son compatibles con la misión de los MASC que pretenden en todo momento el desarrollo de esquemas de justicia y paz en todo tipo de conflicto, teniendo como base instrumental las técnicas de la negociación que fluctúan en el ámbito del conflicto y en el ámbito del no conflicto, su éxito redunda en lograr que las partes encuentren una formula de autocomposición basada en sus intereses, en sus necesidades y no es sus posiciones que en la mayoría de las ocasiones resultan irreconciliables. Al respecto Güell considera que la adecuada satisfacción de las necesidades de las personas favorecen en todo momento a la paz, esta está ligada necesariamente a la convivencia en un entorno socio – político –económico, con consecuencias a  terceros.
	Sin embargo y para los efectos del presente estudio considero que el concepto de paz positiva u holístico es más compatible y amplio ya que involucrar directamente a las personas como actores sociales, y que no se requiere necesariamente la posibilidad de una guerra para su desarrollo, ya que lo que pretendemos es que la sociedad misma rompa el paradigma del Estado paternalista de la justicia y se adecue al nuevo paradigma jurídico que es resolver nosotros mismos nuestras controversias. 
	Entendiendo entonces que “El estado de paz vendría a coincidir con una situación de justicia en el que las relaciones intergrupales son de tipo cooperativo y se encuentran vigentes en su plenitud los derechos humanos… Por tanto se trataría de un modelo ideal en el que el concepto de paz se asocia con otros valores considerados deseables, como la justicia, la libertad y la ausencia de cualquier conflicto”, agregando que también es considerada un factor de desarrollo.
	La Paz y los MASC tienen diversos puntos de intersección, empero, destaco los más relevantes que desde mi punto de vista los hace operar en una misma dirección:
	a) La promoción del arreglo pacífico de los conflictos, el respeto y el entendimiento mutuo y la cooperación internacional;
	b) La posibilidad de que todas las personas en todos los niveles desarrollen aptitudes para el diálogo, la negociación, la formación de consensos y la solución pacífica de conflictos, a través de la mediación, la conciliación y el arbitraje;
	c) Desarrolla competencias para que la sociedad acceda a una vida más justa conforme a la Declaración sobre una Cultura de la PAZ de las Naciones Unidas, así como a los principios y directrices de las CATEDRAS UNESCO a través del conocimiento, la investigación, la docencia y  la cooperación.
	4. La Paz, los MASC y la Educación
	Recientemente terminó el Decenio Internacional de una cultura de paz y no violencia para los niños del mundo, 2001-2010, esta iniciativa de la ONU, no solo transformó la forma de pensar de los niños, si no que generó un movimiento en pro de la paz en todos los frentes sociales, culturales, económicos y políticos del mundo, es por ello que aprovechando esta sinergia, es importante plantear acciones que permitan perdurar estas acciones y la mejor vía es la educación multidimensional, asociada a los Métodos Alternos de Solución de Conflictos.
	Las Medidas para promover una cultura de paz por medio de la educación son:
	 Promover y reforzar las actividades de los agentes que se indican en la Declaración sobre una Cultura de la Paz, destinadas a desarrollar valores y aptitudes que favorezcan una cultura de paz, incluidas la educación y la capacitación en la promoción del diálogo, el consenso y la solución de conflictos;
	 Reforzar las actividades en marcha de las entidades pertinentes del sistema de las Naciones Unidas destinadas a impartir capacitación y educación, cuando corresponda, en las esferas de la prevención de los conflictos y la gestión de las crisis, el arreglo pacífico de las controversias y la consolidación de la paz;
	 Ampliar las iniciativas en favor de una cultura de paz emprendidas por instituciones de enseñanza superior de diversas partes del mundo y el proyecto relativo al Programa de Universidades Gemelas y de Cátedras UNESCO.
	Una cultura de paz es un conjunto de valores, actitudes, comportamientos y estilos de vida basados en:
	1. El respeto a la vida, el fin de la violencia y la promoción y la práctica de la no violencia por medio de la educación, el diálogo y la cooperación;  
	2. El respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales y la legalidad; 
	3. El Arreglo pacífico de los conflictos; 
	4. La Libertad de expresión, opinión e información; 
	5. Los Principios de libertad, justicia, democracia, tolerancia, solidaridad, cooperación, pluralismo, diversidad cultural, dialogo y entendimiento a todos los niveles de la sociedad y entre las naciones.
	6. La promoción del arreglo pacífico de los conflictos, el respeto y el entendimiento mutuos y la cooperación internacional
	7.  La posibilidad de que todas las personas a todos los niveles desarrollen aptitudes para el diálogo, la negociación, la formación de consenso y la solución pacífica de controversias.
	Los Métodos Alternos de Solución de Controversias son:
	a) Técnicas y herramientas que generan la comunicación entre las partes, facilitan el entendimiento, proponen formulas de autocomposición, que permite a las partes (personas y grupos) en conflicto solucionar sus problemas de una forma más justa.
	b) Su conocimiento y uso prevé los conflictos. 
	c) Al igual que la Paz se sustentan en los principios de ética, equidad, solidaridad, igualdad, veracidad, buena fe, confidencialidad, imparcialidad, neutralidad, legalidad, dialogo, tolerancia, celeridad y economía.
	d) La negociación, la mediación y el arbitraje son multidisciplinarios, interdisciplinarios e interdimencionales y  son vinculantes legalmente. 
	5. La justicia restaurativa una nueva vía para la paz
	La justicia restaurativa no es un MASC es una consecuencia de la interacción de la mediación con otras acciones y otros elementos, que en conjunto logran restaurar el daño moral, social y económico, tanto en el plano personal (satisfacción de la víctima, arrepentimiento del infractor, rehabilitación social del agresor) como en el material (restitución de los daños y perjuicios producidos por la infracción).
	Consideramos a la justicia restaurativa como la tercera etapa de la solución al conflicto de la impetración de la justicia, como una herramienta de paz, aun más significativa que los MASC, ya que la carga moral en el necesario perdón entre los individuos es predominante, sin embargo la hace más difícil de operar.
	Las reformas a los sistemas judiciales como lo mencionamos en el proemio de este artículo da paso a nuevas forma de ver la vía jurídica y pensar en nuevos paradigmas, como es el caso de la mediación y los juicios orales, implícitos ambos en la búsqueda de la reparación del daño a través del perdón, pero yendo aun más lejos, debemos pensar en la justicia restaurativa, considerada una evolución de la alternativa y de la retributiva pero especialmente de la justicia vindicativa, que es aquella ejercida tradicionalmente por el Estado a través del ejercicio del ius puniendi.
	La Justicia Restaurativa es una filosofía acerca de cómo enfocar la  propia justicia y el derecho penal, que se centra en dar el protagonismo a los afectados de forma directa e indirecta por el delito. Parte de la premisa de que se ha causado un daño y cuáles son las acciones requeridas para remendar este daño. 
	Para reparar este daño se da participación a las partes, y así se puede alcanzar el resultado restaurador y la paz social. Actualmente el catalogo de delitos que pueden incorporarse a este procedimiento, es significativo considerando todos aquellos perseguibles por querella de parte, al igual que aquellos delitos que persiguiéndose de oficio, no sean de los considerados como graves, esto varia de un estado a otro  y de un país a otro, empero, su justificación no, ya que se basa en el resarcimiento rápido y oportuno que busca la víctima, reparando el daño y evitando consecuencias futuras, incidiendo entonces en la paz social, a través de la mediación penal.
	La Justicia Restaurativa tiene una serie de herramientas que facilitan la reintegración de la víctima y del infractor en la sociedad de la que se separaron por el delito, propiciando que superen su “rol de victima e infractor”. Debidamente gestionada atiende a las necesidades de la víctima de ser escuchada, reparada y de sentirse de nuevo segura y la necesidad del infractor de poder disculparse y enmendar en la medida de lo posible el daño causado. El infractor tiene la oportunidad de reconciliarse con la comunidad, y conseguir un cierto grado de empatía hacia los sentimientos que se generan en los demás.
	Aunque la Justicia Restaurativa pone su acento en las víctimas directas e indirectas del delito y sus necesidades, también favorece la concienciación y responsabilización del infractor por el hecho cometido. Los infractores experimentan el impacto que sus acciones han tenido en los seres humanos, con ello se favorece un comportamiento más social, facilitando la no reincidencia y su reinserción en la comunidad, cumpliendo así los mandatos constitucionales propios de un estado social y democrático de derecho.
	La Justicia Restaurativa contribuye a crear una sociedad más madura, responsable y segura… Ya que los efectos beneficiosos de la concienciación y autoresponsabilización que genera en los infractores, repercute en todos nosotros pues tendremos menos riesgo de sufrir nuevos delitos por parte de los infractores que han participado en un proceso restaurativo. Es claro que la reducción de la reincidencia favorece a toda la comunidad en general porque no sólo tenemos un sentimiento de mayor seguridad sino que como victimas indirectas y “potenciales” de todos los delitos podemos recuperar la tranquilidad logrando la “paz social”. Se trata de promover comprensión y armonía social a través de la “sanación” de la víctima, infractor y de alguna forma de la comunidad en general.
	Principios fundamentales:
	I. La justicia debe trabajar para que se ayude a volver a su estado original a aquellos que se han visto perjudicados con el delito.
	II. Debe existir la posibilidad para que los directamente perjudicados puedan participar de lleno y de manera voluntaria en la respuesta al hecho delictivo.
	III. El papel del Estado consiste en preservar el orden público justo; por su parte, la comunidad debe ayudar a construir y mantener una paz justa.
	IV. El delito es una ofensa, en primer lugar, contra las relaciones humanas; en segundo lugar contra la sociedad y, por último, contra la ley.
	V. El delito es un acto perjudicial para la sociedad, pero también es una oportunidad para que la comunidad y los involucrados reaccionen positivamente ante ese acto.
	VI. La Justicia Restaurativa busca hacer las cosas tan bien como se pueda, intentando satisfacer las necesidades de los ofendidos, así como reparar los daños ocasionados.
	VII. La Justicia Restaurativa prefiere responder al delito lo más pronto posible, con la máxima cantidad de voluntad y cooperación, y con el mínimo de coerción, ya que la reparación de las relaciones y los nuevos aprendizajes requieren de un proceso de voluntad y cooperación.
	VIII. El proceso restaurativo es un asunto fundamentalmente comunitario, donde la participación involucra a todos los interesados, además del ofensor y de la víctima.
	IX. Pretende que la justicia sea un acto comunitario, solidario y responsable.
	Ventajas:
	a) La conciliación, la reparación y el perdón, son socialmente más constructivos que el empleo de la fuerza, el odio y la venganza.
	b) El perdón es una poderosa fuerza psicológica que puede ser dirigida hacia el alivio y el equilibrio de la víctima.
	c) c.- La mediación representa una de las formas más directas y activas en que la víctima puede participar en el sistema de justicia, en contraste con el rol pasivo en que habitualmente se le coloca.
	d) Las víctimas están directamente involucradas en el sistema, pero no agobiadas por las decisiones acerca de la medida que corresponda aplicar al adolescente.
	e) Los autores de conductas típicas intervienen en forma activa y no pasiva.
	f) Se refuerza la participación de la ciudadanía, especialmente en casos donde el sentido de comunidad está debilitado.
	g) La Mediación puede actuar como una crítica efectiva y permite trabajar para un cambio positivo en la comunidad, en la responsabilidad colectiva y en el desarrollo social.
	Valores Fundamentales:
	En el ENCUENTRO se propician oportunidades con el propósito de que las víctimas, los delincuentes y los miembros de la comunidad, se reúnan a conversar acerca del delito y sus consecuencias. 
	La REPARACIÓN DEL DAÑO causado por el delito, debe ser realizada, de ser posible, por quien la ocasionó. La reparación comprende cuatro elementos: Disculpa, cambio en la conducta, restitución y generosidad.
	En la REINTEGRACIÓN, se intenta devolver a la sociedad a las víctimas y a los delincuentes como miembros completos de la misma, capaces de contribuir con ésta, de tal manera que se conviertan en miembros activos y productivos de su comunidad. La reintegración implica: a) Respeto mutuo entre los miembros de la comunidad; b) Compromiso mutuo entre éstos y; c) Intolerancia hacia las conductas delictivas en la comunidad, sin menoscabo de su comprensión.
	En la INCLUSIÓN se ofrece la posibilidad para que las partes interesadas participen en la resolución del conflicto ocasionado por el delito. La participación se logra mediante: a) La invitación a todas las partes a participar; b) La anticipación de que cada una de las partes intentará satisfacer sus propios intereses y; c) La flexibilidad suficiente para abordar nuevas estrategias y caminos posibles en el análisis de la situación. 
	6. Conclusiones
	 Los elementos constitutivos de los MASC y la Paz son concurrentes;
	 Los MASC representan para la paz el sustento legal y el efecto vinculante de sus procesos;
	 Los MASC, la Paz y la Justicia Restaurativa se centran en dar el protagonismo a los afectados de forma directa e indirecta. 
	 Los MASC, la Paz y la Justicia Restaurativa parten de la premisa de que se ha causado un daño y cuáles son las acciones requeridas para remediar este daño. 
	 La Reparación del Daño es un elemento sine qua non de los MASC, la Paz y la Justicia Restaurativa,
	 La voluntad es el elemento base de todo procedimiento MASC y de PAZ.
	 Los MASC y la Paz son considerados como elementos constitutivos de políticas públicas en Estados democráticos.
	 Los MASC y la Paz representan la Modernidad y la internacionalización de los sistemas jurídicos 
	 Los MASC, la Paz y la Justicia Restaurativa previenen delitos y conductas violentas y los hechos delictivos, así como también facilitan la reintegración de la víctima y del infractor en la sociedad.
	 La Justicia Restaurativa es más compleja que los MASC, pero más profunda y definitiva en sus resultados;  al igual que la Paz contribuye a crear una sociedad más madura, responsable y segura
	 La Justicia Restaurativa tiene como valores fundamentales la responsabilidad y el dialogo. 
	 La justicia restaurativa no solo debemos enfocarla en la materia penal, es cierto que es más proclive a lo penal, pero pensemos en la reparación del daño, físico, moral o económico en otras áreas del derecho.
	 Los MASC, la Paz y la Justicia Restaurativa contribuyen al desarrollo del paradigma jurídico del siglo XXI que es resolver nosotros mismos nuestros problemas, entendiendo que su interacción se desarrolla en un esquema multidisciplinario, interdisciplinario y multidimensional. 
	 El camino para generar una cultura de conciliación y paz es la educación.
	 El camino para generar una cultura de conciliación y paz implica el desarrollo de políticas públicas.
	 Es necesario genera estrategias de culturización en todos los niveles educativos, generando competencias de negociación, mediación y paz.
	 La implementación de los MASC representa un cambio de paradigma en nuestro modus vivendi.
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	1. Métodos Alternos y Tutela Judicial Efectiva: hacia una mayor efectividad de la Justicia como Derecho Fundamental Universal
	1.1. El Derecho Fundamental a la Justicia
	Como es sabido, el acceso a la justicia es un Derecho Fundamental consagrado por el artículo seis del Convenio Europeo de Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales. Derecho elevado a principio general de Derecho comunitario por el art. 47 de la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea que se encuentra reconocido en todas las constituciones democráticas del mundo. En concreto, en el art. 24 de la Constitución española de 1978.
	No importa, pues, la forma, judicial o extrajudicial, de acceder a la justicia. Lo realmente importante es que el Derecho a la justicia es una exigencia a la que todos los Estados deben responder garantizando su aplicación práctica. En particular, mediante la puesta a disposición de procedimientos judiciales accesibles a todos los ciudadanos rápidos y poco costosos. Sin embargo, la insatisfacción de la ciudadanía con respecto a la justicia es un hecho probado. Cada vez son mayores y más evidentes las tendencias que reflejan el creciente descontento de la opinión pública por los defectos de la Administración jurisdiccional. Los litigios ante los tribunales se multiplican, los procedimientos tienden a alargarse y los gastos ocasionados por dichos procedimientos aumentan. La cantidad, la complejidad y el carácter oscuro o demasiado técnico de los textos legislativos contribuyen a dificultar el acceso a la justicia, siendo el de la dilación en la resolución de los procedimientos uno de los aspectos más preocupantes. Tendencia que, además, es prácticamente unánime en las sociedades de todo el mundo, habiéndose llegado a acuñar el término de crisis judicial global.
	1.2. La crisis del sistema judicial
	La crisis de la Justicia es endémica. Previa a la actual crisis económica internacional y, por tanto, no consecuencia de la misma como en ciertos foros se pretende justificar. En palabras del Doctor Gorjón, la justicia está en crisis por la monopolización del control judicial por parte del juez, lo cual a su vez es consecuencia de la soledad de su cruzada por mantener un sistema social aceptable. Misión que, por otra parte, es a él otorgada por las mismas leyes y normas de nuestra sociedad. 
	De un modo muy sumario, la crisis es producida por cinco elementos claves, ampliables a los típicamente identificados con la idiosincrasia de cada Estado o comunidad en particular:
	- En primer lugar, el Poder Judicial se encuentra desbordado. No da abasto para cumplir con la demanda de resolución de litigios que le exige la sociedad.
	- El difícil y desigual acceso de los ciudadanos a la Justicia, en segundo lugar, unido al alto costo de la justicia es otro factor esencial. 
	- El tercer elemento es la no utilización de los MASC provocada por el desconocimiento de los mismos por parte de la sociedad en general. 
	- En cuarto lugar, se requiere la ayuda de los abogados para que el Poder Judicial se profesionalice de verdad y sólo conozca los casos en que las partes no puedan resolver por si solas sus diferencias. Son los abogados los que habrían de convertir la mediación y el arbitraje en factores de cambio político, social y económico. 
	- Pero, es en el quinto elemento donde se haya la clave. Ya que deberían ser los demás profesionales, en otras áreas de conocimiento, los que deberían esforzarse por resolver ellos mismos sus problemas dado que la esencia de estos sistemas alternativos es que la sociedad encuentre la solución a sus propios problemas.
	Todos estos inconvenientes provocan en la práctica que la justicia tenga un efecto disuasorio que dista sobremanera de su primer objetivo, cual es el de proteger y dar amparo al justiciable. Urge, pues, la necesidad de ofrecer soluciones a esta problemática de gran actualidad e indudable trascendencia practica. Para ello, parte de la respuesta está en recurrir a métodos más eficaces y prácticos para la resolución de conflictos. Métodos alternativos al orden jurisdiccional que contribuyan a modernizar el sistema judicial y a simplificar los mecanismos jurisdiccionales sin suponer una pérdida de garantías para el justiciable. 
	Son los Métodos Alternos, los MASC, que designan, de modo general, a los procedimientos extrajudiciales de resolución de controversias aplicados por un tercero/s de forma imparcial. Entre ellos se incluye el arbitraje y aquellas medidas conocidas universalmente por el acrónimo de MASC o ADR: Alternative Dispute Resolutions o Amicable Dispute Resolutions, entre las que destacan la mediación y la conciliación. Estas dos últimas, sin ir más lejos, permiten a las partes volver a entablar un diálogo para encontrar una solución a su conflicto, en vez de encerrarlos en una lógica de confrontación de la que normalmente surge un vencedor y un vencido. 
	Ahora bien, ello no implica que las iniciativas destinadas a fomentar los métodos clásicos de justicia también sean defendidas. Se ha de encontrar una complementariedad y una armonía entre las mismas. De ahí que se presuma la buena acogida de esta iniciativa dirigida a garantizar un mejor acceso a la justicia para todos los ciudadanos en los más diversos ámbitos donde los MASC proporcionen una mejor eficacia. Entendiendo por justicia su acepción primera. Es decir, la de la Justicia “a secas”, sin diferenciar la forma judicial o extrajudicial de acceder a ella. Ya que, existe una realidad cada vez más consolidada que dibuja a los MASC no como una alternativa a la justicia sino como una justicia verdaderamente alternativa, universal y progresista, basada en la autonomía de la voluntad de las partes.
	2. Los MASC en los planes de modernización del sistema judicial: referente esencial en las estrategias de políticas públicas, economía sostenible y progresividad de los Estados
	La modernización del sistema judicial en todos los países democráticos del mundo no es sólo una exigencia amparada en un derecho fundamental, elemento que de por sí ya debería bastar para dotarle de plena efectividad, sino que, además, es parte primordial de cualquier estrategia de economía sostenible estatal con proyección internacional. La justicia es la piedra angular de cualquier modelo productivo. Elemento esencial garantista de una mayor seguridad jurídica que genere confianza y amparo para el conjunto de la ciudadanía y, con ello, confianza en la economía y en las decisiones empresariales al fijar un marco de certidumbre, confiabilidad y previsibilidad. Y, es en este marco de modernización de la Justicia, como servicio público orientado a las personas, donde los MASC tienen una situación privilegiada al responden de mejor modo y manera a las demandas de la sociedad actual. 
	Pero, para ello, todos los ordenamientos jurídicos tienen la responsabilidad, no sólo de integrar los MASC y darlos a conocer a los ciudadanos, como ya se está haciendo en prácticamente la totalidad de los Planes de modernización de los sistemas judiciales que, principalmente, hacen de la mediación y el arbitraje sus bastiones principales; sino que han de regularlos legislativamente de manera que la seguridad jurídica y la adaptación de las competencias de los juzgados y tribunales a estas materias sea garantista y real.
	Una justicia ágil, eficaz y eficiente es la piedra angular de cualquier modelo productivo. De ahí que, al tiempo que se desarrolla el derecho fundamental del acceso a la justicia universal, la modernización del sistema judicial se habría de incluir en los planes estratégicos de políticas públicas y de economía sostenible de todos los Estados. Garantizar la Justicia es, además, un elemento dinamizador de la economía por lo que supone a efectos de reducir costes, desbloquear activos y garantizar una mayor seguridad jurídica que genere una mayor confianza en la economía y en las decisiones empresariales, internas e internacionales, al establecer un necesario marco de previsibilidad. A través de los MASC, basados en la autonomía de la voluntad, se fortalece el protagonismo de los ciudadanos en la resolución de sus controversias jurídicas haciéndoles partícipes directos y activos del sistema de justicia. Se avanza así en la consecución de una justicia universal y realmente progresista permitiendo nuevas fórmulas que faciliten soluciones reales, duraderas y efectivas superando posiciones rígidas y formalistas de carácter procesal. Métodos, estos, que se caracterizan, entre otras cosas, por una mayor agilidad, flexibilidad, rapidez y menor coste.
	Sin ir más lejos, en España, en el marco del Plan de Modernización de la Justicia, el Ministerio de Justicia presentó en febrero de 2010 dos anteproyectos de leyes, el de mediación y el de reforma del arbitraje y de regulación del arbitraje institucional, éste último, ya en fase de Proyecto de Ley. Pues bien, al igual que el Plan Estratégico de Modernización del Sistema de Justicia 2009-2012 reconoce como uno de sus ejes una justicia profesional y altamente cualificada, también reconoce como objetivo su reconocimiento público orientado a las personas. 
	La clave para que ese servicio público colme las expectativas ciudadanas depositadas en él requiere una revisión del concepto mismo de litigio. Y es que en sociedades avanzadas, como la mexicana, la española y la mayoría de los países Iberoamericanos, hoy es posible acometer la transformación del litigio resuelto por los tribunales por la discrepancia resuelta entre quienes precisamente lo soportan. Nuestras sociedades hoy están maduras para reconocer lo evidente. Asumir que la solución del conflicto no está residenciada en un poder público que diga quién gana y quién pierde un juicio, a través del litigio, sino que son los propios interesados quienes mejor encuentren la solución a su conflicto sin la carga del vencedor y el vencido. Y, ello, a través los Métodos Alternos. Métodos flexibles, controlados por las propias partes que tienen responsabilidad directa sobre ese procedimiento o negociación estructurada que les sirve de medio para llegar a un acuerdo negociado que finalice la controversia o, a recurrir a un tercero imparcial que les permita fijar posiciones o facilitar el pleito si éste fuera inevitable mediante la mediación, o plantear, en su caso, un procedimiento de arbitraje. 
	3. La contribución de los MASC a una justicia universal
	En el contexto descrito, la respuesta al cómo y el porqué los Métodos Alternos contribuyen a una justicia universal más progresista y eficaz se encuentra en sus propias características básicas. Los MASC, como su propio carácter alternativo indica, implican ser elegidos en detrimento de otra opción. En primer lugar, en detrimento de la vía judicial. Ahora bien, no se trata de negar la posibilidad de acudir a la justicia ordinaria ya que, como característica esencial, los métodos extrajudiciales se basan en la autonomía de la voluntad. Se trata, entonces, de que las partes puedan optar libremente por otros medios legales para resolver sus divergencias en los casos que voluntariamente así lo decidan y las vías de solución a alcanzar sean más convenientes, ventajosas y eficientes para ellos en ese caso planteado o conflicto determinado. Pero, para esto, claro está, estos otros medios deben estar claramente reconocidos en el sistema y convenientemente regulados a la vez que han de ofrecer alguna que otra ventaja respecto a la jurisdicción. Ventajas que, como se ha enunciado, son el verdadero fundamento de su carácter universal y progresista. Dado que, precisamente, son estas ventajas las que convencen cada vez más a particulares y empresas que se deciden a incluir en sus contratos cláusulas por las que voluntariamente se remiten para la solución de sus conflictos, futuros o presentes, al arbitraje, nacional o internacional, a la mediación, la conciliación, la transacción, etc., o, incluso, cláusulas Med-Arb. Así, en resumidas cuentas, la elección de estos mecanismos les proporcionan, entre otras, las siguientes ventajas respecto a la justicia tradicional:
	En primer lugar, la rapidez y la reducción de costes van íntimamente unidas. La elección de un MASC resuelve una importante cuestión temporal. Por ejemplo, un arbitraje suele durar entre seis, ocho meses o, incluso un año y medio como máximo, dependiendo de si es nacional o internacional y del límite temporal que la legislación aplicable establezca. Si el mismo caso es decidido en un tribunal estatal la media de tiempo empleada duplica y a veces quintuplica a la señalada. El MASC ahorra en tiempo lo que podría conllevar gastarlo en un juicio de varios años con las consiguientes consecuencias económicas sobre el caso. Este ahorro de costes proporciona un medio de lo más adecuado para luchar por los derechos del justiciable sin temor a perder más tiempo y dinero del que, a lo mejor, ya le es debido. A ello hay que sumar que en el actual Anteproyecto de Ley de Mediación del Estado español, como principal novedad, los acuerdos alcanzados por mediación se equiparan en su totalidad a las sentencias de los jueces y tribunales ordinarios. Además, las sentencias judiciales firmes se hacen esperar años y en no pocas ocasiones el resultado es demasiado incierto. Un laudo arbitral es directamente ejecutable. Evitando así perderse en el interminable devenir de recursos hasta que se logra una sentencia firme.
	Por otro lado, el propio coste del MASC es un factor esencial que debe ser tenido en cuenta en la elección del mismo. Generalmente este es sufragado por las partes, aunque también, como en los casos de los arbitrajes, mediaciones o conciliaciones laborales o de consumo, puede darse que ambas partes participen del beneficio de justicia gratuita. Aspecto este último que contribuye a su elección desde una perspectiva muy favorable al implicar un claro acercamiento de la administración judicial al ciudadano.
	La confidencialidad o discreción a la hora de resolver los conflictos es otro factor esencial. Se impedirá con ello que se cuestione la imagen pública de empresas y particulares por una cuestión que de resolverse en juicio se haría pública. En un juicio todas las partes acaban sufriendo un desgaste de medios e imagen y soportando una importante perdida económica. Por eso, cada vez es más frecuente dejar en manos de MASC la resolución de sus conflictos.
	Otra de las características de los MASC es su flexibilidad. En el sentido de que, en principio, las partes son libres de recurrir a un MASC, de decidir qué organización y qué persona se encargará del proceso, de determinar el procedimiento que vaya a seguir, de optar por participar personalmente o por hacerse representar durante el procedimiento, etc. La flexibilidad, aumenta la creatividad en la medida que no hay ningún límite externo, salvo lo que se establezca, por ejemplo en la mediación, para crear el acuerdo. Al ser más flexible, utiliza capacidades alternativas que no están previstas dentro del sistema judicial formal. No debe basarse en leyes previas y en precedentes, al mismo tiempo tampoco puede sentar precedentes para otros casos. Sólo tendrá este valor para las partes involucradas y para el mediador, para sus futuras intervenciones, en la medida en que produce un aprendizaje. Ya que, la mayor ventaja individual que produce la mediación es un aumento sensible del protagonismo de las partes, lo que aumenta la responsabilidad de estas y se produce un deuteroaprendizaje.
	Presididos por el principio de voluntariedad entre las partes, los MASC, contrastan su eficacia de manera fáctica. Por ejemplo, en la mediación se trata de evitar que haya ganadores y perdedores, lo cual redunda en beneficios en cuanto al mantenimiento de las relaciones futuras entre las partes. Si alguna de las partes se siente perdedora y considera que no es equitativo, el acuerdo alcanzado puede retirarse y alcanzar un juicio. Numerosos estudios y la propia experiencia práctica demuestra que es más probable que los acuerdos de solución de conflictos alcanzados a través de la mediación se cumplan voluntariamente y también que se preserve una relación amistosa y viable entre las partes. Beneficios que son aún más perceptibles en situaciones que presentan elementos transfronterizos. De ahí que, en Europa, haya sido necesaria una legislación que promueva la mediación a través de un marco jurídico fiable a nivel comunitario mediante la actual Directiva 2008/52/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2008, sobre mediación en asuntos civiles y mercantiles.
	La especialidad de los tribunales en los litigios que deciden. Los tribunales que integran los distintos MASC suelen estar formados por persona/s especializada/s en la materia sobre la que tienen que resolver. Indudablemente, ello aporta una ventaja respecto a los juicios ordinarios, en los cuales no es habitual acceder a tribunales particularmente formados en cada una de las cuestiones objeto de controversia. Además, por la materia, en muchos casos especialmente sensibles (derecho de familia, ámbito laboral) es mejor, y a la larga, más efectiva la utilización de un MASC.
	Por último, la modernidad de los MASC es otra de las ventajas que les permiten su mayor y mejor adaptabilidad a las nuevas circunstancias y necesidades de la sociedad actual. Las nuevas tecnologías han penetrado con fuerza en el mundo de la justicia. En especial, en la llamada justicia electrónica o justicia on-line que mediante los MASC ofrece la posibilidad de resolver determinadas controversias a través de la red. En el ámbito del comercio electrónico los MASC son objeto de recomendaciones actuales en una serie de organizaciones internacionales no gubernamentales, como GBDe (Global Business Dialogue on e-commerce), TABD (Transatlantic Business Dialogue) y TACD (Transatlantic Consumer Dialogue) cuyos trabajos sigue atentamente la Comisión Europea. En España se ha hecho especial hincapié en esta prioridad en el ámbito de la sociedad de la información donde se reconoce el papel de los nuevos servicios en líneas de solución de conflictos, ODR: Online Dispute Resolution. 
	En segundo lugar, escoger uno de los MASC significa hacerlo en detrimento de los demás que no resultan elegidos. No obstante, en la práctica estos suelen presentarse de modo alternativo. Por ejemplo, comenzar por una conciliación o una mediación y acabar en la vía arbitral. En este aspecto, lo importante es conocerlos todos, saber cuáles son sus características y qué ventajas aportan sobre el resto. En definitiva, qué atractivos ofrecen cada uno de ellos para que prevalezca su elección sobre los demás. 
	4. La justicia de los MASC en un ámbito universal
	4.1. El efecto globalizador judicial a través de los MASC
	Dado el carácter pluridisciplinar y su eficacia en la resolución de conflictos de todo tipo, los MASC han cobrado una importancia global en todos los niveles sociales y en los ámbitos más diversos. Todos los Jefes de Estado y de Gobierno han reconocido en diversos momentos la importancia que tiene el fomentar los MASC como prioridad en todos sus programas sociales, políticos y científicos. Los MASC se han convertido en un instrumento preeminente en las relaciones internacionales de los Estados integrados en un esquema globalizador o universal.
	Desde un punto de vista internacional los MASC han adquirido una relevancia esencial. Es fácil intuir que, más aún que los litigios domésticos, los litigios internacionales se caracterizan por su mayor lentitud y el mayor coste de los procedimientos. Pero, también es cierto que los conflictos internacionales se han disparado en los últimos años, derivados, en el contexto europeo, de la realización del mercado interior comunitario y, a una escala superior, de la intensificación de los intercambios y la movilidad de los ciudadanos por todo el mundo con la consiguiente multiplicación de las demandas internacionales que llegan a los tribunales. Por todo ello, los MASC figuran en la actualidad en todas las agendas nacionales, internacionales y en una serie de organizaciones internacionales que muestran en la potenciación de los MASC un interés prioritario.
	En Iberoamérica, la constante expansión que han alcanzado los MASC es una prueba irrefutable de la madurez que han ido logrando sus políticas judiciales. América Latina ha ido a paso firme construyendo una nueva visión del Derecho sobre la base de los Métodos Alternos. Existe un auténtico caldo de cultivo de la cultura de los MASC. Su difusión es hoy una realidad, en especial de la mediación y del arbitraje. Prácticamente, en todos los países Iberoamericanos existe un marco jurídico de referencia sobre los MASC, moderno y actualizado. Numerosas instituciones, universidades, agencias, centros de estudios e investigación, etc. contribuyen a la mayor difusión y comprensión de los MASC con una visión integral y multidisplinar dirigida al establecimiento y la formación de recursos humanos en negociación, mediación-conciliación y arbitraje de alta calidad.
	En Europa, desde inicios del nuevo milenio, España en particular y la Comunidad Europea en general, se han preocupado de crear y garantizar un espacio de libertad, seguridad y justicia en el que los MASC tienen un importante papel que jugar. Pese a ello y a su protagonismo actual los MASC no son una novedad. Encuentran sus raíces en los antiguos métodos de resolución de conflictos, la mayoría de los cuales fueron desplazados con la aparición del Estado moderno y el consiguiente orden jurisdiccional. Hoy, sin embargo, estos están experimentando un desarrollo acelerado y sin precedentes. Así, en la UE, desde el Consejo de Viena de 1998, pasando por el Consejo Europeo de Tampere en octubre de 1999 y por la Cumbre europea de Lisboa de marzo de 2000, hasta el Plan de acción de Europa 2002, se ha instado en la importancia de promover los nuevos MASC, procurando el mejor entorno posible para su desarrollo y calidad. De ahí, la elaboración del famoso Libro Verde, sobre las modalidades alternativas de solución de conflictos, Bruselas, 19.04.2002, COM (2002/03/04)); la Propuesta de Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo sobre ciertos aspectos de la mediación en asuntos civiles y mercantiles COM(2004) 718 final - 2004/0251 (COD) que, tras el Dictamen del Comité Económico y Social Europeo, dio lugar a la actual Directiva comunitaria 2008/52/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2008, sobre ciertos aspectos de la mediación en asuntos civiles y mercantiles que se ocupa, eso sí, de un único método alternativo de resolución de conflictos, la mediación, estableciendo unas normas mínimas para fomentar la mediación exclusivamente en materia civil y mercantil. 
	En España, por ejemplo, de entre todos los MASC, destaca la institución de Arbitraje. Ésta es conocida desde hace décadas en nuestro ordenamiento. Sin embargo, y a pesar del impulso experimentado en los últimos años, la mediación sigue siendo una gran desconocida, al menos como institución regulada y reconocida legislativamente en nuestro derecho, sin perjuicio del actual anteproyecto de Ley de mediación español y de la tradición y regulación desarrollada en España en el ámbito de la mediación familiar. En la actualidad, en España, tenemos tres fuentes de regulación de la mediación. Una, la fuente comunitaria, a través de la Directiva de 2008 enunciada. Otra, no específica de regulación estatal: El anteproyecto de Ley de mediación del Estado español que tiene visos de ver la luz en el año 2011; y, la tercera, ya específica, es la fuente autónoma, a través de las distintas leyes de mediación que hay en distintas comunidades autónomas.
	Además, en el ámbito internacional, la adaptación de los MASC, en particular del arbitraje y de la mediación, se está haciendo de una manera uniforme gracias a la adaptación de la Ley Modelo de la UNCITRAL. El papel de las Leyes Modelo de arbitraje y conciliación de la Comisión de Naciones Unidas de Derecho Mercantil Internacional y de los Convenios Internacionales, estos últimos específicamente en materia de arbitraje, exigen el tratamiento de los MASC desde un carácter uniforme y uniformador, universal y armonizado en los sistemas jurídicos de los Estados.
	5. La universalidad de los MASC en el ámbito arbitral
	5.1. El efecto universalizador del Convenio de Nueva York
	De entre todos los MASC, el arbitraje encuentra su ámbito de actuación natural en el comercio internacional. En el sistema de justicia arbitral, la verdadera lanzadera de su expansión universal se encuentra en el Convenio de Nueva York de 1958 sobre reconocimiento y ejecución de sentencias arbitrales extranjeras (CNY). Fecha en la cual realmente se abrió la extensión de la institución arbitral a la Justicia universal. El mencionado Convenio es el auténtico promotor y precursor de la mundialización en el arbitraje internacional. Aspecto que, paradójicamente, es posible compatibilizar con las críticas a su excesiva territorialidad. El éxito de dicho instrumento convencional en el reconocimiento de los laudos arbitrales abrió las puertas a criterios de los ahora denominados universalizadores en el resto de los campos.
	Apoyados en los logros alcanzados por el CNY en la internacionalización de la consideración del exequátur de los laudos arbitrales por parte de los jueces nacionales, junto a la posterior adaptación de la Ley Modelo de la UNCITRAL por la mayoría de las legislaciones que han acometido reformas de arbitraje en los últimos tiempos, es posible pronosticar que el arbitraje internacional no debería temer la adaptación con éxito a los retos que la mundialización impone desde el comercio y desde los más diversos campos adaptados a los MASC. En efecto, el Convenio neoyorquino fue decisivo para conseguir la cohesión de la institución arbitral en las décadas sucesivas a su implantación en el ámbito internacional. Su éxito fue tal que ha batido auténticos récords al ser uno de los Instrumentos mercantiles internacionales que mayor número de adhesiones de Estados ha conseguido. A partir de su gran influencia armonizadora en los distintos sistemas arbitrales de todo el mundo han sido muchos los Tratados internacionales de arbitraje que, tras su estela, han tratado de globalizar otros ámbitos, igualmente importantes que el reconocimiento y ejecución de sentencias arbitrales extranjeras. De ahí que su efecto universalizador en el arbitraje sea incuestionable. 
	Entre los Tratados que lo complementan se encuentran, por orden cronológico, el Convenio Europeo de Arbitraje Comercial Internacional, hecho en 1961, en Ginebra (CG); la Convención Interamericana sobre Arbitraje Comercial Internacional, hecha en Panamá en 1975 y, cómo no, la mencionada Ley Modelo de la UNCITRAL, que a partir de 1985 tanto ha hecho para armonizar los diferentes sistemas arbitrales de todo el mundo y que, a su vez, tanto éxito ha tenido en cuanto al número de ratificaciones y adhesiones conseguido. La universalización arbitral al continente africano llegado con el Tratado para la Armonización del Derecho de los Negocios Africano de 1993, OHADA.
	En materia de inversiones internacionales y arbitraje es fundamental el Convenio suscrito en Washington el 18 de marzo de 1965 (CW), que tiene en su seno el Centro Internacional para el Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones (CIADI). Esta tendencia va en aumento en aquellos países que se quieren adaptar al comercio internacional y a las nuevas economías de mercado, y se incrementa en la medida en que el campo de las transacciones comerciales internacionales es más homogéneo. Otros instrumentos multilaterales que prevén el arbitraje como método de solución de controversias que se pudieran plantear entre los inversores y los Estados son el Tratado de Libre Comercio de América del Norte entre EEUU, Canadá y México (NAFTA/TLCAN), que entró en vigor el 1 de enero de 1994; el Protocolo de Colonia para la Promoción y Protección Recíproca de Inversiones entre los países integrantes del MERCOSUR: Argentina, Brasil, Uruguay y Paraguay, firmado el 17 de enero de 1994; y el sistema arbitral previsto en el Tratado de Libre Comercio entre México, Colombia y Venezuela, que entró en vigor el 1 de enero de 1995. Sistemas a los que, entre otros muchos, se han añadido las disposiciones arbitrales previstas para el Área de Libre Comercio de las Américas, que integra a treinta y cuatro miembros de la OEA.
	5.2. Ámbito comparado: “The Competitive Era”
	A partir de los acontecimientos marcados por el CNY el movimiento universalizador del arbitraje como método alternativo de solución de conflictos siguió imparable, y no sólo en el ámbito convencional, también, a través de la expansión de las legislaciones arbitrales en el marco internacional. Comenzó así lo que se dio en llamar la “Era de la Competencia”. Competencia legislativa a la hora de hacer legislaciones arbitrales modernas y adaptadas a la internacionalidad de las controversias que clamaban por una mayor especificidad y por un desarrollo del procedimiento de arbitraje totalmente independiente de las legislaciones nacionales. Para K.P. Berger, creador de la terminología empleada para describir la nueva era aludida, el inicio de “The Competitive Era” en el arbitraje económico internacional tuvo lugar con la promulgación de la Arbitration Act inglesa el 4 de abril de 1979. Desde entonces, las leyes de arbitraje han sido promulgadas y enmendadas, en el ámbito universal, al menos una por cada año transcurrido. Incluso en zonas geográficas que tradicionalmente se habían mostrado más reticentes al arbitraje internacional por considerarlo como una técnica únicamente al servicio de las grandes potencias industrializadas, la situación comenzó a cambiar con la finalidad de adaptar su normativa interna al arbitraje internacional.
	Prueba de ello, en la actualidad, la actitud de la mayoría de los países o zonas geográficas tradicionalmente hostiles al arbitraje internacional ha cambiado de manera radical. Se ha fomentado el arbitraje en estos países, en aras de adaptar sus ordenamientos internos a una nueva situación comercial de la que también quieren participar. El grado de autonomía y liberalidad que muestran hacia el arbitraje es incluso muy superior al de otros países más industrializados de los cuales en tiempos dependieron económicamente. Así ha ocurrido, entre otros, en los países de América Latina donde se ha ido abriendo camino hacia una renovada cultura arbitral apostando por una normativa flexible y adaptada al arbitraje internacional y resolviendo muchos de los problemas que, hasta que tardíamente no reformamos nuestra Ley de arbitraje en vigor a partir de 2004, no teníamos solucionados en España. Lo mismo se puede decir de otros ámbitos geográficos dispares, tales como los Países Árabes, Asia y Africa. No obstante, hay diversos ámbitos que todavía no se encuentran armonizados o universalizados y, si lo están, sólo en el sentido negativo de imponer una universalización arbitral teniendo únicamente en cuenta el punto de vista occidental.
	5.3. Ámbito Institucional
	Las Instituciones Internacionales de Arbitraje también se han universalizado. De todas ellas, la Cámara de Comercio Internacional (CCI), establecida en 1923 con sede en París, ha jugado para los Centros de Arbitraje Administrado un papel similar al desempeñado por el CNY en la globalización general del arbitraje internacional. De modo que, en la actualidad, la CCI es la Institución arbitral que tiene un carácter más universal en cuanto al número de participantes, casos decididos y miembros que la componen. Institución que renovó su Reglamento, en 1998, adaptándose a los nuevos tiempos. De ahí su efecto innovador se ha extendido a otras instituciones de arbitraje que, aunque acaparan un ámbito más reducido, han coincidido con la CCI en la reforma de sus Reglamentos arbitrales. De entre ellas destacan, en Norteamérica, la American Arbitration Association (AAA). En el ámbito europeo, la London Court of International Arbitration (LCIA), cuyas normas fueron también reformadas en 1998. Fecha que coincide con la renovación del Reglamento de la Netherlands Arbitration Institute (NAI), en vigor desde el 1 de enero de 1998, y con la del Reglamento del Instituto de Arbitraje Alemán y el de la Cámara de Comercio Internacional de Estocolmo. Todos ellos han reformado sus normas con una filosofía si no idéntica sí muy similar a la establecida por la CCI. Sin dejar de mencionar otros Centros institucionales de arbitraje internos e internacionales como son el Centro de arbitraje belga para el estudio y la práctica del arbitraje interno e internacional (CEPANI). Y, en el ámbito africano, el Centro Regional de Arbitraje Comercial Internacional del Cairo. En el marco asiático, destacan el Centro Internacional de Arbitraje de la Cámara de Comercio Internacional de Singapur, cuyo Reglamento entró en vigor desde el 22 de octubre de 1997, y la Asociación de Arbitraje Comercial de Japón (JCAA), coincidiendo en el mes de entrada en vigor de su Reglamento con el anterior.
	6. De la universalidad a la particularidad: Breve referencia a la mediación en España
	De la universalidad reflejada en todo el trabajo pasamos a la particularidad de la mediación en el Estado español. Como se ha enunciado, por el momento, no hay una ley de mediación para el Estado Español, aunque en breve habrá de transponerse la Directiva comunitaria de 2008. De ahí la existencia del actual Anteproyecto de Ley de mediación en asuntos civiles y mercantiles, que regulará, por vez primera, la materia de mediación de estos asuntos en el ordenamiento jurídico español. Hasta la fecha, lo único que había eran varias leyes de mediación, casi todas en materia de mediación familiar y, además, varias prácticas de mediación en otros ámbitos, como el laboral y el penal, y varias experiencias pilotos de mediación que se están llevando a cabo en el Consejo General del Poder Judicial y en varios juzgados y tribunales de España. Teniendo en cuenta, además, que la Ley 15/2005 introdujo la mediación en los procesos de familia. Los resultados de su práctica en los juzgados que han tenido programas específicos de promoción de la misma ponen de manifiesto que la mediación no ha de ser utilizada sólo en la fase prejudicial sino que es de suma eficacia cuando ésta se promueve desde la sede judicial bien por el propio juez, por el fiscal o por el Secretario judicial. 
	No obstante, en cuanto a los fundamentos de la regulación de una Ley de Mediación de Estado ya existía un andamiaje perfecto para ello en el sistema español que ha sido de gran utilidad para elaborar el actual Anteproyecto de mediación y desarrollar, así, la Directiva de mediación. En líneas generales, dichos fundamentos se encuentran en la Ley 15/2005, de 8 de julio, por la que se modificó el Código Civil y la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de separación y divorcio. Disposición Final Tercera: “El Gobierno remitirá a las Cortes un proyecto de ley sobre mediación basada en los principios establecidos en las disposiciones de la Unión Europea…”. Y, en el art. 1255 CC que prescribe que “el pacto es ley entre las partes”. Sobre esta premisa, si el pacto, o lo que es lo mismo, acuerdo de mediación es disponible puede ser elevado a escritura pública y, por tanto, ser un título ejecutivo conforme al Art. 517,4 LEC. Como todo pacto el acuerdo de mediación es vinculante y puede ser exigido coactivamente sobre todo si además es elevado a escritura pública. Aspecto que ya está previsto en la Ley española. Desde esta perspectiva, la mediación se encuentra predispuesta en un sistema que la va a acoger jurídicamente a través de las reglas que ya existen en nuestro ordenamiento. Las bases de la regulación de la mediación ya están en los arts. 1255 CC y 517,4 LEC. El andamiaje, pues, ya está montado. Y es que, en definitiva, a los juristas lo que nos importa a efectos prácticos es el eventual acuerdo que se consiga y su inserción en el sistema. Y, sencillamente, como se ha enunciado, ya en nuestro sistema un acuerdo, si es disponible, puede ser elevado a escritura pública y ser título ejecutivo.
	Además, en el año 2006, se llevaron a cabo en España diversas experiencias de implantación de la mediación intrajudicial. Dichas experiencias han sido objeto de análisis en los Cursos de formación del Consejo General del Poder Judicial y la Fiscalía General del Estado. Todos ellos han puesto de relieve la adecuación, conveniencia y validez de la metodología de la mediación para la resolución de un porcentaje importante de procesos judiciales.
	La mediación supone así un importante instrumento para dar solución efectiva a determinados litigios no encuentran respuesta en los instrumentos clásicos de solución de conflictos anclados en el proceso y la judicialización. Más aún, cuando dicha judicialización, por lo general, agudiza y agrava el conflicto en sí más aún, sobretodo cuando estos pertenecen al ámbito de la intimidad (por ejemplo, en muchos de los conflictos que se dan en el ámbito familiar). La decisión de autoridad que representa la sentencia judicial se ha demostrado así ineficaz en determinados ámbitos de los conflictos humanos y, como señala Pascual Ortuño, si bien la sentencia ha de permanecer como última ratio de la realización social del derecho, ésta debe ser evitada cuando los intereses en juego y las circunstancias de las personas involucradas en un conflicto jurídico permitan la autocomposición con la utilización de medidas alternativas.
	No obstante, en un ámbito universal, si la divulgación del arbitraje en todo el planeta ha sido posible gracias a la amplia adopción del Convenio de Nueva York y a la armonización facilitada por la Ley Modelo de la Uncitral, en el ámbito de la mediación el éxito no es, por el momento, el mismo. De todos es conocido que la Uncitral promueve el desarrollo de los MASC a través de la técnica de las Leyes Modelo. No obstante, a diferencia de la Ley Modelo de Arbitraje de 1985 que, hasta la fecha, ha sido acogida por cincuenta países, la Ley Modelo de la Uncitral sobre la Conciliación Comercial Internacional ha tenido una acogida muy discreta al haber sido incorporada por tan sólo cinco países con algunos Estados norteamericanos. 
	7. Conclusiones y propuestas
	El aumento de los conflictos en las sociedades avanzadas no puede ser abordado únicamente con las formas tradicionales de justicia. Así como el mundo anglosajón lleva muchos años utilizando mecanismos alternativos de solución de conflictos reduciendo considerablemente el número de procesos judiciales que requieren una sentencia, lo importante de la utilización de los MASC es que, gracias a ellos se eleva el grado de satisfacción de los ciudadanos respecto a la acción de la Justicia y se mejora la calidad del trabajo de los Tribunales, sacando del sistema un gran número de asuntos respecto a los cuales la respuesta judicial, como elemento modificatorio de la conducta, se muestra inadecuada. Se aboga así por la cultura de la pacificación y la racionalización de los problemas por los propios ciudadanos.
	La modernización del sistema judicial en todos los países democráticos del mundo no es sólo una exigencia amparada en un derecho fundamental, elemento que de por sí ya debería bastar para dotarle de plena efectividad, sino que, además, es parte primordial de cualquier estrategia de economía sostenible estatal con proyección internacional. La justicia es la piedra angular de cualquier modelo productivo. Elemento esencial garantista de una mayor seguridad jurídica que genere confianza y amparo para el conjunto de la ciudadanía y, con ello, confianza en la economía y en las decisiones empresariales al fijar un marco de certidumbre, confiabilidad y previsibilidad. Y, es en este marco de modernización de la Justicia, como servicio público orientado a las personas, donde los MASC tienen una situación privilegiada al responden de mejor modo y manera a las demandas de la sociedad actual. 
	Pero, para ello, todos los ordenamientos jurídicos tienen la responsabilidad, no sólo de integrar los MASC y darlos a conocer a los ciudadanos, como ya se está haciendo en prácticamente la totalidad de los Planes de modernización de los sistemas judiciales que, principalmente, hacen de la mediación y el arbitraje sus bastiones principales; sino que han de regularlos legislativamente de manera que la seguridad jurídica y la adaptación de las competencias de los juzgados y tribunales a estas materias sea garantista y real.
	Una justicia ágil, eficaz y eficiente es la piedra angular de cualquier modelo productivo. De ahí que, al tiempo que se desarrolla el derecho fundamental del acceso a la justicia universal, la modernización del sistema judicial se habría de incluir en los planes estratégicos de políticas públicas y de economía sostenible de todos los Estados. Garantizar la Justicia es, además, un elemento dinamizador de la economía por lo que supone a efectos de reducir costes, desbloquear activos y garantizar una mayor seguridad jurídica que genere una mayor confianza en la economía y en las decisiones empresariales, internas e internacionales, al establecer un necesario marco de previsibilidad. A través de los MASC, basados en la autonomía de la voluntad, se fortalece el protagonismo de los ciudadanos en la resolución de sus controversias jurídicas haciéndoles partícipes directos y activos del sistema de justicia. Se avanza así en la consecución de una justicia universal y realmente progresista permitiendo nuevas fórmulas que faciliten soluciones reales, duraderas y efectivas superando posiciones rígidas y formalistas de carácter procesal. Métodos, estos, que se caracterizan, entre otras cosas, por una mayor agilidad, flexibilidad, rapidez y menor coste. Sin ir más lejos, en España, en el marco del Plan de Modernización de la Justicia, el Ministerio de Justicia presentó en febrero de 2010 dos anteproyectos de leyes, el de mediación y el de reforma del arbitraje y de regulación del arbitraje institucional. Pues bien, al igual que el Plan Estratégico de Modernización del Sistema de Justicia 2009-2012 reconoce como uno de sus ejes una justicia profesional y altamente cualificada, también reconoce como objetivo su reconocimiento público orientado a las personas. 
	La clave para que ese servicio público colme las expectativas ciudadanas depositadas en él requiere una revisión del concepto mismo de litigio. Y es que en sociedades avanzadas, como la mayoría de los países Iberoamericanos, hoy es posible acometer la transformación del litigio resuelto por los tribunales por la discrepancia resuelta entre quienes precisamente lo soportan. Nuestras sociedades hoy están maduras para reconocer lo evidente. Asumir que la solución del conflicto no está residenciada en un poder público que diga quién gana y quién pierde un juicio, a través del litigio, sino que son los propios interesados quienes mejor encuentren la solución a su conflicto sin la carga del vencedor y el vencido. Y, ello, a través los Métodos Alternos. Métodos flexibles, controlados por las propias partes que tienen responsabilidad directa sobre ese procedimiento o negociación estructurada que les sirve de medio para llegar a un acuerdo negociado que finalice la controversia o, a recurrir a un tercero imparcial que les permita fijar posiciones o facilitar el pleito si éste fuera inevitable mediante la mediación, o plantear, en su caso, un procedimiento de arbitraje
	En Iberoamérica, la constante expansión que han alcanzado los MASC es una prueba irrefutable de la madurez que han ido logrando sus políticas judiciales. América Latina ha ido a paso firme construyendo una nueva visión del Derecho sobre la base de los Métodos Alternos. Existe un auténtico caldo de cultivo de la cultura de los MASC. Su difusión es hoy una realidad, en especial de la mediación y del arbitraje. Prácticamente, en todos los países Iberoamericanos existe un marco jurídico de referencia sobre los MASC, moderno y actualizado. Numerosas instituciones, universidades, agencias, centros de estudios e investigación, etc. contribuyen a la mayor difusión y comprensión de los MASC con una visión integral y multidisplinar dirigida al establecimiento y la formación de recursos humanos en negociación, mediación-conciliación y arbitraje de alta calidad
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	TRANSFORMING NEGATIVE STRESS: STRATEGIES AND TECHNIQUES FOR ADR PRACTITIONERS
	Michael Havercamp
	Summary:  1.- Introduction; 2.- What are the challenges ADR practitioners face in confronting and relieving stress?; 3.- What are the strategies and techniques for transforming negative stress?; 4.- What is meridian tapping and how does it work?; 5.- What are possible benefits from incorporating stress management and de-stressing techniques daily into your personal life?; 6.- Concluding note.
	1. Introduction 
	Extensive research exists on the negative effects of stress. An exhaustive list of books, scientific journals, and periodicals are devoted to stress management and self-healing techniques. Little attention, however, has been given to strategies and techniques that alternative dispute resolution (ADR) practitioners can use to manage stress in their personal lives. For the purposes of this chapter, ADR practitioners include mediators, arbitrators, lawyers, and community development professionals employed or serving as volunteers or pro bono for judicial systems (district courts), private firms (Bolsas y Mercados listed companies), nongovernment (Oxfam), national (Mexico’s Department of Health), and international (United Nations) organizations.  Alternative dispute practitioners are involved with numerous issues: community (food, shelter, health, education, and security), family (child custody), commercial and business (customer warranty), organization (department conflicts), criminal (juvenile) workplace (employee harassment), interpersonal (difficult team members), public policy (land tenure), and religious (Arab-Palestinian).
	This chapter addresses three questions related to transforming negative stress.  First, what are the challenges ADR practitioners face in confronting and relieving stress? Secondly, what are the strategies and techniques for transforming negative stress? Thirdly, what are possible benefits from incorporating daily stress management and de-stressing techniques into your personal life? In the section on strategies and techniques, special attention is given to a ten minute meridian tapping, de-stressing, and energy enhancement technique.
	2. What are the challenges ADR practitioners face in confronting and relieving stress?
	Often ADR professionals, such as court appointed mediators and arbitrators, exist within a legal system focused on win/lose settlements. This system arguably produces negative reactions in litigants, clients, lawyers, judges, and court employees.  A litigant, for example, may find herself or himself experiencing anger and even hatred toward another person or the judicial system in general. A lawyer-mediator recently diagnosed with hypertension may be experiencing a decline in work productivity and an increase in tensions and conflicts among professional and family members, due in part from a stressful work-related environment.
	Pressure builds in many judicial systems to control burgeoning court dockets. Judges and court personnel attempt to meet this challenge by implementing ADR practices such as settlement hearings to cope with an overloaded, overworked, and under-staffed system. Even though we see signs of improvement in justice systems, too often we feel trapped in a turbulent web of tension, anxiety, and stress. Stress takes its toll on our well-being and that of our colleagues. Witnessing a decline in our colleagues’ personal health, we see them struggling to balance negative stress with the demands of an ADR practice and family life; and thus finding themselves losing interest in ADR. We may hear our inner-voice or a colleague say:
	It hurts and feels crummy. I can no longer sleep. I am irritable. My energy is drained. I want to quit, give up, and find a different job.
	The impact of negative stress becomes very personal and potentially detrimental to a field that benefits from ADR professionals “feeling good” about themselves and their work.
	Besides those of us working in the more traditional judicial system, there are individuals working in less defined alternative dispute resolution roles as paid employees and volunteers for nongovernment organizations and national and international governments. Within these organizations, we often serve as facilitators, change agents, community advocates, independent trainers, contractors, consultants, and mediators in communities with functional and minimally functional legal systems such as war zones and failed-state nation communities. Often we risk our lives on behalf of a commitment to community and nation building, and economic and social justice. We frequently work long hours and strive to create a climate of nonviolence, peace, and security. As a result of a demanding work schedule and commitment to more peaceful and functional communities, we attempt to achieve “win-win” resolutions over intractable grievances such as land tenure issues, without taxing an overloaded legal system with additional lawsuits. Some of us who work in war-zone communities are challenged to cope with the loss of a colleague’s life, personal security, dislocation, and family separation.
	Within small and large business organizations, ombudsmen and organizational development personnel attempt to balance potentially conflicting roles as facilitators, mediators, and neutrals. In these roles, we serve as internal organizational consultants on organizational planning issues and conflict resolution.  We feel that we are able to keep our opinions and potential bias from influencing the facilitation of a critical product-development strategic planning process or an internal interpersonal conflict among employees. Due to our institutional position whereby some of us report directly to a company CEO, we are seen by some employees as advocates of specific organizational interests, not as impartial mediators, for example. The challenge of this potential dilemma may keep us from receiving adequate sleep. Unable to sleep, we may be pre-occupied with the question, how well can I serve as a neutral if I am viewed aligned to an organizational interest that some parties in an upcoming planning session don’t favor?  Such stress is compounded by the unexpected demands of a heavy facilitation and mediation schedule during peak periods when our employer-organization is undergoing major downsizing, reducing budgets, and terminating employees. This uncertain organizational climate weighs heavily on many of us who feel “caught in the middle” as mediators and who also fear the loss of our job.
	As ADR practitioners, negative stress affects us in different ways. Some of us experience high blood pressure and sleep disorders. We alleviate stress with anti-anxiety drugs, antidepressants, and unhealthy diets filled with tobacco products and alcohol, which often take their toll in the form of disease and addictive behaviors. Negative stress, stimulated by a negative emotion, memory, or trauma, may weaken the immune system, producing high levels of cortisol.
	As we know, discussion about the effects of negative stress on the human body takes place in courtroom hallways, cafes, pubs, conversational meetings in developing communities, and in professional circles. While the relationship between negative stress and the body’s well being is commonly understood, little is known about the effect of positive stress or eustress on the body. Childre and Rozman remind us that: 
	Most research has focused on pathological behaviors or on the effects of disturbed emotions, such as hostility, depression, anxiety, and stress on the body.   
	Positive stress, including physical exercise, affects the brain’s chemistry differently, triggering endorphins, a morphine-like substance, and dehydroepiandrosterone (DHEA), a hormone known to repair and heal the body. Manufacturing many of these natural-producing substances, our bodies create an internal arsenal of components that serve as a defensive barrier to combating biochemical conditions associated with harmful stress, such as cortisol, and physical illness, such as heat disease. Given what we are learning about the body’s natural abilities to heal and repair itself, this chapter will explore a list of stress management techniques that ADR practitioners can use to transform negative stress.
	3. What are the strategies and techniques for transforming negative stress?
	A variety of stress management strategies are available to ADR practitioners. An example that most of us can employ is to take a walk, perhaps in a park near a stream or river. Walking may help one to focus attention on nature rather than on an encounter earlier in the day with a disgruntled, angry employee. Engaging in more moderate exercise, such as swimming, may serve to release an emotional tension while improving one’s cardiovascular endurance, which is a special kind of win-win.  While participating in anaerobic exercises, such as weight training, consider reciting a word or phrase that captures a pleasant thought or experience.  Doing so may help to turn the focus from an unsettling stressful situation to feeling a positive emotion, which may include hearing the internal voice say, I am okay. Besides physical activity, consider reading a mind-quieting book; once again turn your attention to something enjoyable such as a biography about a favorite author.  Most importantly, engage in stress management activities and practices that are pleasurable. For some people, listening to music is relaxing. For others, meditation is a preferred choice. When possible, incorporate techniques that appeal to the five senses of sight, sound, touch, smell, and taste. For example, strategies that activate the senses of taste and smell might include experimenting with aromatherapy or essential oils. Consider placing a few drops of lavender on a cotton cloth, and breathe in the aroma of this fragrance. Other tips to calm and relax the mind and body might include sipping warm water, such as a cup of green tea or lemon water.  
	These strategies may vary from individual to individual depending on one’s personal and cultural preferences. While some of us are able to relieve stress by taking a walk, meditating, or listening to music, others might feel stuck and not able to find relief from painful stressors. Out of deep frustration, such an individual may find himself saying: 
	My heart is racing. That knot in my back hurts. I can’t sleep. My mind is preoccupied with a particular stressful situation. I find temporary relief only after drinking six beers.  When I meditate, I can’t focus. I take a walk and can’t focus on the beauty of nearby waterfall. I listen to quieting music; however, I want to get up and hit the wall with my hand. Once I liked my job. Now I hate coming to work. I tried some of these stress management techniques discussed in this chapter, and they don’t work for me. I will try anything. Perhaps meridian tapping might work.   
	4. What is meridian tapping and how does it work?  
	Besides the often helpful techniques previously mentioned, we will now direct special attention to a stress management and energy enhancement approach based in part on Chinese medicine and on energy psychology. Meridian tapping is increasingly used to alleviate feelings and emotions associated with anger, guilt, rejection, shame, trauma, and other painful memories. The ten minute meridian tapping de-stressing activity presented in this chapter incorporates elements of therapies used by the practitioners listed in Table 1. Elements include breathing exercises, meridian tapping spots to address specific stressors, treatment questions to focus on internal thoughts, and brain balancing.     
	Table 1.  Selection of Energy Tapping Practitioners      
	Practitioners          Meridian Tapping Program
	Dr. Dan Benor     Whole Health Easily and   Effectively
	Dr. Roger Callahan    Thought Field Therapy
	Mr. Gary Craig     Emotional Freedom Techniques
	Dr. Fred Gallo     Advanced Energy Psychology 
	             Dr. Francine Shapiro   Eye Movement Desensitization     &            Reprocessing
	Meridian tapping will enable an ADR practitioner to desensitize an emotional feeling associated with a particular memory. After applying a meridian tapping treatment, such as the ten minute meridian tapping activity, you may find that you no longer feel a high level of discomfort about a specific issue. I have observed individuals who find temporary and long-term relief from a stressful emotion, such as anger, after completing of meridian tapping. The body continues to amaze me as a self-correcting and healing mechanism. By tapping and stimulating specific energy pathways, known as meridians, we are requesting and asking our mind-body to answer the call to heal and treat troubling issues and emotions. In meridian tapping, the body’s healing properties or internal arsenal go to work; in psychiatry, pharmaceuticals are used to perform such changes. Most ADR practitioners I believe would prefer the touch of the hand and not a drug with unknown side effects as a preferred remedy for de-stressing the body. Let me introduce you to a ten minute meridian tapping protocol. 
	Ten minute meridian tapping, de-stressing, and energy-enhancement activity 
	    Sit quietly.
	    Breathe slowly from the belly. Inhale and exhale, feeling something pleasurable. Place your hand on your heart or the center of your chest. Feel the heart’s warmth and energy. Continue purposeful breathing for two minutes. Breathe in and out that which you feel is most gratifying, satisfying, and pleasurable. Feel yourself enjoying this moment. If a distraction takes place in your mind, gently bring your focus back to the pleasurable feeling.  Conclude this exercise by extending each in and out breath to a count of four or five, visualizing your body filled with feelings of pleasure. 
	    Make a list of events and situations that distress you. Give each item a score of 0 (I am feeling no negative stress) to 10 (I feel a high level of negative stress).  Select one event or situation from the list that feels most immediate and important. 
	    Begin tapping or lightly touching with your index and middle fingers 3-5 times the fifteen spots on the meridian tapping body chart in Diagram 1. It is your preference if you tap, touch, or lightly message the spots, except rub or message the Sore Spot (SS) at the left side of your chest. Begin with the Forehead (F) while saying, I am okay or I accept myself even though I feel _____ (describe the stressor). An example might include, I accept myself even though I am exhausted from listening to angry people for three hours. While it is recommended to begin with the forehead, it is not necessary to follow a precise tapping sequence. Most importantly, tap or lightly touch each of the 15 spots. You may find that a certain spot, such as the Back of Hand, feels more relieving of a specific negative emotion or stressor while another spot, such as the Collarbone, seems to effectively release tension associated with a different emotional issue or stressor. Complete two rounds consisting of the 15 spots in Diagram 1 while slowly breathing in and out saying out loud or silently to yourself the treatment phrase that begins with, I am okay or accept myself . . .
	Diagram 1: Energy tapping points 
	F Forehead. About 1 inch above and between the eyebrows.
	 SE Side of Eye. On the side of the either eye. 
	 EB Eyebrow. On one or both eyes near the bridge of the nose.  
	 UE Under Eye. On one or both eyes on the bony orbit. 
	 UN Under Nose. Under the nose in the crevice above the upper lip.
	 UBL Under Bottom Lip. Under the lip in the depression between the lip     and chin.  
	UCB  Under Collarbone. Under one or both collarbones next to the sternum.
	 UA Under Arm. Six inches under one or both armpits.
	 LF Little Fingernail. Inside tip of either little fingernail on either hand.
	 MF Middle Fingernail. Inside tip of middle fingernail on either hand.
	 IF Index Fingernail. Inside tip of the index finger on either hand.
	 T Thumbnail. Outside tip of the thumb on either hand.
	 BH Back of Hand. Back of either hand between the little finger and the ring finger knuckles.
	 SH Side of Hand. Side of the either hand (palm).  
	 SS Sore Spot (not a meridian). Sore spot (often a tender spot above the breast on the left side of the chest).  
	 Retake your stress score. Has the score decreased?  If it is not “0,” do another round. After the second round, complete the following additional action steps if your stress intensity score has not reached 0.
	 Fold your arms and alternately tap your hands gently on the side of your arms (referred to as the Butterfly Hug). Say to yourself while tapping, I am ok and accept myself even though I still have some difficulty with ____ (name the stressor). Breathe slowly as you say this phrase.  Do the Butterfly Hug exercise for one minute.  
	Next, tap the Back of Hand (BH) for one minute while saying, I look forward to a renewed level of energy. Then gently rub the SS spot approximately 30 seconds while saying, I am okay and accept myself completely.
	 Retake your stress intensity score. If score remains above 1, return to the Butterfly Hug and gently tap and recall the stressor.  Do this for two minutes. Retake the score; if the score still is higher than a 1, take a break and repeat the entire meridian tapping sequence at another time of the day, perhaps before sleeping.
	 Complete the meridian tapping exercise by placing your hand on your heart while smiling.  
	As an ADR practitioner, how might I apply the ten minute meridian tapping de-stressing, and energy-enhancement activity? In the insert, the fictional character Maria uses the meridian tapping technique to de-stress herself after a challenging workday as a mediator.  Even though fictitious, you or I could be Maria.
	Meridian Tapping Example
	Maria had a difficult day. She served as a mediator for three disputes. One dispute involved a family, another addressed a customer complaint with a company, and a third concerned an interpersonal dispute between two employees in a non-government organization. Two cases took six hours and went fairly well.  
	I felt pleased with the way in which the parties calmly forged an agreement. The participants left the sessions feeling good. However, I just about lost it in the family mediation case, attempting to keep two people once in love from killing each other. Every time I offered a re-frame statement to help them focus on a shared understanding for the care of their two children, one of them would strike out with anger, attacking the other person as the source of the problem. After three hours of very heated debate, I was able to get them to realize that no useful purpose was served by looking always at the past and finding fault with the other person. The session ended with a cautionary agreement to meet again one last time before returning to court for the judge to make a decision, should a mediated agreement prove impossible. I was exhausted when I finished my workday. I wanted to go to the pub for a few customary drinks. Instead I returned to my flat to try this energy meridian exercise that I heard about from a friend.
	After a delayed train ride and returning home late in the evening, I got a refreshing glass of water and placed a slice of lemon in it.  I sat in my favorite straight back chair with my feet on the ground and recalled what my friend said I should do to de-stress my body. I placed my left hand on my heart at the center of my chest. I found it difficult to focus and concentrate on something pleasurable. Breathing in and out, I recalled the fresh feeling of the autumn breeze on my face as I walked from the train station to the building that housed my first client today. As I breathed in and out slowly, my face seemed to tingle as if I were gently showered with fond remembrances from my childhood. I found myself smiling remembering some of my childhood experiences.  
	I sipped a little water from my glass and continued breathing with a slight smile. Next, I mentally created a list of those issues that stressed me today. I gave each a score from 0 to 10 (highest level of stress).  I had one issue that received a very high score. I gave a 9 to my feeling of guilt for not being able to help the two participants in the family dispute from lashing out verbally towards each other. I felt that I failed; and when I thought about how I may have failed, I wanted to cry and to stop taking on family mediations. Referring to the meridian-tapping chart that my friend provided, I began slightly tapping on the 15 spots with the Forehead spot first.  Tapping with my index and middle fingers, I said “even though I felt like a big failure today, I accept myself as a good person.” I completed a round tapping 15 spots in about two minutes, ending with five taps on the Back of the Hand spot while saying the treatment phrase. Interestingly, I noticed that I felt a special “release” of tension when I tapped the Collarbone, Forehead, and Side of the Hand. After the first round, I took my score again. At 5, it was lower, but I still felt anxiousness when I thought about the family mediation episode. I completed another round of tapping. This time, I reframed the treatment phrase to include a change in how I was now feeling. I said, Even though I accept myself completely and feel a little better after tapping, I still feel some anxiousness about my ability to help others in family mediations. During this second round, my mind didn’t seem to drift to other thoughts as it did during the first round.  I seemed to stay more focused on the words in the treatment phrase and the sensations that I felt while tapping.  I was particularly struck by the release of tension that I felt when I tapped the Forehead. Because the tapping on the Forehead felt so good, I continued tapping and massaging that spot for over a minute; actually, I didn’t want to stop. When I finished a complete second round of tapping, I took my score again. This time the score was a 2.  
	Realizing that I was improving, I began what felt like a strange exercise: the Butterfly Hug. Okay, why not? For one minute or so, I alternatively tapped on the sides of my arms in a butterfly pose, saying, Gosh, I made progress and feel a renewed sense of energy even though I still have a little anxiousness about my ability to mediate difficult family disputes.  Tapping on the arms felt nice. My fingers felt like raindrops, placing gratitude on this tired self for a day for which I had a lot to be thankful. As I continued to tap while in the butterfly pose, I found myself desiring to forgive myself for thinking that I was a failure. Feeling much more relieved, I shifted from a Butterfly Hug to gently rubbing the Sore Spot on the left side of the chest, breathing in and out my appreciation for this particular day and the opportunity to help people. After one minute of messaging the Sore Spot, I retook my score.  This time, the score was between 0 and 1. Feeling quite a change from when I gave myself a 9 about 15 minutes earlier, I decided to end my meridian tapping activity with the Butterfly Hug, gently, slowly, and with a smile thanking myself and those who have participated in my well being.  Sipping some more lemon water following this final Butterfly Hug, I found myself falling to sleep.  Yes, indeed, it is time to end the day.    
	5. What are possible benefits from incorporating stress management and de-stressing techniques daily into your personal life? 
	After using some of these techniques, you may be surprised how well your body, mind, and spirit respond to a less stressful self. For example, you may likely find yourself saying after completing the ten minute meridian tapping exercise, My attitude about work seems to be changing. I see my future more clearly. I thought that I wanted to change careers; now I am reinvigorated and want to continue as a mediator for a struggling international organization. You may find another colleague discovering that she is getting along better with co-workers, and another who may feel the need to contact a friend to say, I am sorry about a hurtful incident that occurred many years ago.
	Stress management activities such as jogging are known to stimulate an increase in the body’s endorphins or natural painkillers. Similar neurochemical reactions may be occurring when we employ in our daily practice meridian tapping, meditative walks, and yoga. Additional research is needed to better understand the health-benefit relationship of meridian tapping and other stress management techniques on these neurochemical properties.
	6. Concluding Note
	We continue to learn that negative emotions and memories stay with us if they are not released. These emotions and memories are similar to large rocks impacted in a river, which may in time form blockages and permanent disturbances in the natural rhythm and flow of our internal river or energy system. Some of the stress management methods mentioned in this chapter are intended to facilitate such a release. Perhaps by removing permanently a troubling boulder such as a stressor, we are better able to navigate the internal body’s life rhythm. You may find that as a result of employing daily a set of stress management techniques, such as the meridian tapping protocol, you are better prepared for the challenges of a fulfilling ADR practice. 
	Author’s note: Use caution when you attempt to use a specific remedy. That is, don’t attempt a stress-reducing practice that you feel could harm or injure yourself.  You know best your body’s capabilities and limitations. When in doubt about the application of a strategy, consult a health professional. 
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	1. Introducción
	El presente trabajo tiene la pretensión de mostrar la estrecha conexión entre gobernanza y Métodos Alternativos de Solución de Conflictos (MASC), la cual genera una actuación bifronte que contribuye al fortalecimiento de la sociedad civil y la gobernabilidad de una sociedad concreta. Ello pone de presente la necesidad de incorporar la cultura institucional de la gobernanza para que esta le imprima fortaleza a los procesos de aplicación de los MASC en sus diferentes niveles actuación, para obtener resultados fructíferos en la solución de las diferencias entre diversos agentes implicados en un conflicto. En ese orden de ideas, la interdependencia y colaboración entre los actores gubernamentales, privados y de la sociedad civil de varios niveles; es un factor que incide directamente en la implementación y buen resultado de un programa de MASC.
	El objetivo de este trabajo es mostrar la vitalidad de los Métodos Alternativos de Solución de Conflictos como instrumentos reparadores de la sociedad civil y facilitador de la gobernanza de una sociedad concreta. En esa proyección, este trabajo se divide en tres partes: La primera hace referencia a los aspectos fundamentales del concepto de gobernanza, la segunda desarrolla este concepto al plano local como el nivel propicio para el desarrollo de los MASC y la tercera operacionaliza el concepto de gobernanza a los MASC.
	2. El Concepto de Gobernanza
	La entrada en escena de la tercera etapa de globalización a finales del siglo XX descaró las debilidades del Estado tradicional como actor hegemónico de las relaciones mundiales, internacionales, nacionales y locales; marcando el paso hacia una sociedad caracterizada por la complejidad, interdependencia y pluralidad de actores estratégicos de diversas escalas.
	El Estado ya no es el único actor determinante en las relaciones en el eje local-global;  han venido surgiendo organizaciones multinacionales y no gubernamentales, organizaciones interestatales, gobiernos subnacionales e individuos de prestigio, que paulatinamente le van restando legitimidad y protagonismo, propiciando una telaraña de intereses en el marco de la sociedad de la información y el conocimiento y la nueva economía, que para ser manejados requieren de altas dosis de operación de redes de relaciones de actores públicos, privados y de la sociedad civil.
	Sin lugar a dudas es un término que rápidamente se ha instalado en el imaginario colectivo de académicos, políticos, gobiernos, organizaciones internacionales, sociedad civil en general; como la expresión de las múltiples maneras como la sociedad mundial, regional, nacional y local, gestiona sus asuntos de manera pacífica, la cual fomenta prioritariamente redes de relaciones de actores públicos, privados y de la sociedad civil.
	El concepto de Gobernanza, Governance en lengua anglosajona y Gouvernance en lengua francófona, es un término que abunda en los organismos multilaterales con la designación de gobernanza mundial, como mecanismo para enfrentar los desbalances de la sociedad internacional; en los escenarios de integración regional es conocida como gobernanza multinivel para gestionar los asuntos supranacionales; en el ámbito estatal para conducir los relaciones intergubernamentales de los diversos niveles de las administraciones publicas atribuyéndole el rotulo de gobernanza vertical y horizontal; en los asuntos municipales como gobernanza local; en el plano de las ciudades como gobernanza urbana y hasta de manera sectorial obteniendo su calificativo dependiendo del segmento de política publica en la que se aplique para facilitar la gestión de los intereses generales de una comunidad.
	Significa que la gobernanza no se circunscribe a un radio específico de acción, vincula desde el carácter universal, regional, nacional,  local, y sectorial; hasta sectores específicos, problemáticas, oportunidades y diversas situaciones que involucran la gestión coordinada de interrelación entre diversos actores estratégicos manifiestos en un campo de acción especifico. 
	En virtud de lo anterior, hablamos de gobernanza mundial para referenciar las redes de relaciones que se forman entre los diversos grupos de actores internacionales para la toma de decisiones a escala planetaria. El advenimiento de la gobernanza mundial tiene que ver con el fracaso de la gestión mundial a partir del Estado y las organizaciones multilaterales creadas para diligenciar la gobernabilidad mundial. Nótese que ahora el Estado no es el actor fundamental como en épocas anteriores, este ha venido cediendo protagonismo a favor de instancias infranacionales (Gobiernos subnacionales o entidades locales) o supranacionales (como la Unión Europea), organizaciones no gubernamentales y multinacionales, y de individuos con reconocido prestigio científico, político, e intelectual a nivel mundial
	En el plano continental aludimos a la gobernanza multinivel para referirnos al plano regional y específicamente a los procesos de integración regional, en el cual podemos mencionar como caso típico a la Unión Europea, como una unión económica la cual se gestiona a través de este tipo de gobernación, puesto que las decisiones de autoridad se diseminan por diversos niveles gubernamentales pasando por el plano continental y estatal hasta el nivel  subnacional o municipal.
	Rotulamos de gobernanza vertical para hacer referencia a la legitimidad que adquiere el accionar público en las relaciones entre el Estado central y los gobiernos subnacionales y entre estos y la sociedad civil y los empresarios. Y por último señalamos a la gobernanza horizontal para referirnos al nivel propio de la interacción ciudadana con el Estado puesto que en el se manifiestan las redes de cooperación entre la administración publica local, las organizaciones del tercer sector y las organizaciones privadas municipales. 
	En particular los trabajos del profesor Joan Prats, manifiesta que el concepto de gobernanza se atribuye a los nuevos métodos de gobernación que se vienen asumiendo, no como una manera de desconocer a las formas anteriores de gestionar los asuntos públicos (burocracia y gerencia) sino como un complemento, modulación y reequilibrio de las mismas. El proceso de globalización actual esta añadiendo una complejidad de elementos con repercusiones pronunciadas en los nuevos caminos que debe tomar el accionar público, principalmente en los desafíos que tiene para afrontar las nuevas problemáticas y los nuevos actores antes no contemplados en los tradicionales esquemas de gestión. Según Prats, la justificación del accionar de la gobernanza de esta época radica en que los gobiernos no son los únicos actores que enfrentan las grandes cuestiones sociales; estos también son desafíos para las organizaciones de la sociedad civil y las empresas. En estas condiciones de complejidad, diversidad interdependencia y dinamismo planteadas por la globalización, la realización de los intereses generales ya no puede ser del monopolio de los poderes públicos. Estos continúan siendo los únicos titulares formalmente legítimos y decisorios, pero su acción solo resulta eficaz y legitima cuando consiguen que la decisión y su ejecución sean el resultado de una interacción entre  los poderes públicos el sector empresarial y las organizaciones de la sociedad civil. Siguiendo a Prats, este referencia que desde mediados de la década de los noventa en la Unión Europea ha venido creciendo el consenso que la eficacia y la legitimidad del actuar publico se fundamenta en la calidad de las interacciones entre los distintos niveles de gobierno y entre estos y las organizaciones empresariales y de la sociedad civil. Significa ello, que en Europa es un concepto que suscita mucho interés, hasta el punto de hablarse de la gobernanza de la integración europea para identificar un sistema de gobierno multinivel en el que la autoridad publica se dispersa entre los diferentes niveles gubernamentales y adopta formas diferentes en función de cada sector de políticas. Las nuevas formas de gobernar en este ámbito son conocidas como Gobernanza, gobierno relacional entre otras acepciones aludiendo también en el lenguaje político y administrativo al gobierno emprendedor y al gobierno socio o facilitador.
	Chaqués y Palau, hacen una sinopsis importante de destacar. Acerca de aspectos fundamentales de la gobernanza haciendo referencia que ésta: Quiere expresar algo más amplio que el gobierno entendido como el ejercicio del poder por parte del Estado, los gobernantes y líderes políticos. Supone una ruptura con el modelo de Estado tradicional, jerárquico y centralizado. El Estado sigue ocupando un papel predominante en el proceso político, pero pierde parte de su autonomía tanto en el ámbito nacional como supranacional, para tomar decisiones y gestionar asuntos públicos al margen de otros actores como las organizaciones internacionales, grupos de interés, organizaciones no gubernamentales, medios de comunicación. Enfatiza la necesidad de desarrollar formas de cooperación política que van más allá del mercado, entendido como sistema de coordinación automática del intercambio. La gobernanza es una forma de gobierno nueva que se adopta con el fin de evitar los efectos derivados de los fallos del mercado, así como la falta de flexibilidad y capacidad de adaptación de las organizaciones públicas a los cambios del entorno. La interacción e interdependencia es uno de los elementos claves asociados al concepto de gobernanza. A través de esa interacción se forman redes de actores públicos y privados, que intercambian recursos e información, de forma más o menos permanente, para alcanzar objetivos políticos. Esas pautas de interacción pueden adoptar formas diversas: Pueden ser de naturaleza intergubernamental, transnacional, o adoptar una estructura multinivel en la que intervienen organizaciones supranacionales, nacionales, regionales o locales. Pueden ser redes abiertas, de carácter pluralista en las que la participación es diversa, o redes cerradas y de carácter elitista que limita el acceso a pocos actores. La idea central es que cada problema público genera su propia red de actores. La gobernanza abre un debate en torno al concepto de legitimidad. Por un lado la delegación de poder político a grupos sociales va asociado a un incremento de la gobernabilidad del sistema político, a una mayor adaptación de la acción de gobierno a las demandas y preferencias expresadas socialmente, tanto en la esfera internacional como estatal. Por otro lado, la reducción de la autonomía estatal diluye los límites entre lo público y lo privado, reduce la visibilidad del proceso de elaboración de las políticas públicas, y genera problemas a la hora de definir responsabilidades. Organizaciones no gubernamentales, sindicatos, movimientos sociales transnacionales o institucionales supranacionales como la Unión Europea intervienen directamente en la resolución de problemas de interés general, que afectan a la sociedad como un todo, sin ser responsables políticamente frente a la ciudadanía. El reto futuro de la gobernanza consiste en establecer un equilibrio entre eficiencia y legitimidad democrática.
	Ahora bien, un sistema social es gobernable cuando está estructurado sociopolíticamente, de modo tal que todos los actores estratégicos se interrelacionan para tomar decisiones colectivas y resolver sus conflictos conforme a un sistema de reglas y procedimientos formales o informales, que pueden registrar diversos niveles de institucionalización, dentro del cual formulan sus expectativas y estrategias. Entonces, la gobernabilidad es una cualidad que en esta época se asimila a las sociedades o sistemas sociales, no de sus gobiernos, aunque obviamente las cualidades y calidades de estos son un factor importantísimo de la gobernabilidad, puesto que constituyen un actor estratégico de primer orden. Entonces, a nivel internacional hablamos de la gobernabilidad mundial, en el plano regional y continental podemos hablar de la gobernabilidad europea o latinoamericana, en el contexto estatal referenciamos la gobernabilidad de la sociedad argentina, peruana, venezolana, colombiana, brasileña; y en el plano local de la gobernabilidad de la sociedad limeña, bogotana, cartagenera, bonaerense; pero no de los gobiernos de ella.
	En este trabajo definimos la Gobernanza como las instituciones y reglas que fijan los límites y los incentivos para la constitución y el funcionamiento de redes interdependientes de actores: Gubernamentales, del sector privado y de la sociedad civil. La interdependencia entre los actores es inherente y crucial para el concepto de Gobernanza. En las sociedades actuales la formulación de políticas y la toma de decisiones publicas, especialmente cuando tienen carácter estratégico, ya no se puede hacer de manera unilateral o mediante modelos jerárquicos y cerrados. Los actores con mayor incidencia en la estructura de la gobernanza son conocidos como actor estratégico.
	Por ello, reviste importancia para este trabajo, por su posterior aplicación en los  apartados siguientes, desarrollar el concepto de Actor Estratégico, el cual comprende todo actor con recursos de poder y consistencia suficiente para ejercer una influencia relevante y potencialmente poder de veto sobre la toma y aplicación de decisiones por parte de la autoridad. Estos actores no han de ser necesariamente  políticos, sino que pueden ser también económicos, sociales, mediáticos, internacionales, militares, entre otros.
	Los recursos desplegados por estos actores en la consecución de sus objetivos pueden ser en términos generales: Los cargos públicos, las ideas e información, factores de producción (trabajo, tecnología, materias primas junto con el capital), fuerza violenta, grupos de activistas, autoridad moral. Cada recurso tiene un grupo prototipo asociado que es: El gobierno con la burocracia y los cargos públicos, los tecnócratas y los medios de comunicación con las ideas y la información, las empresas con los factores de producción, el ejercito y la policía con la fuerza violenta, los partidos políticos con los activistas, y la autoridad moral con la iglesia. Sin embargo, algunos grupos derivan su poder de más de un recurso: Los partidos cuentan con activistas, ideas, autoridad moral (cuando son respetados) y los cargos públicos (cuando están en el gobierno); el gobierno cuenta con todos los recursos posibles en un momento o en otro. Cualquier grupo que controle uno o más de estos recursos es potencialmente un actor estratégico. Pero su poder también depende de la solidez del grupo, o del grado en el cual los miembros individuales o los subgrupos que los componen se comportan como un bloque sólido. 
	3. La Gobernanza Local y los MASC
	La Gobernanza es la gobernación de las situaciones sociales que provienen de las relaciones entre actores estratégicos públicos, privados, de la sociedad civil y la comunidad en general; las cuales derivan un conjunto de actividades que generan niveles de institucionalización dirigidos a la satisfacción de los intereses generales y la gobernabilidad de la sociedad. Este tipo de actividad se pone de manifiesto en las situaciones más complejas que se dan a nivel estatal y supraestatal hasta las más cercanas al ciudadano ocurridas en el plano municipal, con el objeto de buscar el gobierno de dichas realidades moldeadas por la complejidad, en la cual resulta de vital importancia hacerle sentir a los actores implicados que además de sus intereses, expectativas valores y creencias existe un interés general y un bien común por reconocer y salvaguardar.
	Este nuevo método de gobernación aplicado al plano local es el nivel propio de la interacción ciudadana con el Estado en donde se manifiestan redes de cooperación entre la administración pública local, las organizaciones privadas y el tercer sector, para resolver los conflictos e interpretar las demandas y solucionar las necesidades de la sociedad local en su conjunto.
	En esa proyección, los métodos alternativos de solución de conflictos (MASC) encuentran en el plano local, como nivel más próximo de interrelación de los ciudadanos con el Estado, su terreno abonado para gestionar los conflictos, el cual tiene que acompañarse rápidamente de la cultura de la Gobernanza como forma de gobernación fundamentada en la administración ciudadana de los intereses generales de la sociedad.
	La descentralización es uno de los campos de acción en donde la gobernanza toma fuerza vertiginosamente, puesto que los procesos de delegación de competencias desde el Estado central hacia los gobiernos subnacionales para obtener efectividad y legitimidad requieren altas dosis de consensos entre los principales actores estratégicos en una sociedad concreta. Efectivamente, los procesos de descentralización para obtener una materialización concreta que no de lugar a convertirse en letra muerta desde la simple expedición de normas, demandan el establecimiento y afianzamiento de diferentes cauces de colaboración con los distintos niveles de la administración publica.
	En ese orden de ideas, la reorganización territorial como uno de los motores de la tercera etapa de globalización moderna entrelaza dos nuevos tipos de gobernación de los asuntos territoriales en la búsqueda de legitimidad que debe adquirir el accionar público en las relaciones entre el Estado central y los gobiernos subnacionales y entre estos y la sociedad civil y los empresarios. La primera denominada Gobernanza vertical para hacer referencia la integración intergubernamental de carácter vertical entre diferentes niveles de gobierno.  Y la gobernanza horizontal para referirnos al nivel propio territorial en donde se da la verdadera interacción ciudadana con el Estado, puesto que en el se manifiestan las redes de cooperación entre la administración territorial, los empresarios y las organizaciones del tercer sector.
	En esa visión, las administraciones centrales para fortalecer los procesos de consolidación de los MASC, deben redefinir su función y diseñar nuevos marcos de cooperación intergubernamental. La perspectiva basada en una gobernanza vertical y horizontal hace hincapié en el reparto de poder entre diferentes escalas de la administración y no describe estas en un orden jerárquico, sino que reconoce que la formulación de políticas, la cual requiere una creciente interdependencia entre una amplia gama de agentes, y que cada uno de ellos aporta un conjunto especifico de destrezas y recursos al proceso. 
	En resumidas cuentas, en esta nueva visión de la descentralización, una iniciativa de gobernanza debe promover el desarrollo de estrategias que permitan ejercer influencia sobre los distintos niveles de gobierno y transformar la agenda territorial en una agenda pública nacional. Una estrategia de gobernanza de los MASC, debe buscar coherencia vertical en las políticas gubernamentales, es decir, entre los distintos niveles de gobierno, por lo que el proceso no puede quedar relegado a una experiencia local que no trascienda de su espacio territorial.
	Por ello, cualquier estrategia de institucionalización debe ser objeto de procesos de concertación entre los actores nacionales con los territoriales, regionales y locales, que están dispuestos a trabajar en ello, siempre y cuando cuenten con la infraestructura, la capacitación y los recursos correspondientes; en la necesidad de afrontar de inmediato y sin subterfugios la organización de los MASC.
	4. La Gobernanza de los MASC
	América Latina debe proyectar su propio modelo de gobernanza de los MASC, de acuerdo con las condiciones intestinas de cada uno de los países de la región, haciendo una mezcla de trabajo conjunto de la sociedad civil, los empresarios y el Estado en la búsqueda de dirimir sus conflictos de manera fructífera. Ello guarda relación con la avalancha de problemáticas y complejidades suscitadas en la tercera ola de globalización moderna en donde el Estado se muestra insuficiente desde sus capacidades para enfrentarlas, demandando estrategias asociadas con los demás actores estratégicos de la sociedad para resolverlas.
	Precisamente, la sociedad civil y el sector privado añaden a dicha complejidad un cúmulo de incidencias no previstas en los tradicionales esquemas de gestión pública, los cuales derivan en conflictos y procesos de negociación que para ser tramitados expeditamente, se ha recurrido a procedimientos previos a un proceso judicial ordinario, los cuales han mostrado resultados diligentes, de menos costes, tiempo y de descongestión de la administración de justicia, donde los ciudadanos resuelven directa y consensuadamente sus propios conflictos. Entonces, la demostrada efectividad de los MASC como mecanismo resolutorio de conflictos y por ende fortalecedor de la sociedad civil, demanda estrategias de fortalecimiento desde el ámbito de la gobernanza para que los actores estratégicos de una sociedad concreta aporten sus capacidades para consolidar institucionalmente esta vía alterna destinada a dirimir las diferencias ciudadanas.
	El futuro de la gobernanza del siglo XXI como cultura de administración de las sociedades tiene como cimiento al territorio local, que es el sitio donde se manifiestan las relaciones primarias de los ciudadanos del mundo y como lugar donde se expresan con mayor prontitud las complejidades que expresa esta nueva época, plagada de conflictos, intereses políticos, económicos y sociales de diversa escala, los cuales requieren ser tramitados bajo la perspectiva del consenso.
	La importancia del contexto local radica en que es el entorno más próximo a los ciudadanos de una sociedad estatal, convirtiéndose en el escenario donde se desenvuelven con cercanía los intercambios ciudadanos, el desarrollo empresarial, los conflictos entre organizaciones y entre individuos, mezclados con la gestión de la administración pública que debe atender las necesidades y requerimientos próximos de la población como elemento integrante de un Estado, en esta época caracterizada por la reorganización territorial que muestra el advenimiento de una estrecha relación entre lo local y lo global, fortalecida por la sociedad de la información y el conocimiento y la nueva economía en donde los municipios y las ciudades reciben y desarrollan todos los influjos e impactos de la tercera etapa de globalización.
	La dinámica que rodea a los MASC no es ajena a dicha tendencia. La interdependencia y colaboración entre los actores gubernamentales, privados y de la sociedad civil de varios niveles; es un factor que va a incidir directamente en la implementación y buen resultado de un programa de MASC. Esta impronta coloca a la dimensión local como el puntal articulador de las escalas de la gobernanza subnacional, nacional, regional y mundial de los proyectos de MASC. El entorno local es la escala de la gobernanza donde se manifiestan mayoritariamente los conflictos de índole civil, administrativa, comercial y de familia; los cuales se les pueden dar una solución expedita, económica y eficaz mediante el impulso de los MASC en los contextos subnacionales. 
	4.1. Actores Estratégicos de la Gobernanza de los MASC.
	El principal objetivo de este apartado es identificar y configurar el mapa de Actores Estratégicos de la Gobernanza de los MASC, la manera como manejan sus roles en la toma de decisiones y la forma como estos pueden influenciar en una estrategia concertada para configurar una vía institucional de fortalecimiento de una estrategia de MASC en el territorio de un Estado. El análisis de actores tiene la finalidad de identificar cuales son los principales actores y por lo tanto las personas o entidades que deben tenerse en cuenta a la hora de diseñar una estrategia de MASC.
	Un Actor Estratégico es un agente con recursos de poder y consistencia suficiente para ejercer una influencia relevante y potencialmente un poder de veto sobre la toma y aplicación de decisiones por parte de la autoridad.
	En esa proyección, el mapa de actores estratégicos de los MASC tiene tres componentes que congregan los diferentes grupos de interés, dentro de los cuales destacamos: Los actores nacionales e internacionales, los actores públicos territoriales, los actores económicos, las organizaciones sociales, los medios de comunicación y el producto del sistema que es el resultado de la interacción para dar lugar a normas consensuadas que interpreten la resolución de conflictos en un contexto determinado. Estos componentes interactúan constantemente desplegando sus recursos de poder a favor de cada grupo de interés particular, por lo cual esta estructura nos permite observar con mayor claridad las relaciones y los recursos de poder desplegados por cada actor en defensa de sus intereses.
	Por tanto, se establecen tres grupos genéricos de actores estratégicos los cuales son agentes que se configuran como organizaciones sociales, empresariales, institucionales, mediáticas, los cuales por si mismos o por su capacidad de influencia son capaces de impactar en la estructura de los MASC. 
	Fuente: Elaboración Propia.
	4.1.1.  Actores Nacionales e Internacionales
	El segmento supraterritorial constituye una fracción de actores estratégicos determinante en la configuración de los MASC, puesto que las organizaciones internacionales y las ramas del poder público nacional desarrollan toda una dinámica influyente en el proceso; los primeros haciendo estudios y recomendaciones sobre el proceso y los segundo expidiendo y aplicando toda una suerte de normatividad proyectada hacia la aplicación de mecanismos de resolución de conflictos en el territorio de un Estado.
	Agentes internacionales como: Los países desarrollados con sus agencias de cooperación, los actores interestatales gubernamentales (AGI), los actores no gubernamentales interestatales (ANGI), los actores gubernamentales no centrales (AGNC);  han tenido y van a tener un papel protagónico venidero en el proceso de MASC latinoamericano.
	Los AGI provenientes de los acuerdos internacionales de derecho público que vinculan de alguna manera a los Estados latinoamericanos, en el cual podemos referenciar los organismos multilaterales de crédito tradicionales ordenadores de la política económica de la región como el FMI, Banco Mundial, BID, entre otras instituciones.
	Los ANGI como agentes estelares de la cooperación internacional se han constituido en un eslabón fundamental haciendo aportes en proyectos sociales y análisis académico de las realidades nacionales. En ese campo podemos hacer mención de algunos casos  de entidades de cooperación internacional pertenecientes a países europeos, como la Agencia de cooperación española (AECID) y la cooperación alemana GTZ, los cuales pueden aportar recursos para crear organizaciones dedicadas al trámite de los MASC.
	También existen organizaciones internacionales de arbitraje y conciliación como la Comisión Interamericana de Arbitraje Comercial (CIAC), la Corte de Arbitraje de la Cámara de Comercio Internacional (CCI), entre otras las cuales se convierten en actores estratégicos de las redes de relacionamiento de los MASC.
	El Estado, independientemente de la concepción unitaria o federal que le sea atribuida, cuenta con las ramas del poder público como ejercicio de la soberanía que caracteriza el ejercicio del poder político y en virtud de ello disponen del gobierno, de un aparato legislativo, de una administración judicial y del gobierno, lo cual le permite  expedir el acervo normativo, ejercer el control de legalidad de parte de la rama judicial y delegar funciones en entidades privadas para el ejercicio de los MASC, lo cual lo convierte en un actor estratégico de primer orden.   
	4.1.2. Actores Territoriales Públicos
	La administración regional y local hace parte del conglomerado administrativo público en virtud del cual el Estado proyecta la consumación de sus objetivos en el territorio, convirtiendo a sus autoridades en actores estratégicos y en mecanismo de conversión e interpretador de las necesidades ciudadanas.
	El aparato administrativo local que reviste de mecanismo de conversión del sistema político municipal, integrado por las diferentes dependencias establecidas por la administración municipal para atender los asuntos de su competencia, constituyen un significativo actor estratégico en la gobernanza local y en la gestión organizacional de los MASC conjuntamente con la sociedad civil y los empresarios, al ser las instancias que materializan un cúmulo de necesidades ciudadanas que se formalizan por intermedio de la formulación y ejecución de políticas públicas locales.
	4.1.3. Actores Territoriales no Públicos
	El empresariado constituye un potencial actor estratégico de los intereses territoriales, en las determinaciones futuras asumidas en materia de estrategias de MASC, puesto que son determinantes a la hora de confeccionarlas, entendiéndolos como protagonistas implicados directamente en el trámite de conflictos. Los MASC demandan estrategias de carácter consensuado entre el Estado Central, los gobiernos subnacionales, empresarios y organizaciones de la sociedad civil; que permitan enfrentar los retos institucionales de la solución de los conflictos. La dirigencia gremial territorial cuenta con un valor añadido que se desprende de su capacidad para acceder a las altas esferas del gobierno nacional haciendo mezcla de recursos de poder con actores privados nacionales.
	En algunos países latinoamericanos, las Cámaras de Comercio como instituciones privadas que representan los intereses gremiales de los empresarios han sido delegados por el Estado como la institucionalidad para direccionar los procesos de MASC, en los cuales se involucra una dimensión territorial en el trámite de los conflictos, puesto que estas organizaciones tienen su radio de acción en el plano eminentemente local. En casos como el colombiano, estas instituciones han creado el Centro de Arbitraje y Conciliación (CAC), encargado de la promoción del arbitraje, la conciliación y la amigable composición, lo cual ha logrado que miles de personas y empresarios hayan encontrado en los MASC una solución expedita, económica y eficaz a sus conflictos de índole civil, administrativa, comercial y familia. Estos Centros reportan que anualmente administran más de 26.000 conciliaciones y 200 arbitramentos, que incluyen el arbitraje virtual que en tiempo real administra los casos de arbitramento y sus respectivos expedientes. Sus actuaciones se han ampliado hacia la investigación de las causas del conflicto y el mejoramiento de las condiciones sociales de vida, incluyendo iniciativas en el ámbito comunitario y escolar, con un programa de conciliación escolar denominado “Hermes”, que busca ayudar a resolver el conflicto en el contexto educativo, iniciativa en la cual se encuentran vinculados al menos 7.000  jóvenes y 225 establecimientos escolares, que conforman una red de formadores y mediadores.
	Las Cámaras de comercio colombianas realizan jornadas gratuitas de conciliación, en las que se atienden mas de 1.000 casos anuales en materia civil, comercial y de familiar para poblaciones de escasos recursos, al igual que la capacitación a más de 25.000 promotores de convivencia ciudadana y 600 conciliadores en su historial de gestión.
	Toda esta trayectoria, le ha permitido transferir conocimiento y know how hacia otros países de la región, ayudando a crear centros de arbitraje y conciliación, mediante la capacitación, asesoramiento y formación de árbitros, conciliadores y administradores de centro.
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	1. Introducción
	Todo Estado Social, Democrático de Derecho, como es el caso mexicano debe reconocer e instrumentar los mecanismos de convivencia y protección de los Derechos de las personas. Esto es, el Estado debe configurarse como el Garante 
	protector de la sociedad, para ello resulta necesario que el mismo se provea de instrumentos que permitan llevar a cabo tal encomienda.
	La herramienta aludida es el Derecho.
	El derecho, en palabras de Abouhamad Hobaica es “el conjunto de normas que regulan la convivencia social”. Lo que significa que el Estado solamente puede interferir en la esfera del gobernado a través del Derecho, de lo contrario estaríamos volviendo a la etapa de los Estados despóticos o absolutos (siglos XVI-XVII) de funestes resultados.
	La actuación Estatal con interlocución del Derecho debe procurar establecer un orden justo, en otras palabras, debe ostentar como objetivo final que el valor de la Justicia impere en la sociedad (aquella aludida por Ulpiano -Justitia est constans et perpetua voluntas jus suum cuique tribuendi-, y definida como: La constante y firme voluntad de dar siempre a cada uno lo que es suyo, y misma, que en todo momento debe observar a quienes juzga).
	2. El Estado y su potestad sancionadora
	La convivencia social exige la protección de determinados bienes jurídicos que son de necesario respeto para su estabilidad. Cuando alguno de estos bienes es conculcado da lugar a la manifestación del derecho-deber del Estado de aplicar al individuo, cuya negativa acción ha realizado, una pena que se encuentra previamente establecida en el catálogo punitivo. Para ello, el derecho punitivo se completa con el proceso penal a través del cual se delimita y concreta la responsabilidad criminal del individuo actuante y la pena a aplicar. Todo ello demanda la presencia del actor del hecho delictivo, cosa que no es pacífica y que, salvo en casos de excepción como el de la presentación voluntaria del inculpado, obliga a la aplicación de medidas restrictivas que en la mayoría de los casos resulta ser violenta, pues acudir al Derecho penal es aludir  de una u otra forma a la violencia.
	Así pues, el Derecho penal subjetivo a través de la imposición de penas se configura como la herramienta principal con la que el Estado, puede interferir la esfera del gobernado y causarle una molestia en su persona. 
	Ahora bien, el Estado en uso de su potestad punitiva, a través del derecho penal subjetivo (ius puniendi) debe imponer penas o medidas de seguridad ante la comisión de conductas tipificadas como delitos, pero observando una serie de principios rectores que lo justifican, fundamentan y limitan, evitando que se comentan los abusos  existentes hasta finales del siglo XVIII.
	3. Reforma Constitucional de Seguridad y de Justicia
	La relativamente reciente reforma constitucional del año 2008, denominada “Del Sistema Mexicano de Seguridad y Justicia”, responde necesariamente a la adecuación de las normas y la realidad; a lo que habrá de añadirse el “evidente” fracaso del vigente sistema punitivo nacional, lo que podemos corroborar con datos estadísticos. Con ello queda claramente evidenciado el desfase “socio-normativo” que incide en el descontento y la desconfianza del justiciable mexicano.
	Debemos señalar que son dos los temas torales (principios o virtudes) que se potencian con dicha reforma: La seguridad y la justicia. Elementos con los cuales, en forma concatenada, el Estado mexicano procura “de nueva cuenta” proporcionar a cada quien lo suyo.
	Ahora bien, no podemos olvidarnos de otros principios que vienen a completar dicha pretensión Estatal y que se encuentran impregnando a la reforma. En efecto, aludimos: Al bien común y la solidaridad; lo que permitirá que el ser humano se configure realmente como piedra angular y destino de las instituciones jurídico-políticas del Estado. 
	Así pues, con la reforma constitucional, el Estado mexicano se aleja de aquella justicia retributiva y consideramos, pretende impulsar una justicia distinta, pero plena para todas las partes intervinientes en el conflicto (alternativa y/o restaurativa), la que demanda estar impregnada de racionalidad y humanismo. 
	4. La trascendencia de la reforma
	Comenzaremos señalando que la reforma se viene fraguando a partir del año 2006, pero inicia su andadura en el año 2008; no obstante, se tiene una vacatio legis de ocho años en materia penal y tres en el ámbito penitenciario para que haya una unificación toda la República mexicana.  
	Esto significa que, por razón del Federalismo, los Congresos de las Entidades Federativas deberán legislar a su interior para adecuar sus correspondientes normativas.
	Así, pues, el principio de supremacía constitucional obliga a las Entidades Federativas a que, dentro del ámbito de sus competencias, desarrollen los principios, valores y reglas que se encuentran en esta reforma de la Constitución Federal. No obstante, el principio federal –también consagrado en la Constitución- permite que cada estado desarrolle normativamente esta reforma, conforme a la autonomía, y de acuerdo a sus circunstancias. De modo que lo normal sería encontrar, conforme a los mismos principios, distintas propuestas normativas en cada estado.
	Toda esta actividad legislativa nos lleva a cuestionarnos: ¿Realmente representa un avance la presente reforma para la seguridad y justicia mexicana?
	Consideramos que sí, toda vez que el nuevo modelo de justicia pone de relieve además de la oralidad, la potenciación de principios y derechos que, si bien se contemplaban con anterioridad (pero no se cumplían), ahora deben ser garantizados para las partes intervinientes en procedimiento (se redefinen). En síntesis: Lo que se pretende es “Dar vigencia plena a las garantías individuales y derechos humanos que consagra la Constitución y brindar la seguridad debida a personas y propiedades”. 
	Del mismo modo, entendemos que el aspecto más trascendente de la misma radica en la introducción de un nuevo paradigma de justicia (restaurativa) distante de aquella que se ha venido aplicando preferentemente, donde el Derecho penal ha ocupado un lugar protagónico.
	Con ello, se evita acudir inmediatamente al derecho punitivo (prima ratio), para recurrir a él exclusivamente en casos en los cuales no se haya llegado a un acuerdo entre las partes o bien por circunstancias de interés social.
	5. La Justicia Restaurativa como nuevo paradigma de justicia en México
	La repetidamente citada reforma constitucional introduce un nuevo paradigma de justicia en México. La justicia restaurativa, la cual responde a “diferentes movimientos preocupados por la humanización del sistema penal y por aliviar el sufrimiento que introduce el delito y sus consecuencias”.
	Podemos señalar que en el ámbito doctrinario latinoamericano existen insuficientes trabajos que han abordado esta temática, así algunos autores la han denominado: Justicia conciliadora, reparativa, reparadora, restitutiva, reintegradora, etc. Quizá la razón de este exiguo interés por estudiarla se deba a que ésta sea un tema relativamente novedoso, visto incluso con cierto escepticismo, por todo lo que implica (cambio cultural) particularmente en el caso mexicano.
	Así pues, aludir a la justicia restaurativa, significa transformar el conflicto en acuerdo de voluntades tendentes a lograr la paz. 
	Esto es, hacer un viraje hacia una cultura donde la empatía entre las partes de una contienda es un eslabón determinante para pretender, una vez satisfechas ciertas condiciones, restablecer las cosas al estado inicial, en la medida de lo posible.
	Concepto
	En la actualidad no encontramos un concepto unívoco del nuevo paradigma de justicia restaurativa; ello significa que el primer escollo a superar en esta asignatura es poder determinar siquiera su concepto. 
	Si bien podemos establecer una serie de aproximaciones, pareciera que la más apropiada es aquella establecida por las Naciones Unidas que al respecto establece: "Se entiende todo proceso en que la víctima, el delincuente y, cuando proceda, cualesquiera otras personas o miembros de la comunidad afectados por un delito, participen conjuntamente de forma activa en la resolución de cuestiones derivadas del delito, por lo general con la ayuda de un facilitador". 
	Lo que se pretende con este nuevo modelo de justicia es que “las partes retomen o reasuman el conflicto personalmente, de pleno acuerdo y ya sin agresión. El sentido es llegar a recomponer las relaciones sociales o hacer entablar nuevas reacciones entre las partes del conflicto, no se resulta sencillo pero tampoco imposible”.
	Elementos
	Debemos de tener presente que si existe complicación por determinar conceptualmente la justicia restaurativa, seguramente el proceso restaurador conlleva cierta complejidad. En efecto, no podemos hablar de un programa único en este nuevo paradigma de justicia, por el contrario existen muchos puesto que a cada problema habrá que adecuar una solución ad hoc. 
	En orden de ideas, podemos señalar que en el caso mexicano, en la actualidad, se carece de algún modelo establecido como los existentes en otras latitudes, sin embargo, el hecho de iniciar su camino  este nuevo paradigma de justicia restaurativa es un punto de oportunidad que debe aprovecharse en aras de instrumentar modelos propios aprovechando la experiencia de otros arquetipos de derecho comparado.
	Dentro del catálogo de elementos que incluye la justicia restaurativa destacamos: El reconocimiento de las víctimas y sus derechos; la sensibilización mediante el diseño de una justicia basada  en la atención a las víctimas, en una solución no basada en la venganza.
	Contando con los elementos antes descritos, el proceso de restauración pretende habilitar a las víctimas, al infractor y a los miembros afectados de la comunidad para que participen directa y activamente en la respuesta del delito, con la vista puesta en la reparación y la paz social, alejándose de la visión retributiva del derecho penal buscando superar la lógica del “castigo”. 
	6. Aspectos positivos de la introducción de la Justicia Restaurativa en el ordenamiento jurídico mexicano 
	Sin duda, son más los aspectos positivos que representa la introducción de la justicia restaurativa, mismos que listamos a continuación:
	1. Se pone especial atención a las víctimas u ofendidos del delito;
	2. La reparación del daño causado tiene un papel trascendente para las partes del conflicto;
	3. Se privilegia la cultura del diálogo y el avenimiento por encima de la confrontación;
	4. Se pondera cualquier alternativa previa al Derecho penal cumpliéndose a cabalidad el principio de ultima ratio del mismo;
	5. Se permuta la finalidad resocializadora de la pena por la restaurativa.
	7. Retos de la implementación de la Justicia Restaurativa la república mexicana
	Como hemos señalado supra la reforma constitucional federal en materia de seguridad y justicia del año 2008 introduce un nuevo paradigma en lo relativo a la impartición de justicia para república mexicana, estableciéndose una temporalidad de 8 años para su ejecución en todo el país, la que tuvo presente otros modelos de Derecho comparado. 
	En la exposición de motivos de la misma se establece que una de sus grandes apuestas es la introducción de la justicia restaurativa, la que tendrá una serie de obstáculos que salvar.
	No será fácil llevar a cabo esta encomienda constitucional, toda vez que al constituirse el Estado Mexicano con 31 entidades federativas y un Distrito Federal, y teniendo presente el principio federal, se corre el riesgo que en las distintas normativas estatales no se introduzcan en su totalidad institutos, principios y reglas que garanticen un pleno acceso a la justicia del ciudadano, lo que vendría a desvirtuar parte del espíritu de la reforma.
	Así pues consideramos que cuatro son los factores a tener presentes para llevar a cabo la introducción del nuevo paradigma de  justicia mexicana (justicia restaurativa):
	 Factor jurídico:
	La introducción de la justicia restaurativa conllevar la reforma y expedición de múltiples normativas en el orden, estatal y municipal, para adecuar el marco jurídico nacional con la propia reforma constitucional federal.
	 Factor presupuestal:
	Debe destacarse que para alcanzar los objetivos de la reforma es importante el presupuesto económico que se debe destinar para la llevar a cabo implementación de la misma (creación y/o adecuación de salas con los elementos materiales y tecnológicos indispensables), pues ésta implica la erogación pecuniaria por parte de la Federación para con los Estados. 
	 Factor funcionarial:
	La introducción del nuevo modelo de justicia implica un compromiso conjunto, de tal suerte que la sociedad y autoridades estatales deben interactuar. En este sentido, corresponderá a los operadores jurídicos impregnarse lo antes posible del espíritu de la misma, siendo asimismo indispensable asistir a cursos de capacitación para la realización exitosa de sus nuevas funciones.
	 Factor cultural:
	La esencia de la justicia restaurativa no sólo trastoca instituciones antes establecidas, definitivamente, la misma implica un nuevo paradigma jurídico que ha comenzado su andadura a partir del año 2008, y que incide en un cambio social, incluso, en nuestra opinión, generacional tratándose del caso mexicano (renunciar a una cultura adversarial, para optar por otra impregnada del diálogo, la concertación, etc.), que va desde el interior de la familia, pasando por los centros de enseñanza, particularmente, aquellos abocados al Derecho, que deberán reformar su curricula, e iniciar por capacitar al profesorado que impartirá la enseñanza del nuevo modelo educativo.
	8. Conclusiones
	Es cierto que falta mucho por hacer para que la justicia restaurativa se viva plenamente en la realidad mexicana, sin embargo, con la participación de todos los actores sociales, contando con un presupuesto económico y una normativa jurídica, consideramos que podrán alcanzarse todos los objetivos de la misma.
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	1. Introduction
	Directive 2008/52/EC of the European Parliament and of the Council on Certain Aspects of Mediation in Civil and Commercial Matters ("the European Mediation Directive", or "the Directive") was adopted on 21 May 2008. The Directive applies to all EU member states apart from Denmark and aims "to facilitate access to alternative dispute resolution and to promote the amicable settlement of disputes by encouraging the use of mediation and by ensuring a balanced relationship between mediation and judicial proceedings”. 
	Although certain European member states, for example the United Kingdom, have a relatively long and successful history of using mediation as a means of civil dispute resolution, some other member states, for example Spain, have a less developed mediation culture, and it is expected that the Directive will have the greatest effect in those jurisdictions. The aim of this chapter is to examine the history and background to the Directive, as well as to consider its future.  
	2. Evolution of the European Mediation Directive
	When read together, articles 61(c), 65 and 67(5) of the Treaty Establishing the European Community provide that "in order to establish progressively an area of freedom, security and justice, the Council shall adopt... measures in the field of judicial cooperation in civil matters... having cross-border implications... and… necessary for the proper functioning of the internal market…".
	The decision of the European authorities to use the above mandate to develop mediation goes back to at least 1998, when the Vienna Action Plan called for "the possibility of drawing up models for non-judicial solutions to disputes with particular reference to transnational family conflicts. In this context, the possibility of mediation as a means of solving family conflicts should be examined". It is notable that this early narrow focus on the use of ADR and mediation in family disputes in particular has been broadened, with most civil and commercial disputes now covered.
	Subsequent to the Vienna Action Plan, the European Council held a special meeting on 15 and 16 October 1999 in Tampere. The Council stated that the enjoyment of freedom that lies at the heart of the European Union requires a "genuine area of justice, where people can approach courts and authorities in any Member State as easily as in their own". As part of this support for better access to justice across Europe, the Council recommended that "[a]lternative, extra-judicial procedures should also be created by Member States". The foundation was therefore laid for pan-European rules on ADR generally, and mediation specifically.
	In April 2002, the European Commission Green Paper on ADR in civil and commercial law described ADR as "a political priority". The Commission considered that access to justice, which is a fundamental right enshrined in Article 6 of the European Convention for the Protection of Human Rights and Fundamental Freedoms (ECHR), was faced with three growing problems: the volume of disputes brought before national courts, the length of time taken by the proceedings, and the associated costs. These problems are even more pressing in cross-border disputes. ADR is presented as one of the key solutions to these problems, as a complement, rather than as a competitor, to judicial procedures.
	The European Commission highlighted the following advantages to ADR:
	1. Often better suited to the nature of the disputes involved;
	2. Helps to achieve social harmony, by requiring the parties to engage in a process of rapprochement, rather than confrontation;
	3. The consensual approach increases the likelihood that, once the dispute is settled, the parties will be able to maintain their commercial or other relations;
	4. Flexibility; and
	5. Reduced costs. 
	The main purpose of the Green Paper was to seek out a balance between flexibility, quality of results, and harmony between ADR and court procedures, and to encourage ongoing debate. It also highlighted the existing achievements in this area by member states, and also the EU in such areas at legal aid, family law, consumer protection, telecommunications and electronic communications. 
	In July 2004, in an initiative that ran parallel to the development of the Directive, the European Commission launched a Code of Conduct for Mediators. In line with an overall philosophy of self-regulation, the Code is voluntary, although it has been approved and adopted by a number of mediation experts and organisations, including the Centre for Effective Dispute Resolution (CEDR). The Code sets out a number of principles for mediators, under the following headings:
	 Competence, appointment and fees of mediators and promotion of their services;
	 Independence and impartiality;
	 The mediation agreement, process and settlement; and
	 Confidentiality.
	In October 2004, the draft European Mediation Directive was published. There followed a lengthy period of consultation, before the final version was published in May 2008.
	From the perspective of European law, the evolution of the European Mediation Directive provides an example of how the EU's sphere of competence has gradually extended over the years. It has been said that there has been a "slow but steady creep of EU competence into areas of 'classic' private law and civil procedure". Who would have thought at the time when articles 61(c), 65 and 67(5) of the Treaty Establishing the European Community were first drafted that they would eventually have led to promulgation of rules on pan-European mediation and ADR?
	3. The provisions of the Directive
	What is "mediation" for the purposes of the Directive?
	The terms 'mediation' and 'mediator' are given broad definitions by the Directive.  Article 3 provides:
	"(a) ‘Mediation’ means a structured process, however named or referred to, whereby two or more parties to a dispute attempt by themselves, on a voluntary basis, to reach an agreement on the settlement of their dispute with the assistance of a mediator. This process may be initiated by the parties or suggested or ordered by a court or prescribed by the law of a Member State.
	It includes mediation conducted by a judge who is not responsible for any judicial proceedings concerning the dispute in question. It excludes attempts made by the court or the judge seised to settle a dispute in the course of judicial proceedings concerning the dispute in question.
	(b) ‘Mediator’ means any third person who is asked to conduct a mediation in an effective, impartial and competent way, regardless of the denomination or profession of that third person in the Member State concerned and of the way in which the third person has been appointed or requested to conduct the mediation."
	There is often a debate within national legal systems over whether mediation should be compulsory, i.e. should national courts be able to force litigants to mediate. As the above definitions make clear, the Directive provides only for voluntary mediation, but Article 5(2) makes clear that the "Directive is without prejudice to national legislation making the use of mediation compulsory or subject to incentives or sanctions…".  
	The issue of mandatory mediation has recently been considered by the European Court of Justice (ECJ). In a judgment for a preliminary ruling issued on 18 March 2010 the ECJ held that EU directives and general principles do not prevent national law from providing for mandatory out-of-court mediation procedures as a condition of admissibility to court proceedings, provided that such procedure:
	 Does not result in a decision that is binding on the parties;
	 Does not cause a substantial delay in bringing legal proceedings;
	 Suspends the period for the time-barring of claims; and
	 Does not give rise to more than minimal costs for the parties.
	That case related to disputes in the Italian telecoms sector. The defendants claimed that the actions before the Italian magistrates' court were inadmissible because the plaintiffs had not first attempted mediation according to the rules of the Communications Regulatory Authority. The ECJ held that the fact that national legislation has not only put in place an out-of-court settlement procedure, but also made its use mandatory before bringing a court action, does not jeopardize a litigant's rights.
	The ECJ found that there was no infringement of the principle of equivalence. Moreover, various factors showed that a mandatory settlement procedure did not contravene the principle of effectiveness in respect of the directive. It was common ground that by making the admissibility of legal proceedings conditional on the implementation of a mandatory attempt at settlement, Italian legislation introduced an additional step for access to the courts, which might in itself prejudice the implementation of the principle of effective judicial protection. Nevertheless, the ECJ found that it is settled case law that fundamental rights do not constitute unfettered prerogatives and may be restricted, provided that the restrictions (i) correspond to objectives in the public interest, and (ii) do not involve a disproportionate and intolerable interference with regard to the objectives pursued to the extent of infringing on the substance of the rights to be guaranteed.
	The court noted that the aims of the Italian provisions at issue were the quicker and less expensive settlement of disputes and a lightening of the burden on the court system; thus, they pursued legitimate public interest objectives. In addition, the imposition of an out-of-court settlement procedure appeared to be proportionate to the objectives.
	The ruling indicates the criteria that the ECJ will follow in examining instances of mandatory mediation enacted by national legislation in implementing the European Mediation Directive.
	A separate feature of the Article 3 definition of mediation is that it indicates that the mediator should facilitate, rather than impose, a settlement. This point is reinforced by Recital 11, which draws a distinction between mediation and other forms of ADR where the third party neutral imposes a resolution, or otherwise takes a position on the merits of the case, for example adjudication, expert determination and arbitration, which the Directive does not cover.     
	Geographic Scope
	The Directive applies in all member states, apart from Denmark. The Directive applies only in respect of cross-border disputes, which essentially means that the parties must have their domicile or habitual residence in different member states. However Recital 8 emphasises that "…nothing should prevent Member States from applying such provisions also to internal mediation processes". States such as the UK do not in general draw a distinction between domestic and cross-border disputes, and mediation provisions will apply equally in both.  
	Subject Scope
	The Directive applies to "civil and commercial matters", but does not extend to "rights and obligations which are not at the parties' disposal under the relevant applicable law", for example revenue, customs, administrative matters or acta iure imperii.  Recital 10 indicates that mandatory obligations based on public policy, as are particularly frequent in family law and employment law, are also excluded. 
	Encouraging the Development of Mediation 
	By Article 5 of the Directive, member states are obliged to encourage the development and quality of mediation, and by Article 6, national courts are encouraged to refer litigants to mediation. Article 9 calls for information about mediation and mediators to be made available to the general public. 
	Amicable Settlement
	The objective of mediation is, of course, for the parties to reach an amicable settlement of their dispute, rather than require the intervention of a court or tribunal. It would denigrate the mediation process, however, if an amicable settlement was given any less respect than court judgments. Given the clear objective of the Directive that mediation "should not be regarded as a poorer alternative to judicial proceedings", a proper enforcement mechanism for amicable settlements is required. Article 6 of the Directive therefore provides that member states must ensure that it is possible for settlement agreements to be made enforceable.
	The enforceability of settlement agreements is already provided for in a number of European jurisdictions, for example by submitting the agreement to a public notary, or using a court procedure known as homologation. In the UK, it is possible for settlement agreements to be enshrined within, and therefore have the same effect as, a court judgment, and this possibility is provided for in Article 6(2). 
	Confidentiality  
	Confidentiality is a fundamental requirement of mediation. Parties will be less likely to engage in full and frank discussions if there is a risk that the content of their discussions will be made available for public consumption. Almost all professional mediators will therefore insist that the parties sign a confidentiality agreement before the mediation takes place. A well drafted confidentiality agreement will place the parties, and the mediator, under a legally binding obligation to keep confidential all information exchanged during the course of the mediation. Such an agreement will usually also ensure that all communications are "without prejudice", which means that if the mediation does not result in a settlement, neither party will be able to rely on information received during the course of the mediation as evidence in subsequent court proceedings to the prejudice of the other party.
	The primary source of the confidentiality obligation in most jurisdictions is therefore likely to be contractual, but support is needed to ensure that other legal principles do not override the contractual provisions. Article 7 of the Directive goes some way to providing that support: 
	"Given that mediation is intended to take place in a manner which respects confidentiality, Member States shall ensure that, unless the parties agree otherwise, neither mediators nor those involved in the administration of the mediation process shall be compelled to give evidence in civil and commercial judicial proceedings or arbitration regarding information arising out of or in connection with a mediation process, except:
	(a) where this is necessary for overriding considerations of public policy of the Member States concerned…; or
	(b) where disclosure of the context of the agreement resulting from mediation is necessary in order to implement or enforce that agreement."
	This is helpful support for the confidentiality obligation, however some feel that it does not go far enough. A mediator could, if "the parties agree", be compelled to give evidence of the mediation in later judicial proceedings. This falls short of the blanket ban on mediators giving evidence provided for in early drafts of the Directive. There has been a lot of recent discussion in England about whether mediators should in any circumstances be compelled to give evidence about the mediation, particularly following the case of Farm Assist v Secretary of State for the Environment, Food and Rural Affairs (No 2). In that case, the English High Court was prepared to compel a mediator to give evidence about a mediation that she had handled 6 years previously, in circumstances where one of the parties alleged that they had entered into a settlement at the mediation due to economic duress from the other party. This decision has shocked the English and international mediation community, which had generally assumed that the English courts would uphold a type of "mediation privilege".    
	Effect of Mediation on Limitation and Prescription Periods
	Parties will be less likely to take the time and effort necessary for a successful mediation if they are constrained by judicial time limits. Often, therefore, parties who wish to take time out to mediate a dispute will enter into a "standstill agreement", whereby they agree that they will not at a later stage attempt to argue that proceedings are time barred as a result of the time spent on the mediation. Article 8 of the Directive appears to introduce a legislative version of the standstill, providing that parties who choose mediation should not subsequently be prejudiced by a limitation or prescription period. 
	4. The practical effect of the Directive
	As any student of European law will know, a directive is a legislative act of the European Union, which requires member states to achieve a particular result without dictating the means of achieving that result. It can be distinguished from regulations which are self-executing and do not require any implementing measures. Article 12 provides that member states have until 21 May 2011 to comply with the Directive.    
	The following is a summary of the steps some member states have taken to implement the Directive:
	Belgium: Belgian Law already complies with the Directive, so no steps have had to be taken. The relevant law is contained in Articles 1724-1737 of the Belgian Judicial Code.
	France: When the Directive came into force, French law was compliant with its provisions except for Article 8 (limitation periods). This was rectified by the Time Limitations Act of 17 June 2008.
	Germany: German law already complies with the directive to a large extent. However, action needs to be taken in relation to the obligations regarding the quality of mediation and the mediator's right to refuse to give evidence. It is felt that the German legislature will go beyond the requirements set out in the Directive, at least by applying the rules to domestic as well as cross border mediations, and possibly by introducing incentives for mediation that are not required by the Directive.
	Italy: Italian law was already compliant with the Directive. Articles 185 and 420 of the Code of Civil Procedure and article 16.D Lgs 2003 n. 5 contain the relevant provisions. Additionally, on 4 March 2010, the Italian legislature passed a law (Legislative Decree no. 28/2010) which requires the mandatory mediation of certain disputes, including insurance disputes, before a case can be brought to court. The Decree will become effective on 6 March 2011 and is expected to reduce the number of disputes brought before the courts, reduce the time necessary to obtain settlement of these disputes and generally make the Italian judicial system more efficient. 
	Poland: Poland added a regulation concerning mediation to its Civil Code and Code of Civil Procedure in 2005.  This complies with the requirements of the Directive.
	Romania: In Romania, the relevant provisions are included in Law 192/2006, which was prepared on the basis of a draft version of the Directive. It complies with the final version of the Directive and no changes are therefore required.
	Spain: Prior to the Directive, mediation was not regulated under Spanish law. On 19 February 2010 the Spanish Government released a raft of bills to amend the law on mediation and arbitration. This included the Civil and Commercial Mediation Bill, which will bring Spanish law into line with the Directive. There has been some controversy over the Spanish efforts to "professionalise" the mediation industry, which includes a requirement that mediators have a college level education, and must purchase professional liability insurance.   
	UK: English law largely complies with the Directive already. In terms of ensuring the quality of mediation, the Civil Mediation Council (CMC) launched a pilot scheme for the accreditation of UK mediators in 2006. More recently, it has proposed the introduction of two new accreditation schemes for individual mediators and mediator providers. It was originally hoped that these schemes would be launched in January 2009, but concerns revealed in the consultation process have delayed the launch.  The only area of English law which does not currently comply with the Directive is with regards to limitation periods. The Civil Procedure Rule Committee has identified the Directive as something to be addressed in the 53rd update to the CPR in December 2010.
	5. The intangible effects of the Directive
	The European Mediation Directive places mediation quite firmly into the centre of cross-border dispute resolution in Europe. No longer can mediation be seen as a poor alternative to litigation, and all European litigators will be expected to be familiar with mediation. 
	Although the Directive strictly applies only to European cross-border disputes, it is likely that it will have a huge impact on both domestic disputes within each member state, and disputes between parties within the EU and other parties outside of the EU. The main reason for this is that many members states are likely to draw no distinction between European cross-border disputes and other disputes. National laws are likely to treat each category of dispute the same. Further, the Directive will have a huge intangible effect on the way that we handle disputes from now on. The mindset of European litigators is likely to undergo a subtle change over time. This had already happened in England, where mediation has firmly taken root. Mediation is now routinely used in all types of dispute, and the end users (our clients) are becoming more and more familiar with the concept of mediation.  
	6. The future of Mediation - Lessons from England and the United States
	Mediation has taken root in the English and American systems of dispute resolution, to the extent that mediation is in reality no longer seen as optional in many cases; it is often practically compulsory. 
	In England, solicitors are obliged by their Code of Conduct to advise clients "whether mediation or some other alternative dispute resolution (ADR) procedure may be more appropriate than litigation, arbitration or other formal processes". Prior to commencing litigation, parties are expected to engage in lengthy correspondence with their opponent, and to seriously consider mediation as an alternative to litigation. At various stages through the life of a litigation, English judges will ask the parties to explain whether they have considered mediation, and if not, why not. And at the end of a litigation, the parties' attitude to mediation will be taken into account by the court when considering which party should bear the costs of the litigation. It is in respect of the court's power to award costs in English litigation that some of the more zealous pro-mediation judgments have been handed down. 
	In Dunnett v Railtrack Plc, the claimant sought damages arising out of the death of three of her horses on railway lines belonging to the defendant. The defendant rejected the claimant's proposal for mediation without giving it any consideration. Although the claimant subsequently lost at each stage of the proceedings, including the appeal, the court declined to follow the usual "loser pays" principle of costs in English litigation and did not award Railtrack its costs, due to its out-of-hand refusal to mediate. The court observed that skilled mediators may achieve results satisfactory to both parties, in many cases which are "beyond the power of lawyers and courts to achieve", including for example, the possibility that an apology by the defendant may be sufficient to satisfy the claimant. The court concluded:
	"It is hoped that any publicity given to this…judgment ... will draw the attention of lawyers to their duties to further the overriding objective…and to the possibility that, if they turn down out of hand the chance of alternative dispute resolution when suggested by the court….they may have to face uncomfortable costs consequences."
	In Earl of Malmesbury v Strutt and Parker, an English aristocrat sued an estate agent for negligence.  The parties did mediate the case, although it is alleged that one of the parties did not take the process seriously. The case did not settle. Later, when the court was considering the question of costs, it was held that the fact that a party adopts a "plainly unrealistic and unreasonable" stance during a mediation is something which the court "can and should" take account of when deciding the appropriate order on costs. The court noted that "a party who agrees to mediation but then causes the mediation to fail by [reason of his] unreasonable position in the mediation is in reality in the same position as a party who unreasonably refuses to mediate".
	If England can be considered a mediation-friendly jurisdiction, then the United States must be considered to be evangelical about mediation. William O'Brian, a U.S. attorney and Associate Professor at the University of Warwick has commented that "In many jurisdictions in the U.S. today, courts will virtually force parties to go through mediation before their cases are heard". The reasons for the popularity of mediation in the U.S., according to Prof. O'Brian, include the huge costs of litigation, particularly relating to disclosure and depositions, and the use of juries in many courts, which adds to the uncertainty of the litigation process.
	The English and American approaches to mediation will be of interest to those in other jurisdictions, particularly in the EU member states bound by the Directive. English and American traditions have a habit of catching on. This is all the more likely to be the case in those countries where litigation is slow, where the court system is overburdened, and where mediation might offer some relief. In short, we can expect mediation to grow rapidly in popularity.  
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	Resumen: El año 2008 para México es un parteaguas para los métodos alternos de solución de controversias, al integrase su implementación en el artículo 17 constitucional,  considerándolos la vía idónea para la reparación del daño a través del perdón. La reforma se suma a la evolución natural en las últimas dos décadas de estos métodos en los Estados, ampliando su margen de acción más allá de la materia penal, sin embargo, no establece criterios dogmaticos ni procesales, lo que trae como consecuencia una disparidad de conceptos y procesos, sumándose al desorden legislativo que prevalece en este momento para su regulación, que adolece del mismo efecto. Se pretende con esta investigación generar los indicadores que permitan el ordenado desarrollo de los MASC en México, en pro del impulso de una cultura de conciliación no adversarial y de paz.
	Abstract: 2008 for Mexico is a watershed for alternative dispute resolution, the integration of the implementation of Article 17 of the Constitution, considering the appropriate way to repair the damage through forgiveness. The amenmendt adds to the natural evolution in the last two decades of these methods in the States, expanding its scope of action beyond the criminal, however, does not dogmatic or procedural criteria, which results in a disparity concepts and processes, adding to the legislative mess that prevails at this time for its regulation, which suffers the same effect. This research is intended to generate indicators for the orderly development of ADR in Mexico, the momentum towards a culture of non- adversarial conciliation and peace.
	1. Contexto del proyecto/ Project Background
	México se encuentra en un proceso de modernización y de internacionalización de su sistema judicial, con especial énfasis en el área penal. Recientemente se realizaron modificaciones especificas a la constitución, reformando todos los artículos relativos al sistema penal mexicano, destacando entre sus principales adiciones los relativos a la implementación de los juicios orales y de los métodos alternos de solución de controversias (MASC) considerando a la mediación y conciliación sus principales elementos.
	Mexico is in a process of modernization and internationalization of its judicial system, with special emphasis on the penalty area.  Recently, specific changes were made to the constitution, amending all the articles on the Mexican criminal justice system, highlighting its main additions relating to the implementation of oral trials and alternative methods of dispute resolution (ADR) and mediation considering reconciling its main elements. 
	Es precisamente en el maco de estos últimos en donde se reforma el artículo 17 constitucional que  establece el uso de los métodos alternos de solución de controversias en su párrafo tercero, señalando: “…. Las leyes preverán mecanismos alternativos de solución de controversias. En la materia penal regularán su aplicación, asegurarán la reparación del daño y establecerán los casos en los que se requerirá supervisión judicial….”, este precepto introduce la reparación del daño, pretendiendo que sea a través de los MASC como se logre.
	It is precisely in the context of the legal framework in which amends article 17 of the Constitution that provides for the use of alternative methods of dispute settlement in its third paragraph, noting: "....The laws provide for alternative mechanisms for dispute settlement. In criminal matters should be implemented, will ensure the repair of damage and establish the cases in which judicial oversight is required ...” This provision introduces the repair of the damage, claiming that it is through ADR as is achieved.
	Sin embargo, esta reforma constitucional va mas allá de lo penal, ya que generara un marco ad –hoc para el desarrollo de estos métodos en todas las áreas del conocimiento en todos los Estados de la república, concibiendo con ello el sustento para la aplicación de una política pública en favor de la mediación y el arbitraje que surge del ejecutivo y asumida por el judicial, trayendo como consecuencia el impulso de una cultura conciliatoria, dentro del sistema adversarial judicial mexicano, con esto se implementara el paradigma jurídico del siglo XXI que es “resolver nosotros mismos nuestros problemas” y pretende terminar con el conflicto de la impetración de la justicia.
	However, this constitutional amendment goes beyond criminal, and that generates an ad-hoc framework for the development of these methods in all areas of knowledge in all States of the Republic, thereby designing support for the implementation of public policy in favor of mediation and arbitration that arises from the executive and assumed by the judicial, consequently resulting in the promotion of a culture of conciliation within the Mexican judicial adversarial system, to implement this legal paradigm is XXI century "solve our problems ourselves" and aims to end the conflict in the supplication of justice.
	Esta reforma tiene un efecto culturizador mas que garantista, como se refleja en 14 constituciones estatales que ya prevén a los MASC. Podemos determinar que estos preceptos tienen un alcance general no solo en la materia penal. Previendo de Lege feranda que serán asimilados de igual manera por las restantes constituciones de los Estados de México, provocando con ello reformas integrales en sus sistemas judiciales. Basta con analizar el caso Nuevo León: La reforma a su artículo 16 constitucional genero una ley especifica en materia de métodos alternos, se reformaron las leyes orgánicas y reglamentos del Poder Judicial y de la Procuraduría, al igual que los códigos civil y penal, sus respectivos códigos procesales, se crea una ley del Sistema Especial de Justicia para Adolescentes  del Estado, se crean de igual manera reglamentos específicos para regular la mediación municipal, y se instituyen entidades administrativas que regulan  y aplican estos métodos como es el caso de la Comisión de Arbitraje Medico del Estado de Nuevo León.
	This reform has a more cultured effect that guarantor, as reflected in 14 State Constitutions already provide for ADR. We can determine that these provisions are general in scope not only in criminal matters. Anticipating the lege feranda that will be assimilate equally by the other constitutions of the states of Mexico, bringing in integrate reforms of their judicial systems. Just analyze the case Nuevo León: The reform of Article 16 of the Constitution generated a specific law on alternative methods(ADR Law), the organic laws and regulations of the Judiciary and the Attorney were reformed, as well as civil and penal codes, its respective procedural codes, the establishment of the Special Justice System for Adolescents Law, are created equal specific regulations to regulate municipal mediation, and establishing administrative bodies that regulate and apply these methods as in the case of the Commission Medical Arbitration of Nuevo León.   
	México se encuentra en un momento histórico idóneo para desarrollar los MASC, cuenta con un marco internacional, al tener ratificadas las principales convenciones sobre el tema, adopta en su normativa interna las principales leyes modelos derivadas de la Comisión de las Naciones Unidas de Derecho Mercantil Internacional, en 24 estados de la república se están implementando, en 19 de ellos ya existe una ley especifica bajo el nombre de ley de mediación, o ley de mediación y conciliación, ley de justicia alternativa, ley de MASC, etc.. En los restantes hay reglamentos de mediación en sede judicial, o se implementa la mediación a través de leyes contra la violencia intrafamiliar. 
	Mexico is at a historic moment suitable for developing ADR, has an international framework, having ratified the major conventions on the subject, adopted its internal rules the main model laws derived from the United Nations Commission on International Trade Law, in 24 Mexican states are being implemented, 19 of them and there is a specific law under the name of law on mediation, or mediation and conciliation law, alternative justice law, ADR law, etc.. In the other there are regulations in court mediation, or mediation is implemented through laws against domestic violence. 
	Identificamos en estas leyes y reglamentos una diversidad de criterios, que tienden a desvirtuar la esencia de la mediación y el arbitraje, y afecta su debido cumplimiento, evidenciando en ellas el efecto de la judicialización de los MASC, no existe uniformidad, por lo que es importante homologarlas y actualizarlas, así como impulsar su adecuada implementación en los Estados restantes, ya que si no el escenario de éxito que prevé la reforma constitucional se verá afectado a mediano plazo, considerando que el periodo de adopción de la reforma en todo el país es de ocho años según lo establecen los transitorios de la iniciativa, al día de hoy solo 5.6 años.
	We identify these laws and regulations in a variety of criteria, which tend to undermine the essence of mediation and arbitration, and affects its accomplishment, showing them the effect of the prosecution of ADR, there is no uniformity, making it important to homologate and update, as well as to encourage proper implementation in the remaining states, because if they don’t, the panorama of success that expect the constitutional amendment will be affected in the medium term, considering that the period of adoption of the reform throughout the country is eight years as established by the transients of the initiative, to date only 5.6 years.
	2. Visión de la Reforma/ Vision of the 2008 Reform
	La implementación de esta reforma judicial, generará una política pública a favor de los MASC, creará un marco jurídico ad-hoc, otorgará una seguridad jurídica a los acuerdos derivados de MASC, protegerá a los prestadores de servicios MASC, regulará y certificará a instituciones y personas prestadoras de servicios MASC, en el mismo sentido facultará a jueces y MP a promover el uso y la aplicación de la mediación, conforme al principio del “debido proceso”, generando una modernización e internacionalización de nuestro sistema judicial.
	The implementation of the judicial reform will generate a public policy in favor of ADR, create an ad-hoc legal framework, will provide certainty to agreements resulting from ADR, protects the ADR service providers, regulate and certify the ADR institutions and ADR service providers, in the same direction will empower the judges and District Attorney to promote the use and application of mediation, according to the principle of "due process", generating a modernization and internationalization of our judicial system.
	Los MASC son multidisciplinarios e interdisciplinarios por lo que su instrumentación puede ser muy variada, sus áreas de desarrollo superan cualquier expectativa del sistema judicial. 
	ADR are multidisciplinary and interdisciplinary so that its implementation can be quite varied, the areas of development overpass any expectation of the judicial system.
	3. Objetivos de la investigación/ Research Objectives
	 Identificar los elementos necesarios para la adecuada instrumentación de la reforma procesal constitucional en relación a las MASC;
	 Identify the elements necessary for the proper implementation of the Procedural Reform of the Constitution in relation to ADR. 
	 Establecer los elementos unificadores de esta reforma; 
	 Establishing the unifying elements of this reform.
	 Desarrollar la conceptualización idónea de los diferentes métodos alternos para crear un marco jurídico ad – hoc para otorga una seguridad jurídica a los acuerdos derivados de MASC; 
	 Develop appropriate conceptualization of the various alternative methods to create an ad - hoc legal framework for granting certainty to agreements resulting from ADR.
	 Identificar las área proclives al desarrollo de los MASC, no solo el área penal, analizando las normas previamente concebidas a la reforma;
	 Identify areas prone to the development of ADR, not only the penalty area, analyzing the rules previously designed to the reform.
	 Desarrollar un estudio comparado con países que ya han implementado con éxito los MASC; 
	 Develop a comparative study with countries that have successfully implemented ADR.
	 Desarrollar los indicadores para impulsar políticas públicas que sustenten el desarrollo de una cultura sobre MASC que facultara a jueces y MP para promover y por consecuencia proteger a los prestadores de servicios MASC y a los usuarios, así como promover la acreditación y certificación de instituciones  y prestadores de servicios MASC que coadyuven a solucionar el conflicto de la impetración de la justicia.
	 Develop indicators to promote public policies that support the development of a culture of ADR that empowers judges and DA to promote and consequently protect ADR service providers and users, and promote the accreditation and certification of institutions and providers of ADR services that contribute to resolve the conflict in the supplication of justice. 
	4. Planteamiento del Problema e Hipótesis/ Statement of the Problem and Hypotheses
	México cuenta con un marco normativo internacional para el desarrollo de la mediación y el arbitraje, permeando en los códigos federales y estatales, genera una reforma procesal constitucional penal en la que incluye a los MASC, sin embargo, el uso de ellos técnicamente es nulo, no hay arbitrajes domésticos mercantiles o civiles, el desarrollo de instituciones administradoras de MASC es mínimo, el uso de la mediación - conciliación al igual que el arbitraje es mínimo, producto de la falta de una cultura conciliativa en los sectores sociales, políticos, empresariales, profesionales y educativo, generando una desatención e inoperatividad de colegios de profesionistas, cámaras de comercio e industriales, gremios productivos e industriales, así como de instituciones educativas de todos los nivel públicas y privadas.
	Mexico has an international regulatory framework for the development of mediation and arbitration, permeating state and federal codes, creates a constitutional criminal procedure reform, which includes ADR, however, using them is technically invalid, there are no commercial or civil domestic arbitrations, the development of administrative institutions of ADR is minimal, the use of mediation - conciliation as the arbitration is minimal, due to the lack of a conciliatory culture in social, political, business, professional and educational,  creating an inattention and inoperability professional association, chambers of commerce and industry, production and industrial associations and educational institutions of all public and private level.
	Lo anterior deriva del desconocimiento de sus características y de sus bondades, del desconocimientos de su efectividad  y de su idoneidad, degenerando en una falta de homologación en sus criterios de aplicación teórico - práctico en las normas en donde están actualmente sistematizados, identificando brechas que se caracterizan por la falta de coherencia entre lo que pretenden regular y la realidad, consecuencia tal vez de los diversos modelos asumidos y las diferentes escuelas doctrinales, que necesariamente tendrán que adecuarse a nuestra tradición jurídica.  No existe un política pública ad-hoc para el impulso de los MASC, aún que el precepto constitucional señalado generará una política pública de desarrollo no limitada solo al área penal, no indica, no señala sus elementos de instrumentación, no establece criterios de homologación y deja materialmente al libre albedrio de los Estados su implementación.
	This derives from ignorance of their features and their benefits, the unknowns of its effectiveness and suitability, degenerating into a lack of standardization in the criteria for applying theoretical - practical standards in the law, where they are now systematized, identifying breach that characterized by a lack of consistency between what they seek to regulate and reality, perhaps a result of the various models assumed and the different schools of thought, which necessarily have to conform to our legal tradition. There is no ad-hoc public policy for the promotion of ADR, even stated that the constitutional provision generated a public policy development is not limited only to the criminal area, does not indicate instrumentation neither does not establish standard criteria and leaves to the free will of States the implementation. 
	El conflicto de la impetración de la justicia es alarmante, los costos de la impartición de la justicia son altísimos, la creación de más juzgados no es suficiente para aligerar sus cargas de trabajo, la sistematización y su especialización no son elementos que permitan en este momento que el poder judicial cumpla con los principios de prontitud, de expedites, de igualdad y de justicia que establecen nuestras normas y que son de carácter universal, trae como resultado la insatisfacción de la sociedad, consecuencia del paternalismo del sistema judicial y de la monopolización de la impartición de justicia.
	The conflict in the supplication of justice is alarming, the costs of the delivery of justice are very high, creating more courts is not enough to lighten their workloads, the systematization and specialization are not elements that allow at this time that the judiciary  accomplish the principles of promptly, expeditiously, equality and justice established by our rules and that are universal, results in the dissatisfaction of society, consequently the paternalism of the judicial system and the monopolization of the administration of justice.
	La mediación - conciliación carece de un soporte legal en la mitad de los Estados de la República, esto implica que no hay seguridad jurídica, por lo tanto, los posibles acuerdos de MASC se encuentran a la deriva, utilizando otro tipo de formulas legales como es el caso de la transacción para lograr la ejecución de los acuerdos cuando hay oposición por alguna de las partes, esto es consecuencia también que en algunos estados las normas que regulan los MASC se encuentran aisladas y como consecuencia de ello se genera la supletoriedad, y una diversidad de criterios en la interpretación y aplicación de la mediación – conciliación y arbitraje.
	Mediation - conciliation lacks legal support in the middle of the States in the country, this implies that there is no certainty, therefore, possible ADR agreements are drifting, using another type of legal formulas as For the transaction to ensure the implementation of the agreements when there is opposition from either party, this is the result that in some states the rules governing ADR are isolated and consequently generates the supplementary, and diversity of approaches in the interpretation and application of mediation - conciliation and arbitration.
	Ante esta tendencia desunificadora se genera el conflicto de la “Judicialización de los MASC”, ello implica que se reproducen las tendencias, las características y los defectos de nuestro sistema judicial en la instrumentación de los procedimientos MASC, entendiendo que no estamos en un proceso sino en un procedimiento, no estamos resolviendo litigios si no conflictos, los conflictos son multidisciplinarios e interdisciplinarios, por lo tanto los miembros del sistema judicial y de procuración de justicia y los abogados desconoce en gran medida la esencia de los conflictos ciñéndose únicamente a la aplicación de la norma de forma general lo que genera la deshumanización de la justicia, producto de nuestro sistema adversarial. 
	Given this disjoin trend generated the conflict of the "Judicialization of ADR", that means that reproduces the trends, characteristics and shortcomings of our judicial system in the implementation of ADR procedures, understanding that we are not a process but in a procedure, we are not resolving disputes but conflicts, conflicts are multidisciplinary and interdisciplinary, so members of the judiciary and law enforcement and lawyers largely unknown the essence of the conflict sticking only to the application of the general rule that generates the dehumanization of justice, a product of our adversarial system.
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	5. Avances/ Progress
	Los Avances del presente reporte de investigación se dividido en cinco partes: 
	Progress in this research report is divided into five parts: 
	La primera de ellas describe de forma sintética la de situación actual de la reforma en México, evidenciando como ya lo mencionamos un desorden legislativo, proporcionándonos elementos para posteriores etapas de la investigación;
	The first part describes briefly the current status of reform in Mexico, as mentioned earlier showing a legislative mess, providing items for later stages of research.
	La segunda señala las diferentes modificaciones  a las constituciones estatales para la implementación de la mediación, destacando básicamente que estas adiciones más que garantistas son culturizadoras; 
	The second part displays the various amendments to state constitutions to implement mediation, highlighting basically that these additions are guarantor rather than cultured. 
	En la tercera parte señalamos el Marco Federal “leyes locales de MASC”  que regula, ejecuta, difunde y capacitan en el tema de los métodos alternos, así como un ejemplo de otras leyes complementarias que apoyan el desarrollo de la ley especifica, mismas que varían de un Estado a otro;
	In the third part marks the Federal framework under "local laws ADR" regulating, performed, broadcast and train in the area of alternative methods and an example of other laws which support the development of specific law, which changes from one State to another.
	En la Cuarta parte hacemos una breve descripción de las leyes federales que consideran a los MASC como un procedimiento idóneo dentro de su ámbito de influencia, algunas de ellas precursoras de la medición, conciliación y el arbitraje desde hace ms de 4 décadas.
	In the fourth part is a brief description of federal laws that consider ADR as a suitable procedure within its sphere of influence, some precursor of the mediation, conciliation and arbitration for over 4 decades.
	En la quinta parte de este reporte vislumbramos un acercamiento a la esquematización de los INDICADORES DE ANALISIS Y EVALUACIÓN TEMATICA DE LA REFORMA, que se estratificaran conceptualmente en razón de las características y necesidades del debido procedimiento MASC, mismos que se desprenden del análisis doctrinal y del análisis exegético de convenciones, leyes modelo y de nuestro derecho positivo identificado en la lex fori correspondiente.
	In the fifth part of this report envision an approach to outlining the INDICATORS OF ANALYSIS AND EVALUATION ISSUES OF THE REFORM, which is conceptually stratified because of the characteristics and requirements of due process in ADR procedure, same as from the analysis of doctrine and exegetical analysis of conventions, model laws and positive law identified in the relevant lex fori.
	Los indicadores se exploraran en forma de preguntas específicas dirigidas a conocer el status de los indicadores una vez identificadas y analizadas todas las normas locales aplicables en México, que no solamente implica leyes MASC ya que la regulación de la mediación, conciliación y arbitraje abarca otras leyes procesales y administrativas como pueden ser leyes orgánicas del poder judicial y las procuradurías, códigos civiles y penales, así como los procesales por mencionar algunas, que a su vez se desdoblaran dependiendo de la amplitud y dimensión del indicador.
	The indicators are explored in the form of specific questions aimed to know the status of the indicators once identified and evaluated all applicable local regulations in Mexico, which not only makes ADR regulating laws, since the regulation of mediation, conciliation and arbitration includes other procedural laws and administrative organic laws such as the judiciary and prosecutors, civil and criminal codes and the procedural codes,  to name a few, who turn to unfold depending on the scope and dimension of the indicator.
	Actualmente nuestro avance corresponde al 40% al tener identificadas la totalidad de las normas aplicables en los Estado de Nuevo León, Guanajuato, Estado de México, Aguascalientes, Baja California, Coahuila, Tlaxcala y Veracruz.
	Currently, our progress is 40% by having identify the totally of applicable rules in the states of Nuevo Leon, Guanajuato, Mexico, Aguascalientes, Baja California, Coahuila, Tlaxcala y Veracruz. 
	Empero, se tiene un avance del 100% en la ubicación de las normas MASC a analizar, así como de las posibles que puedan surgir en 2011 y 2012 antes del cierre de esta investigación, como puede ser el caso de San Luis Potosí, Querétaro y Puebla.
	However, there is an increase of 100% in the location of the ADR rules to analyze, as well as any that may arise in 2011 and 2012 before the closing of this investigation, such as the case of San Luis Potosí, Querétaro and Puebla.
	5.1 Síntesis de situación actual de la reforma en México/ Summary of current status of reform in Mexico
	La reforma en materia de métodos alternos de solución de controversias asume principios internacionales derivado de leyes modelos como son: Ley modelo de conciliación de la CNUDMI y la ley modelo y reglamento facultativo de arbitraje de la CNUDMI. 
	The reform on alternative methods of dispute resolution assumes international principles of law derived from models such as: UNCITRAL Model Law on Conciliation and the Arbitration Model Law and UNCITRAL Arbitration Rules.
	Contamos con un marco internacional ad-hoc al asumir como normas propias las Convención de New York del 58 y la Convención de Panamá del 75 ratificadas por México, de igual manera estos principios y políticas públicas que se desprenden de ellas se encuentran en los 12 tratados de libre comercio que México tiene suscritos en un ámbito de influencia de 1052 millones de habitantes.
	We have an ad hoc international framework by assuming as our own rules the New York Convention of 58 and the Panama Convention of 75 ratified by Mexico, equally these principles and public policies that flow from them are in the 12 Free Trade Agreements that Mexico has entered into a sphere of influence of 1052 million people.
	En el mismo sentido podemos afirmar que el C.Com. y los CCPPCC de los Estados asumen estos principios a excepción del Estado de Guanajuato.
	In the same sense we can say that the Commercial Code and Civil Procedure States Codes take these principles with the exception of the State of Guanajuato. 
	La política de desarrollo de los MASC a tenido diversas etapas la primera de ellas en 1989 en donde se introduce por primera vez la regulación del arbitraje en el Código de Comercio, reforma insipiente, ya que reproducía errores como el doble exequátur, que evitaba el verdadero funcionamiento del procedimiento arbitral; posteriormente se dan las reformas de 1993 que es el verdadero punto de partida del arbitraje al adoptar la iniciativa de la CNUDMI, por lo que a partir de ese momento se unifica la regulación nacional e internacional del arbitraje.
	The policy for the development of ADR had various stages the first one in 1989 where is introduced first the regulation of arbitration in the Commercial Code, incipient reform, since reproduce errors as double exequatur, which prevented the real operation of the arbitration proceedings, later given the reforms of 1993 which is the true starting point of the arbitration to take the initiative of UNCITRAL, so from that point unifying the national and international regulation of arbitration. 
	Un tercer momento de la evolución de los MASC se da en el periodo de 1995 a 2007 registrándose esfuerzos aislado en los Estados, lo que provocaron lo que hemos denominado desorden legislativo, empero, no es hasta el 2008 a partir de la reforma cuando consideramos la existencia de una verdadera política pública de impulso y culturización traduciéndose en 14 constituciones que prevén los MASC, 18 leyes especificas; 7 leyes de violencia intrafamiliar que introduce el concepto de mediación para conflictos familiares, a excepción nuevamente del Estado de Guanajuato que prevé la mediación en casos de violencia y 5 reglamentos en sede judicial. 
	A third point in the evolution of ADR occurs in the period from 1995 to 2007 recorded isolated efforts in the States, which led to what we call legislative disorder, however, is not until 2008 after the reform when we consider the existence of a genuine public policy of impulse and acculturation, translated in 14 constitutions which provide ADR, 18 specific laws, 7 domestic violence laws introducing the concept of mediation for family disputes, with the exception again of the State of Guanajuato which provides mediation violence cases and 5 regulations in courthouses.
	5.2 Modificaciones  a las Constituciones Estatales/ Amendments to State Constitutions
	Las Constituciones Estatales que actualmente prevén los MASC son: Nuevo León; Baja California; Oaxaca; Guanajuato; Chiapas; Coahuila; Colima; Durango ; Hidalgo; Michoacán ; Nayarit; Veracruz; Quintana Roo; Yucatán.
	The State Constitutions currently providing  with ADR are: Nuevo León, Baja California, Oaxaca, Guanajuato, Chiapas, Coahuila, Colima, Durango, Hidalgo, Michoacan, Nayarit, Veracruz, Quintana Roo, Yucatan.
	Actualmente estas 14 constituciones contemplan a los MASC en específico a la mediación como una forma en que los particulares podrán de resolver sus conflictos, facilitando la vía con apoyo de los diferentes tribunales superiores de justicia y las procuradurías, que mas que una situación garantista la podemos considerar como una acción culturizadora.
	Currently the 14 constitutions contemplate ADR, in specific the mediation as a way in which individuals can to resolve their conflicts, facilitating the way with support from the various high courts and prosecutors, but rather than a guarantor situation we can considered a cultural action.
	La Constitución del Estado de Nuevo León señala en su artículo 16 : “…Toda persona en el Estado tiene derecho a resolver sus diferencias mediante métodos alternos para la solución de conflictos, en la forma y términos establecidos por la Ley…”.
	The Constitution of the State of Nuevo Leon states in Article 16 “Every person in the State is entitled to resolve their differences through alternative methods of conflict resolution in the form and terms established by Law”
	La Constitución de Baja California señala en su artículo 7 “… Las personas tendrán derecho a acceder a los medios alternativos de justicia para resolver sus controversias, en la forma y términos establecidos por las leyes respectivas …”.
	The Constitution of the State of Baja California states in Article 7 “People have the right of access to alternative means of justice to resolve their disputes, in the form and terms established by their respective laws”.
	La Constitución de Oaxaca señala en su artículo 11 “Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por los tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial sin perjuicio de los CENTROS DE MEDIACIÓN Y JUSTICIA ALTERNATIVA que puedan crearse por las autoridades. “…. El servicio tanto de los tribunales como de los CENTROS DE MEDIACIÓN O JUSTICIA ALTERNATIVA mencionados, será gratuito, quedando en consecuencia, prohibidas las costas por estos servicios…”. 
	The Constitution of the State of Oaxaca states in Article 11 “Everyone has the right to be given justice by the courts that will be expedited to impart on the timing and terms established by law and issue its rulings in a prompt, thorough and impartial manner without prejudice to the CENTER FOR MEDIATION AND ALTERNATIVE JUSTICE that can created by the authorities.”.... The service in both of the courts and MEDIATION CENTERS or JUSTICE ALTERNATIVE mentioned, will be free, being thus prohibited the costs for these services”.
	La Constitución de Guanajuato señala en Art. 2  cuarto párrafo que: La Ley establecerá y regulará la mediación y la conciliación como medios alternativos para la resolución de las controversias entre las partes interesadas, respecto a derechos de los cuales tengan libre disposición. 
	The Constitution of the State of Guanajuato states in Article 2 fourth paragraph that: The law shall establish and regulate mediation and conciliation as alternative means for resolving disputes between the parties with respect to rights which are freely available. 
	La Ley regulará la aplicación de mecanismos alternativos de solución de controversias en la materia penal, en los que se asegure la reparación del daño y se establezcan los casos en los que se requerirá supervisión judicial.
	The law shall regulate the application of alternative dispute resolution in criminal matters to ensure the repair of the damage and settle the cases in which judicial oversight is required.
	Articulo 3 párrafo 2do y 3ro establece que La Ley regulará la mediación y la conciliación como medios alternativos para la resolución de las controversias entre los particulares, respecto a derechos de los cuales tengan libre disposición. 
	Article 3 in the 2nd and 3rd paragraph states that the law will regulate the mediation and conciliation as alternative means for resolving disputes between the parties, with respect to rights which are freely available. 
	La mediación y la conciliación se regirán bajo los principios de equidad, imparcialidad, rapidez, profesionalismo y confidencialidad. El Poder Judicial contará con un órgano de mediación y conciliación el cual actuará en forma gratuita y a petición de parte interesada. Dicho órgano tendrá la organización, atribuciones y funcionamiento que prevea la Ley.
	Mediation and conciliation will be governed by the principles of fairness, impartiality, speed, professionalism and confidentiality. The Judicial Branch will have a board of mediation and conciliation which will act for free by request of the interested party. This body will have the organization, functions and performance as the law provides. 
	La Constitución de Chiapas establece en su artículo 49 que: “Corresponde al Poder Judicial garantizar el derecho a que se imparta justicia de manera pronta, completa, gratuita e imparcial….” “…..La impartición de justicia en Chiapas, contará también con medios alternativos para la resolución de controversias de derechos sobre los cuales, los particulares puedan disponer libremente, sin afectar el orden público y valiéndose de la autonomía de la voluntad y la libertad contractual…”.
	The Chiapas Constitution states in Article 49 that: "It is for the Judicial Branch to guarantee the right to obtain justice in a prompt, full, free and fair ...." "... .. The administration of justice in Chiapas will also have alternative means for resolving disputes of rights which individuals may freely, without affecting public order and using the autonomy and freedom of contract. 
	Y en su artículo 54 que: “El Código de Organización Judicial del Estado establecerá las bases del sistema institucional para la selección…”. “…El Poder Judicial del Estado contará con un órgano de mediación, conciliación y arbitraje denominado Centro Estatal de Justicia Alternativa, el cual actuará bajo los principios de equidad, imparcialidad, rapidez, profesionalismo, confidencialidad y gratuidad…”. 
	And in the article 54 “The Code of Judicial Organization of the State shall establish the bases of the institutional system for the selection ....” "... The State Judicial Branch will have a board of mediation, conciliation and arbitration called State Alternative Justice Center, which operate under the principles of fairness, impartiality, speed, professionalism, confidentiality and free ....”
	La Constitución de Coahuila señala en su artículo 154 Fracción IV.- "Se establecerá un sistema de justicia alternativa, a través de la mediación, conciliación, arbitraje o cualquier otro medio de solución alterno para resolver las controversias entre particulares".
	The Coahuila Constitution states in article 154 fraction IV.- “Shall establish a system of alternative justice through mediation, conciliation, arbitration or any other alternative solution for resolving disputes between private parties”.
	La Constitución de Colima señala en su artículo 1 fracción VII párrafo segundo “…. Asimismo tiene derecho, en la forma y términos que establezca la ley, a resolver sus controversias de carácter jurídico a través de la justicia alternativa, mediante procedimientos no jurisdiccionales”.
	The Colima Constitution states in article 1 fraction VII 2nd paragraph “It also has the right, in the form and terms established by law to resolve legal disputes through alternative justice through non-judicial procedures”.
	La Constitución de Durango establece en su artículo 6 Cuarto párrafo “…. Las personas podrán acudir a los mecanismos alternativos de solución de controversias que prevean las leyes, para resolver sus conflictos de común acuerdo”.
	The Durango Constitution states in article 6 in the 4th paragraph “People may turn to alternative mechanisms for dispute resolution contemplated in the laws, to resolve their conflicts by mutual agreement”
	La Constitución del Hidalgo señala en su artículo 9 Tercer párrafo que: "El Estado regulará un Sistema de Justicia Alternativa, cuyo servicio también será gratuito".
	The Hidalgo Constitution states in article 9 in the 3rd paragraph “The State shall regulate an alternative justice system, whose service will also be free”.
	La Constitución de Michoacán prevé en su artículo 93 tercer párrafo “….Toda persona está en libertad para terminar sus diferencias con otra, ya sea por convenio o por medio de árbitro o mediador, aun cuando se haya sometido a juicio y sea cual fuere el estado que éste guarde.
	The Michoacan Constitution provides in Article 93 third paragraph ".... Everyone is free to end their differences with each other, either by agreement or by an arbitrator or mediator, even if the matter is tried and whatever the status.
	La Constitución de Nayarit igualmente señala en su artículo 81 Cuarto párrafo "La ley establecerá los términos y condiciones para la solución de conflictos mediante procedimientos alternativos de justicia y juicios orales”.
	The Nayarit Constitution also states in Article 81, fourth paragraph "The law shall establish the terms and conditions for the settlement of disputes through alternative justice procedures and oral trials
	La Constitución de Veracruz considera en su artículo 63 que: Toda persona en el Estado tiene derecho, en la forma y términos establecidos por la ley, a resolver sus diferencias mediante la intervención de árbitros o mediadores, la que podrá tener lugar antes de iniciarse un juicio o durante su tramitación.
	The Constitution of Veracruz considers in its Article 63: Every person in the State is entitled in the form and terms established by law, to resolve their differences through the intervention of arbitrators or mediators, which may take place before the commencement of trial or during its processing
	La Constitución de Quintana Roo establece en dos artículos los MASC, articulo 7.- “...Todos los habitantes del Estado de Quintana Roo tienen derecho, en la forma y términos establecidos por esta Constitución y la ley, a resolver sus controversias de carácter jurídico, mediante la conciliación, la que podrá tener lugar antes de iniciarse un juicio o durante su tramitación. Cuando los interesados así lo determinen, habrá lugar a la conciliación en la fase de ejecución”.
	The Quintana Roo Constitution establishes ADR in two articles, Article 7 .- "... All the inhabitants of the State of Quintana Roo have the right, in the form and terms established by this Constitution and the law, to resolve their legal disputes through conciliation, which may take place before the commencement of trial or during processing. When interested party determined, there shall be conciliation in the implementation phase.
	Y el artículo 97 señala que "El Poder Judicial del Estado, tendrá la obligación de proporcionar a los particulares, los medios alternativos de solución a sus controversias jurídicas, tales como la conciliación o el arbitraje, de acuerdo a procedimientos de mediación, así como los procedimientos y eficacia de sus acuerdos y resolucione”.
	In the article 97 states that “The State Judicial Branch will have the obligation to provide individuals, alternative dispute resolution to legal disputes, such as conciliation or arbitration, according to the mediation process and procedures and effectiveness of their agreements and resolutions”.
	Por último en este año la Constitución de Yucatán establece en su artículo 2 "... El Estado garantizará al pueblo maya la aplicación de sus propias formas de regulación para la solución de conflictos internos, como medio alternativo de justicia; sujetándose a los principios jurídicos de oralidad, publicidad, inmediación, contradicción, economía y concentración, con pleno respeto a sus derechos y garantías y de manera relevante, la dignidad de las mujeres, sin contravenir las leyes vigentes”.
	Finally in this year's Yucatan Constitution stipulates in article 2 "... The State shall guarantee the Mayan people implementing their own forms of regulation to resolve internal conflicts, as an alternative means of justice, subject to such legal principles orality, publicity, immediacy, conflict, economics and concentration, with full respect for their rights and interests and relevant way, the dignity of women, without violating the laws”.
	Todas las constituciones coinciden en el esquema de la difusión, implementación y culturización de la mediación como un esquema de reparación del daño y otorgamiento del perdón por parte del ofendido al victimario, coincidentes con lo establecido por la reforma.
	All the Constitutions agree on the scheme of dissemination, implementation and acculturation of mediation as a scheme to repair the damage and granting of forgiveness by the offended to the offender, consistent with the provisions of the reform.
	5.3  Marco Federal “leyes locales de MASC”/ Federal legal framework “local ADR laws”
	Es importante destacar que 18 leyes estatales son nuestro universo especifico de leyes MASC hasta el 10/10, en donde identificamos primordialmente el desorden legislativo que prevalece en nuestro país, de donde se desprende principalmente la diversidad de conceptos y contradicciones, bastándonos analizar su denominación para darnos cuenta de ello, al igual que pudimos percibir de las 14 constituciones señaladas en el apartado 5.2.
	It is important to note that 18 state laws are our specific universe of laws to ADR up to 10/10, where identified primarily the legislative disorder that prevails in our country, which shows the diversity of concepts and contradictions, sufficient to analyze its name to realize this, as we perceive of the 14 constitutions set out in paragraph 5.2.
	 Ley de Justicia Alterativa, 1999. QUINTANA ROO
	 Alternative Justice Law, 1999. Quintana Roo
	 Ley de Justicia Alternativa, 2003. COLIMA 
	 Alternative Justice Law, 2003. Colima 
	 Ley de Justicia Alternativa. Mayo, 2003. GUANAJUATO 
	 Alternative Justice Law, 2003 May. Guanajuato
	 Ley de Mediación, Junio, 2003. CHIHUAHUA 
	 Mediation Law, 2003 June. Chihuahua
	 Ley de Mediación. Abril, 2004. OAXACA. 
	 Mediation Law, 2004 April. Oaxaca
	 Ley de Mediación y Conciliación. Diciembre, 2004. AGUASCALIENTES. 
	 Mediation and Conciliation Law. 2004 December. Aguascalientes
	 Ley de Métodos Alternos para la Solución de Conflictos. Enero, 2005. NUEVO LEON 
	 Alternative Methods for Conflict Resolution Law. 2005 January, Nuevo Leon
	 Ley de Medios Alternos de Solución de Controversias, Julio, 2005. COAHUILA 
	 Alternate Means of Dispute Settlement Law, 2005 July. Coahuila 
	 Ley de Justicia Alternativa, Julio, 2005. DURANGO. 
	 Alternative Justice Law, 2005 July. Durango
	 Ley de Medios Alternativos para la Solución de Conflictos. Agosto, 2005. VERACRUZ. 
	 Alternate Means for Conflict Resolution Law. 2005 August. Veracruz
	 Ley de Justicia Alternativa. Enero, 2007. JALISCO. 
	 Alternative Justice Law. 2007 January. Jalisco
	 Ley que regula el Sistema de Mediación y Conciliación. Abril, 2007. TLAXCALA. 
	 Law governing the System of Mediation and Conciliation. 2007 April. Tlaxcala
	 Ley de Mediación. Agosto, 2007. TAMAULIPAS. 
	 Mediation Law. 2007 August. Tamaulipas
	 Ley de Justicia Alternativa. Octubre, 2007. BAJA CALIFORNIA 
	 Alternative Justice Law 2007 October. Baja California
	 Ley de Justicia Alternativa. Enero, 2008.  DISTRITO FEDERAL. 
	 Alternative Justice Law 2008 January. Distrito Federal 
	 Ley de Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias. Abril, 2008. SONORA 
	 Law on Alternative Mechanisms for Dispute Settlement. 2008 April. Sonora
	 Ley de Justicia Alternativa. Marzo, 2009. CHIAPAS 
	 Alternative Justice Law. 2009 March. Chiapas 
	 Ley de Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias. Julio, 2009. YUCATAN
	 Law on Alternative Mechanisms for Dispute Settlement. 2009 July. Yucatan 
	De igual manera señalamos que por Estado existe una diversidad de normas “consideradas reformas integrales”, que prevén o habilitan el uso de los MASC que a manera de gisa mencionamos algunas, que varían en nombre y contenido por Estado:
	 Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado
	 Reglamento del Poder Judicial del Estado
	 Ley Orgánica de la Procuraduría General del Estado
	 Reglamento de la Procuraduría General del Estado
	 Ley Orgánica Municipal  del Estado
	 Ley Orgánica del Ministerios Publico
	 Ley del Proceso Penal
	 Ley de Justicia Para Adolecentes
	 Ley de Violencia Intrafamiliar
	 Código Civil del Estado
	 Código de Procedimientos Civiles
	 Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y Los Municipios
	 Código Penal
	 Código de Procedimientos Penales
	 Reglamento de Policía del Municipio de León
	 Bando de Policía del Municipio
	 Etc.
	Similarly note that for State exists as a variety of standards "considered comprehensive reforms”, which provide or enable the use of ADR that are a few wise way, which vary in name and substance by State: 
	 Organic Law of the State Judicial Branch
	 Regulation of the State Judicial Branch
	 Organic Law of the Attorney General's Office
	 Regulations of the Attorney General's Office
	 Municipal Organic Law of the State
	 Public Prosecutor's Office Act
	 Criminal Procedure Law 
	 Justice For Teens Act
	 Domestic Violence Act
	 State Civil Code 
	 Civil Procedural Code
	 Procedure  and Administrative Justice Code to the State and Municipalities
	 Penal Code
	 Criminal Procedure Code
	 Police Regulations of the Municipality of Leon
	  Police and Government Ordinance 
	 Etc. 
	Serán motivo de análisis especifico, ya que soportan la normativa y operacionalización de los MASC en los Estados, de ahí la estratificación de los indicadores en áreas temáticas, al no ser suficiente solo el análisis de las constituciones y leyes especificas para llegar a conclusiones asertivas.
	Shall be grounds for specific analysis, and supporting legislation and the operation of ADR in the States, hence the stratification of indicators in thematic areas, not being sufficient only to analyze the constitution and specific laws.
	5.4  Análisis del Marco Federal/ Federal Framework Analysis
	El desarrollo de los MASC en especifico de la mediación se compone de diferentes actores destacando que existe un marco federal que ha permitido a estos métodos desarrollarse e incluso generar precedentes jurisprudenciales a través de los años.
	The development of ADR, specific the mediation, consists of different actors stressing that there is a federal framework that has allowed these methods developed and even create precedents through the years.
	Este Marco federal se compone por las siguientes instituciones y sus respectivas leyes y reglamentos:
	 La Procuraduría Federal del Consumidor (PROFECO);
	 La Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros (CONDUSEF);
	 La existencia de más de 20 Comisiones Estatales de Arbitraje Medico, estas últimas operan a iniciativa de los gobiernos estatales no dependen de la Comisión Nacional de Arbitraje Medico (CONAMED), pero si son orientadas por el Consejo Mexicano de Arbitraje Medico que tiene como fin orientar y homologar todos sus procedimientos;
	 El Sistema de Arbitraje implementado por la SAGARPA para diversos subsistemas y el sistema de la agroindustria de la caña de azúcar;
	 De igual forma podemos observar más de 30 leyes en materia económica en donde se prevén estos procedimientos (Ley del mercado de valores, Ley federal de turismo, Ley federal de protección a la propiedad industrial, Ley de Cámaras empresariales y sus confederaciones, Ley de asociaciones religiosas y culto público, etc.).
	 Más de 50 universidades del país públicas y privadas cuentan con programas relativos a MASC. 
	The federal framework consists of the following institutions and their respective laws and regulations: 
	 Federal Attorney for the Consumer (PROFECO).
	  National Commission for the Protection and Defense of Financial Service Users (CONDUSEF).
	 The existence of more than 20 State Commissions for Medical Arbitration, the latter operate on the initiative of state governments do not rely on the National Medical Arbitration Commission (CONAMED), but if they are guided by the Mexican Council of Medical Arbitration which aims to guide and approved all procedures.
	 Similarly, we can observe more than 30 economic laws which provide for these procedures (stock market Law, tourism federal law, federal law on industrial property protection, the Law of Chambers of Commerce and its Confederations, Associations cult and religious groups Act, etc.).
	 More than 50 public and private universities have ADR programs. 
	5.5  Indicadores de evaluación
	La esquematización de los INDICADORES DE ANALISIS Y EVALUACIÓN TEMATICA DE LOS MASC, responden a la demostración del problema y a la comprobación de la hipótesis señalada en el apartado 4. Se estratificaran conceptualmente en razón de las características y necesidades del debido procedimiento MASC, en 12 apartados temáticos, mismos que se desprenden del análisis doctrinal y del análisis exegético de convenciones, leyes modelo y de nuestro derecho positivo identificado en la lex fori correspondiente, conforme la señalamos en el apartado 5.3.
	Outlining the INDICATORS OF ANALYSIS AND THEMATIC EVALUATION OF ADR, responding to a demonstration of the problem and hypothesis testing referred to in paragraph 4. Conceptually will stratify on the basis of the characteristics and requirements of due process of ADR, in 12 thematic sections, they emerge from the doctrinal analysis  and exegetical analysis of conventions, model laws and positive law, identifying the relevant lex fori, as noted in section 5.3.
	Estos indicadores evolucionaran a preguntas específicas dirigidas a conocer el status de los indicadores que podrán ser varias por cada uno; una vez identificadas y analizadas todas las normas locales aplicables en México, que no solamente implica leyes MASC ya que la regulación de la mediación, conciliación y arbitraje abarca otras leyes procesales y administrativas. 
	These indicators are moving to specific questions aimed to know the status of the indicators that may be several for each, once identified and evaluated all applicable local regulations in Mexico, which not only involved ADR laws, due the regulation of mediation, conciliation, arbitration is regulated by others administrative laws and procedural laws.
	Area Temática 
	Cobertura Legal
	 Ley especifica
	 Fundamento Constitucional
	 Aval de una política publica
	 Vía de Concertación Social
	 Vía de prevención del delito
	 Soporte legal administrativo (leyes orgánicas, reglamentos)
	 Organismo regulador de los MASC
	 Tipos de instituciones administradoras de MASC
	 Acreditación y certificación de prestadores de servicios MASC e instituciones administradoras
	Subject Area:
	Legal Coverage 
	 Specific Law
	 Constitutional Basis
	  Public Policy Support 
	 Legal Administrative support (organic laws, rules, regulations)
	 ADR Regulatory Agency 
	 Types of ADR Administrative Institutions
	 Accreditation and certification of providers of ADR services and Administrative Institutions 
	Conceptualización
	 Definición 
	 Declaración de principios
	 Distingue los diferentes MASC
	 Los MASC son considerados herramientas de PAZ
	 Los MASC son considerados como elementos para la prevención del delito
	 Se considera el perdón y la reparación del daño
	 Se prevén esquemas de justicia restaurativa
	Conceptualization
	  Definition 
	 Statement of Principles
	 Distinction of ADR
	 ADR considered as tools for PEACE
	 ADR considered as element for crime prevention 
	 Considered forgiveness and damage repairing 
	 Provision of restorative justices schemes 
	Conceptualización Procesal
	 Supuestos en que proceden los MASC
	 Regula la confidencialidad
	 Derechos y obligaciones de mediadores, conciliadores y árbitros
	 Impedimentos de mediadores, conciliadores y árbitros
	 Derechos y obligaciones de usuarios MASC
	 Responsabilidad de prestadores de servicios MASC
	Conceptualization Procedure
	 Assumptions that allows ADR 
	   Regulates the confidentiality 
	  Rights and obligations of mediators, conciliator and arbitrators 
	  Impairment of mediators, conciliators and arbitrators
	 Rights and obligations of ADR users 
	 Liability of ADR service providers
	Procedimiento
	 Distingue procedimiento de mediación y conciliación
	 Partes del procedimiento
	 Elementos y formalidades del acuerdo
	 Seguridad Jurídica del acuerdo
	 Auxilio jurisdiccional
	 Tiempo de admisión del procedimiento MASC
	 Interrupción de la Prescripción y caducidad de la instancia
	 Formas de concluir el procedimiento
	 Procedimiento en caso de incumplimiento
	 Vía de ejecución de los acuerdos MASC
	Procedure 
	 Distinguishes the procedure of mediation and conciliation 
	  Parties of the proceeding 
	 Elements and formalities of the agreement
	 Certainty of the agreement 
	 Judicial assistance
	 Time for admission of ADR procedure
	  Interruption of prescription and expiry of the court instance (jurisdiction)
	  Ways to conclude the procedure 
	 Procedure in case of non-fulfillment
	 Means of execution of ADR agreement
	Área temática Penal
	 Fundamento
	 Organismo instrumentador y promotor
	 Facultades del Ministerio Publico
	 Suspensión del Proceso penal
	 Catálogo de delitos mediables y conciliables
	 Certificación de acuerdo
	 Suspensión e inejercicio de la acción penal
	 Interrupción de la Prescripción y caducidad de la instancia
	 Regula el perdón del victimario
	 Regula la reparación del daño
	 Cosa Juzgada
	 Etapa previa en el procedimiento oral
	 Los organismos policiacos implementan y difunden los MASC
	Criminal 
	  Basis 
	 Orchestrator and promoter Agency
	 Powers of Public Prosecutor
	 Suspension of Criminal Proceedings
	 Catalogue of crime that could be subject to mediation and conciliation 
	 Agreement certification 
	 Suspension and non- prosecution of criminal procedure  
	 Interruption of prescription and expiry of the court instance (jurisdiction)
	 Regulates the forgiveness of the perpetrator
	 Regulates the repairing of the damage
	 Res judicata 
	 Previous stage in the oral procedure
	 The law enforcement agencies implement and broadcast ADR
	Área temática Civil, Familiar y Mercantil
	 Supuestos de mediación y conciliación Civil
	 Mediación como etapa previa en los juicios orales civiles y familiares
	 Supuestos de Mediación y Conciliación Familiar
	 Supuestos de Mediación y Conciliación Mercantil
	 Supuestos en los que no es procedente la mediación y la conciliación
	Civil, Family and Commercial 
	 Assumptions that allows civil mediation and conciliation  
	 Mediation as a preliminary stage in civil and family oral proceedings
	 Assumptions that allows family mediation and conciliation
	 Assumptions that allows commercial mediation and conciliation
	 Assumptions that allows civil mediation and conciliation
	 Cases where it is not possible the  mediation and conciliation
	Área temática de Justicia para Adolecentes
	 Declaración de principios especifica
	 Extinción de la acción penal
	 Supuestos en los que procede la mediación y conciliación en la Justicia para adolecentes
	 Regulación de los acuerdos reparatorios
	 Temporalidad y requisitos específicos de los acuerdos reparatorios
	 Concepto de justicia restaurativa
	 Procedimiento de justicia restaurativa
	Justice for Teens 
	 Statement of specific Principles  
	 Termination of criminal prosecution 
	 Cases where allows mediation and conciliation for justice for teens
	 Regulation of compensation agreements
	 Timing and requirements of compensation agreements  
	 Concept of restorative justice  
	 Restorative justice procedure
	Área temática Violencia Intrafamiliar
	 Supuestos de procedencia de los MASC
	 Tipo de Procedimiento
	Domestic Violence 
	 Cases that allows ADR
	 Type of procedure
	Área temática Servicios de Salud
	 Supuestos de procedencia de los MASC
	 Tipo de Procedimiento
	 Institución administradora 
	Health Services Affairs
	 Cases that allows ADR
	 Type of procedure
	 Administrator Agency
	Área temática Asuntos Administrativos
	 Supuestos de Mediación y Conciliación en materia Administrativa
	 Tipo de Procedimiento
	 Institución administradora 
	Administrative Affairs
	 Cases that allows mediation and conciliation on Administrative affairs 
	 Type of Procedure
	 Administrator Agency
	Área temática Asuntos Municipales o Comunitario
	 Supuestos en que opera la mediación y la conciliación municipal
	 Definición y Distinción de la Mediación municipal y comunitaria
	 Tipo de Procedimiento
	 Institución administradora 
	Municipal and Community Affairs
	 Cases that allows mediation and conciliation on municipal affairs 
	 Definition and distinction of Municipal and Community Mediation 
	 Type of Procedure
	 Administrator Agency
	Área temática Asuntos Escolares
	 Supuestos en que opera la mediación y la conciliación escolar
	 Operadores
	 Tipo de Procedimiento
	 Institución administradora 
	 Ámbito de Influencia
	School Affairs 
	 Cases that allows mediation and conciliation on school affairs 
	 Operators 
	 Type of procedure 
	 Administrator Agency
	 Sphere of Influence
	6. Conclusiones preliminares/ Preliminary Conclusions
	 La implementación de la reforma es un proceso de internacionalización y modernización del sistema judicial mexicano;
	 The implementation of the reform is a process of internationalization and modernization of the Mexican judicial system.  
	 Los MASC están siendo considerados una política pública en franco desarrollo identificada en las reformas “integrales” de los Estados;
	 ADR are being considered as a public policy in real development, identify in the States “integrate” reforms. 
	 La reforma favorece el desarrollo de los MASC en todas las áreas del derecho, no solo la penal.
	 The reform favors the development of ADR in all the areas, not only the criminal area.  
	 Los MASC son considerados un vía de la prevención del delito y una herramienta de concertación social y de paz en algunos Estados, con especial énfasis en municipios que opera bajo el esquema de medición comunitaria;
	 ADR are considered a means of crime prevention and a tool for social cooperation and peace in some States, with special emphasis on municipalities operating under the community mediation scheme. 
	 La mediación representa una verdadera opción a la reparación del daño a través del perdón, es un mecanismo ad – hoc que permitirá establecer indicadores de efectividad del procedimiento; 
	 Mediation is a real option to repair the damage through forgiveness, is a ad - hoc mechanism which will allow establish indicators to indicate the effectiveness of the procedure. 
	 Existe una conciencia colectiva sobre la implementación de la reforma relativa a la mediación como una medida garantista y culturizadora reflejada en 14 Constituciones estatales;
	 There is a collective consciousness on the implementation of the reform on mediation as a guarantor and cultured as reflected in 14 state constitutions.
	 Las reformas “integrales estatales” pretenden apoyar significativamente el desarrollo de los MASC. Vgr. Confidencialidad, cosa juzgada, operadores MASC, obligatoriedad procesal conforme al principio del debido proceso;  
	 States “integrate reforms” are intended to significantly support the development of ADR, e.g., Privacy, res judicata, MASC operators, binding under the principle of procedural due process.
	 Existe un desorden legislativo en el proceso de implementación de los MASC en el país;
	 There is a legislative mess in the process of implementation of ADR in the country.
	 Existe una confusión conceptual y procedimental en las leyes MASC vs. Convenciones, leyes modelo internacionales y principios doctrinales representativos y su nomenclatura varía en cada ley; 
	 There is confusion in the conceptual and procedural of ADR laws vs. Conventions, Model laws and international doctrinal representative principles and the nomenclature varies in each law.
	 Las reformas atienden a intereses localistas y no nacionales. Vgr. Certificación y acreditación de instituciones y personas prestadoras de servicios MASC;
	 Reforms serve local interests rather than national. e.g., Certification and accreditation of institutions and persons providing ADR services.
	 La mediación - conciliación carece de un soporte legal en la mitad de los Estados de la República, esto implica que no hay seguridad jurídica, por lo tanto, los posibles acuerdos de MASC no tienen un soporte y se apoyan en otras formulas legales como la convencional o la transacción; 
	 Mediation - conciliation lacks legal support in half of the states in Mexico, this implies that there is no certainty, therefore, possible ADR agreements have no support and are supported by other legal formulas as conventional or transaction.
	 En algunos estados las normas que regulan los MASC se encuentran aisladas y como consecuencia de ello se genera la supletoriedad, y una diversidad de criterios en la interpretación y aplicación de la mediación – conciliación y arbitraje, principalmente en este último en los códigos de procedimientos civiles.
	 In some states the rules governing ADR are isolated and consequently generates the supplementary, and a variety of criteria in the interpretation and application of mediation - conciliation and arbitration, particularly the last one in the Procedural Civil Code.
	 Existe una tendencia desunificadora que genera el conflicto de la “Judicialización de los MASC”, reproducen las tendencias, las características y los defectos de nuestro sistema judicial en la instrumentación de los procedimientos MASC.
	 There is a disunite tendency that generates the conflict of the "Judicialization of ADR", reproduce the trends, characteristics and shortcomings of our judicial system in the implementation of ADR procedures.
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	1. Introducción
	El derecho de los ciudadanos a participar en asuntos públicos como individuos o a través de organizaciones como partidos políticos y agrupaciones civiles es un  principio fundamental de la democracia.
	Actualmente se han incrementado las asociaciones de la sociedad civil, como respuesta a una variedad de pretensiones, finalidades y objetivos que busca la misma sociedad civil, y coadyuvadas con la facilidad de incluir a los medios de comunicación en sus solicitudes, y con esto “obligar” de cierta manera a las autoridades a dar respuesta a una problemática determinada, mediante la realización de actividades como bloqueos de avenidas, protestas frente a oficinas gubernamentales, etc.; actividades que si bien ya se han venido realizando desde tiempo atrás, ahora se puede ejercer una mayor presión de buscar soluciones más rápidas y/o efectivas mediante la presión que se ejerce por medio de los medios de comunicación, los mismos ciudadanos que realizan la petición y el resto de la ciudadanía al dar seguimiento y emitir su opinión por medio de los medios de comunicación.
	Las autoridades se ven presionadas a definir una problemática determinada como crisis de la sociedad civil, toda vez que deben subir el tema a su agenda política, para poder así, dialogar con las partes afectadas o solicitantes de una solución o respuesta, y negociar una posible solución. El derecho de los ciudadanos a participar en asuntos públicos como individuos o a través de organizaciones como partidos políticos y agrupaciones civiles es un  principio fundamental de la democracia.
	Los ciudadanos que participan en las organizaciones de la sociedad civil, promueven la participación, la recepción del gobierno y la rendición de cuentas, dan una voz a los sectores menos representados, y ayudan a fijar la atención de la sociedad hacia una variedad de temas importantes, generalmente gracias y con gran apoyo de los medios de comunicación que se convocan para dar publicidad y ser un medio constructivo para dar a conocer a toda la sociedad las demandas de este determinado grupo.
	Al propiciar la inclusión de la sociedad civil por medio de la participación ciudadana en las políticas públicas a favor del bienestar colectivo se favorece la democratización de las Instituciones. La transición a un sistema de democracia plena reclama hoy en día no solamente una democracia representativa, sino además debe agregarse la participación ciudadana directa, y que por medio de esta participación lograr incluir sus problemas, proyectos, iniciativas, etc. en decisiones fundamentales que favorezcan a la colectividad en general.
	La sociedad como contrapeso al gobierno requiere mecanismos que le permitan desarrollarse. Como señala Benjamín. R. Barber “los liberales han usado a la sociedad civil como una medida de precaución ante la voracidad de los gobiernos”. Sin embargo para esto la sociedad civil requiere mecanismos de participación ciudadana que le permitan  llevar a cabo dicho objetivo. El Estado debe desarrollar espacios en donde las organizaciones de participación ciudadana puedan auxiliar en la actividad gubernamental.
	Las acciones de la sociedad civil tienen un impacto directo y cotidiano en las condiciones de vida de la población y es por eso que se requiere contar con una sociedad participativa, demandante de sus necesidades y al mismo tiempo contar con  ciudadanos que estén dispuestos a participar en las decisiones, vigilar y evaluar el desarrollo y desempeño del gobierno, poco a poco nuestras comunidades se encuentran exigiendo mayor información, mayor participación, es decir una inclusión en la toma de decisiones gubernamentales. 
	El filósofo Michael Walzer, en un lenguaje cotidiano, denomina a la sociedad civil como “el espacio de asociación humana no coercitiva y también el entramado de redes basadas en la relación (formadas por la familia, la fe, el interés y la ideología) que ocupan ese espacio”. 
	Entendiendo a la sociedad civil,  como un conjunto de Grupos organizados (excluyendo al gobierno, el sector privado y los partidos políticos) que representen una gran variedad de intereses y vínculos alrededor de los cuales los ciudadanos se organizan voluntariamente para lograr un objetivo común. 
	2. La participación ciudadana
	En la década de los noventa cuando la liberación política, el fortalecimiento de sistema de partidos, el lento tránsito hacia la configuración de un régimen político democrático-participativo se fueron desarrollando, favorecieron el resurgimiento de la sociedad civil en el ámbito local,  con el establecimiento del Instituto Federal Electoral como Organismo encargado de promover la participación ciudadana por medio del voto para elegir a sus representantes y/o autoridades, la transparencia de sus procesos, se pudo ir, poco a poco, cambiando la perspectiva de la participación ciudadana, al ejercer el poder ciudadano y elegir democráticamente a sus representantes, es la ciudadanía quien ejerce su soberanía y toma la decisión de quien desea que la gobierne, la ciudadanía demuestra que si no se cumplen sus expectativas y si no satisfacen sus necesidades, se buscarán nuevas soluciones, independientemente del partido en el poder en su momento.
	La búsqueda de un espacio en donde la sociedad pueda convivir y participar junto con el Gobierno para la toma de decisiones que incidan en políticas públicas para el beneficio de la colectividad en general, sin duda alguna, ha sido uno de los principales temas estudiados por parte de los teóricos político-sociales. 
	Históricamente, las Organizaciones de la Sociedad Civil han sido un componente esencial de una democracia saludable ya que sirven como la vía esencial entre el Estado y sus ciudadanos, porque al Estado le preocupará resolver la problemática de su ciudadanía, cuando esta sea transmitida y/o divulgada a través de los medios de comunicación. La sociedad civil ha entrado a la escena política con comentarios, críticas propuestas, manifestaciones y servicios, que no siempre son utilizados por los partidos políticos.
	Las Organizaciones de la sociedad civil pueden girar en torno a casi cualquier actividad y tema a fin de apoyar activamente y generar un cambio o simplemente para debatir sobre el mismo entre los miembros, la negociación que nos ocupa es aquella que se suscita entre el gobierno o autoridad y las organizaciones civiles o la sociedad que pueden tratar de promover ciertas posturas en política pública o brindar servicios a las personas menos asistidas o simplemente resolver alguna problemática dentro de su entorno, y para lo cual realizan actividades “de protesta”, llámese bloqueos de calles y avenidas, conferencias de prensa,  instalación de pancartas o mantas en espacios públicos o fuera de oficinas gubernamentales, y para lo cual se ayudan con la “disponibilidad” de los medios de comunicación de actualmente cubrir cualquier nota donde la ciudadanía participe.
	Con la definición de un modelo o procedimiento establecidos de negociación, se pueden crear las bases para en todos los problemas que se susciten entre la ciudadanía y sus autoridades, y que originen el descontento de un grupo determinado de la sociedad, o de la sociedad en su conjunto, se podrá dar solución participativa más efectiva, por medio del dialogo, buscando una solución en conjunto satisfactoria, tanto para el gobierno o quien ostente el poder en determinado momento y la ciudadanía que solicita solución a sus situaciones, sean estas de cualquier índole.
	Los gobiernos necesitan establecer en primera instancia consejos ciudadanos para propiciar la participación de personas y de representantes de agrupaciones o asociaciones de los sectores social, privado y académico en los consejos de estos organismos, porque éste acto es una reivindicación por parte del Estado hacia los diversos movimientos sociales que luchan por prerrogativas y derechos de la ciudadanía vinculados a diversas esferas de la vida pública tales como la seguridad, la educación, el desarrollo urbano, la solución de conflictos laborales, la asistencia social, etc.   
	El Estado de esta manera se puede comprometer a transformar sus aspiraciones, proyectos y valores que apunten a la democratización en políticas públicas que favorezcan a la sociedad en general. El panorama a crear será un lugar en donde se propicie la negociación, no basta reconoce a las asociaciones, movimientos, grupos de interés; hay que buscar ir más adelante legitimar y legalizar las relaciones entre el Estado y la sociedad civil para poder realmente dar pasos hacia una democratización de nuestras instituciones. “Es indispensable abrir nuevos causes a la energía social, y crear instrumentos de democracia participativa  que permitan una mayor comunicación entre la ciudadanía y los poderes del Estado”. 
	Reivindicar a los ciudadanos, fortalecer los vínculos que se establecen entre las personas y su pertenencia a una comunidad. Son conceptos claves que el  Estado no debe olvidar y deberá tomar como base para iniciar con la procuración de los medios necesarios para una verdadera participación ciudadana, la cual cuente con los medios necesarios que propicien su desarrollo y fortalezcan la idea de pertenecer a nuestra sociedad.    
	Mediante la implementación de la negociación política entre los ciudadanos organizados por y para dar solución a una determinada problemática, y los actores en el poder político en determinado momento se pueden desarrollar soluciones efectivas y rápidas para resolver las crisis de la sociedad civil que son tratadas o deben ser resueltas, después de su inclusión de la agenda política de la autoridad a la que se le solicita.
	Los gobiernos en México han realizado un gran esfuerzo actualizando sus leyes en materia de Métodos Alternos de Solución de Controversias (MASC), incluyendo la mediación y la negociación como elementos pacíficos de resolver controversias, y se han creado centros comunitarios de aplicación de los MASC, pero para conflictos de índole individual, y dado que quién ha participado con mayor énfasis en la cultura de paz es el Poder Judicial, por lo que resulta que el principal vínculo de la sociedad con los MASC es una derivación judicial a su uso, es por ello, que los métodos alternos son principalmente utilizados por individuos y no por colectividades conflictuadas por un asunto de su vida comunitaria.
	Sabemos que no siempre son escuchadas las problemáticas de la sociedad civil, y por esto la ciudadanía en ocasiones se ve dirigida a crear una especie de “crisis social”, mediante la realización de protestas públicas, con el objetivo de hacerse escuchar tanto por las autoridades como por el resto de la sociedad. Sabemos que las negociaciones que realiza la sociedad civil con los gobiernos no siempre son soluciones pensadas y de beneficio para las partes y mucho menos logran incidir en políticas públicas que permita el desarrollo de la colectividad en general, generalmente se debe esto a que se busca solucionar de momento la crisis o problemática, sin tener un procedimiento definido de negociación donde las partes puedan dialogar y buscar una solución de beneficio tanto para ambas, como para la sociedad en general.
	Por lo tanto el problema que se nos presenta es definir cuáles son los elementos que debe considerar el Estado para aplicar la negociación política en casos de conflictos con la sociedad civil. Ante esta perspectiva se presentan alternativas a observar en la negociación política, como son: la naturaleza del conflicto político, el manejo del poder, el bien común, y el papel del Estado como negociador y parte.
	Con la creación de nuevos movimientos sociales o agrupaciones de la sociedad civil, y su diversa relación e interacción con los organismos de poder, se busca crear nuevas propuestas de participación, en donde la ciudadanía pueda por medio de la aplicación de mecanismos alternos de solución de conflictos, especialmente con la implementación de una negociación definida por bases definidas, poder discutir sus conflictos y negociar con las autoridades soluciones viables, rápidas, más efectivas y más justas para las partes. 
	El resurgimiento de la sociedad civil corresponde a un último proceso que se encuentra en formación y constituye, por tanto un fenómeno reciente. “La sociedad civil es también un instrumento vital para limitar el poder de los gobiernos democráticos, vigilar sus potenciales abusos y violaciones a la ley y someterlo al escrutinio público” recordemos que la democracia no es sólo un conjunto de reglas y procedimientos formales sino sobre todo una forma de legitimación del Estado que tiene como base los ciudadanos. 
	La realidad política local actual es un proceso continuo de negociaciones para lograr acuerdos bilaterales o multilaterales entre los diversos grupos de interés, incluido al Estado, quien debe dejar de ser sólo un ente inalcanzable con autoridad rígida, a ser un actor en relación constante con los demás actores que conforman el núcleo social en el que vivimos y así poder hacer una sociedad más democrática y participativa.
	Al aceptarse en la sociedad la diferencia entre lo público y lo privado, y reconocer que el protagonista de la esfera pública es el ciudadano y que este “participa directa o indirectamente en el diseño  El tema de participación ciudadana se ubica en el terreno de la existencia de un poder público que pretende ser expresivo del interés general de la sociedad civil, y de una administración que realiza la orientación establecida por el poder público. 
	La ciudadanía del siglo XXI es cada vez más exigente y demandante, ya que el ciudadano es ahora más educado que en el pasado, no se deja engañar y sabe escoger lo que le resulta más conveniente, le gusta decidir y participara en las decisiones que inciden directamente en su comunidad. 
	Es por lo anterior que buscamos un modelo que nos permita por medio de la negociación alcanzar soluciones que incidan en las políticas públicas y que nos permita situar a los participantes en un una relación de igualdad con el Estado para la toma de decisiones.
	3. La participación en el contexto democrático
	La participación de los ciudadanos en una sociedad democrática tiene diversas formas de manifestarse, desde el sufragio hasta la huelga de hambre. Es importante para los países democráticos escuchar y atender a sus minorías y grupos de ciudadanos organizados, porque en ello estriba buena parte de su legitimidad y su supervivencia.   
	El núcleo de potencial democrático de la sociedad civil según Fernández, radica en la siguiente combinación de factores: Un gobierno que está limitado, controlado y ejercitado en el marco del Estado de Derecho; una economía de mercado que implica un régimen de propiedad privada; una serie de asociaciones libres y voluntarias, y una esfera pública en el que se pueda desarrollar el debate de las ideas.
	Cansino presenta a la sociedad civil como un espacio abierto a la construcción de formas asociativas independientes del control gubernamental. El lugar donde los ciudadanos en condiciones mínimas de igualdad, equidad y libertad, cuestionan y enfrentan cualquier norma o decisión que no hay tenido su origen o rectificación en ellos mismos.
	Si los grupos de poder se construyen en una sociedad democrática tienen mayores posibilidades de supervivencia como grupo, al no estar su cohesión y seguridad en riesgo de sufrir violencia o represión. El Estado de derecho garantiza la libre expresión de demandas y el respeto al grupo como ente con aspiraciones políticas temporales.
	Los grupos de participación habitualmente no tratan de ser incluidos como parte del gobierno, sino obtener concesiones, beneficios, modificaciones en las políticas públicas y rendición de cuentas de la política gubernamental.
	La actividad del ciudadano en lo relativo a su soberanía no es un asunto que se termine en la emisión del sufragio, sino que permanece en el tiempo debido a que la soberanía no pasa a ser posesión del representante, está siempre en manos del individuo, y solo la presta temporalmente por el tiempo que dure el mandato del representante.
	Para Tourainelos movimientos sociales en la democracia son indisociables. Por un lado, si un sistema político no considera a los movimientos sociales sino como la expresión violenta de demandas imposibles de satisfacer, pierde su representatividad y la confianza de los electores.
	Para que un gobierno se legitime como democrático es necesario que atienda a los grupos que actúan colectivamente y busquen en la medida de lo posible resolver aún cuando sea parcialmente sus demandas. Sin embargo tampoco es sano que el gobierno a la menor presión social ofrezca concesiones, porque sería una forma en la que también perdería legitimidad como una institución justa e imparcial.
	“El problema más urgente es dirigir hacia el sistema político las reivindicaciones, las impugnaciones y las utopías que harían a nuestra sociedad más consciente, a la vez, de sus orientaciones y sus conflictos. Sufrimos en casi todas partes una carencia de conflictos, lo que crea un cinturón de violencia en torno a un sistema político que se cree pacificado porque transformó sus reivindicaciones internas en amenazas exteriores y porque está más preocupado por la seguridad, que por la justicia y por la adaptación que por la igualdad. La democracia sólo es capaz de defenderse a sí misma si incrementa sus capacidades de reducir la injusticia y la violencia”. Es en la participación ciudadana donde el gobierno tiene una valiosa oportunidad de reducir las injusticias y las violencia, porque son los intereses sociales más afectados los que se manifiestan, y si se controla la latencia y la explosión del conflicto podremos detener consecuencias dañinas para los ciudadanos e lo individual al no cumplir su misión, para el gobierno al perder legitimidad y para la armonía porque pone en riesgo la paz social.
	4. El Estado como conformador social
	Montesquieu, Rosseau y Locke tienen una gran relevancia histórica por formar parte del pensamiento que llevó a Europa a trascender más allá del poder absoluto de la Monarquía. Los derechos del individuo fueron el motor del cambio social y político; la dignidad y la libertad del ciudadano fueron dotados de un espacio protegido para su expresión. 
	El Estado ha sido analizado desde diversos enfoques y disciplinas, el que nos ocupa es el análisis que considera al Estado como una unidad colectiva o de asociación. “Ésta es una concepción muy antigua porque en la literatura greco-latina se encuentran ya expresada la idea de que la comunidad política es la unión permanente de hombres asociados, encontrándose palabras para designarla como: kononía, societas, res pública y coetus”.
	A lo largo de la historia se ha tratado al estado como un conjunto de hombres asociados, pero un factor presente en todas las etapas de comprensión del Estado es la de que los hombres unidos tienen un fin, que ha sido entendido de diversas formas, desde que su fin es la comunicación espiritual para una comunión espiritual, hasta el bien común. Se entiende que los hombres se unen para algo, y ese algo es un aspecto benéfico a su condición inicial, es decir, que mantenerse unidos es más beneficioso para ellos que mantenerse aislados. Para ello requieren de mutuo apoyo y colaboración, se necesitan los unos a los otros para logran la meta común que es la protección moral y real que provee la unión.
	Existe otra concepción del Estado que nos resulta cercana a la participación ciudadana y es la que comprende al Estado como una institución social.  En donde se concretiza la idea objetiva del bien público temporal de una sociedad humana, como un centro magnético al que vienen a confluir las voluntades de los gobernantes y los gobernados, lográndose una conjunción armoniosa que asegure su perduración indefinida, perduración que se logrará en la medida que se realice la conjunción.
	Es de suma importancia éste aspecto del Estado, debido a que poco a poco las voluntades de los gobernados se han separado de las voluntades de los gobernantes, el crecimiento población y la conformación de las nuevas ciudades como grandes urbes, dificultan el encuentro de ambas voluntades. Si no se logra una comunión armoniosa estaremos en posición de ver cómo el Estado puede perder la batalla de la perdurabilidad, y en la época moderna también aplica a la democracia.
	Hemos presenciado recientemente cambios drásticos en los gobiernos latinoamericanos y se debe fundamentalmente al fracaso en la comunicación entre gobernados y gobernantes. Los ciudadanos reclaman mejor calidad de vida y los gobiernos no han escuchado sistemáticamente dichas necesidades, lo que minó la armonía y llevó a la población a romper con el equilibrio y apostar por cualquier propuesta que tenga intención de escucharlos. Este proceso ha iniciado pero aún faltan países que están en riesgo de quiebra del equilibrio. México no es la excepción, el año 2006 vivimos unas elecciones altamente complicadas por que la población hablo con sus votos, castigó con su voto y está buscando ser escuchada de forma desesperada. 
	México tiene frente a si un complejo escenario, porque debe buscar la forma de re-encontrar el diálogo con sus gobernados y escuchar sus demandas, debe facilitar la participación ciudadana y atender sus demandas para aminorar la crisis de la “armonía” y garantizar la perdurabilidad del Estado tal y como lo conocemos.
	Porrúa explica el fenómeno desde el punto de vista de la modificación del poder, en donde los cambios en el poder pueden darse por dos procesos; evolución o revolución. Ambas acarrean las mismas consecuencias, cambios en la conformación del Estado. Podemos observar en Latinoamérica que el proceso ha sido fundamentalmente por evolución, los gobiernos democráticos han perdido poco a poco su legitimidad por no responder a las necesidades de los ciudadanos y finalmente nos encontramos ante el caso, por ejemplo, de Venezuela en el que une la evolución con la bandera de la revolución y encontramos a un líder o caudillo que legitima sus modificaciones al poder con su única fuente de legitimidad que es el bien común. Maquiavelo mismo apuntaba que para que una revolución tuviera éxito debía estar guiada por el bien común.
	Porrúa también asocia el bien común a la desaparición de los Estados, al afirmar que las causas son la falta de alguno de sus elementos, por tanto, si se perdiera el territorio de un país, si faltara la población, si no existiera un gobierno en funciones o si dejara de buscarse el bien común a cambio del provecho particular de los gobernantes, estaríamos ante la fuerte posibilidad de que el Estado pudiera desparecer.  
	Con lo anterior podemos afirmar que el Estado requiere de los ciudadanos, y que exista armonía entre las voluntades de ambos, actualmente la armonía ha desaparecido, los ciudadanos claman por ser escuchados y el Estado necesita escucharlos a atenderlos para su propia supervivencia. En este aspecto radica la importancia de que la participación ciudadana se presente como una solución real al conflicto y que los canales de comunicación se abran, y fluya la información de forma sana entre gobernados y gobierno. Promover de manera seria la participación de los ciudadanos es una tarea ineludible del Estado actual.
	5. Sociedad civil y Estado
	La esencia de la civilización constitucional moderna, que es el alma de la moderna ciencia política, por su parte, queda hasta hoy contenida, por sus elementos cardinales, en la fijación de “límites de la actividad del Estado” y en la reivindicación de la separación entre actividad social y actividad política, entre esfera pública y esfera privada.
	En el concepto de Estado, fundamento de la ciencia política, dos cosas pueden ser comprobadas con toda seguridad: Que es un concepto, cuya invención teórica no puede ser ajena a una modificación práctica de la sociedad y que resulta un instrumento inservible y hasta generador de confusiones cuando se le transforma en el fundamento de la ciencia política y de la historia del pensamiento político.  
	El estudio del pensamiento político llevado a cabo sobre la base de la noción del Estado, no puede evitar la identificación de aquellas connotaciones de las formaciones políticas pre-modernas que permiten agruparlas bajo un único concepto eminentemente moderno.  Sin sociedad civil no existe un verdadero Estado democrático. 
	En términos clásicos la sociedad civil es definida como el conjunto de aquellos grupos de intereses laborales, económicos, políticos, etc., respecto de los cuales el ciudadano se vincula y desvincula libremente.
	“En su significado contemporáneo, sociedad civil alude a un conocido fenómeno social: el creciente número y la visibilidad pública de diversos tipos de asociaciones de ciudadanos que, haciendo uso de recursos simbólicos y materiales, capacidades organizacionales y afinidades emotivas y morales, actúan colectivamente a favor de alguna causa y persiguen algún interés material o simbólico situándose fuera del sistema político y sin seguir la lógica del mercado”. 
	Podemos observar como la idea de una nueva definición de roles en la relación Estado-sociedad es un concepto básico para que nos lleva sin lugar a dudas al fortalecimiento de los movimientos sociales por medio de la participación ciudadana quien servirá como un agente para el cambio. 
	La sociedad civil después de la segunda guerra mundial fue estudiada por Pérez Díaz quien sugiere una formula sencilla de: A mayor Estado menor sociedad civil y a menor Estado mayor sociedad. “La sociedad civil esta compuesta de instituciones no gubernamentales suficientemente fuertes como para contrarrestar al Estado, aunque no impidan al mismo cumplir con sus funciones de garantizar la paz y ser árbitro de intereses fundamentales”.
	En México el concepto de sociedad civil ha tenido que usar como sustituto moderno y aceptable de la noción de pueblo. Sin embargo, podemos darnos cuenta que dicho concepto lo ha limitado a algunos grupos de organizaciones no gubernamentales y a algunos grupos de ciudadanos que luchan por la democracia.  La idea de organismos civiles es el concepto más reciente de los intentos por construir un nuevo lenguaje en el campo de la sociedad civil mexicana.
	La sociedad civil es y tiene relación con todo su entorno, es quien indirectamente, marca las pautas de su propia existencia (por medio de la elección de nuestros representantes, las denuncias de nuestras problemáticas y la aprobación o no de las decisiones de las autoridades), por lo cual teniendo una diversidad de componentes, ya que esta constituida por personas de diversa índole social, con características propias y de identidad según el entorno social inmediato que las rodea y su propia historia;  es necesaria la necesidad de considerar modelos de negociación para tratar los conflictos que originan la relación Estado-Sociedad.
	6. Acciones de la sociedad civil
	El derecho de los ciudadanos a participar en asuntos públicos como individuos o a través de organizaciones como partidos políticos y agrupaciones civiles es un  principio fundamental de la democracia. 
	La participación ciudadana es sumamente importante, ya que dentro de un contexto en el que se permita colectivamente tomar decisiones, son y serán los ciudadanos quienes resolverán sus propias problemáticas, al coadyuvar, impulsar, y exigir a las autoridades la resolución de las mismas, llevando esto, paulatinamente y como resultado de la aparición y exigencia del reconocimiento de diversos derechos, sean sociales, civiles, políticos, económicos, culturales, etc.; a la búsqueda de una sociedad democrática, participativa y deliberativa. 
	Los ciudadanos que participan en las organizaciones de la sociedad civil, promueven la participación, la receptividad del gobierno y la rendición de cuentas, dan una voz a los sectores menos representados, y ayudan a fijar la atención de la sociedad hacia una variedad de temas importantes, en ocasiones con apoyo de los medios de comunicación  que se convocan para dar publicidad y ser un medio constructivo para dar a conocer a toda la sociedad las demandas de este determinado grupo e impulsar la búsqueda de soluciones.
	Históricamente, las organizaciones de la sociedad civil  han sido un componente esencial de una democracia saludable ya que sirven como la vía esencial entre el Estado y sus ciudadanos, ya que al Estado le preocupara resolver la problemática de su ciudadanía, cuando esta sea transmitida y/o divulgada a través de los medios de comunicación. La sociedad civil ha entrado a la escena política con comentarios, críticas propuestas, manifestaciones y servicios, que no siempre son utilizados por los partidos políticos.
	Las organizaciones civiles pueden girar en torno a casi cualquier actividad y tema a fin de apoyar activamente y generar un cambio o simplemente para debatir sobre el mismo entre los miembros, la negociación que nos ocupa es aquella que se suscita entre el gobierno o autoridad y las organizaciones civiles o la sociedad que pueden tratar de promover ciertas posturas en política pública o brindar servicios a las personas menos asistidas o simplemente resolver alguna problemática dentro de su entorno, y para lo cual realizan actividades “de protesta”, llámese bloqueos de calles y avenidas, conferencias de prensa,  instalación de pancartas o mantas en espacios públicos o fuera de oficinas gubernamentales, y para lo cual se ayudan con la “disponibilidad” de los medios de comunicación de actualmente cubrir cualquier nota donde la ciudadanía participe.
	El objetivo de las organizaciones de la sociedad civil es el de reivindicar luchas o demandas parciales de grupos particulares y generar  una fuerza transformadora del poder, ya que el poder es una estrategia relacional que nos envuelve a todos, y al ser un grupo determinado quien saca a la luz su problemática particular, esta misma se convierte paulatinamente a través de la información y el impulso que le da la sociedad, en una problemática social que ya no solo afecta a determinado grupo, sino a la sociedad en su conjunto, y quizá no como objetivo manifiesto sino como fin último pretenden transformar a la sociedad en al conocer, apoyar, tolerar e incluso legitimar sus propuestas.
	Nos señala Robert Dahl en su guía para los ciudadanos, la importancia de las organizaciones independientes para poder controlar al Estado, esto por medio de la participación de los ciudadanos. Menciona que las organizaciones independientes y la sociedad organizada ayudan a refrenar a la jerarquía y la dominación.
	La participación ciudadana tiene varios enfoques desde la participación ordenada que ya tiene canales establecidos, hasta la desordenada que es donde ubicamos la necesidad de negociar políticamente. Es aquí donde se considera que mediante la implementación de la negociación política entre  los ciudadanos organizados por y para dar solución a una determinado conflicto, y los actores en el poder político en determinado momento se pueden desarrollar soluciones efectivas y rápidas para resolver las inquietudes ciudadanas.
	7. Tipos de acciones
	Los ciudadanos tienen diversas vías para lograr incidir en alguna política pública que afecte su área de influencia personal, lo puede hacer de manera individual o también puede agruparse para fortalecer su postura ante el gobierno.
	Dienel menciona algunas formas de participación que pueden ser utilizadas por los ciudadanos, la administración, el parlamento, los partidos políticos, el plebiscito, las comisiones asesoras y los movimientos de iniciativa ciudadana.
	La administración es la organización que forma parte del Poder Ejecutivo que está especializada en alguna materia que afecte directamente al ciudadano, éste puede presentarse ante la administración individualmente y solicitar ser atendido por los canales previstos para ello. Muchas organizaciones están preparadas para retroalimentarse con las necesidades ciudadanas y es capaz de reaccionar y actuar ante ellas, en la medida de lo que la norma administrativa les permita ejercer, así como el nivel de flexibilidad de la organización. 
	El voto es la forma de participación en los congresos o parlamentos y también en algunos casos, en el poder ejecutivo. También el ciudadano puede participar como elemento activo del poder electo, es decir como diputado, senador, gobernador, alcalde, o presidente, según sea el caso. De ésta manera al estar muy cerca de la toma de decisiones puede tomar de las necesidades ciudadanas la iniciativa para incidir en las políticas públicas o en las leyes. Los partidos políticos ofrecen muy diversos niveles de opciones de participación, según sea el nivel jerárquico en que participe el ciudadano dentro del partido, conforme más alta sea su jerarquía estará en mayor disponibilidad de traducir las necesidades ciudadanas en proyectos de ley o modificaciones a las políticas públicas. El plebiscito es una forma directa de participación ciudadana que no implica la asistencia periódica a ninguna organización ni su pertenencia directamente como es el caso de los partidos políticos. Se nos presenta generalmente como una votación por escrito, sin embargo aunque es de gran utilidad es muy pobre su utilización, porque conlleva un gasto para su organización y un costo político en contra del gobierno en caso de que la población repruebe alguna política propuesta por él.
	Los consejos consultivos están formados por intereses organizados que se reúnen de forma periódica. Su composición está vinculada a los grupos de interés y no en ciudadanos individuales, es decir, el consejo está formado por sub-grupos de poder dentro de la sociedad que buscan tener injerencia en las políticas públicas que les atañen. Por tanto, los ciudadanos pueden participar si previamente forman parte de algún grupo de presión. 
	Por otro lado, Anduiza menciona como formas de participación además de las anteriores; el participar en manifestaciones o actos de protesta, el boicotear determinados productos por razones, éticas, polacas o medioambientales, desobedecer una ley por razones políticas o éticas, contactar con los medios de comunicación o con los representantes políticos por cuestiones públicas o portar distintivos con contenido político. 
	Lo ciudadanos podemos utilizar cualquiera de las opciones anteriores en diferentes maneras, intensidades y frecuencias. Es decir un ciudadano puede votar cada tres años, pero mandar una carta a un periódico cada año o asistir a las juntas de un comité de mejora cada mes.
	La participación depende de muchos factores como es la edad, el sexo, la escolaridad, la zona de residencia, entre otros. Cuando una acción impacta negativamente en los ciudadanos, éstos tratarán de hacer notar su molestia y posteriormente tratarán de incidir en la toma de decisiones de políticas públicas que lo están afectando.
	Cuando los ciudadanos agotan sus cauces naturales y se enciende un conflicto social y político, es necesario que el Estado esté atento y atienda las necesidades de la comunidad, un elemento de manejo del conflicto es la negociación política que ha sido poco explorado por el gobierno mexicano, porque no ha especializado algún área gubernamental para su incorporación como política pública de reacción inmediata, con preparación para el tipo de conflicto.  
	8. Acción individual versus acción colectiva
	La sociedad actual cuenta con una gran organización que gobierna a los ciudadanos y es complejo y amplio en funciones y acciones. Sin embargo en ocasiones dicho aparato gubernamental no funciona con suficiente efectividad, los ciudadanos sufren continuamente en su vida cotidiana molestias ocasionadas por decisiones de gobierno equivocadas o por la ausencia de éstas.
	El ciudadano trata entonces de ser escuchado y de que se atienda su particular necesidad, pero una voz de ahoga entre toda la actividad política y administrativa del Estado. Pero cuando éste ciudadano encuentra a otros con la misma necesidad y es capaz de formar un grupo unido y con intenciones de seguir en su lucha por influir, iniciará una acción colectiva de grupo de poder. Las condiciones para que el grupo tenga éxito son muchas, algunas estarán al alcance del grupo, como mantener la cohesión y organizarse jerárquicamente, pero algunos factores escapan a su control, como lo es un cambio en la paridad cambiaria, una firma de un tratado internacional, una coyuntura histórica, la atracción de los medios de comunicación.
	Un individuo no puede fácilmente lograr acercarse a las toma de decisiones de gobierno y menos aún podrá lograr que su asunto particular llegue a la “agenda política”. Para acercarse a dicha meta necesita poder, y el poder se lo da la cohesión y la capacidad de movilidad de un grupo. El grupo de ciudadanos organizados trata entonces de incidir en alguna decisión gubernamental y es capaz de aprender y tener conductas repetitivas. 
	Olson afirma tras una investigación que los grupos que tienen acceso a incentivos selectivos, probablemente actuarán con mayor frecuencia de manera colectiva para obtener bienes colectivos, que los grupos que no disponen de tales incentivos. Además es más probable que los grupos reducidos emprendan una acción colectiva en comparación con los grupos más numerosos. Es decir, que si un grupo logra obtener beneficios para su organización debido a su presión, repetirá su conducta y actuará de forma colectiva nuevamente para lograr acceder a la toma de decisión o a la implantación de políticas públicas.
	9. Conflictos políticos
	Las condiciones para que se dé el desarrollo democrático podrían ser, la libertad, la cultura participativa, la efectiva posibilidad de participar, la educación popular, la disponibilidad de información y la satisfacción razonable de las necesidades materiales, y al no satisfacerse en parte, cualquiera de estas condiciones se crean las condiciones para el desarrollo de los conflictos políticos dentro de un determinado contexto social.
	Los conflictos de todo tipo, incluyendo los sociales y políticos,  tienen diversas causas y consecuencias, dependiendo de sus características de tiempo, espacio, objetivos, etc.  
	La importancia de señalar los conflictos como componentes de lo político, se da en que generalmente los conflictos son generadores de cambios, si bien, no es posible siempre atacar o eliminar las raíces o causas de un conflicto en particular con algunas soluciones, si se puede reglamentar los conflictos, es decir se pueden establecer límites a los mismos. Cuando los conflictos se plantean entre quienes gobiernan y los grupos de la población, este se convierte en político. 
	10. Negociación como resolución pacifica
	La negociación es utilizada en todos y cada uno de los aspectos de la vida; Negociamos a todo nivel y dentro de cualquier contexto social, en la familia, la escuela, el trabajo y aún más en la política.
	La negociación es lo que ocurre cuando dos grupos tienen intereses en conflicto pero también tienen una zona de posibilidades donde las diferencias pueden resolverse. Si bien es posible que a través de la negociación los grupos puedan resolver sus diferencias y acordar los pasos a tomar, el ponerse de acuerdo no es parte inherente de la negociación. Por el contrario, negociar es simplemente poner los intereses sobre la mesa. La negociación es una búsqueda diaria y permanente, la clave para lo cual es la preparación.
	La negociación  se basa en un acto colaborativo, basado en intereses y necesidades comunes a las partes, los cuales son los factores que definen el conflicto. La negociación consiste en la existencia de un  método, técnica, o pasos que ordenan el pensamiento humano y le permiten al negociador diseñar y crear inicia cuando en un conflicto político tenemos por un lado a la sociedad y por el otro al Estado, las estrategias en razón del movimiento, de las circunstancias y del tipo de problema, nos sobrepasan de una negociación común, porque esta es una negociación abierta a la opinión pública y con el peso del poder civil y del poder gubernamental frente a frente. 
	El negociador requiere el conocimiento de técnicas de autocontrol y liderazgo para mantener bajo control a las partes, porque ambas tienen un manejo de poder muy alto y si la negociación se sale de control y la escalada de violencia se encuentra elevada, nos encontraremos ante un escenario que puede ser un levantamiento armado en el peor de los casos, o el rompimiento de negociación y la utilización de vías violentas para resolver su conflicto. Por lo que una negociación llevada a buen término puede ser un elemento pacificador de una acción de la sociedad civil.
	La negociación en sí misma es una herramienta probada para dirimir conflictos, lo interesante. 
	La preparación es el componente más importante de una negociación por que es algo que está bajo su control. Una vez que entren a la sala, el proceso dinámico ya no estará bajo su control.
	Las negociaciones pueden generar enormes expectativas por lo que una negociación fracasada puede tener un altísimo costo para todas las partes. Es prudente negociar de antemano cómo llegar a un alto en las negociaciones si se observa que éstas fracasarán.
	Ambas partes deben tener la misma capacidad de tomar decisiones. Asimismo, tener amigos en ambas partes de la mesa de negociación puede reducir la tensión y aumentar la posibilidad de un acuerdo. Antes de iniciar las negociaciones,  es importante señalar una agenda, ya que el orden de la agenda puede afectar las negociaciones, especialmente si el público se entera.
	En política, el entorno y las presiones externas afectan fuertemente el curso de una  negociación. No se trata de negociar la compra de un automóvil. Su negociación podría depender del calendario electoral, por ejemplo. Una vez que la fecha transcurre, la coalición ya no es de utilidad.
	La mayoría de nosotros no pensamos en nuestros intereses, sino más bien en la postura que tenemos con respecto a cierto tema. Esto limita nuestra capacidad de negociar y llegar a acuerdos que nos permitirán desarrollar el futuro - junto con nuestra contraparte.
	En algunas ocasiones, un tercero, que goce del respeto de ambas partes, puede moderar las exigencias y actitudes de los grupos en la negociación. Las garantías son fundamentales para cualquier negociación ya que si en algún momento una de las partes considera que la otra no está cumpliendo con el acuerdo, habrá una forma de apelar o manejar la situación. Los mediadores son de gran ayuda en ese caso.
	Siempre se debe empezar y terminar una negociación leyendo y firmando un documento de las áreas que han acordado y pactado.
	Una negociación representa en gran medida el ceder por ambas partes determinadas cuestiones sobre las que cada una tiene un poder en especifico, en eso se basa la negociación, en intercambiar pequeñas partes del poder que tiene cada uno.
	11. El poder
	El poder constituye el tener más influencia, fuerza, dominio o facultades sobre determinada cosa o cuestión, es el poder de decisión. 
	El poder político es una consecuencia lógica del ejercicio de las funciones por parte de las personas que ocupan un cargo representativo dentro de un sistema de gobierno en un país. Por ello el poder político se identifica en sistemas democráticos con el poder Ejecutivo y legislativo de un país, mientras que el tercer poder del Estado, el poder judicial está dentro de un esquema distinto ya que su legitimidad no está sostenida por el voto del pueblo como los otros dos poderes, si no por el fiel cumplimiento del ejercicio de sus funciones.
	El poder político es legítimo cuando es elegido conforme a las leyes del país (Constitución). En países democráticos tiene como sustento la legitimidad otorgada por el pueblo por medio del voto popular (Elecciones). El poder político es abusivo cuando se excede en el ejercicio de sus funciones, avanzado en materias que está dentro del ámbito de los otros poderes. 
	Por otro lado, la ciudadanía también ejerce un poder importante porque tiene la capacidad de quitar legitimidad a su contraparte, legitimidad que es la misma fuente de su poder; y además puede interferir en la vida cotidiana de la comunidad, realizando actos de manifestación de su fuerza, desde una simple caminata silenciosa, a el levantamiento armado o rebelión  en última instancia, gobiernos que no han vivido guerras en sus últimas décadas suelen quitar importancia al poder de la ciudadanía, pero los países cuyas ciudadanías han derribado gobiernos, han realizado guerras civiles no dudan en tomar con reservas y cuidado las necesidades sociales. Especialmente los gobiernos latinoamericanos han tenido oídos sordos a los llamados de su sociedad, hoy en día, Latinoamérica es un caldo de cultivo para graves conflictos sociales, la calidad de vida se ha mermado al grado de que a la población no le interesa ni la democracia ni el deber ser. 
	Es necesario escuchar el ruido social y como gobiernos resolver los conflictos y mantener a la población en latencia cero, porque un conflicto menor social puede elevarse y enardecer a la sociedad, lo que no convendría al Estado. 
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	1. Introducción
	Un enfoque para el manejo de conflictos son las negociaciones basadas en el consenso. Éstas constituyen una respuesta a las desigualdades y a la falta de sostenibilidad de los enfoques más confrontacionales. Los tipos de negociación basada en el consenso incluyen la solución del conflicto, el manejo alternativo de conflictos, la solución alternativa de disputas (MASC), la negociación por principios y la transformación del conflicto (Fisher, 1992). El objetivo de todas estas negociaciones es generar acuerdos y resultados que puedan ser aceptados por las partes en conflicto con un nivel mínimo de compromiso o compensaciones. Como indica muy acertadamente Di Rosa (2002), si la justicia actúa en virtud de una referencia moral que exige el respeto del derecho (legalidad) y de la equidad, la mediación se fundamenta esencialmente en la búsqueda de un equilibrio que se puede construir fuera del derecho (legitimidad), y liberarse, así, de una noción genérica de equidad y tener un contenido más instrumental, en relación con los valores y los intereses de las personas en conflicto. Esto significa que al carácter universal y Estatal de la justicia, la mediación propone los principios de acción particulares y societarios.
	La mediación se inscribe, pues, en una relación horizontal, de relación entre ciudadanía, en la que la solución se construye de forma autónoma, mientras que la justicia sacraliza las relaciones verticales de poder entre la autoridad judicial y los sujetos, que son las definidas en los textos normativos. 
	Cuando los individuos de una sociedad en su conjunto aceptan normas, reglas, convenciones, asertos o cualquier otra forma de definición de algo que la gran mayoría incorpora a su propia historia aceptándolo tal como se lo define, sea ello construcción de algo físico o mental. Y la construcción social de la realidad, independientemente de los códigos con que definamos eso que para todos nosotros es verdadero, es justamente el acuerdo de la mayor parte de los habitantes del mundo de que eso que definimos es la verdad y  es una realidad aceptada por nosotros. 
	2. Concepto de Mediación comunitaria
	La mediación social y comunitaria puede ser entendida de diversas formas. En el seminario de mediación social realizado bajo el marco de la Unión Europea, Wieviorka (2000) señaló que, en el ámbito europeo, el término designa varias interpretaciones. En primer lugar se refiere a la tentativa de solucionar un conflicto interpersonal o de la sociedad. Se trata de problemas puntuales. En este caso aparece como una técnica de resolución de conflictos que consiste bien en la introducción de nuevos modos procedimentales o bien en el desarrollo de mecanismos presentes en los procesos judiciales tales como el arbitraje. Puede incluir prácticas orientadas a hacer participar a la población en la solución de sus conflictos como miembros de la sociedad de manera que mejore su sociabilidad cotidiana. En segundo lugar la mediación puede entenderse como un proceso de renovación de las formas de participación en las democracias. La cuestión central, entonces es la formación de comités entre los diferentes niveles administrativos y entre la administración y los ciudadanos. En Suecia, Dinamarca y Finlandia, la mediación, en el marco de la ciudad, se basa, en gran parte, en el proceso de descentralización que ha abierto un gran debate sobre las nuevas formas de participación en las democracias locales. Nató, Rodríguez y Carvajal (2005) señalan que, al igual que en otros países, en la Argentina se han desarrollado en los últimos años los Métodos de Resolución Pacífica de Conflictos y la mediación, en el marco de estos métodos,  se presenta así como un instrumento significativamente útil en la aspiración de construir una democracia más completa en el marco del pluralismo.   
	En tercer lugar se entiende la mediación como una forma de aprendizaje, es decir la formación y el conocimiento sobre la cultura de resolución pacifica de conflictos. De acuerdo con Iannitelli, Llobet y Tejero (1996) cuando hablamos de mediación comunitaria, nos estaríamos refiriendo a lo que podríamos llamar estrategias de cultura de mediación, esto es la formación de una cultura política ciudadana como procesos mediadores que hay que singularizarlos. Y para ello es importante desde una posición mediadora, la necesidad de un tiempo común (tiempo perdido por lo general). Tiempo común, entendido como disponibilidad de unos para otros, es la búsqueda de una experiencia común. Tengamos en cuenta que la vida en común es un constante intercambio de voces y de expresiones – y de silencios, también- que constituyen en definitiva la experiencia lingüística de una comunidad y el criterio último de lo que es significativo.
	Sin embargo, el trabajo en conflictos sociales, públicos o interculturales nos ha revelado que no toda concepción de la Mediación es adecuada o suficientemente comprehensiva en cuanto a las múltiples temáticas a abordar para desde allí contribuir en la transformación de las relaciones sociales. Nos encontramos así con una definición de Six que es, a nuestro modo de ver, la base desde la cual trazar una perspectiva en cuanto al modo de pensarla y actuarla con estos objetivos: él se refiere a ella como “...un espacio de creatividad personal y social, una realización de ciudadanía” (Six, J-F. 1997). 
	Entendiendo el ejercicio de la ciudadanía como el resultado de complejos procesos en los que estarán necesariamente presentes el conflicto y la confrontación, es preciso propiciar el diálogo social. Este diálogo seguramente tendrá momentos de consenso y de conflicto, aceptando que el consenso no supone la unanimidad sino “un proceso de compromisos y convergencias en continuo cambio entre convicciones divergentes” (Sartori,  2001). En tanto la Mediación se propone facilitar este diálogo, podemos considerar que es un instrumento inestimable en este propósito. 
	Por otra parte, la caracterización del escenario en el que se ejerce la ciudadanía, esto es, la ciudad, nos revela  la multiplicidad de temas por abordar en tanto es en ella, como señala Jordi Borja (2001),  en la que se dan los intercambios en los que confluyen diversidad de actividades y de grupos, es decir, se despliega la densidad de las relaciones sociales. Asimismo es el lugar de civismo, donde se dan procesos de cohesión social y se verifican los de exclusión, de pautas culturales que estarán presentes en los comportamientos colectivos, de identidad que se expresa material y simbólicamente en el espacio público y en la vida ciudadana. Es también donde  los ciudadanos se realizan mediante la participación en los asuntos públicos, la ciudad es, en definitiva, el  lugar de la política. (Borja,  op.cit.). 
	La mediación puede ser una técnica de resolución de conflictos. Pero interpretarla de esta única manera es continuar la conceptualización del conflicto como algo que perturba el equilibrio social. El conflicto es una oportunidad para el cambio y la mediación, como proceso para la gestión participativa y pacífica de los conflictos puede ser una condición para mejorar las relaciones sociales, Di Rosa (2002). En este mismo sentido en las Jornadas europeas de Mediación comunitaria celebradas en Barcelona en  2003 se señalaron como objetivos de la mediación comunitaria:
	- Incrementar la participación ciudadana en la gestión del sistema democrático.
	- Elevar el grado de responsabilidad de la ciudadanía.
	- Favorecer la cultura del pacto, apoyando la cooperación en lugar de la confrontación.
	- Generar canales que permitan la participación de la ciudadanía en la gobernabilidad de la ciudad.
	- Preocuparse por la transversalidad de las acciones dirigidas a la gestión de los conflictos comunitarios.
	-  Potenciar sinergias fruto de la colaboración entre las organizaciones ciudadanas y la administración.
	- Desarrollar políticas específicas de promoción y desarrollo de la mediación comunitaria.
	No se trata, por tanto, de una mera instrumentación de las técnicas de comunicación y negociación para la resolución de conflictos colectivos, sino de toda una estrategia de intervención social en donde el fomento de canales y, en definitiva, su inclusión en las políticas sociales, definen de forma más precisa su concepto. 
	Puntes y Munne (2005) indican que un conflicto comunitario mal gestionado o mal resuelto puede provocar consecuencias negativas, a veces poco previsibles: Muchas veces, un conflicto que parecía no tener mucha importancia ha terminado siendo la pesadilla de una comunidad. Éste es el coste de menospreciar el conflicto y de no intentar resolverlo cuando aún era fácilmente abordable. 
	Señalan que desde una institución gubernamental ya no se pueden dar respuestas a todas las problemáticas de la población: Ésta va incorporando nuevas necesidades de bienestar a las que aún están pendientes de resolver, sobre todo en un horizonte de contención del gasto. 
	Por tanto la  mediación comunitaria implica el ciudadano como un miembro activo más en la búsqueda de soluciones sociales y lo corresponsabiliza en la resolución de sus problemas: Busca que los ciudadanos no recurran al juez o al alcalde cuando tienen un problema y fomenta que sean lo suficientemente flexibles para reconocer las razones del otro y que participen activamente en la búsqueda de soluciones. Por otra parte señalan el influjo de la mediación, como sistema de gestión de conflictos, en los costes, de forma que se minimizan.
	La cultura de mediación tiene unos valores propios de compromiso ciudadano, de fomento de la igualdad y el respeto, de implicación, de participación ciudadana y de ejercicio activo de la democracia.  
	Desde la perspectiva de la mediación comunitaria, se entiende que el conflicto es una situación normal que se produce siempre que hay dos o más opciones o alternativas delante de una situación, y éstas se perciben como incompatibles o contradictorias entre sí. En este sentido es cuando se habla de inevitabilidad del conflicto o, como dice Lederach (1994), del conflicto como un elemento estructural y estructurador de la vida en comunidad.
	La mediación comunitaria aporta un sistema de gestión de los conflictos que facilita esta negociación de las contradicciones. Mediante la participación directa de las personas que están implicadas en el conflicto, y con el apoyo de un mediador neutral e imparcial, intentan encontrar una solución que sea satisfactoria a los intereses de todas las partes. La mediación ayuda a los ciudadanos, los grupos, las partes, a no dicotomizar el conflicto, a percibir con una perspectiva diferente la realidad que viven como conflictiva y a asumir que las dos partes pueden tener visiones diferentes y, aún así, resolver pacíficamente y satisfactoriamente sus diferencias. 
	Se pregunta Puntes (op.cit.) cuál debe ser el lugar de la mediación en un nuevo escenario de construcción social basado en el previo reconocimiento universal de los derechos sociales para todos los ciudadanos, la legitimidad de la pluralidad de opciones de uso de los mismos, la participación directa de los ciudadanos en la creación de consensos y en la gestión de los conflictos que supone la aceptación de la diferencia, y en un nuevo rol de los sistemas de poder encargados de velar por el reparto equitativo de las oportunidades ( Hampshire, 2001). 
	Como señala Di Rosa (2002), el lugar de la mediación no puede ser el de una mera técnica dirigida a la solución de situaciones conflictivas pues entenderla desde esta única faceta es seguir conceptualizando el conflicto como disfuncional, como algo que perturba el equilibrio social. El conflicto es una oportunidad para el cambio, para el progreso y la mediación, como proceso para la gestión participada y pacífica del conflicto, puede ser una condición constitutiva de las relaciones sociales. 
	Para ello debemos conceptualizar la mediación no solo como una intervención puntual ante un conflicto, sino sobre todo como una acción poliédrica dirigida a producir un nuevo contexto de regulación social, en el que los acuerdos consensuados y los procesos para llegar a ellos se configuren como un sistema de normas y procedimientos orientados a la construcción o la reconstrucción de los vínculos sociales en la comunidad.  

	3. Los supuestos de la mediación comunitaria 
	La mediación comunitaria se sustenta en una serie de creencias y supuestos. Para el Programa de Resolución de Disputas Comunitarias de Filadelfia, Pennsylvania (USA), estas creencias se centran en considerar que las personas deseamos y somos capaces de cambiar nuestro comportamiento, por lo que podemos ser expertos en la resolución de nuestros propios problemas. Con ayuda podemos tomar mejores decisiones que las que otro puede tomar para nosotros, de forma que seamos responsables para llevar adelante nuestras vidas. Entiende que los individuos prefieren ser amigables, cálidos, honestos, abiertos, cooperativos y con una buena comunicación. El hecho de comprendernos unos a otros usualmente conduce a tener mejores relaciones y a vivir en paz. Una pobre comunicación agrava los conflictos y no pueden ser resueltos sin mejorarla. Las personas están más dispuestas a negociar cuando son tratadas con respeto y consideración. Cuando se trabaja para lograr un acuerdo está más comprometida en cumplirlo.
	Los valores que sustentan la mediación comunitaria pueden ser de tres categorías diferentes:
	 Prestación de servicios de resolución de disputas: Se privilegia la eficiencia en lograr un acuerdo para aliviar la congestión de los tribunales y además proveer una solución más satisfactoria.
	 Transformación social: Se enfatiza la importancia de reestructurar la sociedad y reducir el grado de violencia interpersonal. Se reconoce el valor de crear un nuevo sentido de la comunidad, fortalecida, con descentralización judicial y con miembros capacitados para la resolución de conflictos en lugar de profesionales o instituciones como la justicia y la policía.
	 Crecimiento y desarrollo personal: Se pone el acento en el reconocimiento personal, fortalecimiento de la autoestima y desarrollo de las propias habilidades para resolver conflictos. El proceso de mediar disputas hace sentir a la gente, a diferencia de los tribunales, más humana y responsable.
	En opinión de Puntes (op. cit.) estos principios se basan, en primer lugar, en  Reconocimiento mutuo de las partes y la legitimidad de todos los intereses. La acción vinculante de la mediación en la construcción de la regulación social parte de una premisa básica: todos los participantes tienen los mismos derechos en tanto que personas presentes en el conflicto, y sus intereses, aunque contradictorios, son igual de legítimos.  
	En segundo lugar se refiere a la horizontalidad del proceso. Cualquiera de las facetas de la mediación que se orienta a la construcción social incorporan la lógica de la horizontalidad del proceso para todos los participantes en el mismo, mediador incluido. Todos los ciudadanos interesados en la construcción de un nuevo consenso negociado adquieren en los procesos de mediación la condición de miembro igualitario, propietario de la palabra y del proceso de trabajo para la construcción de un acuerdo o una nueva regla de convivencia. No existe, en los procesos de mediación, ninguna jerarquía de poderes, saberes y legitimidades, más allá de las que existen en la interacción normal entre los participantes y que persistirá después de la mediación. La mediación es un proceso comunicativo y cooperativo que permite participar, aportar, enriquecerse mutuamente, crear y comprometerse desde la igual condición humana en el cumplimiento de los acuerdos. La horizontalidad del proceso de mediación es la máxima expresión del acercamiento entre la libertad formal y la libertad real. No solo somos titulares de todos los derechos que nos amparan, sino que tenemos la igual oportunidad de decidir que queremos hacer con ellos, disponiendo de un justo reparto de oportunidades y limitaciones para llevarlo a cabo.
	En tercer lugar menciona la sostenibilidad de los recursos. La eficacia y la eficiencia de la mediación en la construcción de una nueva regulación social está en que la mediación se propone para alcanzar aquellos objetivos que la misma comunidad fija, y lo hace a través de los recursos disponibles, que son propiedad de la comunidad de ciudadanos. La historia y cultura común, la lengua, los vínculos sociales y afectivos, las redes sociales, las competencias personales, las instituciones formales e informales y el territorio, constituyen los recursos identitarios disponibles en la comunidad, y es con éstos con los que la mediación propone trabajar en la elaboración de nuevas regulaciones y acuerdos que superen los conflictos de intereses sobre el uso de los derechos. 
	La mediación y sus acuerdos serán sostenibles si utiliza lo que está a mano, lo que la propia comunidad tiene y si el beneficio de la mediación, es decir la reconstrucción social, es perdurable. Y la perdurabilidad de los acuerdos de mediación está estrechamente ligada a que los participantes en la misma se sientan propietarios de los acuerdos.  A este proceso sostenible, el mediador aporta una competencia de gestión del proceso de mediación, una transferencia de tecnología, que debe entenderse como un recurso facilitador para el proceso conjunto, nunca como una posición prevalente sobre el resto de participantes en función de conocimientos y competencias distintas que solo él posee.  
	Y, por ultimo hace referencia a  la competencia de los mediadores.  Los profesionales de la mediación que asisten y facilitan los procesos de construcción social, sea cual sea la acción, basan su competencia en una legitimidad profesional fruto de la formación y de la experiencia laboral, y en una legitimidad social que les viene dada por ser los únicos terceros que intervienen al margen de cualquier tipo de poder.  Esta legitimidad profesional y social se mantiene, de manera dinámica a lo largo de todo el proceso de mediación, a partir de la negociación constante que el mediador realiza consigo mismo, por un lado entre las diversas valoraciones y preferencias que tiene las partes, imparcialidad, y por otro entre su ego profesional y el respeto a la capacidad y soberanía de las partes para la construcción de sus acuerdos, neutralidad. 
	La nueva tendencia, la metodología de la participación y de la mediación en la resolución de conflictos, es una nueva cultura de diálogo y de procedimientos a desarrollar desde la administración local con la ciudadanía., tal y como señala Jiménez Terrer (2003).  La acción participada y comprometida de los propios ciudadanos genera democracia y corresponsabilidad cívico-vecinal desarrollando el binomio participación-aprendizaje que genera la ciudadanía. Son fórmulas que establecen un diálogo con la comunidad. Como señala Ángel Merino (1998), cuando reflexiona sobre participación cívica como un concepto amplio de entendimiento como espacios de convivencia.  La cultura de la participación ha de ser una cultura de lo colectivo y asociativo. La resolución de conflictos desde la mediación comunitaria tiene un lugar privilegiado en la intención de mejorar la convivencia social y el diálogo democrático.  Se trata de un proceso educativo de cambio que implica un intercambio y u desarrollo de las actitudes y valores (Vilar, 1997). 
	Jean François Six  (1997) considera que a la mediación se la invoca como figura social innovadora por necesidad, da dos razones para esa necesidad: la inmediatez e incertidumbre de nuestra era. Hay que resolver urgencias, el proyecto entonces aparece desvalorizado, como una visión abstracta. Cada uno sabe que tendrá que contar consigo mismo para construir con otros que sufran los mismos males una nueva red de solidaridad.
	Propone a la mediación como una nueva forma, ya no se trata de una protección institucional que establece un terreno de coexistencia, en el que cada uno se mantiene en sus posiciones, sino de paridad, en la que admitirse cercanos y diferentes, semejantes y distintos, y es allí donde aparece el valor de la terceridad como fuente de reconocimiento, si dos pueden reconocerse el uno al otro es porque un tercero los reconoce.
	Frente al mundo de la comunicación unidireccional que funciona como sopa instantánea propone el trabajo de la mediación como la posibilidad de la distinción de aquello que es único, como una invitación al contacto, al lazo, al rescate del sentido del misterio y del secreto; y apuesta a la salida a espacios tridimensionales.
	La Mediación  en el ámbito social urbano puede ser definida entonces como un recurso humano y un instrumento cívico mediante el cual los integrantes de una sociedad pueden tramitar sus diferencias y/o gestionar los conflictos que se les presentan en el ámbito privado o público, así como también participar en la construcción de la sociedad que integran. (Nató, A.-Rodríguez Querejazu, M. G.-Carbajal, L. 2005).
	En este propósito la Mediación Comunitaria, desde su perspectiva particular, establece una cualidad diferente en el modo de concebir el conflicto, los propósitos de las intervenciones, el papel de los participantes en los procesos, el perfil y el rol del mediador; en suma, las aspiraciones de la Mediación enunciadas. De este modo, entendemos por Mediación Comunitaria la multiplicidad de procesos desde los cuales intervenimos en el ámbito social urbano en general y en algunos contextos en particular. Con este criterio podemos establecer una clasificación general de los conflictos que desde ella se pueden abordar en tres grandes grupos: conflictos en la comunidad, conflictos públicos y conflictos interculturales, teniendo en cuenta que cada conflicto puede ser considerado simultáneamente desde distintas categorías. Asimismo la propuesta de la Mediación Comunitaria puede traducirse en aportes relativos a: 
	 La difusión de sus valores, estimulando la autorreflexión y la responsabilidad, y tratando de suscitar la necesidad de establecer nuevos pactos para seguir viviendo juntos, sin exclusiones de ningún tipo. 
	 La transferencia de técnicas y herramientas a individuos y/o grupos de individuos a fin de proveerles habilidades y destrezas que faciliten su vida social y que, a su vez, ayuden a hacer realidad una convivencia pacífica enriquecida por la diversidad. 
	 Contribuir a establecer redes sociales que estimulen y favorezcan las relaciones sociales o comunitarias  en un proceso de construcción, tanto individual como colectivo, que promueve un intercambio dinámico entre los que participan en él.
	 Posibilitar la potenciación de recursos y la creación de alternativas superadoras para la resolución de problemas o la satisfacción de necesidades. 
	 El tratamiento de las diferencias que se suscitan entre los individuos, grupos de individuos e instancias privadas o públicas en un espacio de diálogo democrático basado en el protagonismo de los que participan en él.  
	En el ámbito social o comunitario, la mediación promueve una cultura basada en la autodeterminación y en la iniciativa de los individuos o de los actores sociales. En este sentido, podemos pensarla como una forma pacífica de gestión de los conflictos que favorece que las personas o grupos asuman roles activos asistidos por mediadores legitimados para actuar en este rol.
	La intervención en  contextos sociales  cada vez más móviles, fragmentados y fuertemente diversificados requiere de mucho más que un mediador como tercero supuesto neutral. Como mediadores, podemos, o no, comprometernos. Podemos poner a disposición las herramientas de la Mediación para construir puentes entre grupos socioculturales diferentes. Podemos implicarnos en este emprendimiento que supone intervenir desde el respeto y el reconocimiento del otro y de su otredad en escenarios marcados por el abismo de la desigualdad.  Luego, podemos diseñar y proponer procesos de intervención,  orientados a reparar o restituir el tejido social donde haya rupturas, o a establecer nexos allá donde la diferencia o la indiferencia amenazan la posibilidad de constituir un conjunto. Aquél que quiera desempeñar este rol debe, fundamentalmente, emprender una transformación personal en su manera de concebir la relación con el otro, en el modo de construir ese lugar de terceridad, en la capacidad para crear un espacio de encuentro y de incentivar la verdadera emancipación de los individuos.
	4. Programas de Mediación comunitaria
	La mediación comunitaria está desarrollándose de forma progresiva en el ámbito de las administraciones locales.  USA, Noruega, Argentina, Francia y Canadá muestran ejemplos de esta aplicación, que se está introduciendo también en España, con prevalencia en Cataluña,  la Comunidad de Madrid, en el País Vasco y en la Comunidad Valenciana, con especial relevancia en la localidad de Gandía. A la hora de acercarnos a los Servicios de Mediación Comunitaria nos encontramos con innumerables opciones, modelos, inspiraciones y formas de organización.
	Desde el nacimiento de las primeras prácticas formales de mediación comunitaria, “Neighborhood Justice Centers” o “Community Boards” de San Francisco (USA) en los años setenta, caracterizados por la implicación de mediadores y mediadoras voluntarias, pertenecientes a la comunidad, formados como proveedores primarios de los servicios de mediación, sin credenciales académicos o profesionales, gestionados por agencias privadas sin ánimo de sustituir a la justicia, sino crear una nueva forma de socialización a partir de la regulación de los conflictos que afectan al barrio. Hoy en día, continúa debatiéndose el lugar que debe ocupar un Servicio de Mediación Comunitaria, y se comienza a profundizar en España en la idea de que el lugar que debe ocupar ante el nuevo escenario de construcción social (Puntes, 2004).  La desactivación de los conflictos en el ámbito municipal se consigue, en opinión del autor, bien por la aplicación de la mediación en los servicios municipales o bien por la creación de un nuevo servicio específico de mediación. En ambos casos la capacitación de los empleados municipales en las habilidades y competencias propias de la gestión de conflictos y, en especial, de las técnicas de mediación como una formación complementaria a la formación de las funciones de su puesto de trabajo, es un elemento importantísimo en la apuesta por este reto democratizador de la convivencia ciudadana. En palabras del autor la mediación comunitaria se dirige a los conflictos que se producen por el hecho de compartir el espacio, los servicios, las relaciones, las responsabilidades y los desafíos. La mediación aboga por la reconstrucción de la convivencia y de los vínculos sociales a partir de la participación voluntaria y activa de los ciudadanos en la gestión de los conflictos que les atañen.
	El Servicio de mediación comunitaria de Madrid incluye, entre otras acciones, la creación de una red social que tenga como base las asociaciones vecinales; la prevención y resolución de conflictos; y la realización de actividades conjuntas con los Centros de Participación e Integración de Inmigrantes(CEPI). Este servicio cuenta con un equipo de mediadores responsables de realizar un análisis de la realidad con el fin de detectar y valorar la acción mediadora adecuada a cada situación.  Asimismo, estarán encargados de detectar las situaciones o conductas conflictivas que puedan tener lugar en los municipios; intervenir en campañas de sensibilización; impulsar la participación de la población; y colaborar con los Servicios Sociales y Educativos en el diseño de programas y actividades que faciliten las relaciones entre la población inmigrante y la autóctona. Los mediadores vecinales resuelven conflictos relativos a la utilización de espacios y mobiliario público, conflictos de convivencia entre vecinos y conflictos en las comunidades de vecinos, tratando siempre de llegar al mejor acuerdo posible entre las partes. Este servicio fue una de las propuestas más votadas en el Foro por la Convivencia, un órgano local creado en 2004 que reúne a entidades ciudadanas, ayuntamiento y agentes sociales con la idea de fortalecer la armonía vecinal. Los 16 mediadores vecinales han recibido la formación necesaria para afrontar las tareas. El servicio cuenta con un equipo de seguimiento en el que participan también la Policía Local, la Concejalía de Participación Ciudadana y el Foro por la Convivencia. El protocolo de actuación de los mediadores vecinales prevé que se active el dispositivo según varias vías: por contacto telefónico o internet de una o ambas partes en conflicto, por informe policial ante la intervención en conflictos con consentimiento informado de las partes y por contacto en persona en las oficinas del servicio de una o ambas partes en conflicto.
	El Servicio de Mediación Comunitaria (Puntes, 2004), debe estar basado en el previo reconocimiento universal de los derechos sociales la pluralidad de opciones de uso de los mismos, la facilitación de acceso, la participación directa de los ciudadanos en la creación de consensos y en la gestión de los conflictos que supone la aceptación de la diferencia y en la definición de un nuevo rol de los sistemas de poder encargados de velar por el reparto equitativo de las oportunidades. 
	Este continuo desarrollo está llevando a los estados miembros de la Unión Europea a pensar, que el órgano jurisdiccional que conozca de un asunto, cuando proceda y teniendo en cuenta todas las circunstancias del caso, podrá proponer a las partes el uso de la mediación para solucionar el litigio. En todo caso, el órgano jurisdiccional podrá requerir que las partes asistan a una sesión informativa sobre el uso de la mediación.
	De acuerdo con Di Rosa (2002), este lugar no puede ser el de una mera técnica dirigida a la solución de situaciones conflictivas, pues entenderla desde éste único enfoque es seguir conceptualizando el conflicto como disfuncional, como algo que perturba el equilibrio social. El conflicto es y será una oportunidad para el cambio, para el progreso y la mediación, como proceso para la gestión participada del conflicto, pudiendo ser este una condición constitutiva de las relaciones sociales.
	5. Los objetivos del Servicio de Mediación comunitaria
	Los dos grandes objetivos que se persiguen desde el Servicio de Mediación Comunitaria son el fomento de la convivencia y la participación ciudadana.
	El horizonte de la acción mediadora, es promover la convivencia, un vivir cotidiano entre personas que presentan distintos bagajes culturales, en el cual interaccionan entre sí dando lugar a relaciones sociales e intercambios, acercamiento, etc. que desemboca en la construcción de una nueva cultura compartida sin que esto implique la eliminación de las identidades de origen, aunque sí su posible transformación y enriquecimiento. Desde el punto de vista comunitario, la convivencia  persigue el desarrollo comunitario, la prevención del conflicto y, en definitiva, la construcción de una sociedad participativa y  multicultural.  Un elemento clave de la convivencia intercultural son las relaciones sociales e intercambios que tienen lugar de manera cotidiana en los barrios donde todos vivimos. Estas relaciones pueden darse de manera espontánea o bien estructurarse a través del tejido asociativo del distrito. Por esta razón, desde el Servicio de Mediación se colabora, junto a otros profesionales y entidades, para incentivar y potenciar ese tejido ya que es uno de los canales por excelencia a través de los cuales tienen lugar esas relaciones sociales. Por una parte, son un canal idóneo para conseguir que la población de origen extranjero se involucre e identifique con la vida social del distrito. Pero además, es desde el tejido asociativo desde donde el barrio, el distrito, la comunidad de propietarios, las asociaciones de padres, los colegios, las Organizaciones no gubernamentales, etc., se abren a los nuevos vecinos. En cuanto a la prevención y la gestión del conflicto: El mediador trabaja en los barrios y en los distritos a partir del análisis documental y del trabajo de calle. Esto le proporciona un conocimiento privilegiado de cómo es esa comunidad y de cómo son, entre otras cosas, las relaciones que tienen lugar: si son interacciones positivas o si se trata de conflictos latentes o manifiestos. A partir de este salir al encuentro de la realidad de la calle y de su comprensión se intenta prevenir y anticipar los posibles conflictos. Pero también se trabaja el conflicto no ocultándolo, sino mediante la aplicación de las herramientas de la mediación y su reformulación.  
	La construcción de una sociedad multicultural enmarca a la mediación en un dispositivo de apoyo al fomento de  nuevas formas de relacionarse entre los grupos y las culturas, que dé lugar a una nueva sociedad, la sociedad que respeta los derechos de las minorías culturales, en definitiva al fomento de la paz. 
	El otro gran objetivo u horizonte de trabajo del Servicio de Mediación Comunitaria se refiere al fomento de la participación social. La participación  persigue favorecer, potenciar e incrementar la presencia de la población en los espacios sociales e institucionales del ámbito local. Con ello se contribuye a la construcción de una sociedad en que, a través de la participación, tiene lugar el establecimiento de nuevas relaciones sociales que facilitan la identidad grupal, la comunicación y crean cauces de prevención y manejo de los conflictos comunitarios. Las vías de participación pueden ser individuales o grupales. La participación individual consiste en la oferta a la persona de canales existentes para su integración en consejos escolares, asociaciones de vecinos, organizaciones no gubernamentales, etc. La participación colectiva consiste en la promoción de la vida comunitaria local tanto de las asociaciones como de los grupos de personas que actúen como interlocutores y agentes sociales desarrollando las relaciones y fomentando la creación de la comunidad y la potenciación de redes de ayuda mutua (Pastor, op. cit.).
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	LA NEGOCIACIÓN COMO GARANTÍA EN LAS TRANSACCIONES COMERCIALES ENTRE PARTICULARES
	Yolanda Dutrey Guantes 
	Sumario:  1.- La negociación como herramienta en la prevención de conflictos 2.- La renegociación del contrato como garantía del equilibrio de la transacción: necesidad de flexibilización de la cláusula hardship 3.- La previsión, a través de la negociación, de las consecuencias en la quiebra de la transacción 4.- El incremento de la utilidad de la negociación en las transacciones comerciales internacionales 5.- Conclusiones y propuestas.
	1. La negociación como herramienta en la prevención de conflictos
	A través del presente artículo se pone de manifiesto las posibilidades que tiene la negociación como herramienta en las relaciones contractuales para evitar gran cantidad de problemas o para prever las consecuencias de los mismos en caso de que estos finalmente se produzcan. La negociación es el proceso a través del cual las partes interesadas acercan sus posiciones hacia una posición conjunta que convenga a ambas. Toda transacción comercial necesita un acercamiento de posiciones a través del cual ambas partes en la relación jurídica obtengan algún interés.
	El fin último debe de ser la compatibilidad de los intereses de ambas partes, requisito necesario en las transacciones comerciales. Ambos tienen que encontrar un beneficio en la relación jurídica, siendo éste el que sostiene dicha relación. De esta manera, puestas de acuerdo las partes a través del acercamiento de sus posiciones, la negociación se convierte en una potente herramienta de prevención de conflictos, de mantenimiento del equilibrio a lo largo de la vida de las relaciones contractuales y de solución de problemas o graduación de la responsabilidad en caso de quiebra de la relación jurídica.
	La primera utilidad de la negociación que hemos mencionado es la prevención de conflictos. La negociación permite prever ex ante el comportamiento de las dos partes, aclarando de esta manera los derechos y deberes que ambas asumen a través de la negociación en su transacción comercial. Este conocimiento claro y preciso por las partes de los derechos y deberes en la transacción es una de las herramientas más importantes en la prevención de conflictos.
	En las transacciones comerciales entre particulares, el instrumento en el que habitualmente se recogen las negociaciones realizadas es el contrato. Un contrato bien planificado es una garantía importante de que las relaciones jurídicas entre las partes se desarrollarán conforme a lo pactado y previsto.  El principio pacta sunt servanda, universalmente reconocido en materia de transacciones comerciales, obliga a ambas partes a cumplir lo negociado y recogido en el contrato. Esta idea de que lo “pactado es ley para las partes” convierte los compromisos alcanzados en la negociación e incorporados en el contrato en firmes y obligatorios, convirtiéndose el contrato en garantía del cumplimiento. El reconocimiento de la eficacia de los pactos por la generalidad de los ordenamientos actúa también como garantía de eficacia de ese cumplimiento. Por todo ello, una buena negociación donde los intereses de las dos partes en juego estén equilibrados es una herramienta de prevención de conflictos importante. 
	2. La renegociación del contrato como garantía del equilibrio de la transacción: necesidad de flexibilización de la cláusula hardship.
	Las transacciones comerciales tienen que basarse siempre en el equilibrio de ambas partes del negocio jurídico. La renegociación del contrato es la técnica más adecuada para estos fines en los casos en que, por cualquier circunstancia, el equilibrio del contrato se rompa. A través de esta renegociación se puede evitar que el desequilibrio generado acabe finalmente con la rescisión del contrato o con el incumplimiento del mismo.
	Al margen de las posibilidades que presenta la autonomía de la voluntad, la situación de modificación de circunstancias que convierte el contrato en oneroso para una de las partes suele encontrar respuesta en los diferentes ordenamientos jurídicos a través de la aplicación del principio rebus sic standibus. En virtud de este principio se entiende que las estipulaciones establecidas en los contratos responden a determinadas circunstancias concurrentes en el momento de su celebración y por ello, una alteración sustancial de dichas circunstancias puede dar lugar a la modificación de aquellas estipulaciones.
	La cláusula rebus sic standibus no aparece en nuestro ordenamiento contenida en ninguna disposición legal, habiendo sido doctrinalmente construida para dar una solución a supuestos de extraordinaria dificultad sobrevenida en el cumplimiento de una obligación, y como medio de restablecer equitativamente el equilibrio de las prestaciones. Se sujeta por tanto en la buena fe y en la necesidad de dar un justo equilibrio a la relación jurídica. Algunos autores han considerado, sin embargo, su posible cabida dentro del art. 1258 Cc considerando este artículo como la previsión legal que justifica la aplicación jurisprudencial del principio rebus sic standibus. Iría en contra de la buena fe que una de las partes se viera obligada por la otra a cumplir unas obligaciones que se han convertido en onerosas por causas no imputables a la parte perjudicada.
	Esta cláusula rebus sic stantibus, aunque no está expresamente recogida en la legislación, sí está reconocida por nuestra jurisprudencia. En nuestro país la jurisprudencia exige unos requisitos concretos para su invocación: su admisión requiere como premisas fundamentales: a) alteración extraordinaria de las circunstancias en el momento de cumplir el contrato en relación con las concurrentes al tiempo de su celebración; b) una desproporción exorbitante, fuera de todo cálculo, entre las prestaciones de las partes contratantes que verdaderamente derrumben el contrato por aniquilación del equilibrio de las prestaciones, y c) que todo ello acontezca por circunstancias sobrevenidas y radicalmente imprevisibles. La excepción al cumplimiento del principio pacta sunt servanda motivan esta aplicación estricta y cautelosa manteniéndose esta línea de excepcionalidad en la propuesta de modernización del Código Civil en materia de obligaciones u contratos. 
	En cuanto a los efectos, la cláusula rebus sic standibus permite evitar la rescisión del contrato, modificando los efectos rescisorios, resolutorios o extintivos del contrato por efectos modificativos del mismo.  Esta cláusula, implícita a todo contrato de tracto sucesivo y prolongada duración, no tiene como finalidad la resolución o extinción del contrato, sino su acomodación a las circunstancias sobrevenidas para restaurar el equilibrio en las prestaciones.
	Podemos por tanto resumir que el principio rebus sic standibus necesita unas circunstancias concretas y extremas para ser aplicado y además necesita la intervención de un tercero que decida si se dan las condiciones necesarias y suficientes para su aplicación. A esto se une que, por su repercusión en el principio pacta sunt servanda, es una cláusula que, aún a día de hoy, debe admitirse cautelosamente.
	En el entorno de liberalidad y flexibilidad que se está desarrollando en las transacciones comerciales en la época actual, bajo el manto de la autonomía de la voluntad de las partes, se desarrolla una nueva cláusula, de origen y denominación anglosajones, que permiten abordar la modificación de circunstancias en un contrato a través del contrato o de los pactos de las partes. Dado que el derecho angloamericano no contiene un régimen legal de excesiva onerosidad sólo se puede prever la repercusión de la modificación de las circunstancias en el contexto de pactos entre las partes. De ahí la incorporación de las cláusulas hardship a los contratos a través de la negociación cuya finalidad es, ante una modificación de circunstancias o frente a determinados acontecimientos que generan el desequilibrio contractual, renegociar puntos de la relación contractual que restablezcan el necesario equilibrio. Este tipo de cláusulas compatibilizan de esta manera las expectativas legítimas de cumplimiento del contrato que tiene una de las partes con la realidad que acontece frente a un cambio de circunstancias que hace que el cumplimiento del contrato vaya contra el fin del mismo que es generar beneficio para ambas partes y por tanto, simplemente, tenga que ser renegociado.
	La influencia en las transacciones mercantiles del ámbito anglosajón ha popularizado estas cláusulas, que están teniendo reflejo, con la denominación de cláusulas hardship, tanto en diversos textos internacionales que regulan la materia contractual como en modelos de obligaciones contractuales. 
	La cláusula hardship puede suponer una flexibilización con respecto de la aplicación del principio rebus sic standibus; por un lado las partes son conscientes de la posibilidad del cambio de circunstancias dado que lo están previendo en su contrato, lo que mejora su predisposición a la renegociación y permite una visión del contrato menos rígida. Por otro lado, los criterios de aplicación, si bien siguen siendo bastante exigentes en la generalidad de los modelos y formularios, no tienen porqué serlo, dado que dependen de la autonomía de la voluntad de las partes que pueden flexibilizar su aplicación tanto como deseen. Por último, pueden evitar acudir a un procedimiento judicial y arbitral, consientes las partes de que, ante una modificación de circunstancias, el resultado va a ser la modificación de los términos del contrato, pudiendo alcanzar por tanto el mismo resultado evitando la intervención de un tercero. Los términos de la modificación también pueden ser negociados a priori, lo que incrementa de nuevo la seguridad jurídica de las partes.  
	Por todo lo dicho, la mera circunstancia de que esta posibilidad de renegociación se negocie por las partes en el contrato es ya un plus muy importante añadido sobre la cláusula rebus sic standibus. 
	Llegados a este punto, es necesario señalar que la naturaleza contractual de estas cláusulas puede abrir un sin fin de posibilidades en la mejora de los contratos de larga duración previendo la  renegociación sin necesidad de que se produzca una alteración sustancial de las circunstancias, ni suponga una carga excesiva para una de las partes, ni sean cuestiones no previstas o sin necesidad de que no fueran conocidas antes de la celebración. A partir de ahí, las partes pueden pactar la renegociación ante eventos previstos o no, que generen modificaciones aunque sean mínimas, que se produzca un desequilibrio y no necesariamente una excesiva onerosidad o cualquier otra posibilidad siempre y cuando exista común acuerdo entre ambas no teniendo por qué ser necesaria la aparición de situaciones extremas o excepcionales. 
	A través de estas cláusulas la adaptación a las nuevas circunstancias descansa en la propia autonomía de la voluntad de las partes, superándose la tradicional oposición entre la adaptación del contrato y el necesario mantenimiento del principio pacta sunt servanda y con él de la necesaria seguridad jurídica.
	3. La previsión, a través de la negociación, de las consecuencias en la quiebra de la transacción.
	Todas estas previsiones, anticipando las posiciones a través de la negociación o posibilitando la renegociación en determinadas circunstancias, generan un clima de confianza, incluso a largo plazo, y no de enfrentamiento que siempre es beneficioso para las relaciones comerciales entre las partes.  Por otro lado, la negociación, además de definir los compromisos asumidos y de acercar los intereses de las partes hasta equilibrarlos previniendo de esta manera gran cantidad de conflictos, se convierte también en un instrumento útil para evitar la intervención de intermediarios o terceros en la solución de los problemas. La capacidad de las partes de encontrar a través de la negociación la solución a aquellos puntos que puedan resultar conflictivos, elimina la presencia de un tercero (árbitro, mediador o juez) en la solución de los problemas surgidos en las transacciones comerciales. Esta función, por tanto, supone un ahorro importante de costes de intervención de un tercero que solucione la controversia. 
	El incumplimiento de lo pactado es la agresión más frecuente que puede sufrir la transacción comercial, estando las consecuencias del incumplimiento contractual previstas en la generalidad de los ordenamientos jurídicos. No obstante esta previsión de instrumentos por los ordenamientos jurídicos, su aplicación normalmente requiere la intervención de un tercero y puede producirse la ruptura de las relaciones entre las partes de la transacción. 
	Habitualmente, en un número importante de transacciones comerciales, el incumplimiento conllevará la indemnización de los daños y perjuicios causados por la parte incumplidora a la otra parte.  En este contexto de solución de conflictos basados en la autonomía de la voluntad de las partes y siendo frecuente en el incumplimiento contractual la indemnización económica de los daños sufridos, parece recomendable que esta indemnización pueda también llevarse a cabo sin necesidad de recurrir a elementos ajenos o extraños a la relación jurídica entre ambas partes. La negociación por tanto de las consecuencias del incumplimiento a través de la liquidación previa de los daños que éste suponga, se ha convertido en una cláusula habitual en muchos contratos mercantiles.
	Esta cláusula de liquidación de daños puede tener en las relaciones jurídicas distintas funciones: 
	- Por un lado puede servir para acordar lo que exactamente se considera incumplimiento. Esta función puede ser muy importante dado que esa negociación de lo que se considera incumplimiento aporta una gran dosis de seguridad jurídica a la relación contractual. Es particularmente válida esta negociación en el ámbito de la contratación internacional, donde en los distintos ordenamientos jurídicos en presencia las causas de incumplimiento contractual pueden no ser del todo coincidentes. 
	- Por otro lado sirve, como hemos dicho, de evaluación anticipada y convencional de los perjuicios.  De esta manera se evita tener que acreditar los perjuicios en una acción donde se solicite la reparación.
	- En tercer lugar, y fruto de las dos características anteriores, cumple una función preventiva importante en muchos sujetos de derecho que, sabedores y conscientes de la cuantificación económica de su incumplimiento, cumplen los contratos. La información clara y recogida en el contrato de lo que cuesta económicamente incumplir, puede ser un elemento disuasorio de primer orden. 
	- Por último, todo ese proceso de concreción del incumplimiento y cuantificación de la indemnización pactada ex ante conlleva que no sea necesaria la intervención de tercero alguno, no sólo ahorrando costes sino proporcionado a las partes, además, una seguridad jurídica y una previsibilidad de las consecuencias de sus actos que difícilmente podrían tener si se requiriera la intervención de un tercero posterior a la quiebra del contrato. 
	La función de liquidación de daños puede realizarla también la cláusula penal, aunque ésta cumple además otras dos funciones: coercitiva y cumulativa no reconocidas ni permitidas por todos los ordenamientos.
	La cláusula de liquidación de daños puede, por todo lo dicho, generar importantes ventajas en la contratación ya que permite la negociación de lo que exactamente se considera incumplimiento de contrato así como la cuantificación a priori del resarcimiento de los mismos aportando seguridad jurídica y evitando la entrada de un tercero que decida el incumplimiento y el resarcimiento del mismo. 
	4. El incremento de la utilidad de la negociación en las transacciones comerciales internacionales.
	Las transacciones comerciales entre particulares generan muchos más problemas cuando contienen elemento extranjero que hace que se conviertan en transacciones comerciales internacionales. El ámbito internacional es, además, un entorno frecuente de contratos de larga duración, donde se da una mayor exposición a acontecimientos no previstos de distinta naturaleza.
	Hay muchos elementos que añaden inseguridad jurídica a la transacción cuando ésta es internacional. A modo de ejemplo, enumeramos algunos de ellos:
	- Existe, en muchas ocasiones, disparidad entre el contenido material de los distintos ordenamientos jurídicos, por lo que el contenido de las obligaciones y derechos que no hayan sido previamente negociados puede ser diferente dependiendo de la legislación que se aplique a la relación jurídica. 
	 - En muchos ordenamientos jurídicos existen normas imperativas de contenido muy diverso, en muchas ocasiones desconocidas para un contratante de otro Estado cuyo incumplimiento o desconocimiento puede conllevar la quiebra de la transacción acordada.
	- La internacionalidad de la relación jurídica también incrementa los problemas políticos o fácticos. En el ámbito internacional nos encontramos, por ejemplo, con un incremento de las dificultades del cobro, también puede acontecer la fluctuación de la moneda en la que se pacta el pago de una transacción o el incremento del precio de la materia prima o una modificación de circunstancias políticas en un Estado susceptible de repercutir en los contratos que se mantengan con las administraciones públicas o un sin fin de ejemplos más que podríamos añadir. 
	 - La existencia de una pluralidad de sistemas jurídicos también añade complejidad a la relación, dado que muchos de los jueces relacionados con la relación jurídica pueden tener competencia judicial internacional para conocer del supuesto en caso de que aconteciera un litigio. Los procedimientos internacionales son mucho más complejos y se produce un importante incremento de los costes del litigio.  Por otro lado, la eficacia y ejecución de la sentencia puede requerir la intervención de un tribunal distinto al que conoció del litigio lo que produce de nuevo una dificultad añadida así como un incremento de los costes jurídicos.
	Todas estas dificultades fácticas, políticas, jurídicas e incluso económicas hacen que en el ámbito internacional la negociación anticipada se convierta en una herramienta de extraordinario valor para la transacción comercial. El instrumento contractual internacional es una herramienta idónea para evitar, a través de la autonomía de la voluntad, muchos de los inconvenientes señalados. Haciendo referencia a estos inconvenientes que acabamos de señalar planteamos algunas soluciones que descansan en la negociación: 
	- Pactar con anticipación todos los derechos y obligaciones del contrato, independientemente de la legislación aplicable al mismo, permite conocer desde el principio las actuaciones que hay que realizar para que el contrato se considere válidamente cumplido.  Por ejemplo,  y refiriéndonos a la compraventa internacional, la incorporación de un Incoterm al contrato determina, independientemente de la ley que regule la obligación contractual, cuestiones tan importantes como el lugar de entrega o la transferencia del riesgo. Estas siglas incorporadas al contrato tienen una gran cantidad de contenido jurídico y económico que las partes deciden asumir conociendo por tanto desde el principio de su relación contractual sus derechos y obligaciones sin necesidad de acudir a ninguna ley nacional concreta o convenio internacional. Estas cláusulas aportan por tanto gran dosis de seguridad jurídica y de previsibilidad a un tipo de contratación muy necesitada de ellas.  Esta certeza, además, puede disuadir a las partes de acudir a un litigio, dado que la solución tanto en sede arbitral como judicial parece bastante previsible. Cualquier juzgador aplicaría el Incoterm pactado y llegaría con ello a la misma solución jurídica. 
	-La técnica de incorporar por referencia regulaciones jurídicas de contenido material es muy frecuente en la contratación internacional. Esta uniformidad incorporada a través de la autonomía de la voluntad es uno de los instrumentos más eficaces para solucionar los problemas de la contratación internacional.
	- En lo referente a la existencia de normas imperativas, la incorporación al contrato de la obligación de informar de todas las normas imperativas de cada una de las parte puede resultar una práctica útil. La información de los riesgos habituales de un país también puede resultar de utilidad a la hora de diseñar la estrategia en la contratación internacional o la incorporación de cláusulas hardship para prever la reacción ante la posible modificación de circunstancias de cualquier tipo. 
	 - Desde un punto de vista de seguridad jurídica procesal así como de ahorro de costes, la negociación en el contrato de los tribunales competentes en caso de controversia es una cláusula igualmente útil permitiendo a las partes escoger la jurisdicción nacional competente o someter su controversia a arbitraje.
	Por todo lo dicho podemos por tanto resumir que la negociación brinda la oportunidad de elegir arbitraje o tribunal pero sobretodo permite evitar estos procedimientos tan costosos y desconocidos, pudiendo las partes estipular claramente sus obligaciones y derechos incluso decidiendo los incumplimientos y la liquidación de los mismos sin necesidad de acudir al sistema conflictual para averiguar la ley aplicable al caso concreto. En esta misma línea de prever soluciones anticipadas, la incorporación por referencia de regulaciones de fuente internacional de distinta naturaleza jurídica puede ser también de gran ayuda a la hora de evitar el fracaso de las relaciones internacionales. Instrumentos jurídicos ya citados como los INCOTERMS (CCI) en los contratos de compraventa internacional o regulaciones más generales como los Principios Generales UNIDROIT u otros similares para contratos específicos o sectores concretos de la contratación pueden ser una herramienta útil a la hora de diseñar las obligaciones contractuales. Por otro lado, todas las fórmulas elegidas a través de la negociación, que hagan el contrato autosuficiente sin necesidad de la intervención de un tercero para arreglar las controversias, permitirán sin duda, aparte de un importante ahorro de costes, mantener la continuidad de las relaciones jurídicas entre las partes. La negociación anticipada de las soluciones es, sin duda, el mejor método de prever los conflictos en las transacciones comerciales, no sólo nacionales, si no también internacionales.
	5. Conclusiones y propuestas.
	La negociación es una herramienta muy útil en la garantía del buen fin las transacciones comerciales. Aporta elementos de valor en todas las etapas de la relación jurídica. Por un lado, permite prever los derechos y obligaciones que las partes han de cumplir, plasmándolas de manera clara y beneficiosa para ambas. En segundo lugar, la negociación puede resultar muy útil a lo largo de la vida del contrato, planteando ex ante las consecuencias de la modificación de circunstancias y la obligatoriedad de renegociar ante determinados acontecimientos que las partes convengan. En tercer lugar la negociación de la liquidación del daño en caso de incumplimiento es otra herramienta útil que señala lo que las partes consideran como perjuicio en su relación y cuantifica la indemnización correspondiente. 
	La negociación y la renegociación pueden ser también una herramienta útil en todas las etapas para evitar la quiebra de la relación contractual así como la intervención de un tercero con el ahorro de costes que esto supone para las partes.
	Las ventajas de la negociación se ponen aún más de relieve en la contratación internacional donde la seguridad jurídica es mucho más difícil de obtener al existir distintas legislaciones y sistemas judiciales en presencia.
	Por todo lo dicho, la negociación debería de ser la primera herramienta en la solución de los conflictos, aproximando las posiciones, acercando los intereses de las partes, previendo los inconvenientes y suponiendo un sistema idóneo que demuestre la madurez de las transacciones comerciales.
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	1. Introducción
	El Anteproyecto de Ley de Mediación en Asuntos Civiles y Mercantiles es la iniciativa legislativa que pretende incorporar al Derecho español la Directiva 2008/52/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2008, sobre ciertos aspectos de la mediación en asuntos civiles y mercantiles. 
	En el presente trabajo se van a comentar críticamente determinados aspectos de la que puede llegar a ser la legislación de referencia para el desarrollo de la mediación, como método alternativo de resolución de conflictos comerciales, en España. 
	2. El objetivo de la nueva Ley
	Tal y como declara la propia Exposición de Motivos del Anteproyecto el principal objetivo de la Ley es poner en conexión la mediación y su ejercicio con el ámbito de la jurisdicción, puesto que hasta el momento existen distintas normativas sobre mediación de carácter regional o sectorial pero que no se complementan adecuadamente con la mecánica judicial. 
	3. Contenido
	Mientras que la Directiva 2008/52/CE se puede definir como una Directiva de mínimos con una regulación de "ciertos aspectos" de la mediación, todo ello debido sobre todo al diferente desarrollo de esta figura en unos Estados europeos respecto de otros. Mientras que en el Reino Unido se trata de una institución con fuerte arraigo en la actualidad y es utilizada habitualmente como paso previo al litigio, en el entorno jurídico español su utilización como mecanismo de resolución de conflictos es todavía testimonial si se compara con el número total de disputas en el ámbito comercial internacional. 
	Es por lo tanto, un primer punto positivo y de agradecer al Legislador español, su intención de dotar a la figura de una regulación más exhaustiva que la incluida en la Directiva, a todas luces insuficiente. No obstante, es en este primer punto donde aparece nuestra primera crítica en el mecanismo normativo elegido por el Legislador europeo. 
	Como ya hemos señalado en otros trabajos con anterioridad, en un entorno legislativo europeo actual, el Legislador comunitario está optando por el Reglamento como figura prioritaria para la armonización de legislaciones nacionales en el ámbito civil y mercantil. Buena muestra de ello es la reconversión en los últimos años de importantes normas de Derecho internacional privado europeo, tal y como ocurrió con el Reglamento (CE) n° 44/2001 del Consejo, 22 de diciembre del 2000, relativo a la competencia judicial, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil o el Reglamento (CE) nº 593/2008 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de junio de 2008, sobre la ley aplicable a las obligaciones contractuales (Roma I). 
	La delimitación en materias de orden civil y mercantil nos parece acertada puesto que continúa la senda de importantes instrumentos legislativos comunitarios de Derecho privado, como los citados Reglamentos 44/2001 o 593/2008, entre otros muchos.
	La primera notable diferencia del Anteproyecto respecto de la Directiva 2008/52/CE es su ámbito de aplicación espacial. Mientras que el Artículo 1 de la Directiva limitaba su aplicabilidad a los litigios transfronterizos, la Ley es monista puesto que regula por igual los conflictos internacionales y los internos.
	Según el artículo 3.1 de la Ley debe entenderse por conflicto transfronterizo aquel en "el que las partes están domiciliadas o residen habitualmente en distintos Estados o cuando la mediación tenga lugar en un Estado distinto a aquél en el que las partes a las que afecta estén domiciliadas". Se trata de un criterio comúnmente utilizado en instrumentos legislativos reguladores de cuestiones de tráfico privado externo. Se considera relevante para considerar a una disputa como internacional el hecho de que las partes se encuentren radicadas en distintos Estados o que el proceso de mediación tenga lugar en un Estado distinto a aquel donde están domiciliadas.
	Aplaudimos la regulación uniforme de la Ley para conflictos internos e internacionales, puesto que nada justificaría la desigualdad de trato para mediaciones nacionales e internacionales si lo que se persigue es armonizar la figura en el entorno europeo. Entendemos que así deberían comportarse todas las legislaciones nacionales y no que exista una única regulación para las mediaciones internacionales (con las inevitables diferencias por la inadecuada transposición de la Directiva) y además, otra regulación diferente en cada Estado miembro para las mediaciones "nacionales".
	Aquí si nos encontramos con una novedad respecto de la tradicional regulación del instituto de la prescripción en Derecho español. La Ley dice (artículo 4) que el comienzo de la mediación suspenderá la prescripción o caducidad de las acciones.
	A diferencia de lo que ocurre en Derecho civil español en el que la prescripción de acciones se puede interrumpir por la mera reclamación extrajudicial, volviendo a obtenerse un plazo completo con cada interrupción, la Ley establece la suspensión del plazo para el ejercicio de la acción judicial, reanudándose el plazo por el tiempo que reste una vez que finalice el procedimiento de mediación (sin que se llegue a un acuerdo claro está). 
	En el marco de la responsabilidad en que pueden incurrir los mediadores, dispone el artículo 17 que los mediadores deben cumplir fielmente el encargo y, de no ser así, incurrirán en responsabilidad por los daños y perjuicios que causaren por mala fe, imprudencia grave o dolo. Es decir, aquí el legislador se ha mirado en el espejo del artículo 21 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje reguladora de la responsabilidad de los árbitros, en el que se establece que los árbitros responderán por los daños y perjuicios que causaren por mala fe, temeridad o dolo. Cambiando temeridad por imprudencia grave, la regulación es la misma.
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	1. Introducción
	Establecer la mediación como una forma para resolver los conflictos en sede judicial, constituye un gran avance para los métodos alternos de resolución de conflictos, porque se rompe la estructura tradicional, que es el Juez o el Magistrado los que pueden resolver las disputas en los Tribunales.
	Al romper éste paradigma los sistemas de resolución de conflictos cobran mayor  preponderancia, porque se pueden resolver las diferencias de los ciudadanos de una forma diferente y entre ellos mismos.
	Con lo cual se consagra dos sistemas para resolver conflictos, el adversarial y el no adversarial, que converge uno con el otro con una sola finalidad, que es mantener la convivencia pacífica, la ley y la justicia.
	Por lo tanto ambos sistemas, se complementa uno con otro con lo cual contribuye al mejoramiento de la administración de justicia. Coincido con el planteamiento del Licenciado Manuel Sánchez sostiene que: “El resultado del trabajo colaborativo de Jueces y Mediadores redundará en estrategias que serán vitales para la transformación de propuestas, producto de un trabajo conjunto en prácticas legales efectivas y beneficiosas que reduzcan la natural resistencia al cambio”.
	En este ensayo realizaremos un análisis de la Mediación en sede Judicial, la importancia que tiene ésta para los Poderes Judiciales, así como la evolución, avances y el desarrollo de los Centros de Mediación en los distintos países Latinoamericanos.  
	2. La mediación y acceso a la justicia
	El Acceso a la Justicia es todo derecho que tienen los ciudadanos en acceder libremente a los servicios que brindan los sistemas de administración de justicia.  Esto implica no solo ir a un despacho judicial, sino también que los conflictos que se le presenten puedan ser resueltos oportunamente.
	El acceso efectivo a la justicia implica el acceso a una tutela jurídica y no necesariamente de carácter  jurisdiccional, también puede ser a través de los mecanismos de resolución de conflictos, donde las partes pueden resolver sus diferencias rápidamente.
	Para Gladys Álvarez considera que es “el principio esencial de todo sistema jurídico e implica no solamente que los ciudadanos puedan ejercer sus derechos, sino, además, que sus conflictos sean solucionados adecuadamente y oportunamente.”
	Las formas de resolución de conflictos, toma relevancia por la congestión judicial que constituye la punta de lanza, como fórmula para solucionarlos de forma rápida y expedita.  En este sentido, existe una gran variedad de Métodos Alternos de Resolución de Conflictos entre los cuales podemos mencionar: La mediación, conciliación y el arbitraje. Pero además, existen otros no tan conocidos como: La facilitación, mediación-arbitraje, el mini-juicio, la evaluación neutral, el peritaje vinculante, el  experto neutral, entre otros. Todos estos mecanismo, lo que buscan en su esencia es resolver los conflictos entre los participantes, de una forma rápida, económica y efectiva.
	No obstante, la congestión judicial se debe a múltiples factores entre los cuales podemos mencionar: Falta de presupuesto destinado al sector justicia, leyes demasiado formalistas que impiden un tratamiento expedito de los procesos, falta de equipos, alto  índice de litigio por parte de los abogados, funcionarios judiciales que no llevan los procesos de la forma más adecuada y en los términos que señala la Ley, entre otros factores.
	Para buscar una solución a esta situación los diferentes Poderes Judiciales, han implementado distintos mecanismos para disminuir el congestionamiento de los Tribunales; entre los cuales podemos mencionar: flexibilización de las normas procesales, aumentos de Tribunales, incorporación de nuevas tecnologías de información, Tribunales móviles, entre otros.
	Todos los sistemas que se pretendan diseñar deben estar interconectado unos con otros e incluir los sistemas de resolución de conflictos; porque solamente crear nuevos Tribuales los mismos se van a sobrecargar de expedientes rápidamente.  La Dra. Gladys Álvarez  afirma lo siguiente: “El fortalecimiento de la justicia formal mediante la creación de nuevos juzgados o el incremento del número de jueces no es remedio adecuado para mejorar el funcionamiento de la administración de justicia”.
	Podemos afirmar que existe una gran mayoría en las legislaciones Latinoamericanas y en los Poderes Judiciales que introducen los Métodos Alternos de Resolución de Conflictos, con el objetivo de que exista acceso a la justicia, participación ciudadana en la resolución de sus disputas y la construcción de una cultura de paz.
	2.1. La mediación en sede judicial
	La implementación de los programas de mediación en sede judicial tiene como objetivo el acceso a la justicia, la derivación judicial, descongestionamientos de los Tribunales, imagen institucional, sensibilización de la mediación a la ciudadanía y  a los funcionarios del Poder Judicial. 
	Estos son algunos de los factores por lo cual se crean Oficinas, Centros o Direcciones en materia de resolución de conflictos, con la finalidad  que los usuarios puedan resolver sus diferencias con un procedimiento distinto y en un lugar diferente a los Tribunales de Justicia. Con esto se cambia las estructuras organizacionales de los Poderes Judiciales, introduciendo estas Oficinas en el esquema organizacional, algunas de ellas dependen directamente a la Corte Suprema de Justicia, en otros casos a las oficinas administrativas, Tribunales Superiores, Consejo de la Judicatura, Escuela Judicial, entre otras.
	Cuando estas Oficinas o Direcciones están adscritas a la Corte Suprema de Justicia, tienen mayor relevancia dentro del sistema judicial, porque se les imprime dinamismo a estas oficinas por los Magistrados, estos son consientes de la labor que se desempeña y de los resultados que se están obteniendo. Además, la Corte adquiere un compromiso con estos sistemas. En los casos que no dependen directamente a la Corte, se considerará una oficina más dentro de la institución.
	El sólo hecho que la mediación y los sistemas de resolución sean dependientes de los Poderes Judiciales, debe generar dos cambio importantes, primeramente el cambio de la percepción de la ciudadanía que ahora debe conocer que se pueden tener soluciones armónicas a sus conflictos y segundo que el personal que administra justicia debe internalizar este hecho, debido a que la formación profesional de algunos años atrás no la tenía.
	Para Josep Redorta considera “Si la mediación y el conjunto de recursos del conflicto management, se canalizan a través de estos Centros de Justicia Alternativa dependientes del propio poder judicial, estamos produciendo una transformación de alto nivel y en línea con las tendencias de futuro”.
	Además, los usuarios del sistema de administración de justicia confiarían en los Centros de Mediación de una institución como es la Corte Suprema de Justicia o Tribunal Supremo de Justicia. Además, los propios Jueces y Magistrados se le dan confianza porque estos Centros pertenecen al sistema y podrían derivar los procesos judiciales con seguridad. En caso de algún inconveniente con el  acuerdo se podría subsanar rápidamente, que lo que falto en el acuerdo o si no está conforme a las estipulaciones legales.  Esto es sin quebrantar la confidencialidad de la reunión de mediación.
	De igual forma, los mediadores son funcionarios judiciales con preparación académica y profesional, que constantemente se están preparando. También tienen una labor con la ciudadanía en sensibilizar  en temas de resolución de conflictos, la derivación judicial a los Centros, para ir construyendo una cultura de paz.
	Estas actividades que desarrollan los Centros cambian la imagen de los Poderes Judiciales, debido a que los ciudadanos pueden resolver sus diferencias directamente con la mediación en una forma más expedita, gratuita y próxima a los ciudadanos. 
	Para Juan Carlos Vezzula, sostiene que: “El pensamiento normativo y centralizado en el Poder Judicial también puede poner los servicios de mediación comunitaria al servicio de los Tribunales, pues esos centros son asumidos como de “proximidad” de la justicia, de sus Tribunales, como forma de mejorar una imagen deteriorada en la población por el sentimiento de “falta de justicia” pues su único contacto con ella es en materia penal que es especialmente persecutoria contra ellos”. 
	Es de señalar, que los Centros no se crean solamente para realizar mediaciones y resolver controversias, sino también para promoverla, cambiar la imagen institucional y desarrollar los mecanismo de resolución de conflictos.
	2.2. Dificultades de la mediación en sede judicial
	La mediación en la sede judicial presentan dificultades, que es una constante en los distintos Países Latinoamericanos, como son: Falta de apoyo de las altas instancias, desinformación, falta de confianza por parte de algunos abogados, jueces y magistrados, falta de presupuesto para los Centros, estos son algunas dificultades que presenta la mediación en sede judicial.
	Estas dificultades las observamos más por la falta de información de la mediación y por que los abogados consideran que es pérdida de tiempo y que sus honorarios no serían iguales que en un proceso judicial. Algunos Jueces o Magistrados señalan que sus resoluciones judiciales son mejores que los acuerdos alcanzados en mediación y que existe mucho trabajo para promover la mediación y realizar las derivaciones judiciales. 
	El retiro del apoyo o la falta de los mismos son para la mediación los riesgos más grandes que se tiene, debido a que una vez se tiene planteado el programa de resolución de conflictos o de mediación y se retira el apoyo los programas pierden su eficacia y todo logro alcanzado se pierde. Volver a implementar después los programas de mediación o de resolución de conflictos, sería una tarea muy difícil y aún más tener los resultados que anteriormente se tenían, motivado por la falta de confianza de los distintos usuarios de la administración de justicia y sería un revés para los Poderes Judiciales. 
	Para conocer la efectividad de los programas de mediación los mismos deben ser evaluados para saber si son eficaces. Cuando se van a evaluar estos programas no solamente se debe establecer los acuerdos alcanzados en mediación sino también todo el desarrollo de los Centros.
	Para las Doctoras Elena I. Highton y Gladys Álvarez en su reconocida obra la Mediación para Resolver Conflictos sostienen: “De ahí que la evaluación de los programas no deba concentrase exclusivamente en la cantidad de convenios logrados por medio de la mediación. Se deben tener en cuenta otros objetivos que hayan sido definidos por los tribunales al implementar estos programas. Éstos pueden incluir el aumento de la participación de las partes en el proceso de resolución de conflictos, el aumento de satisfacción de las partes y del cumplimiento de los resultados logrados en mediación, o la asistencia a las partes para que desarrollen un espectro más amplio de resultados de lo que se podrían lograr por medio de un proceso judicial. La percepción por parte de los litigantes de la legitimidad e imparcialidad del procedimiento se encuentra entre los elementos fundamentales de la evaluación.
	En consecuencia, el fracaso de la mediación por lograr un advenimiento no debe afectar de forma adversa el trato que los tribunales den a las partes a su vuelta al litigio”.
	Los Centros de Mediación dentro de los Poderes Judiciales cumplen su labor que anteriormente hemos señalado, que es resolución de conflictos, satisfacción de los usuarios y descongestionamiento de los juzgados, cuando utilizan la mediación para resolver diferencias. Siempre va a haber dificultades lo importante es poderlas superar y demostrar que la mediación es una herramienta útil en la administración de justicia.
	3. Los Centros de Mediación dentro de los Poderes Judiciales
	En los distintos Países para establecer la mediación lo han realizado de formas diferentes: unos promovieron primero una Ley de Resolución de Conflictos, en la cual consagra la mediación y el arbitraje y a partir de la Ley se comienza a desarrollar los procesos colaborativos. Otros inician con la promoción, entrenamiento a mediadores y después la creación de la Ley, desarrollándose así los Sistemas de Mediación.
	Los sistemas de resolución de conflictos se han implementado de mayor o menor medida dependiendo de la institución u organismo que lo apoye, la mayoría de los casos lo implementan las Procuradurías, Defensorías del Pueblo, Ministerio de Gobierno o del Interior, Ministerio de Justicia, Cortes Supremas de Justicias, entre otras instituciones.
	Pero es la visión e interés de las altas instancias en implementar la mediación como una forma de solución de conflictos. No obstante, esto también se debió al establecimiento de las políticas de los Organismos Internacionales como son: Banco Mundial, Banco Interamericano de Desarrollo, AIDE, AECI, Comunidad Europea, entre otros, con la finalidad de implementar estos sistemas en los distintos Países. Entre Países que desarrollan la mediación de los Poderes Judiciales tenemos: 
	3.1. Centro de Mediación del Poder Judicial de Costa Rica
	Este País implementó el mecanismo alterno de resolución de conflictos, mediante la Ley N: ª º7727 del 9 de diciembre de 1997, sobre Resolución Alterna de Conflictos y Promoción de la Paz Social, donde establece la mediación, la conciliación y el arbitraje. Asimismo, el Ministerio de Justicia mediante Decreto 32152 del 27 de octubre de 2004, creó la Dirección Nacional de Resolución Alterna de Conflictos, la cual tiene como función crear y desarrollar en coordinación con otras autoridades el mecanismo de resolución de conflictos, el mismo está adscrito al Ministerio de Justicia.
	Esta Ley introduce los mecanismos de resolución de conflictos, a través de la figura de los jueces conciliadores, cuando así lo soliciten las partes, los Defensores, Fiscales y Jueces. Entre las funciones están las siguientes: 1. Convocar a las partes de un proceso judicial a una audiencia de conciliación (que es voluntaria). 2. Realizar la audiencia de conciliación, la cual se desarrolla mediante un modelo de conciliación por etapas, que luego tendremos la posibilidad de explicarles. 3. Homologar los acuerdos conciliatorios logrados. 4. Verificar el efectivo cumplimiento del acuerdo. 5. Dictar las resoluciones que den por terminado los procesos 6. Expedir las ejecutorias que correspondan. 7. Devolver el expediente al juez que conoce del asunto para que continúe con el proceso.
	Esta figura de juez conciliador, realmente es un conciliador; pero con funciones especiales puesto que el mismo realiza la homologación del acuerdo, porque no tiene que ir a otro juez para que lo eleve a resolución judicial sino el mismo lo realiza.
	Para el Magistrado de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica, Rolando Vega Robert, en su artículo Los Mecanismos de Resolución de Alterna de Conflictos en Costa Rica, señala: “El Poder Judicial ha mantenido su liderazgo en el tema contando siempre con alto grado de credibilidad por parte por parte de los usuarios. Es la actualidad, el Estado tiene que administrar recursos cada vez más escasos para atender las demandas sociales; por ello, se deben fortalecer los mecanismos de desarrollo y de cambio social y dotarlos de la flexibilidad adecuada para aprovechar eficientemente los recursos disponibles para la construcción y perfeccionamiento de una Justicia más democrática”. 
	3.2. Dirección Nacional de Resolución Alterna de Conflictos de Nicaragua
	La Dirección Nacional de Resolución Alterna de Conflictos, en Poder Judicial de Nicaragua fue creada mediante Acuerdo N:ª 77del 13 de abril de 2000, con el objetivo de brindar el marco institucional y técnico necesario para el funcionamiento de la mediación y el arbitraje como métodos alternos para la solución de conflictos.
	Esta facultad está consagrada en La Ley 260 del 23 de julio de 1998, que es la Ley Orgánica del Poder Judicial, establece la mediación como un requisito previo para iniciar un proceso judicial y el artículo 22 que establece la organización administrativa del Poder Judicial.  Además, de lo estipulado en la  Ley N°. 540 del 25 de Mayo del 2005, se instituye la mediación y el arbitraje en el ámbito nacional e internacional.
	El Objetivo de la DIRAC resolución de conflictos de propiedad reforma urbana y agraria. Además resolver diferencias de cualquier otra índole, comunitarios, capacitación y divulgación de los métodos alternos de resolución de conflictos. 
	3.3. Unidad de Resolución Alternativa de Conflictos de Guatemala
	La mediación en Guatemala no está debidamente regulada, sino que se tiene un  Decreto 67-95 del 3 de octubre de 1995, desarrolla lo relativo al arbitraje nacional e internacional. No obstante, el Poder Judicial mediante Acuerdo 11 del 18 de abril de 2001, crea la Unidad de Resolución Alternativa de Conflictos, como parte del cumplimiento de los Acuerdos de Paz y Modernización del Sistema Judicial. 
	El Objetivo de la Unidad es promover la mediación como un procedimiento, rápido, gratuito, e informal para agilizar el acceso a la justicia, para la población urbana y rural para resolver los conflictos civiles, de familia, penales, laborales, mercantiles, entre otros, propiciando la paz y justicia social y desjudicializar los Tribunales.
	Entre las funciones están: Coordinar y evaluar los funcionamientos de los Centros, establecer los estudios para ubicar los centros de mediación, impulsar los métodos alternos de resolución de conflictos, establecer las estadísticas de los centros de mediación.
	Cuenta aproximadamente con 95 mediadores de los cuales el 60% son mujeres, de los 77 centros de mediación, sobre en las poblaciones indígenas y los acuerdos llegados  en los centros son homologados por los jueces, para que tenga la calidad de un título ejecutivo.
	3.4. Oficina de Mediación del Poder Judicial de Paraguay
	En virtud de la Acordada N. ª198 del 27 de diciembre del 2000 la Corte Suprema de Justicia de Paraguay creó la Oficina de Mediación, con la finalidad de realizar sesiones de mediación de forma voluntaria y para los casos que sean derivados por los Tribunales y la Ley que establece la mediación y el arbitraje en Paraguay es  Ley N. º 1.879 del 11 de abril de 2002.   
	Estos servicios de la Oficina de Mediación, fueron ampliados mediante Acordada Nª361 del 27 de abril de 2005, que se amplía los casos prejudiciales en los Juzgados de Primera Instancia de lo Civil, Comercial, Laboral, Paz, Justicia Letrada, entre otros y con la Acordada N. º428 de 2006,  se amplía la mediación al ámbito penal.
	La Oficina de Mediación presta servicios de mediación judicial, en la cual desarrolla los planes de difusión, programas de capacitación y perfeccionamiento de los mediadores en ejercicio, para el fortalecimiento y mejoramiento de los servicios de mediación.
	Casos Ingresados a la Oficina de Mediación de 1999 - 2009
	AÑO
	Casos Mediados
	Mediado con Acuerdo
	Mediado sin acuerdo
	No mediado por inasistencia de las partes
	1999
	25
	18
	07
	04
	2000
	110
	55
	55
	104
	2001 a 2003
	242
	178
	64
	110
	2004
	260
	190
	70
	89
	2005 y 2006
	572
	434
	138
	288
	2007
	653
	376
	277
	298
	2008
	1.024
	428
	596
	350
	2009 a Octubre
	635
	349
	286
	528
	TOTAL
	      3.521
	2.028
	1.493
	1.771
	Fuente: Oficina de Mediación de Paraguay
	3.5. Centros de Mediación de Uruguay
	El Poder Judicial de Uruguay creó los Centros de Mediación de Uruguay, mediante Acordada N. ª7664 del 29 de noviembre de 2009, en virtud de la Ley 16.995 del 26 de agosto de 1998, estableció que en todo procedimiento de conciliación en sede judicial o administrativa, mediación o arbitraje, cada parte deberá estar asistida por abogado.
	La Doctora  Susai Ginzo Carrera “A modo de resumen, podemos concluir que el sistema jurídico uruguayo reconoce los métodos de conciliación, mediación y arbitraje, y admite su aplicación en forma generalizada (prejudicial, judicial, administrativa y extrajudicial), poco reglada y con preeminencia del principio de la autonomía de la voluntad de las partes.”
	ENERO-DICIEMBRE 2008
	Centro Cerro Piedras
	Blancas
	Cerrito de
	la Victoria
	Malvin
	Norte
	Maciel Total
	Med. Realizadas
	323
	210
	131
	128
	98
	890
	Med. C/ Acuerdo
	298
	206
	114
	120
	 88
	826
	Med. S/ Acuerdo
	25 
	 4
	17 
	8
	10
	64
	De las Mediaciones Realizadas un 93% lograron llegar a un acuerdo, mientras que el 7% no alcanzó el acuerdo. De lo que se desprende la siguiente conclusión: si ambas partes asisten a la instancia mediatoria 9 de cada 10 consiguen alcanzar un acuerdo.
	Fuente: Informe Estadístico Correspondiente a los cinco Centros de Mediación del Poder Judicial año 2008.
	3.6. Oficina del Negociado de Métodos Alternos de Solución de Conflictos de Puerto Rico
	La Ley 19 del 22 de septiembre 1983, se establece en los Tribunales y centros para solución alternativas de conflictos. Para tal efecto, el Poder Judicial de Puerto Rico estableció el primer reglamento interno el 25 de junio de 1998, modificado en los años 1999, 2000, 2004 y 2005. 
	Estos Reglamentos señalan que es de política pública la utilización de los métodos alternos de resolución de conflictos y es la Oficina del Negociado de Métodos Alternos de Solución de Conflictos, la encargada de registros de interventores neutrales, evaluadores y árbitros.
	Para Midred Enid Negrón Martínez, Lilyana Vélez Fernándes y otros “Los resultados de evaluaciones y análisis estadísticos realizados regularmente en los Centros nos confirman estas afirmaciones.  Por un lado, la primera evaluación sobre los servicios del Centro de Mediación de Conflictos de San Juan (Oficina de Administración de los Tribunales 1983) destaca un 88% de acuerdos como resultado de la mediación desde el inicio del Centro en 1983.  Evaluaciones posteriores (Oficina Administración los Tribunales 1988; Ruiz y Vélez 1987), así como los análisis de diversos informes estadísticos sobre movimiento de casos en los Centros para los años fiscales 1997-1998, 1998-1999 y 1999-2000, apunta a un aumento de hasta un 90% de acuerdos en casos mediados.
	De otra parte, los datos obtenidos de encuestas entre los participantes sobre su grado de satisfacción con la mediación arrojan altos niveles de satisfacción, que fluctúan entre 89% y el 97% de las respuestas. Es importante destacar que estos porcentajes reflejan la opinión de los participantes, independiente del resultado de la mediación. Encuesta más recientes (Negociado de Métodos Alternos para la Solución de Conflictos 2000) apunta a una tendencia similar”.
	Además, de establecer las políticas sobre soluciones de conflictos, certificación de los interventores, aprobar los centros, manuales operativos, evaluación, supervisión de los mediadores y de los centros, entre otras funciones.
	3.7. Dirección Nacional de Métodos Alternos de Resolución de Conflictos de Panamá
	Los Métodos Alternos de Resolución de Conflictos se inician a través de la cooperación internacional del Banco Interamericano de Desarrollo (BID), en conjunto con el Centro de Conciliación y Arbitraje de la Cámara de Comercio, Industrias y Agricultura de Panamá, con el objetivo de establecer una ley de arbitraje, la conciliación y mediación.
	De estos esfuerzos surge el Decreto Ley N.° 5 del 8 de julio de 1999, que establece los métodos alternos de solución de conflictos. Esta Ley fue concebida para resolver conflictos de carácter  comercial y asuntos civiles.
	Una vez que surge el Decreto Ley N.° 5 de 1999, se comienza la formación de los futuros mediadores de la República de Panamá, el programa fue auspiciado por la Universidad de Panamá y el Centro de Conciliación y Arbitraje de Panamá, formando aproximadamente a unos 30 mediadores y con profesores de Argentina y Puerto Rico.
	A partir de ese momento, comienza el desarrollo de las capacitaciones sobre los métodos alternos de solución de conflictos y es el Órgano Judicial una de las instituciones que más promueve la mediación en Panamá, para evitar que estos conflictos ingresen al sistema judicial.
	Los Centros de Métodos Alternos de Resolución de Conflictos del Órgano Judicial, se crearon por parte de la Honorable Corte Suprema de Justicia, en virtud de lo establecido en el artículo 1005 del Código Judicial, que dice:
	“El Pleno de la Corte Suprema de Justicia podrá, mediante acuerdo, crear y organizar centros especializados que colaboren con los Tribunales, en la práctica de notificaciones, citaciones y demás servicios comunes, para el mejor funcionamiento de la administración de justicia. Igualmente, en ejercicio de esta facultad, podrá crear centros para la solución alternativa de conflictos, los cuales se regirán por el Decreto Ley 5 de 1999, sobre arbitraje de la conciliación y la mediación”.
	Una vez que se tenía el fundamento legal, se promulgaron los Acuerdos N.° 294 de 6 de septiembre de 2001, N.° 433 de 13 de diciembre de 2001, N.° 225 de 19 de junio de 2003 y N.° 252 de 31 de mayo de 2006, con la finalidad de desarrollar los mecanismo alternativos de resolución de conflictos dentro de esta Institución con el objetivo de que la ciudadanía tenga un acceso a la justicia y a su vez, se dé el descongestionamiento de los Tribunales.
	Actualmente el Órgano Judicial de Panamá, consta con diez Centros a nivel nacional ubicado uno en cada Provincia, que hacen mediaciones en conflictos de naturaleza civil, comercial, derecho autor, penal, familia, comunitario, entre otros, judicialmente y extrajudicial.
	Estos Centros constituyen otra forma de solución de conflictos, que tiene la ciudadanía para resolver sus diferencias pacíficamente y al estar dentro del Sistema Judicial propicia confianza de los mismos.  
	Para ser mediador de estos Centros, según los dispone el Manual Operativo de los mismos,  se tiene que cumplir con una serie de requisitos como: estar registrado como mediador en el Ministerio de Gobierno y Justicia, demostrar sus habilidades y destrezas realizando los procesos de mediación.  Para tal efecto, deben pasar la primera fase del entrenamiento que consiste en realizarse seis co-mediaciones con los formadores de mediadores, quienes tienen la responsabilidad dentro del proceso de mediación. La segunda fase del entrenamiento consiste en realizar seis co-mediaciones donde la persona que se está entrenando tiene la responsabilidad en la sesión de mediación. Después de realizar el entrenamiento antes señalados, los formadores se reunirán para determinar si el aspirante a mediador del Centro, se le puede dar un proceso de mediación sin supervisión.
	A los que son formadores también serán observados por otros mediadores y una vez terminada la mediación se realizará una devolución de las opiniones sobre la sesión de mediación. 
	Los Centros de Resolución de Conflictos del Órgano Judicial, están equipados con instalaciones confortables, con sistemas de información, Cámara Gesell, que es un espejo reflexivo, con equipo de audio y previa consulta a los participantes de la mediación, se realizar la supervisión a los mediadores. 
	Con esto se busca que los mediadores estén capacitados y actualizados, en cuanto a las técnicas y herramientas que manejan, efectuando una confirmación de la reunión de mediación realizada, con los supervisores. En esta se determinará como se llevo a cabo,  las dificultades que tuvo y todo esto se hace a través de un formato de guía de la observación de la mediación.
	Con esto se lleva un control y manejo de los Centros que cada uno tenga un estándar de trabajo; pero respetando solamente los aspectos interculturales de cada Provincia, pues cada Centro tienen que trabajar con los mismos parámetros de calidad de servicios.
	El crecimiento de los Centros ha sido de una forma paulatina pero constante y la aceptación de los usuarios del sistema de mediación lo han señalado en los formularios de calidad de servicios de mediación y con las estadísticas que lo reflejan, lo siguiente:
	Los Centros de Mediación del Órgano Judicial han realizado desde el 2002 hasta el 2009  7,139 sesiones de mediación y  1,180 de enero a junio del 2010, que representa un total de 8,319 sesiones de mediación efectuadas, con lo cual refleja la aceptación de los usuarios del sistema de administración de justicia de Panamá. 
	Fuente: Dirección Nacional de Métodos Alterno de Resolución de Conflictos.
	4. Conclusiones
	1. El Acceso a la Justicia y la pronta solución de controversias, es una reclamación de la ciudadanía a los Poderes Judiciales.
	2. Cuando se implementa programas de mediación en los Poderes Judiciales, se cambia la imagen institucional y los distintos usuarios del sistema de administración de justicia, están utilizando la mediación para resolver sus diferencias.
	3. Existen dificultades para implementar programas de mediación; pero una vez subsanas estas dificultades la mediación, a través de los Centros de Mediación, se fortalece en los Poderes Judiciales y son parte del sistema judicial.
	4. Los Centros de Mediación cumple varias funciones entre las que podemos mencionar: resolución de conflictos, sensibilización a la ciudadanía y a los funcionarios judiciales sobre temas de mediación, implementación de las derivaciones judiciales, con lo cual se construye la paz social.
	5. Recomendaciones
	1. Continuar con el apoyo por parte de la Corte Suprema de Justicia o Tribunales Supremos de Justicia, a los Centros de Mediación de los Poderes Judiciales.
	2. Dotar a los Centros de Mediación de mayor presupuesto para realizar sus funciones emanadas en la Ley o en los Acuerdos que lo crea.
	3. Crear más Centros de Mediación por parte de los Poderes Judiciales, para que los usuarios del sistema de administración de justicia puedan resolver sus diferencias entre ellos mimos.
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	LA MEDIACIÓN FAMILIAR EN EL ORDENAMIENTO JURÍDICO ESPAÑOL
	       Rocío López San Luis
	Sumario:  1.- Introducción; 2.- Concepto y clases de mediación familiar; 3.- Principios Informadores del proceso de mediación familiar en las Legislaciones Autonómicas; 4.- Desarrollo de las actividades del proceso de mediación familiar en las Legislaciones Autonómicas; 5.- Formación del mediador familiar en las Legislaciones Autonómicas. 6.- Conclusiones.
	1. Introducción
	La mediación, a pesar de estar reconocida como un sistema eficaz de gestión de conflictos complementario al sistema judicial, a día de hoy carece de plasmación legal con eficacia a nivel estatal. Sin embargo, y teniendo en cuenta el desarrollo legislativo que existe a nivel autonómico sobre mediación familiar, podemos afirmar que España es uno de los países a nivel europeo que más ha legislado en torno a esta figura. 
	Contamos con diversos hitos legislativos en el ámbito del derecho comunitario, que nos han servido de orientación para desarrollar la mediación familiar en nuestro País.
	La Recomendación  N.º R. (98) 1.º, sobre Mediación Familiar, aprobada por el Comité de Ministros del Consejo de Europa, del 21 de enero de 1998, es el primero de los referentes y quizás ha sido el más importante. En ella, se recomienda a los Gobiernos de los Estados miembros a: Instituir o promover la mediación familiar, o, llegado el caso, reforzar la mediación familiar existente. A su vez, la Recomendación manifiesta que los Estados se esforzarán en tomar medidas necesarias que permitan a las partes el acceso a la mediación familiar, incluyendo la mediación internacional, con el fin de contribuir al desarrollo de esta modalidad de acuerdo amistoso de los litigios familiares.
	El segundo de los referentes es el Libro Verde, aprobado por la Comisión de las Comunidades Europeas, sobre las Modalidades Alternativas de Solución de Conflictos en el ámbito del Derecho Civil y Mercantil, de 19 de abril de 2002, que tuvo como objetivo consultar a los colectivos implicados en la resolución de conflictos, en el ámbito del Derecho Civil y Mercantil, sobre algunas cuestiones referentes a las modalidades alternativas de solución de conflictos, que planteaban dudas y dificultades desde el punto de vista jurídico.
	Fruto de esa consulta ha sido el tercero de los referentes, la Directiva 2008/52/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2008, sobre ciertos Aspectos de la Mediación en Asuntos civiles y mercantiles, cuyo objetivo es facilitar el acceso a modalidades alternativas de solución de conflictos y fomentar la resolución amistosa de litigios, promoviendo el uso de la mediación y asegurando una relación equilibrada entre la mediación y el proceso judicial. Sin embargo, la tan esperada Directiva no ha resuelto los problemas que suscitaba la ausencia de normativa en el ámbito de la mediación familiar, pues solamente se aplica a los conflictos transfronterizos. 
	Estos referentes son los que han permitido que las Comunidades Autónomas, amparándose en las competencias que tienen delegadas en materia de protección a la familia en sus distintos Estatutos de Autonomía, hayan legislado sobre la mediación familiar, siendo en total once: Ley 4/2001, de 31 de mayo, reguladora de la Mediación Familiar de Galicia y Decreto 159/2003, de 31 de enero, por el que se regula la figura del mediador familiar, el Registro de Mediadores familiares de Galicia y el reconocimiento de la mediación gratuita; Ley 7/2001, de 26 de noviembre, reguladora de la Mediación Familiar en el ámbito de la Comunidad Valenciana; Ley 15/2003, de 8 de abril de la Mediación Familiar de Canarias; Ley 4/2005, de 24 de mayo, del Servicio especializado en Mediación familiar en Castilla- La Mancha; Ley 1/2006, de 6 de abril, de Mediación Familia de Castilla Y León; Ley 18/2006, de 22 de noviembre, de Mediación Familiar en Las Islas Baleares; Ley 1/2007, de 1 de Febrero, de Mediación Familiar, en la Comunidad de Madrid; Ley 3/2007, de 23 de marzo, de Mediación Familiar, de la Comunidad Autónoma del Principado de Asturias; Ley 1/2008, de 8 de febrero, de Mediación Familiar del País Vasco; Ley 1/2009, de 27 de febrero, reguladora de la Mediación Familiar en la Comunidad Autónoma de Andalucía; y, Ley de Cataluña 15/2009, de 22 de julio, de Mediación en el ámbito del Derecho privado, que deroga la Ley 1/2001, de 15 de marzo, de Mediación familiar de Cataluña y su Reglamento 139/2002 de 14 de mayo.
	2. Concepto y clases de mediación de familiar
	Son muchas las definiciones que se han propuesto en torno a la figura de la mediación. En un sentido amplio la podemos definir como la intervención de una tercera parte, competente e imparcial, en una disputa o conflicto, con el propósito de ayudar a las partes a resolver sus diferencias y a mejorar sus relaciones en el futuro, proveyéndoles de un ambiente pacífico y seguro. 
	La finalidad de la mediación, en la gestión de disputas, consiste en ayudar a las partes a crear soluciones nuevas adaptadas a sus necesidades y mutuamente aceptables, procurando que lleguen a un acuerdo consensuado, mediante la mejora de la comunicación y sus relaciones en el futuro. 
	Este objetivo general implica otros tres más específicos: 1) Ayudar a las partes a crear soluciones factibles a sus problemas; 2) Transformar las relaciones entre las partes, modelando conductas para una gestión efectiva de futuras disputas; 3) Ampliar opciones con relación a los procedimientos judiciales formales.
	El concepto de mediación ha sido abordado en diversos textos normativos. Así, la Recomendación N.º R (98) 1 del Comité de Ministros de los Estados Miembros sobre la Mediación Familiar, la define como “un proceso en el que una tercera persona, el mediador, imparcial y neutro, asiste a las partes sobre los aspectos objeto del litigio para que ellos mismos, por medio de la negociación lleguen a acuerdos comunes”.
	La Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo, De 21 de mayo de 2008, sobre Ciertos Aspectos de la Mediación en Asuntos civiles y mercantiles, precisa la mediación en su artículo 3 como “un procedimiento estructurado, sea cual sea su nombre o denominación, en el que dos o más partes en un litigio intentan voluntariamente alcanzar por sí mismas un acuerdo sobre la resolución de un litigio con ayuda de un mediador”.
	Las definiciones que las legislaciones autonómicas han adoptado sobre la mediación familiar no son coincidentes, pues algunas lo hacen desde el punto de vista del procedimiento, y otras desde la figura del agente mediador.
	La Ley de mediación familiar de la Comunidad Autónoma de Andalucía define la mediación familiar desde la visión del procedimiento y manifiesta cuál debe de ser su finalidad: “Se entiende por mediación familiar, el procedimiento extrajudicial de gestión de conflictos no violentos que puedan surgir entre los miembros de una familia o grupo convivencial, mediante la intervención de profesionales especializados que, sin capacidad de decisión sobre el conflicto, les asistirán facilitando la comunicación, el diálogo y la negociación entre ellos y ellas, al objeto de promover la toma de decisiones  consensuadas en torno a dicho conflicto”.
	La definición es acertada, alude al procedimiento y a la materia objeto de mediación -abarcando cualquier tipo de conflicto familiar en el que no exista violencia- y, a la intervención de un tercero -que debe ser experto en la materia-, cuya finalidad es asistir a las partes en conflicto, facilitándoles la comunicación, el diálogo, y la negociación entre ellos, dejando claro que en ningún momento el mediador tiene capacidad de decisión. 
	En el apartado 2 del mismo artículo, alude a la finalidad de la mediación y cuáles son los valores que deben primar en el procedimiento de mediación: “La mediación  familiar tiene como finalidad que las partes en conflicto alcancen acuerdos equitativos, justos, estables, duraderos, contribuyendo así a evitar la apertura de procedimientos judiciales, o en su caso, de los ya iniciados”.
	Atendiendo a las definiciones aportadas, podemos señalar con carácter general cuáles son los elementos o características principales de la mediación:
	- Es un ADR que requiere la intervención de un tercero, llamado mediador.
	- Que esta tercera persona tiene que ser neutral e imparcial.
	- Las partes son las que deciden cual es la solución del conflicto (autocomposición).
	- Requiere la existencia de un proceso.
	Todo ello ha llevado a que la doctrina establezca diversas clases de mediación familiar:
	-Mediación privada o pública: según se desarrolle con la intervención de un mediador profesional libremente elegido por las partes a cambio de una remuneración previamente pactada con los mediados (privada) o cuando el mediador profesional presta sus servicios dentro de un servicio de marco institucional y administrativo, prestando el servicio de mediación como integrante de un servicio social y, por lo tanto, de carácter gratuito para los mediados (pública). Todas las leyes autonómicas de mediación aluden a la remuneración del servicio de mediación. 
	- Mediación extrajudicial e intrajudicial: es extrajudicial la que tiene lugar fuera del ámbito de un proceso judicial. Se denomina intrajudicial a la que desarrollándose al margen del mismo, se encuentra vinculado a él de alguna forma, generalmente mediante el acceso al servicio de mediación por remisión del juez. Ésta a su vez puede tener lugar en los procesos de familia, tanto en la fase de medidas provisionales o cautelares, en el propio juicio definitivo o en la ejecución de sentencia.
	-Mediación global: cuando abarca todos los aspectos del conflicto, y parcial cuando se limita sólo a algunas de las cuestiones que enfrentan a las partes.
	- Mediación como sistema de gestión de conflictos (mediación facilitadora) y mediación como sistema de resolución de conflictos (mediación evaluativa):  En el primer sistema lo determinante no será la obtención de una solución sino la gestión o la elaboración del conflicto por parte de los sujetos inmersos en él, mientras que en el  segundo lo determinante es garantizar que se alcance una solución al conflicto. En el ámbito en el que más se ha incidido en la función del mediador como facilitador del conflicto es el de la mediación familiar, y así lo ha entendido la legislación andaluza cuando señala que el mediador no tiene capacidad de decisión sobre el conflicto y que asistirá a las partes facilitando la comunicación, el diálogo y la negociación entre ellos y ellas, al objeto de promover la toma de decisiones consensuadas (art. 2. 1.º in fine, art. 16. b) y e).
	3. Principios Informadores del proceso de mediación familiar en las Legislaciones Autonómicas
	Tanto en la legislación internacional como en la nacional se alude a una serie de principios que informan todo el proceso de mediación familiar.
	La técnica empleada en las legislaciones autonómicas varía, pues si bien algunas dedican algún capítulo o sección a los principios o características -La Ley gallega en el Capítulo I, del Título I ( arts. 7 al 11); Ley andaluza en el Capítulo II (arts. 6 a 12); Ley de Castilla-La Mancha en el Capítulo II (arts. 8); Ley del Principado de Asturias Capítulo II del Título I (arts. 4 a 9); Ley Catalana en el Capítulo II (arts. 5 a 9)-,  en otras, se desprenden bien del articulado de la ley, o de la exposiciones de motivos -Leyes valenciana (arts. 4 y 5) y canaria (art. 4), de la Comunidad de Madrid (art. 4); Ley de las Islas baleares (art. 2),Ley de Castilla y León (art. 4); Ley del País Vasco (art. 8).
	El primero de ellos es el principio de voluntariedad. Es el principio o característica más relevante de todo el proceso de mediación familiar. Constituye su esencia y determina que las partes no sólo son libres de someterse o no a un proceso de mediación familiar, sino de desistir en cualquier momento.
	Ahora bien, a pesar de ser uno de los más importantes, no quiere decir que sea indiscutido.  Pues, el carácter voluntario empieza a ser cuestionado en el ámbito del Derecho de familia, especialmente cuando el conflicto familiar involucra a menores de edad cuyo interés ha de ser prioritario frente a cualquier otro. 
	Igualmente, la doctrina más novedosa en este punto, y siguiendo a algunos de los países de nuestro entorno, son favorables a un cambio procedimental que recoja la posibilidad de la mediación en el inicio del proceso judicial de crisis matrimonial sería bastante acertado, entendida como una procedimiento previo al judicial contencioso o voluntario y que no fuese más allá de unas primeras sesiones informativas sobre el desarrollo y ventajas de la misma.
	La Recomendación (98) 1º aboga por la línea de la voluntariedad cuando establece que la mediación no deberá ser en principio obligatoria. (II.a). En este sentido, la Ley de Mediación Familiar en Andalucía al igual que otras leyes autonómicas como la Ley de Castilla-La Mancha, Castilla-León y la de Comunidad de Madrid, Islas Baleares Sin embargo, algunas de las legislaciones autonómicas parecen admitir la mediación familiar preceptiva (Ley de mediación familiar de Cataluña, Valencia, Galicia y Canarias, Principado de Asturias).
	Otros principios que deben prevalecer en todo procedimiento de medición familiar son el de imparcialidad y neutralidad. La imparcialidad, en este ámbito, viene a ser entendida como la cualidad de no tomar partido por alguna de las partes en conflicto, tratando objetivamente la cuestión, descubriendo los intereses y necesidades de los implicados. Como el hecho por parte del mediador de no actuar en aquellos casos en que tenga o haya tenido una relación personal o profesional, con cualquiera de ellas, que comprometa su imparcialidad, puesto que en caso contrario podrá ser objeto de recusación  o de sanción grave.
	En estrecha relación con el principio de imparcialidad se encuentra el de neutralidad, entendiéndose como la actitud que debe tomar el mediador frente al eventual resultado del procedimiento de mediación. Al mediador, se le exige no imponer acuerdos, ni orientar a las partes hacia soluciones que estén en línea con sus propios valores y principios, sino respetar estrictamente los valores de las partes en conflicto, salvo que vayan en contra de los intereses de los menores o del orden público. 
	Ahora bien, no puede confundirse neutralidad con ausencia de valores por parte del mediador, ni con su pasividad. El procedimiento de mediación familiar tiene sus propios valores como promover el acuerdo, mantener las relaciones entre los miembros de la familia, ayudar a las partes a tomar decisiones, teniendo en cuenta las necesidades y los deseos de los menores. 
	Este principio de neutralidad está siendo hoy día objeto de debate. Se piensa que la neutralidad absoluta no existe, puesto que el mediador ejerce sus funciones dentro de una cultura, por ello la neutralidad, siguiendo a Blanco Carrasco, debe ser entendida como “la capacidad del mediador para dar un espacio a la forma de entender la vida y el conflicto propio de las partes, así como el lugar para que los sujetos conozcan y ejerzan su propia voluntad”.
	Estas características o principios se regulan en todas las Legislaciones Autonómicas. Lo que ocurre que algunas los recogen como principios (Galicia, Canarias, Cataluña, Comunidad de Madrid, Principado de Asturias, Islas Baleares, Castilla-León, País Vasco y Andalucía), y otras como Valencia (art 9) y Castilla- La Mancha (art. 10) los regulan como deberes del mediador.
	La confidencialidad es otra de las características que tanto la legislación internacional como la nacional otorgan una gran relevancia en el proceso de mediación familiar. La mediación familiar, de conformidad con la Recomendación, deberá llevarse acabo en privado, y lo que se trate en las sesiones habrá de ser confidencial, salvo que se haya obtenido el consentimiento de ambas partes. 
	Este deber no sólo obliga a los mediadores sino también a los intervinientes, renunciando, incluso, a proponer al mediador como testigo en cualquier procedimiento relacionado con el objeto de la mediación.
	La confidencialidad no es absoluta, y así se refleja en las legislaciones existentes, donde se establece la obligatoriedad, para la persona mediadora, de revelar algún aspecto de la información obtenida cuando sea necesario para tutelar el interés superior del menor, o cuando exista peligro para la integridad física o psíquica de alguna de las partes o de un tercero, o en caso de que existan indicios de criminalidad.
	El incumplimiento del deber de confidencialidad y secreto profesional, suelen estar sancionados como infracción muy grave y causa de abstención del mediador en procesos posteriores o de recusación.
	La siguiente de las características a las que se alude es la del carácter personalísimo o inmediatez. Esta característica implica que la mediación no puede delegarse, no valen ni representantes ni intermediarios, siendo necesario que las partes asistan personalmente a las reuniones de mediación.
	Todas las legislaciones autonómicas así lo contemplan la Ley catalana (art. 8), Ley valenciana (art. 15), Ley canaria (art. 4), Ley gallega (art. 8), Ley de Castilla-La Mancha (arts. 19), Ley andaluza (art. 10), Ley del País Vasco (art. 8.i), Ley de Islas Baleares (art. 2.f).
	Como novedad destacamos la Ley del Principado de Asturias, en ella se recoge la posibilidad de que “si las circunstancias así lo requieren y de forma excepcional, puedan utilizarse medios electrónicos en alguna de las reuniones de mediación, siempre que quede garantizada la identidad del mediador y de las partes. La presencia física de las partes deberá producirse, en todo caso, en el momento de la firma de los acuerdos adoptados” (art. 8. 2º).
	Otra principio básico es el de autocomposición o libre decisión de las partes. La Recomendación  N.º (98) 1.º, establece que “el mediador no podrá imponer una solución a las  partes”. En la mediación familiar el papel principal lo tienen las partes. Son los propios interesados quienes, con ayuda del mediador, tratan de hallar una solución satisfactoria para su problema. Siendo la función del mediador la de poner sus conocimientos al servicio de la  pareja, tratando de equilibrar la capacidad negociadora de ambas partes y facilitando la consecución de acuerdos. Así, podemos afirmar que el mediador lleva el control del proceso, dejando a los implicados la elección de los contenidos, alternativas y soluciones.
	Entre las leyes autonómicas que recogen este principio bien directamente, bien indirectamente, se encuentra la Ley valenciana, que establece entre los deberes de las personas mediadoras “propiciar que la partes tomen sus propias decisiones disponiendo de la información y el asesoramiento suficiente para que desarrollen los acuerdos de una manera libre, voluntaria y exenta de coacciones” (art. 9. d)); y la Ley del País Vasco utiliza el término de debate contradictorio, determinando que durante el procedimiento de mediación las partes deben sentirse libres para expresar sus puntos de vista sobre la situación conflictiva. Y que la persona mediadora deberá potenciar un trato equitativo entre las partes, garantizando una intervención equilibrada entre ellas en el transcurso de la mediación” (art. 8 h).
	La Leyes de Andalucía, Principado de Asturias, Comunidad de Madrid, Islas Baleares, Castilla- La Mancha, Canarias, Cataluña, Galicia, Castilla-León no recogen este principio, lo que consideramos un gran error, pues es uno de los principios más importantes junto con el de voluntariedad.
	Casi todas las Legislaciones Autonómicas aluden al principio de buena fe. Este principio supone que tanto los participantes como la persona mediadora, deberán actuar conforme a las exigencias de la buena fe. A este principio se refieren las Leyes valenciana (art. 5), castilla-León (art. 4.7º), canaria (art. 9),  andaluza (arts. 5 b), 11 y 16 c), vasca (art. 8 j), balear (art. 2 a), asturiana (art. 9), madrileña (art. 4. f).
	Otro principio de gran importancia referido a la obligación de velar en todas las actuaciones de mediación familiar por el interés de los menores de edad y de las personas en situación de dependencia.
	Casi todas las legislaciones se manifiestan en el mismo sentido: Ley gallega (art. 8), Ley canaria (art. 8), Ley  valenciana (art. 9. c), Ley de Castilla-La Mancha (art. 10. f), Ley andaluza (arts. 7 y 16. d)), Ley del País Vasco (13. f y  art. 14.b), Ley de la Comunidad de Madrid (4 f.).
	Por último, decir que hay otros principios que regulan algunas legislaciones autonómicas como son el de:
	- Flexibilidad y antiformalista. Ley de Islas Baleares (art. 2.g), Ley del País Vasco (art. 8. g),  Ley Canaria (art. 4.2), Ley de Andalucía (art. 12).
	- Rogación. Ley Gallega (art. 8.1).
	- Transparencia. Ley del País Vasco (art. 8.c).
	- Respeto al Derecho. Ley del País Vasco (art. 8.d).
	- Sencillez y celeridad. Ley de Castilla-León (art. 4. 9).
	- Intervención cooperativa.  Ley de Castilla-León (art. 4.6).
	- Competencia profesional. Ley de Castilla-León (art. 4.5).
	4. Desarrollo de las actividades del proceso de mediación familiar en las Legislaciones Autonómicas
	Las legislaciones autonómicas han seguido las directrices marcadas en cuanto al inicio del procedimiento de la mediación familiar por la Recomendación Nº (98) 1º “Los Estados reconocerán la autonomía de la mediación, la posibilidad de que ésta tenga lugar antes, durante o después de un procedimiento judicial”. 
	La mediación como procedimiento cuenta con diferentes fases. La primera de ellas es la fase de iniciación o premediación y contrato de mediación. En esta primera fase, aún no ha empezado la mediación en sí misma, pero sí el proceso de mediación. Es una fase de gran importancia porque el mediador tendrá que desempeñar una función informadora sobre la mediación y la dinámica del procedimiento, escuchará por primera vez la posición que cada una de las partes ha tomado en el conflicto; valorará si la mediación es posible antes de iniciar la negociación y se firmará el contrato de mediación.
	Una vez que se ha efectuado la primera reunión se levantará un acta inicial, donde constarán el lugar y fecha de la celebración, las personas que hayan participado, el objeto de la mediación y la aceptación por las partes de los principios y deberes  de la mediación. El acta será firmada por las partes y por la persona mediadora como prueba de entendimiento y aceptación de las condiciones.
	Este contrato de mediación familiar o acta inicial es considerado por la doctrina como un contrato típico, puesto que está recogido en diversas leyes autonómicas relativas a la mediación; formal, todas las legislaciones establecen la necesidad de formalizarlo por escrito; consensual, puesto que se perfecciona por el mero consentimiento (arts. 1254 y 1258 del CC); y, por último, plurilateral o bilateral, si tenemos en cuenta que participando tres sujetos, las partes enfrentadas y el mediador, todos ellos resultan obligados a realizar una prestación de forma recíproca y directa: la obligación de confidencialidad.
	El objeto del contrato sí ha sido determinado doctrinalmente, entendiendo por tal “la prestación de un servicio de mediación como medio de gestionar el conflicto que enfrenta a las partes, a través de las obligaciones y deberes que éstas voluntariamente asumen al vincularse al proceso de mediación”.
	No obstante, el contrato de mediación, a excepción de la Ley de Islas Baleares, no ha sido definido legislativamente, aunque algunos aspectos como el contenido del mismo, la función del mediador y los derechos y obligaciones de las partes en conflicto si han sido delimitados por las diferentes leyes autonómicas.
	La firma del contrato de mediación da paso a la fase de mediación. Ésta se desarrolla a lo largo de una serie de  reuniones entre el mediador y las partes. En ellas el mediador, tras una serie de recogidas de datos e identificación de los problemas, facilita que las partes encuentren soluciones a las cuestiones en conflicto.
	En cuanto a la duración del procedimiento, dependerá de la naturaleza, complejidad y conflictividad de las cuestiones objeto de mediación planteadas por las partes.
	Todas las leyes autonómicas, con excepción de Cataluña, coinciden a la hora de establecer un plazo máximo de duración de tres meses, para no dilatar indebidamente el procedimiento, salvo la Ley de Castilla y León que no establece plazo alguno y la Ley del País Vasco que establece un plazo máximo de cuatro meses. Todo ello, sin perjuicio, de prorrogar dicho plazo, cuando se aprecie la posibilidad de llegar a acuerdos y así lo soliciten las partes. En este punto, la duración varía, situándose en tres meses, en los casos de la Ley catalana, gallega, canaria, castellano-manchega, asturiana, andaluza, madrileña, y en sólo dos en la Ley valenciana y vasca. La Ley de Islas Baleares no establece plazo alguno.
	El proceso de mediación familiar finalizará por decisión de las partes en conflicto o de la persona mediadora en los siguientes supuestos: a) acuerdo total o parcial de las partes; b) falta de acuerdo de las partes; c) desistimiento libre y voluntario de cualquiera de las partes en conflicto; d) renuncia de la persona mediadora; e) cualquier otra causa que se desprenda del contenido de la ley y de sus normas de desarrollo.
	Una vez finalizada la mediación, se procede a levantar un acta final donde se recogen los acuerdos, y, en su caso, la imposibilidad  de alcanzarlos. Acuerdos, que por otra parte, tienen una eficacia limitada o inter-partes. 
	La regulación autonómica en los supuestos de desacuerdo también es divergente. Así, tanto la Ley catalana (art. 21. 2º), como la valenciana (art.19), castellano-manchega (art. 22), asturiana (15. 1º), vasca (art. 22) y madrileña (art. 19), consideran que en el acta sólo se debe hacer constar que la mediación ha sido intentada sin efecto. Mientras que la Ley gallega (art. 15), canaria (arts. 12 y 14) y balear (art. 23) prevén que en caso de que fuera imposible llegar a un consenso sobre el objeto de la mediación, se procederá a levantar un acta final haciendo constar la  causa o motivos, dando por finalizada la actividad mediadora en cualquier momento de su transcurso. 
	Si las partes llegan a un acuerdo total o parcial sobre algunos de los temas objeto de la mediación, estaríamos ante lo que se denomina el negocio jurídico mediado. Este contrato es distinto del contrato de mediación, pero tampoco forma parte de la mediación propiamente dicha. El negocio jurídico mediado, a diferencia del contrato de mediación, será firmado exclusivamente por las partes en conflicto, dado que el mediador no tiene capacidad de disposición sobre el objeto de la controversia, siendo su participación la de un testigo cualificado de lo acordado.
	Ahora bien, de todos es sabido que una cosa es la efectividad de los acuerdos entre las partes que lo suscriben, y otra bien distinta es su legalización definitiva y oponibilidad frente a terceros que, deviene necesaria, pero será distinta, dependiendo de la naturaleza del acuerdo, del tipo de conflicto que a través del mismo se resuelva y de la utilización que las partes quieran hacer del mismo. Por ello, el legislador debería añadir la obligatoriedad de la homologación judicial cuando los acuerdos mediados resuelvan crisis matrimoniales u otros temas de derecho de familia, y cuando no sea necesaria dicha homologación judicial señalar que aunque los acuerdos tienen una eficacia limitada inter-partes, podrían aumentar su efectividad mediante la intervención de un Fedatario Público.
	5. Formación del mediador familiar en las Legislaciones Autonómicas
	Las legislaciones autonómicas sobre mediación establecen que esta técnica de gestión de conflictos debe llevarse a cabo por un tercero que tiene que estar formado en mediación, además de estar inscrito en el Registro de Mediadores Familiares.
	Requieren al mediador una titulación universitaria previa y otra más específica para su inscripción en el Registro de mediadores familiares de cada Comunidad, siendo ésta indispensable para el ejercicio de la mediación.
	No todas las legislaciones coinciden en la titulación previa o de origen. Derecho, Psicología, Educadores Sociales y Trabajo Social sí están presentes en todas. Si bien, algunas legislaciones establecen un numerus clausus y en otras, por el contrario, se mantiene un criterio aperturista, como es el caso de la Ley 1/2006, de 6 de abril, de Mediación Familiar de Castilla y León, que incluye entre las titulaciones universitarias a través de las cuales se puede acceder a la profesión de mediador familiar las sanitarias (art. 8).
	Hay quienes opinan que la mediación en particular es un área de conocimiento teórico-metodológico al que se puede acceder desde distintas disciplinas, y que no es patrimonio de ninguna profesión, sin perjuicio de que hay algunas profesiones más afines que otras a la misma, como son  las carreras humanistas, pero si es razonable que cualquier profesional que se acerque a la mediación familiar ha de tener una formación universitaria que acredite conocimientos suficientes sobre el hecho familiar, la conflictividad familiar, métodos y técnicas en resolución de conflictos, con sus implicaciones jurídicas, psicológicas, sociales y culturales.
	Ahora bien, no podemos eludir la formación jurídica del mediador. Para que la mediación familiar sea eficaz, el mediador debe tener conocimientos jurídicos, concretamente de derecho de familia, dado que las normas de orden público familiar forman parte del plano institucional de la familia y, deben, por tanto, tenerlas muy presentes a lo largo del proceso, con vistas a la posterior homologación.
	La formación específica en mediación familiar es otro de los requisitos necesarios para la inscripción en el Registro de Mediadores Familiares de cada comunidad autónoma.
	Son varios los referentes normativos a nivel europeo que aluden a la formación de los mediadores, La Carta Europea para la Formación de Mediadores Familiares (1992), La Recomendación n.º R(98) 1, de 21 de enero de 2009 sobre la Mediación Familiar (COM (2002) 196), el Libro Verde sobre Modalidades Alternativas de Solución de Conflictos en el ámbito del Derecho civil y mercantil y la Directiva 208/52 sobre ciertos Aspectos de la Mediación en Asuntos civiles y mercantiles, aunque el referente más importante son Los Estándares Base para la Formación Profesional de los mediadores familiares, que según el Foro Europeo de Mediación Familiar han de vertebrar la formación.
	Sin embargo, ninguno de ellos ha concretado con exactitud el contenido de la formación, lo que ha propiciado que en España, y a falta de una legislación estatal que establezca unos criterios uniformes, cada Comunidad Autónoma haya establecido los contenidos de los cursos, duración, etc., como ha creído conveniente. Lo que ha  originado diferencias importantes en la cualificación exigida, contenido y la duración de los cursos y, sobre todo, en los requisitos para la homologación por parte de las autoridades competentes.
	6.  Conclusiones
	El estudio realizado sobre la legislación existente en materia de mediación, no hace más que evidenciar la necesidad de unificar criterios en torno a dicha figura. Y no sólo en aspectos como los plazos dentro del proceso, el estatuto del mediador, la responsabilidad de las partes,  la inscripción en los registros de mediadores, sino también en materia de formación y homologación de los contenidos de los cursos.
	Por todo ello,  el Gobierno está elaborando una Ley estatal sobre mediación en asuntos civiles y mercantiles, aprovechando la transposición de la Directiva de 2008, y de la que se espera que aborde todas las cuestiones que desde diferentes sectores se vienen demandando desde hace muchos años.
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	1. Introducción
	En la literatura reciente sobre mediación se destaca la necesidad cada vez mayor de considerar las características de la cultura social de la organización y del contexto donde se lleva a cabo, puesto que van a condicionar los estilos estratégicos que los mediadores utilizan en su trabajo, así como las modalidades de mediación para su adaptación a dichas características. Todo ello pone de manifiesto la importancia de utilizar enfoques contingentes de mediación caracterizados por su flexibilidad y su capacidad de adaptación a las particularidades de cada intervención. 
	Este capítulo tiene como objetivo presentar un modelo de intervenciones en mediación para la resolución de conflictos en contextos de educación superior e investigación. Su principal característica se resume en la necesidad de contextualizar tanto el conflicto en sí mismo como el procedimiento utilizado en su resolución; o dicho de otro modo, en la convicción de que la modalidad empleada en la resolución del conflicto ha de ser contingente respecto a sus particularidades (tipo e importancia del conflicto, características de las partes, tipo de relaciones entre ellas, roles que desempeñan, tiempo del que se dispone para resolverlo, posibilidades de utilizar procedimientos alternativos para su resolución, etcétera).
	A partir de la segunda mitad del siglo XX, y especialmente en sus dos últimas décadas, los mecanismos internos de solución de conflictos han cobrado una gran importancia en todo tipo de organizaciones: Entidades financieras, sistemas sanitarios, prisiones, universidades, grandes empresas e instituciones. Con ellos se persigue que las partes implicadas en un conflicto, una reclamación u otros tipos de disputas participen directamente en su resolución y tengan la oportunidad de expresar y utilizar su voz para cambiar situaciones, reclamar sus derechos, defender sus intereses o exigir el cumplimiento de una norma. Los sistemas organizacionales de resolución de conflictos (ODR, en sus siglas en inglés) utilizan mecanismos ya consolidados entre los sistemas alternativos de resolución de conflictos (ADR, Alternative Dispute Resolution), y tienen como principales objetivos minimizar las potenciales consecuencias negativas del conflicto y maximizar las positivas. Entre estos mecanismos organizacionales, que evitan los procesos adversariales o la intervención de instancias punitivas, se encuentran la mediación y los sistemas de defensores (ombudspersons), cuyos ámbitos de implementación han aumentado considerablemente en los últimos 25 años.
	El uso de la mediación como proceso para la gestión de conflictos cuenta con un largo pasado en todo tipo de culturas alrededor del mundo, así como en múltiples contextos, especialmente en las relaciones internacionales, las negociaciones laborales, las disputas comunitarias, los problemas familiares y las disputas legales. Más recientemente, en los últimos 25 años se ha asistido a un gran incremento en el uso de la mediación como estrategia prioritaria para la resolución de conflictos dentro de las organizaciones, es decir, aquellos que se producen en diferentes niveles: Entre los miembros, grupos, departamentos o instancias que las constituyen. En síntesis –y tomando lo esencial de las definiciones formuladas en la literatura–, la mediación es un procedimiento, compuesto por una serie de estrategias y técnicas, mediante el cual las partes implicadas, con la participación y ayuda de un mediador imparcial e independiente, identifican, formulan y analizan las cuestiones en disputa, con el objetivo de desarrollar y proponer ellas mismas opciones o alternativas que les permitan llegar a un acuerdo que solucione el conflicto o mejore las relaciones entre las partes.
	Este capítulo tiene como objetivo presentar un modelo contingente de intervenciones de mediación en ámbitos de educación superior y de investigación teniendo en cuenta tres dimensiones básicas: El nivel de equilibrio o simetría de poder que caracteriza las relaciones entre las partes implicadas; la perspectiva temporal previsible de sus relaciones (corto plazo versus medio y largo plazo); y el nivel de formalización del proceso (estableciéndose un continuo entre mediaciones formales e informales). Por último, también se consideran como elementos constituyentes de todo proceso los objetivos o resultados de la mediación (acuerdo o solución del conflicto y mejora de las relaciones entre las partes implicadas). Las interacciones entre estas tres dimensiones dan lugar a diferentes modalidades de intervención en mediación en contextos universitarios, y se postula que la pertinencia de su elección puede influir en la eficacia tanto del proceso como del resultado de la misma.   
	2. La mediación en los contextos de educación superior y de investigación
	Los contextos universitarios se caracterizan por una elevada complejidad, que tiene su origen tanto en la gran diversidad de actividades y funciones encomendadas como en las características y las relaciones de los diferentes colectivos o sectores que la componen. Dichas actividades se aglutinan en torno a las dos funciones básicas de la universidad: La docencia y la investigación, las cuales dan lugar a una enorme multiplicidad de situaciones, interacciones y relaciones en las que se encuentran implicados los miembros de la comunidad universitaria, además de provocar tensiones al establecer prioridades entre ellas. Las comunidades universitarias se componen básicamente de tres sectores: Los estudiantes, el Personal Docente e Investigador (PDI) y el Personal de Administración y Servicios (PAS), sin olvidar las relaciones externas que se establecen, en diverso grado, con los representantes de la administración o los poderes públicos, con los miembros de otras organizaciones universitarias (locales, regionales, estatales e internacionales) y con otros agentes sociales: empresas, instituciones y organismos públicos, asociaciones, colegios profesionales, sindicatos, etc., especialmente en una época como la actual, donde las interdependencias y los retos socioeconómicos, –lo que Ronald Barnett ha denominado una era de supercomplejidad–, pueden desafiar, redefinir, modificar e incluso transformar radicalmente la identidad, el funcionamiento, los objetivos y el papel social de las universidades.  
	Internamente, la interdependencia existente entre los miembros de los tres sectores de la comunidad universitaria trae consigo una permanente interacción entre ellos, la cual presenta un carácter horizontal (interacciones entre miembros que pertenecen al mismo sector) y transversal (aquellas que se producen entre miembros de diferentes sectores y que incluyen todas las combinaciones posibles). Además, cada sector es heterogéneo en lo relativo no sólo a las diferencias obvias derivadas de las características personales o sociales de sus miembros, sino también, y especialmente, a los distintos niveles de poder y de estatus con que cuenta cada uno de ellos. Esta marcada jerarquización de la comunidad universitaria es una de sus características más relevantes, en sí misma y en lo referente a los problemas, desacuerdos y conflictos que pueden presentarse en su seno. Sin embargo, el problema no se reduce a que las universidades sean estructuras jerárquicas, sino, como señala Barsky, a los conflictos y a la ambigüedad de las líneas de autoridad, comunicación y roles. En consecuencia, “antes que funcionar como una única institución, las universidades pueden reconceptualizarse como una federación de departamentos, institutos y unidades de trabajo. Así, la autonomía, las metas comunes y la interdependencia pueden ser negociadas de un modo similar a como ocurre en las relaciones entre estados en el contexto internacional”.  
	Aunque el origen y los tipos de conflictos pueden ser muy diversos y pueden identificarse en diferentes niveles –individual, interpersonal-grupal y organizacional–, Holton identifica tres fuentes de conflictos que tienen una especial incidencia en los contextos universitarios: La existencia de metas incompatibles, la escasez de recursos y las interferencias que se producen entre los miembros. En opinión de Ostar, el conflicto en las universidades puede verse exacerbado no sólo porque existan diferentes grupos de interés en su seno, sino también por el hecho de que cada uno de ellos reclama la “propiedad”; así, el PDI alega en su favor el principio de libertad académica, la existencia de autonomía universitaria en la gestión y la consideración de la universidad como una “comunidad de académicos”; los estudiantes reclaman su participación en los procesos de toma de decisiones argumentando su apoyo financiero a las instituciones mediante pago de sus tasas académicas y en la consideración de que las universidades no existirían sin ellos; la administración reclama también su parte de responsabilidad en virtud de sus competencias legales en lo relativo a las directrices y políticas educativas, su apoyo financiero y su obligación de supervisar la gestión de los fondos públicos; por último, el PAS también defiende su derecho a la participación en la toma de decisiones basándose en que sin su trabajo ni el PDI ni los estudiantes podrían realizar las tareas que les son propias. 
	Los distintos sectores de la comunidad universitaria presentan no obstante algunas diferencias en cuanto a su homogeneidad en función de su jerarquización y relaciones de dependencia, estatus y poder. Así, avanzando de menor a mayor heterogeneidad y complejidad de sus relaciones, los estudiantes constituyen el colectivo que ofrece una mayor uniformidad, si bien es habitual encontrar, esencialmente en función de sus actividades de representación, diferencias de posición: delegados de grupo, de curso, de titulación; representantes en los consejos de departamento, en las juntas de facultad o de escuela, en el claustro o en el consejo de gobierno; y, dependiendo de lo establecido en los estatutos de cada universidad, miembros de la delegación de estudiantes o del consejo de estudiantes. También puede establecerse una distinción básica entre estudiantes de grado y estudiantes postgraduados. Estas diferentes posiciones derivadas de sus funciones de representación pueden influir tanto en las relaciones entre ellos como en las que establecen con los miembros del PAS y del PDI, así como con los distintos cargos y órganos de gobierno. 
	En cuanto al sector del PAS, se encuentran las diferenciaciones habituales en los empleados públicos relativas a su pertenencia a un grupo por su categoría profesional, su nivel asociado y las jefaturas propias de los servicios universitarios, así como las derivadas de su consideración eventual como cargos de confianza. Por último, los miembros del PDI se encuentran clasificados en los distintos cuerpos definidos por la legislación vigente, además de por su antigüedad y su dedicación. Conviene no olvidar en este caso las complejas y sutiles relaciones informales de dependencia que suelen establecerse entre ellos, así como las relaciones personales y afectivas que inevitablemente se producen en estos contextos caracterizados por una convivencia cuya perspectiva temporal suele ser muy prolongada, aspecto este también de gran importancia que será retomado más adelante.
	En definitiva, en unas realidades sumamente complejas como las que se configuran en una organización universitaria, caracterizada por su apertura y por el continuo y elevado número de interacciones y relaciones, la existencia de diferencias o conflictos de intereses, disfunciones e incluso errores, ha de contemplarse como un componente tan inevitable como potencialmente positivo o funcional. Inevitable, debido a que los sistemas humanos o sociales están conformados por unidades singulares que les otorgan un carácter necesariamente plural, donde las personas ocupan posiciones diferenciadas, desempeñan en consecuencia distintos roles, cuentan con diferentes grados de poder, tienen intereses diversos y, en definitiva, persiguen objetivos distintos, de manera que en estos contextos las disensiones y los conflictos puede decirse que resultan naturales. Y potencialmente positivo o funcional, porque esta estructura diferenciada y este pluralismo en su composición pueden –y deben– conducir al debate, a la argumentación, al enfrentamiento intelectual o de ideas, a la búsqueda de soluciones razonables donde tengan cabida las razones particulares de los actores; eso sí, siempre que las partes implicadas se entreguen a ello con una actitud constructiva y con una verdadera voluntad de llegar a establecer acuerdos.
	Es en este contexto donde diversas instancias (Defensores Universitarios, Inspección de Servicios, Oficinas y Servicios de Igualdad, etc.) han encontrado la utilidad, y casi podría decirse la necesidad, de la aplicación de la mediación como estrategia para afrontar y tratar de resolver los múltiples conflictos entre los miembros de la comunidad universitaria que llegan a sus respectivos servicios y oficinas. La mediación es sólo uno de las formas de resolución de conflictos, y no se puede –ni se debe– pretender resolver todos los conflictos por medio de ella. En suma, la mediación contribuye a balancear las posibles diferencias de poder entre las partes, una característica habitual en estos contextos sumamente jerarquizados, si bien, como señalan algunos autores, el mediador ha de conciliar las exigencias de la mediación con la realidad de la estructura organizacional, con el fin de evitar el riesgo de que las partes implicadas establezcan una lucha de poder ajena al propio proceso de mediación. 
	La utilización de la mediación en contextos de educación superior y de investigación ha tenido un significativo crecimiento en los últimos años. Por ejemplo, en el contexto norteamericano, un estudio de Warters mostró que de 18 programas de mediación en Campus (Campus Mediation Programs, CMP’s) en instituciones universitarias estadounidenses, se pasó a más de 200 al finalizar la década. La experiencia en universidades de EE.UU. y Canadá demuestra que la utilización de la mediación tiene importantes ventajas:
	a) Responder a las quejas con mecanismos neutrales e imparciales internos, propios de la institución.
	b) Reducir los costes de procesos litigantes o adversariales, tanto en tiempo como en dinero.
	c) Demostrar que la organización se preocupa por atender y resolver los problemas y los conflictos, con una actitud de afrontamiento y no de evitación.
	3. Dimensiones del modelo contingente de mediación 
	En la práctica, existe una gran variedad de modalidades de mediación, y parece más preciso por ello hablar de mediaciones, reconociendo que no existe un “modelo” o un “patrón” único cuando se utiliza este procedimiento para resolver conflictos dentro de las organizaciones. 
	El modelo contingente que se propone aquí utiliza tres dimensiones o continuos en su articulación: a) relaciones de poder entre las partes implicadas, b) perspectiva temporal de estas relaciones, y c) nivel de formalización del proceso de mediación. Estas tres dimensiones no son las únicas presentes en la mediación, pero se destacan al constituir factores clave identificados en la literatura, dada su relevancia en el contexto universitario en el que se pretende aplicar. Como se mencionó al comienzo de este capítulo, el modelo propuesto asume que el tipo de mediación es habitualmente contingente respecto a las características del conflicto y a los estilos de conducta, las estrategias y las tácticas de los mediadores, así como sensible a los factores sociales y contextuales en los que se produce. Por último, el modelo defiende que, al igual que ocurre con otros mecanismos de resolución de conflictos, la mediación ha de contar con cierto grado de flexibilidad y de pragmatismo.
	a) Relaciones de poder entre las partes
	Desde una perspectiva psicosocial el poder se define como la capacidad para proporcionar o retener recursos valiosos y para administrar sanciones o castigos. En este sentido, el poder es contextual, es decir, se define con respecto a una relación o a un grupo particulares, de manera que no depende exclusivamente de las características personales o tendencias dominantes de los actores que intervienen. Por su parte, la autoridad se considera como un rol institucionalizado que otorga poder a quien lo desempeña. La investigación psicosocial ha permitido comprobar cómo el poder modifica realmente el comportamiento de las personas, produciendo respuestas bien diferenciadas; así, las personas con poder tienden a mostrar unos mayores niveles de acción, búsqueda de recompensas y libertad, así como unas tendencias de acercamiento y contacto con otros, mientras que las personas con menos poder tienden a percibir en mayor medida amenazas, castigos y limitaciones sociales, así como a activar tendencias de inhibición respecto a los demás.
	En el modelo propuesto se considera el balance o la simetría de poder en las relaciones entre las partes implicadas en un conflicto. Así, se considera que existe simetría de poder cuando las partes en conflicto cuentan con idéntico o muy similar nivel de poder en función de su categoría, posición o estatus; mientras que existe asimetría de poder cuando entre las partes existe mucha o una significativa diferencia de poder en función de su categoría, posición o estatus.
	b) Perspectiva temporal de las relaciones entre las partes
	La segunda dimensión del modelo alude a las expectativas o las previsiones de relaciones futuras entre las partes implicadas, un aspecto muy importante cuando se valora la pertinencia y la preferencia en el uso de la mediación para resolver conflictos en las organizaciones. Se distingue entre una perspectiva a medio y largo plazo, cuando resulta predecible que las partes en conflicto van a convivir o a pertenecer a departamentos, equipos, servicios, colectivos u organizaciones durante largos periodos de tiempo; y una perspectiva a corto plazo, cuando el carácter de las relaciones se encuentra muy limitado en el tiempo o cuando no existen expectativas sobre interacciones futuras de las partes en conflicto, al menos a medio y largo plazo.
	c) Nivel de formalización del proceso de mediación 
	Una distinción muy importante relativa a los tipos de mediación habitualmente utilizados por el defensor universitario es la que se establece entre los procesos de mediación formales y los informales. Los primeros se refieren a aquellos llevados a cabo según un protocolo o procedimiento oficial previamente definido y especificado, que puede encontrarse recogido en el reglamento que posee cada defensor universitario y que es desarrollado a partir de lo dispuesto en los estatutos de cada universidad (y habitualmente aprobado por el Claustro), o bien establecerse ad hoc para cada intervención concreta. En cuanto a los segundos, se trata de procesos de mediación que no se atienen a un procedimiento estandarizado y que se desarrollan adaptándose a las características de la situación, del tipo de conflicto y de las partes implicadas según las valoraciones y las decisiones de cada defensor a partir de sus conocimientos y de su experiencia, y donde la improvisación puede constituir un elemento clave tanto en la gestión del proceso como en la creación de entornos que puedan estimular a las partes implicadas. Los procedimientos informales tratan de crear espacios de confianza y de seguridad donde las partes puedan establecer un diálogo mediado utilizando la escucha activa, lo que posibilita la comunicación directa, facilita la comprensión del problema y de las posiciones y opiniones de las partes, y permite al mediador intervenir y tratar de persuadir de una manera menos institucionalizada. 
	Por último, es necesario considerar junto a estas tres dimensiones un elemento fundamental en todo proceso de resolución de conflictos: Los objetivos de la mediación o los criterios de eficacia. Según el concepto de efectividad diádica, se considera que un proceso de mediación es eficaz en la medida en que 1) permite resolver un conflicto y llegar a un acuerdo, y 2) contribuye a mejorar la comunicación y las relaciones entre las partes. En los contextos universitarios, caracterizados, como ya se señaló, por relaciones a largo plazo (que pueden abarcar incluso toda o buena parte de la vida profesional en el PDI y el PAS), resulta especialmente importante que el Defensor en su papel de mediador se establezca como criterio de eficacia del proceso el logro de ambos objetivos. Así, sus intervenciones de mediación no sólo podrán permitir resolver problemas concretos, sino también contribuir a que las partes implicadas mejoren sus relaciones y aprendan a resolver por sí mismas los previsibles conflictos que surgirán a lo largo del tiempo, debidos a las propias características de los contextos universitarios ya señaladas.
	4. Alternativas de mediación en contextos de educación superior e investigación
	La combinación a través de los dos polos de cada dimensión puede dar lugar a diferentes alternativas o planteamientos sobre la posible utilidad y eficacia de los procesos de mediación. La Figura 1 trata de representar gráficamente las distintas interacciones y sus características, de las que se derivarán una serie de proposiciones.
	Proposición general: La utilización de elementos formales o informales de mediación se encuentra condicionada por el equilibrio de poder –simétrico o asimétrico– existente entre las partes y por la perspectiva temporal –corto versus medio y largo plazo– de las relaciones entre ellas.
	Se considera que, en la mayor parte de los casos, los modelos de mediación que se pueden utilizar incluyen una combinación variable de elementos formales e informales, y que sólo de manera excepcional presentan un carácter completamente formal o informal. Lo que condicionará el grado de combinación de ambos tipos de estrategias de mediación será el equilibrio de poder entre las partes implicadas, que también presenta diferentes variaciones a lo largo de un continuo de mayor a menor simetría, y la perspectiva temporal previsible en las relaciones entre las partes, un elemento asimismo que no se puede establecer de manera absoluta pero que al menos puede predecirse hasta cierto punto, como, por ejemplo, en el caso de un conflicto entre un profesor y un estudiante de último año, o en el caso de un conflicto entre miembros del PDI o el PAS que ya cuentan con plazas estables y consolidadas.
	Figura 1.
	Alternativas de mediación
	En consecuencia, las alternativas de mediación que se proponen se concretan en las siguientes.
	Proposición 1: La utilización en mayor medida de modelos o elementos formales de mediación será más adecuada cuanto mayor sea la simetría de poder entre las partes y exista una perspectiva a medio y largo plazo en sus relaciones (cuadrante I).
	En contextos universitarios, un ejemplo de esta situación puede ser el siguiente: Conflicto entre dos profesores numerarios del mismo cuerpo (catedráticos o profesores titulares) pertenecientes a un mismo departamento, o entre dos miembros del PAS de igual o muy similar categoría destinados en el mismo servicio, y cuya antigüedad en el cuerpo o en la institución también es muy similar. Se trata de casos donde existe una simetría o equilibrio de poder y donde es previsible una relación temporal a largo plazo (aunque esta no es inevitable; siempre pueden solicitar un cambio de departamento o de área de conocimiento, o un traslado a otro servicio o centro). En estos casos, el modelo postula (si no se trata, obviamente, de una situación de vulneración de derechos o normas) la posible utilización por el defensor de una estrategia de mediación formal y obviamente aceptada voluntariamente por las partes implicadas. Los objetivos del proceso de mediación se dirigirían tanto hacia el (re)establecimiento o mejora de la comunicación y las relaciones, como hacia el logro de un acuerdo. No obstante, se sugiere que en este caso la eficacia del resultado del proceso ha de valorarse en mayor medida por la capacidad de las partes para resolver por sí mismas futuros conflictos o problemas –cuya ocurrencia es previsible en contextos universitarios, caracterizados, como ya se mencionó, por la escasez de recursos, la competitividad, la diversidad de intereses, objetivos o valores, las luchas de poder o las diferencias de expectativas, entre otros factores–, sin necesidad de recurrir de nuevo al defensor universitario o a terceras partes en procesos adversariales.
	Proposición 2: La utilización en mayor medida de modelos o elementos informales de mediación será más adecuada cuanto mayor sea la asimetría de poder entre las partes y exista una perspectiva a corto plazo en sus relaciones (cuadrante III).
	Ejemplos de este tipo de situaciones pueden ser los siguientes: Un conflicto entre un catedrático y un estudiante de grado por un incidente en el aula o en un examen determinado, o entre un jefe de servicio y un becario o colaborador en tareas administrativas o de apoyo. En este ejemplo, las relaciones entre las partes se caracterizan por una gran asimetría de poder y por encontrarse relativamente limitadas en el tiempo (unos meses o un curso académico, como máximo, ya que la relación se puede romper con relativa facilidad por cualquiera de las partes). Si no se trata de incumplimiento de normas o de vulneración de derechos, el conflicto o la diferencia puede ser abordado por el defensor universitario utilizando una estrategia de mediación informal centrada en la búsqueda de una solución o acuerdo que resuelva el conflicto puntual, aunque sin excluir la posibilidad de mejorar las relaciones entre las partes.
	Proposición 3: Aunque el equilibrio de poder entre las partes tienda a ser asimétrico, a medida que aumenta la posibilidad de que la relación entre las partes se prolongue en el tiempo a medio y largo  plazo, será necesario incrementar los elementos formales del proceso de mediación en combinación con los informales (cuadrante II).
	Se puede estar ante situaciones tales como la de un conflicto entre un director de departamento o un catedrático con mucha antigüedad y un profesor que acaba de alcanzar una posición estable en el departamento, o la de un conflicto o desacuerdo entre un director de tesis y el doctorando al comienzo de su relación. Si bien en ellas existe un claro desequilibrio de poder, el hecho de contar con una –previsible– relación prolongada en el tiempo sugiere la necesidad de introducir elementos formales en la mediación en combinación con los informales, con objeto de que las partes adquieran conciencia del proceso y de la necesidad de solucionar sus problemas –actuales y futuros– y aprender a comunicarse y relacionarse de manera eficaz en lo sucesivo.
	Proposición 4: Aunque el equilibrio de poder entre las partes tienda a ser simétrico, en la medida que se perciba que la relación entre las partes se limita a una perspectiva temporal a corto plazo, será necesario incrementar los elementos informales del proceso de mediación en combinación con los formales (cuadrante IV).
	En general, cuando una relación se percibe de muy corta duración, parece menos probable que las partes se impliquen en un proceso formal de resolución de conflictos, y menos aún cuando ambas perciban que cuentan con una posición de poder muy similar. Ejemplo de tales situaciones se puede encontrar en el caso de un conflicto entre dos profesores numerarios pertenecientes al mismo cuerpo o dos miembros del PAS de idéntica categoría, pero donde uno de ellos se encuentra en situación administrativa de comisión de servicios o como figura visitante. Al igual que en los supuestos anteriores, si se dan las condiciones para utilizar la mediación y no otros procedimientos o instancias sancionadoras de resolución de conflictos, el defensor universitario puede utilizar una estrategia de mediación donde se incluyan más elementos informales junto a los formales que caracterizan, en general, a los conflictos entre agentes donde existe equilibrio de poder. 
	Estos ejemplos, aunque simplifican las posibles situaciones reales y los múltiples factores que pueden concurrir en cada caso, permiten ilustrar la utilización práctica del modelo propuesto. No se trata, como ya se subrayó, de un modelo normativo, ni mucho menos matemático, ya que la cuantificación de los factores considerados ha de llevarse a cabo de manera aproximada. En cualquier caso, lo que se pretende poner de manifiesto con este enfoque contingente es la necesidad de valorar la posible influencia que las características y los factores señalados pueden ejercer en la eficacia del proceso y los resultados de la mediación.
	5. Conclusiones
	La mediación como estrategia para resolver conflictos en ámbitos de educación superior y de investigación puede incrementar su eficacia si se consideran los elementos que se han analizado brevemente en este capítulo. Con ello se persigue incrementar los beneficios y las ventajas demostrados por la mediación sobre los procesos de confrontación y adversariales –como son los tribunales de justicia–, siendo quizá uno de los más importantes, desde la perspectiva psicosocial que se adopta aquí, el de proveer las bases para que las partes implicadas se sientan protagonistas tanto del proceso seguido como de los resultados obtenidos, aumentando asimismo su nivel de participación en los procesos de toma de decisiones que conduzcan a acuerdos e incrementando sus niveles de empowerment. La mediación en los contextos universitarios y de educación superior es un procedimiento viable y valioso para resolver conflictos, ya que, por una parte, preserva el concepto de libertad y autonomía académicas, y por otra, permite a los miembros de la comunidad universitaria implicarse en procesos constructivos y de desarrollo para la institución.  Evidentemente, con ello no se quiere decir que la mediación deba sustituir a los otros mecanismos empleados para la resolución de conflictos o que se deba utilizar para todo tipo de problemas, sino que, tras un pormenorizado análisis del tipo de conflicto, características de las partes implicadas, equilibrio de poder entre ellas y conocimiento de la historia o el pasado del conflicto y de la perspectiva temporal de la relación entre ellas, tomar una decisión acerca de su posible eficacia. Asimismo, las personas que intervengan como mediadores han de poseer una formación adecuada y contar con un repertorio de características y habilidades específicas que garanticen su idoneidad. Se sobreentiende que conocen perfectamente las particularidades del contexto universitario y las relaciones habituales que se establecen en él, así como, eventualmente, las características de las partes en conflicto y del problema concreto. 
	Fomentar una cultura de mediación, es decir, unos valores y creencias que permitan a las partes responsabilizarse y contar con capacidad para afrontar y resolver sus conflictos, desacuerdos y problemas, puede resultar un mecanismo sumamente eficaz para incrementar los niveles de convivencia, de respeto y de armonía en los contextos universitarios, al tiempo que se aprovechan las potenciales oportunidades que pueden suponer los conflictos para el cambio, el progreso y la mejora institucionales. Como afirmaba Moore, al tratar de responder a la pregunta ¿por qué mediamos?, la mayor parte de las personas cree que la comunidad donde vive o la organización en la que trabaja podrían ser mejores, y para resolver los problemas o los conflictos que lo impiden la mediación es preferible al litigio ya que es más probable que aquélla sea capaz, además de permitir llegar a un acuerdo, de preservar las relaciones, un aspecto especialmente importante cuando las personas deben continuar trabajando juntas o relacionándose en el futuro.  En ámbitos como los universitarios, caracterizados por una valiosa diversidad (de intereses, de valores, de experiencias, de objetivos, de expectativas, de oportunidades, etc.) y donde la perspectiva temporal de las relaciones suele contar con plazos muy prolongados, puede resultar de suma importancia transmitir y enseñar a sus miembros las indudables ventajas de la mediación, a la vez que se incrementan sus capacidades para evitar la judicialización de la vida universitaria y para resolver los conflictos por sí mismos. Quizá el mayor éxito del defensor universitario como mediador (y en general, de toda figura de mediación) consista en lograr que los protagonistas que han participado en un proceso no necesiten recurrir a él en el futuro, no porque no vayan a plantearse nuevos conflictos o desacuerdos, algo que previsiblemente sí ocurrirá, sino porque hayan experimentado su capacidad y su responsabilidad para afrontar y resolver sus problemas de manera eficaz y porque existan relaciones entre ellos que les permitan hacerlo, de manera que tengan realmente el control sobre el conflicto y sobre el procedimiento para solucionarlo.
	Por otra parte, como ha señalado Shestowsky, la legitimidad percibida por los miembros de la comunidad universitaria de los sistemas normativos de la institución puede incrementarse si se ofrecen sistemas de resolución de conflictos que ellos encuentran atractivos –como ha demostrado ser la mediación–, así como mejorar la percepción acerca de los procedimientos de justicia ex ante al ofrecer aquellos que coinciden con las preferencias de los miembros de la comunidad universitaria.
	Por último, se quiere destacar el importante papel que la difusión y el desarrollo de una cultura de mediación en los contextos de educación superior y de investigación puede desempeñar en la mejora de la convivencia en ellos y en su contribución a la formación de ciudadanos responsables y comprometidos con valores democráticos, de igualdad y de respeto en sociedades pacíficas y libres.
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	1. Introducción
	En el paso de las últimas décadas se ha acrecentado el interés y la participación en el estudio de los conflictos, factor quizá, relacionado con las desafortunadamente, crecientes formas violentas que la sociedad ha ido adoptando hacia la resolución de cualquier situación cotidiana que amenace nuestros propios intereses como individuos sociales.
	Gracias al enriquecido catalogo académico con el que ahora contamos al respecto del estudio del conflicto, conocemos ya sus variadas definiciones y su cada día más aceptada naturaleza de apego al ser humano, en el presente capítulo plantearemos como objetivo primordial hacer un recorrido por algunos aspectos teóricos del conflicto enfocados hacia un punto de vista humanista, ya que partiendo de la aceptación de su inherencia a cada uno de nosotros, es de vital importancia conocerlo y estudiarlo desde ese punto de partida.
	Por lo anterior, la intención será plateada a través del análisis de las diversas perspectivas teóricas que han abierto sus espacios hacia el estudio del conflicto en el ser humano, así como también se abordará la relevancia y repercusión social que hemos experimentado a lo largo de un proceso complejo que como resultado nos ha dejado un cambio en la percepción y la visión de los conflictos, de negativos, innecesarios y amenazadores, a herramienta tanto social como individual.
	Posteriormente nos centraremos en un segundo apartado abordando el conflicto como herramienta individual ya que como seres humanos complejos que somos, manifestamos reacciones de diversas características ante cualquier situación que altere nuestro ciclo o rutina de vida, por lo que los interesados en el tema de la resolución de los conflictos y aún más en la mediación debemos conocer las formas de representación de las emociones de aquellos individuos que se encuentren inmersos en alguna situación conflictiva, para lo cual terminaremos el presente capítulo dando mención a aquellas herramientas con las que debe contar un mediador/conciliador referentes al control de estas emociones. 
	2. El individuo y el conflicto
	Como seres humanos y organismos complejos, nuestro cuerpo y su aparato de conexiones orgánicas adquiere un importante papel en cada una de las situaciones a las que nos enfrentamos en el transcurso de nuestras actividades diarias, las vivencias, las reacciones, las emociones, la actividad cerebral, el procesamiento de información, etc. Adquieren la responsabilidad de hacerse notar mediante diversas reacciones, a veces observables y otras muchas veces no apreciables a simple vista para un tercero.
	Empero, del mismo modo nuestras reacciones también están influenciadas por otros muchos factores a los que nos adentramos a lo largo de nuestro desarrollo tanto físico como social, tales como la cultura, los modelos, los grupos sociales, la personalidad, etc.
	Es por ello que este apartado lo dedicaremos en un principio a exponer una visión general de cómo podemos definir el conflicto de acuerdo a su punto de partida, con la plena convicción de que es una rama de estudio muy amplia y diversa, y que sin duda se irá enriqueciendo aceleradamente con el paso del tiempo. Posteriormente, daremos paso a la mención de algunos de los factores que delimitan nuestras reacciones y comportamiento ante determinadas situaciones, específicamente ante aquellas que son conflictivas, siendo la representación conductual de estas reacciones, las que un mediador observa cotidianamente de sus participantes, por lo que es necesario partir del hecho de que ninguno de nosotros se comporta de forma similar ante un conflicto.
	Ubicados desde un contexto general pero, partiendo de un punto de vista individual, colocamos al conflicto como un fenómeno de características cambiantes y complejas en el que su principal eje de nacimiento es una incompatibilidad de intereses entre dos o más individuos en interacción.
	Y, desde este mismo contexto Fisas, define al conflicto como un proceso interactivo que se da en un contexto determinado. 
	Ahora bien, algunos autores nos delimitan sus definiciones de conflicto ubicadas desde el punto de vista de la interacción social del individuo, es decir, como seres sociales por naturaleza, podemos definir al conflicto como un producto de tal condición, tal como nos lo mencionan por ejemplo:
	Munduate, desde su enfoque de los conflictos organizacionales, nos expone que cuando dos personas tienen diferentes percepciones acerca de un determinado tema, aspecto o problema y se necesitan mutuamente para solucionarlo, hablamos de la existencia de un conflicto.
	Rubin, Pruitt y Hee en 1986, aportan una definición en la que plantean que: El conflicto significa diferencia de intereses percibida o una creencia que las partes en sus aspiraciones normales no pueden alcanzar simultáneamente.
	González y Capitel Martínez, lo definen como una divergencia de intereses, o la creencia de las partes de que sus aspiraciones actuales no pueden satisfacerse de manera simultánea o conjunta.
	Para Johan Galtung el conflicto es una incompatibilidad de metas u objetivos y, a veces, incompatibilidad en los medios a utilizar para arribar a las metas u objetivos. 
	Hay autores que nos exponen sus definiciones contemplando en ellas la aparición de reacciones con manifestación agresiva en defensa de los intereses propios:
	Soler, por ejemplo, describe el conflicto como una situación en la cual un grupo humano se encuentra en oposición a otro u otros grupos en razón de que tienen o persiguen intereses incompatibles; para su existencia se requiere una discrepancia que traiga consigo violencia, es decir, furia, engaño, peleas, agresión, insultos, acoso o gritos.
	Para Freund, el conflicto, desde el mismo análisis de la interacción de grupos sociales, consiste en un enfrentamiento por choque intencionado entre dos seres o grupos de la misma especie, que manifiestan los unos respecto de los otros, una intención hostil, en general a propósito de un derecho, y que para mantener, afirmar o restablecer el derecho, tratan de romper la resistencia del otro, eventualmente por el recurso de la violencia, la que puede, llegado el caso, tender al aniquilamiento físico del otro.
	Y también podemos definir al conflicto desde la percepción única del individuo, es decir, como producto de la propia contradicción intrapersonal en la que cada uno de nosotros se enfrenta a dualidades entre el querer hacer y el poder hacer, como nos menciona Lewin, quién conceptualizó el conflicto como el resultado de una contradicción entre la intención de realizar algo y la contraposición a ello.
	Ahora bien, sabemos que como individuos, dentro de nuestro comportamiento cotidiano estamos sometidos a una diversidad amplia de factores tanto internos como externos que son las guías silenciosas que marcan y delimitan nuestro comportamiento o conductas apreciables para los demás, estos factores forman parte del ámbito central del mediador tanto en la sesión como fuera de ella, ya que el mediador debe partir de la comprensión individual de las partes y no de una colectividad aparente a causa de la participación en el mismo conflicto, recordemos que el conflicto puede ser interpretado y valorado de muy diversas formas por las partes que lo integran.
	Algunos de estos factores serán mencionados a continuación y veremos cómo cada uno de ellos es, en mayor o menor medida, influyente directo de nuestro comportamiento.
	Factores Biológicos
	Cada uno de nosotros realiza innumerables actividades a lo largo de nuestro desarrollo, seguramente imposibles de mencionar con exactitud, sin embargo, es sabido que en la edad adulta, el individuo se somete socialmente a las mayores exigencias en comparación con el resto de sus etapas de formación personal. Es así, que nos vamos dando cuenta que nuestro organismo comienza a manifestar constantes representaciones de alteración cada vez mas ligadas y correspondidas a las actividades, las presiones y las interacciones entre otras.
	Es por ello que el mediador debe partir de que quizá el conflicto que tenga enfrente no necesita como atención primordial el restablecimiento de la comunicación, sino la identificación de una causa probablemente biológica que esté influyendo directamente con la visión y compresión del conflicto por parte del mediado.
	En referencia a lo anterior, uno de los factores más cotidianos con los que compartimos nuestra vida diaria es el estrés, definido por el Dr. Soly Bensabat, Director del Centro Médico Francois I de Medicina Preventiva de París, como: Enfermedad de las civilizaciones modernas, debido a una demanda excesiva de adaptación (…) . 
	Actualmente el estrés es considerado el principal detonador de la mayoría de las enfermedades e incluso de las que son causas de muerte, además de que es uno de los factores biológico – social que en el caso que nos ocupa, es el principal alterador de la conducta real, es decir, en la mediación, si nuestro mediado está sometido a una gran carga de estrés lo más probable es que sus representaciones conductuales o reacciones no nos sean de ninguna ayuda hacia la resolución del conflicto, por lo que es recomendable acudir a caucus  o posponer la reunión.
	Existen también otros factores biológicos que pueden estar influenciando directamente tanto la aparición como la conducción del conflicto por parte de los mediados, tales como: La mala alimentación, provocada por el exceso de grasas, sal o azúcar, el consumo exagerado de tabaco o alcohol, siendo estos últimos también factores de aparición social, al igual que el estrés, pero con repercusión biológica para el individuo.
	Podemos concluir retomando lo expuesto por Eduard Vinyamata:
	En muchas ocasiones, el origen de determinados conflictos puede localizarse en causas de carácter biológico. Determinados problemas sociales pueden estimular o canalizarse a través de manifestaciones o procesos biológicos de manera inversa, algunas disfunciones biológicas (enfermedades) pueden acabar generando conflictos sociales.
	Factores Psicológicos
	Nuestro aprendizaje de comportamiento está regido mayoritariamente por la imitación de patrones, es decir, desde niños observamos nuestro entorno a fin de imitar lo que vemos para en un futuro lograr ser parte de esa comunidad o grupo social.
	Es por ello que nuestras reacciones ante las situaciones conflictivas pueden estar íntimamente relacionadas con lo que percibimos desde nuestra formación social, como seres humanos estamos predeterminados para contar con la posibilidad de reacción instintiva, ya sea por defensa, por supervivencia o por diversos factores, sin embargo, eso no delimita que todos y cada uno de nosotros seamos guiados únicamente por esa reacción instintiva, es decir, nuestro constante aprendizaje social es lo que dará pie a nuestro comportamiento futuro.
	La violencia surge como una deformación o una exageración de nuestra capacidad de reacción, en ejemplo a lo mencionado anteriormente, retomo esta frase en virtud de resaltar que todos y cada uno de nosotros contamos con la opción a elegir nuestra forma de afrontar los conflictos y que somos guiados por nuestro sistema de representación mental, o lo denominado mapa que hace referencia a las formas con las que percibimos las situaciones que tenemos delante de nosotros y que nos diferencian en todo momento a los demás que nos rodean.
	Del mismo modo cada uno vamos formando a base de influencia social y conductual de nuestro alrededor con un código moral: “…consciente o inconscientemente, nuestras decisiones, comportamientos y actuaciones guardan una cierta relación con códigos morales fundamentales en una noción más o menos desarrollada del sentido que le damos a la vida, a nuestra propia vida” .
	Es así que, todas nuestras reacciones y comportamientos tiene una directa dependencia de nuestro entorno y nuestra adaptación social y psicológica, como nos menciona Fisas, tanto en la aparición como en la escalada de los conflictos juegan un papel importante las frustraciones, las polarizaciones crecientes, las malas percepciones, la incomunicación o las patologías de los dirigentes. 
	Factores Culturales
	El contexto cultural puede ofrecer las bases para ayudar a resolver conflictos (Carnevale y Choi, 2000). Dado que el concepto de cultura es amplio y vasto en sus aspectos a abarcar, nos centraremos en exponer su relación con la aparición, gestión y resolución de los conflictos partiendo de que somos individuos sociales y que convivimos en una comunidad delimitada y caracterizada por comportamientos, valores, roles, costumbres, etc., podemos ubicar al concepto de cultura como aquello que identifica a una sociedad en los aspectos antes mencionados.
	Sin embargo, siendo nuestro comportamiento, en parte, delimitado por el aprendizaje a través de nuestra convivencia con un grupo social, quizá, no debería ser alterado ni significativo en relación a la aparición de los conflictos ya que nuestro alrededor mantendría las mismas características, por ello, quizá la influencia de la cultura aparecería ligada a los conflictos cuando entramos en contacto con las características de otro grupo social con su propia cultura con diferencias significativas con la nuestra.
	Del mismo modo que en el ámbito individual, un conflicto aparece cuando otro individuo amenaza nuestros propios intereses, en el conflicto ligado a los aspectos culturales, estos delimitaran la aparición del mismo cuando se vean amenazados o bien cuando se trate de imponer un cambio significativo en los mimos.
	Por lo que el mediador deberá conocer si el conflicto al que se enfrenta presenta características de este tipo y analiza cada una de ellas en busca de los puntos de compatibilidad para abrir el camino hacia una posible solución.
	Naturaleza Humana del Conflicto
	Al ser nuestro punto de partida que cada uno de nosotros como entes sociales por naturaleza estamos inmersos en una aparición diversa, cotidiana y a la vez compleja de conflictos constantes, nos adentramos en la necesidad de mencionar aspectos acerca de la naturaleza de ese fenómeno llamado conflicto enfocado desde el propio ser humano.
	Diversos teóricos del conflicto muestran sus coincidencias al aceptar que el conflicto no es ajeno a ninguno de los miembros de una sociedad y exponen el punto desde cada uno de sus enfoques:
	Por ejemplo, Munduate nos menciona que desde el ámbito organizacional, el conflicto aparece desde la simple diferencia de percepción entre dos personas acerca del mismo aspecto, es decir, en un ambiente de estas características como el de las organizaciones, si partimos de esta percepción, sería difícil que no aparecieran constantemente conflictos entre los miembros de la mismas, por lo que se acepta la teoría de que simplemente el conflicto está presente en la mayoría de las actividades diarias derivado de la constante interacción entre los miembros.
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	Lederach, nos hace mención de que debemos percibir al conflicto como un proceso natural de toda la sociedad y Gorjón concuerda diciendo que la conflictividad forma parte de naturaleza humana y se encuentra entre individuos y sociedades.
	Lo importante de percibir al conflicto como algo inherente a nosotros mismos es que nos brinda la posibilidad de apreciarlo como positivo y no como perjudicial para nuestro desarrollo o grupo social, aunque debemos aceptar la posibilidad de que nuestra sociedad este mas familiarizada a ligar el conflicto con aspectos negativos, influenciada quizá por diversos factores cotidianos a los que nos enfrentamos.
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	Vinyamata parte de que los conflictos poseen dos significaciones simultáneas: Por un lado el conflicto puede significar oportunidad, cambio, estimulo, mejora… En este caso son elementos que nos permiten avanzar y sacar provecho; sin embargo, por otro lado, el conflicto también puede significar destrucción, frustración, guerra, dolor, angustia… Y en estos casos, lo podemos percibir como una disfunción que forzará a realizar cambios obligados que pueden causar desadaptación en la sociedad.
	Sabemos que no podemos manipular la aparición de los conflictos, por el contrario solo podemos gestionarlos o finalizarlos cuando los tenemos frente a nosotros, por lo que nuestro papel deberá centrarse en proporcionar herramientas, a los miembros de nuestra sociedad, enfocadas a lograr el cambio de percepción hacia las situaciones conflictivas a las que se enfrenten. Resaltando que existe un gran cambio en la percepción de décadas anteriores en comparación con la presente, por lo que se puede continuar enriqueciendo.
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	Por último, en la transformación de los conflictos se brinda una percepción positiva directa a la aparición de los mismos, con dotes naturales de crecimiento, reconocimiento y empoderamiento de los participantes, con cualidades para brindar aprendizaje y la metodología de la transformación pacifica de los conflictos tiene como fin la superación de los conflicto mediante la reconciliaciones de las partes y la reconstrucción de sus relaciones humanas.
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	Por sus propias características esenciales, la mediación proporciona a las partes la posibilidad de explayarse, de exponer su punto de vista o perspectiva respecto al conflicto por el que atraviesan, contando con un invaluable protagonismo, necesario y positivo para salir delante de la situación conflictiva.
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	Superación.- Se reconoce su existencia y hay voluntad de superarlo.
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	Se refiere a la consecución de acuerdos satisfactorios para las partes donde las mismas realizan una concesión. Buscan en definitiva el acuerdo a partir de una agenda de concesiones mutuas.
	Cooperación (gano/ganas): 
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	 La publicación, por el órgano competente, de un informe anual relativo a las decisiones dictadas, que permita evaluar los resultados obtenidos y determinar la naturaleza de los litigios presentados.
	c. Principio de contradicción
	d. Principio de eficacia
	 El acceso del consumidor al procedimiento, sin estar obligado a utilizar un representante legal;
	 La gratuidad del procedimiento o la fijación de costes moderados;
	 La fijación de plazos cortos entre la consulta presentada ante el órgano y la toma de la decisión;
	 La atribución de un papel activo al órgano competente, que le permita tener en cuenta todo elemento útil para la solución del litigio.
	e. Principio de legalidad
	f. Principio de libertad.
	g. Principio de representación.
	I. “Imparcialidad
	 Serán nombradas por un período de tiempo determinado y no podrán ser destituidas sin causa justificada;
	 No tendrán ningún conflicto de interés aparente o real con ninguna de las partes;
	 Facilitarán a ambas partes información sobre su imparcialidad y competencia antes de que comience el procedimiento.
	II. Transparencia.
	 Se garantizará la transparencia del procedimiento;
	 Las partes deberán tener acceso a información clara y sencilla, que recoja los datos de las personas de contacto, así como el funcionamiento y la disponibilidad del procedimiento, para que puedan consultarla y recordarla antes de plantear una reclamación;
	 En particular, se facilitarán los datos siguientes:
	 Cómo se desarrollará el procedimiento, el tipo de litigios para los que puede utilizarse y cualquier restricción a su aplicación;
	 Las normas relativas a cualquier requisito previo que deban cumplir las partes, así como otras normas de procedimiento, en particular las relativas al desarrollo del procedimiento y las lenguas que se utilizarán;
	 Los posibles costes que deberán asumir las partes;
	 El calendario aplicable al procedimiento, especialmente en función del tipo de litigio de que se trate;
	 Cualquier norma importante que pueda aplicarse (disposiciones legales, buenas prácticas empresariales, consideraciones de equidad, códigos de conducta);
	 El papel del procedimiento en la resolución de un litigio;
	 El valor de la solución acordada para resolver el litigio.
	o Cualquier solución de un litigio acordada por las partes deberá registrarse en un soporte duradero y se precisarán con claridad los términos y los argumentos en que se asienta. Este documento se pondrá disposición de las partes;
	o  La información relativa a los resultados del procedimiento deberá ponerse a disposición del público, en particular: El número y la naturaleza de las reclamaciones recibidas y su resultado; 
	 El tiempo que ha llevado resolver los litigios
	 Cualquier problema sistemático que planteen las reclamaciones;
	  El cumplimiento, si se conoce, de las soluciones acordadas.
	III. Eficacia
	 Deberá garantizarse la eficacia del procedimiento;
	 Ambas partes deberán tener acceso al procedimiento y poder utilizarlo con facilidad, por ejemplo, a través de medios electrónicos, independientemente del lugar en que residan;
	 El procedimiento deberá ser gratuito para los consumidores, o los posibles costes deberán ser moderados y proporcionales a la cantidad en litigio;
	 Las partes podrán recurrir al procedimiento sin necesidad de un representante legal y, no obstante, no serán privadas del derecho de hacerse representar o acompañar por un tercero durante todo el procedimiento o parte del mismo;
	 Una vez planteado, el litigio se tramitará en el plazo de tiempo más breve posible que permita la naturaleza del mismo. El órgano responsable del procedimiento deberá efectuar un control periódico de su evolución para cerciorarse de que la tramitación del litigio de las partes se realice de forma rápida y adecuada;
	 El órgano responsable del procedimiento incluirá el control del comportamiento de las partes para asegurarse de que respetan su compromiso de buscar una solución adecuada, justa y oportuna al litigio. Si el comportamiento de una de las partes no es satisfactorio, se informará a ambas partes para que estudien si conviene seguir buscando una solución al litigio por esa vía;
	IV. Equidad
	 Deberá garantizarse la equidad del procedimiento. En particular:
	o Las partes estarán informadas de su derecho de no aceptar o de abandonar el procedimiento en cualquier  momento, y recurrir al sistema judicial a cualquier otro mecanismo extrajudicial, si no están satisfechas con el resultado o el desarrollo del mismo;
	o Ambas partes podrán presentar libremente y con facilidad argumentos, información o pruebas pertinentes a su favor de forma confidencial, a no ser que cada parte haya acordado que se transmitan estos datos a la parte contraria; si en un momento dado, el órgano presenta una solución posible para resolver el litigio, ambas partes podrán exponer sus puntos de vista, así como efectuar comentarios ante cualquier argumento, información o prueba que presente una de las partes;
	o Se animará a ambas partes a que cooperen con el procedimiento, en particular aportando la información necesaria para encontrar una solución equitativa al litigio;
	o De antes de que las partes decidan si aceptan la solución que se propone para resolver el litigio dispondrán de un período de tiempo razonable para estudiarla.
	 Antes de que el consumidor decida si acepta la solución que se propone para resolver el litigio deberá ser informado de forma clara y en un lenguaje comprensible de lo siguiente:
	o Puede aceptar o rechazar la solución propuesta;
	o La solución propuesta puede ser menos beneficiosa que la que imponga un órgano judicial en aplicación de las normas legales;
	o Antes de aceptar o rechazar la solución propuesta tiene derecho a consultar a un asesor independiente;
	o La utilización del procedimiento no impide que intente solucionar un litigio no resuelto ante otro mecanismo extrajudicial, como los cubiertos por la Recomendación 98/257/CE, o que solicite indemnización a través de su propio sistema judicial;
	o  El valor de la solución aceptada.
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